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MATERIAS COMUNES

Tema 1

Cabildos Insulares: naturaleza. Competencias como órganos de 
gobierno, administración y representación de la isla y como 

instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Ley 3/2026, de 16 de junio, de Cabildos Insulares de Canarias

L3-2026-CAN · BOE-A-2026-17189 · arts. 1 a 4 · arts. 5 a 48 — 48 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.
1. Es objeto de la presente ley la regulación de los cabildos insulares de acuerdo con la Constitución española y
el Estatuto de Autonomía de Canarias, en el marco de la legislación básica estatal sobre régimen jurídico del
sector público y la legislación básica de régimen local, estableciendo:

a) Las competencias y su régimen jurídico.
b) La organización de gobierno y administrativa.
c) El funcionamiento, información y transparencia.
d) El ejercicio de la potestad reglamentaria.
e) Las relaciones de la comunidad autónoma y los cabildos insulares.

2. Asimismo, se regula la Conferencia de Presidentes y presidentas como foro institucional de colaboración de
la Comunidad Autónoma de Canarias y los cabildos insulares.

Artículo 2. Naturaleza de los cabildos insulares.
1. Los cabildos insulares, conforme al Estatuto de Autonomía de Canarias, son instituciones de la Comunidad
Autónoma de Canarias, así como órganos de gobierno, representación y administración de cada isla. Gozarán
de autonomía en la gestión de sus intereses y en el ejercicio de sus competencias, de acuerdo con la
Constitución, el Estatuto de Autonomía y las leyes.
2. Los cabildos insulares asumen en la isla la representación ordinaria del Gobierno y de la Administración
autonómica y desempeñan las funciones administrativas autonómicas previstas en el Estatuto de Autonomía y
en las leyes, así como las que les sean atribuidas, transferidas o delegadas.

Artículo 3. Colaboración y cooperación entre cabildos insulares.
1. Sin perjuicio de las competencias de coordinación del Gobierno de Canarias, los cabildos insulares podrán
establecer entre sí fórmulas de colaboración y cooperación interadministrativa de las previstas en la
legislación básica de régimen del sector público, para la prestación conjunta de servicios públicos propios,
atribuidos o transferidos.
2. Los cabildos insulares podrán constituir una asociación, de ámbito autonómico, para la protección y
promoción de sus intereses comunes, sometida a la legislación sobre asociaciones. Esta asociación se regirá
por sus estatutos, aprobados por los representantes de los cabildos insulares que la constituyan, los cuales
deberán garantizar la participación de sus miembros en las tareas asociativas y la representatividad de sus
órganos de gobierno. Dicha asociación, en el ámbito propio de sus funciones, podrá celebrar convenios con las
distintas Administraciones públicas radicadas en Canarias. Asimismo, podrá actuar como entidad
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colaboradora de la Administración pública de la comunidad autónoma en la gestión de las subvenciones de las
que puedan ser beneficiarios los cabildos insulares y sus organismos y entidades dependientes, así como crear
centrales de contratación a las que puedan adherirse las corporaciones asociadas.

Artículo 4. Audiencia de los cabildos insulares.
Cuando un anteproyecto de ley o proyecto de decreto afecte a las materias reguladas en esta ley, se dará por el
Gobierno audiencia a los cabildos insulares por un plazo de quince días, previamente a su aprobación.

TÍTULO I Competencias de los cabildos insulares

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 5. Competencias de los cabildos insulares.
1. Los cabildos insulares como órganos de gobierno, administración y representación de cada isla, ejercen las
competencias propias que corresponden a las islas como entidad local y las que les sean delegadas por otras
Administraciones públicas, de acuerdo con lo establecido en la Constitución y la legislación de régimen local.
2. Como instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias, corresponde a los cabildos insulares el
ejercicio de las funciones, competencias y facultades que se determinan en el Estatuto de Autonomía de
Canarias, así como las competencias autonómicas que les sean atribuidas, transferidas o delegadas de entre las
asumidas por la Comunidad Autónoma de Canarias, de acuerdo con el Estatuto de Autonomía de Canarias y el
resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 6. Ámbitos materiales de competencias de los cabildos insulares como instituciones de la 
Comunidad Autónoma de Canarias.
1. En el marco de las competencias asumidas por la Comunidad Autónoma de Canarias, los cabildos insulares
ejercerán las competencias en los ámbitos materiales que se determinen en el Estatuto de Autonomía y por ley
del Parlamento de Canarias o, en su caso, por decreto ley.
2. En todo caso, en los términos de la presente ley y de la legislación reguladora de los distintos sectores de
actuación pública, en las materias que siguen se atribuirán a los cabildos insulares competencias y funciones
ejecutivas de carácter insular, en el marco y dentro de los límites de la legislación aplicable, en las siguientes
materias:

a) Demarcaciones territoriales, alteración de términos y denominación oficial de los municipios.
b) Ordenación del territorio.
c) Carreteras, salvo las que se declaren de interés autonómico, en el marco de lo que disponga la legislación
territorial canaria.
d) Transporte por carretera, por cable y ferrocarril.
e) Gestión de puertos de refugio y deportivos, salvo que se declaren de interés autonómico.
f) Turismo.
g) Ferias y mercados insulares.
h) Defensa del consumidor.
i) Asistencia social y servicios sociales.
j) Policía de vivienda. Conservación y administración del parque público de viviendas. Promover la
construcción de viviendas protegidas y coordinar la intervención municipal en la gestión del parque
público de viviendas.
k) Las funciones propias de la Agencia de Extensión Agraria. Infraestructura rural de carácter insular.
Granjas experimentales.
l) Campañas de saneamiento zoosanitario.
m) Servicios forestales, vías pecuarias y pastos.
n) Protección del medio ambiente y espacios naturales protegidos. ñ) Acuicultura y cultivos marinos.
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o) Artesanía.
p) Cultura, deportes, ocio y esparcimiento. Patrimonio histórico-artístico insular. Museos, bibliotecas y
archivos que no se reserve la comunidad autónoma.
q) Caza.
r) Residencias de estudiantes en la isla.
s) Promoción de residencias de estudiantes universitarios y de otras enseñanzas de grado superior en el
resto del archipiélago siempre que concurra un interés insular singular no susceptible de ser prestado en el
territorio de la isla y no se produzca afectación a las competencias propias de la Administración de la
Comunidad Autónoma de Canarias o de otros cabildos en su interés territorial insular.
t) Espectáculos.
u) Actividades clasificadas.
v) Igualdad de género.
w) Políticas públicas de inclusión y diversidad.
x) Aguas, en los términos que se establezcan en la legislación sectorial.

3. En las leyes reguladoras de los distintos sectores de la actuación pública sobre materias atribuidas a los
cabildos insulares en su condición de instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias, podrá
determinarse el ejercicio de la competencia atribuida por el cabildo insular en el resto del archipiélago
siempre que concurra un interés insular singular no susceptible de ser prestado en el territorio de la
respectiva isla y no se produzca afectación a las competencias propias de la Administración de la Comunidad
Autónoma de Canarias o de otros cabildos en su interés territorial insular. Sin perjuicio de lo que establezcan
las leyes reguladoras, cuando el ejercicio de la competencia del cabildo en su condición de instituciones de la
Comunidad Autónoma de Canarias pueda desplegarse fuera del ámbito de su respectiva isla, deberá mediar
comunicación a la consejería competente en la materia del Gobierno de Canarias y al cabildo de la isla
afectada y, si transcurridos dos meses no se manifiesta objeción, podrá llevarse a cabo la actuación. En el caso
de formularse objeción, corresponderá al Gobierno de Canarias coordinar la actividad de los cabildos
afectados de acuerdo con los artículos 122, 123 y 124 de la presente ley.

Artículo 7. Ejercicio de las competencias.
Todas las competencias de los cabildos se ejercen de acuerdo con el principio de lealtad institucional y con el
régimen jurídico que rige las relaciones entre Administraciones públicas y pueden ser objeto de coordinación
por parte del Gobierno de Canarias en cuanto afecte al interés general de la Comunidad Autónoma de
Canarias, de conformidad con el Estatuto de Autonomía y las leyes.

CAPÍTULO II Competencias de los cabildos insulares como órganos de gobierno, administración y r

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 8. Competencias de los cabildos como corporaciones locales: propias y delegadas.
1. Los cabildos insulares, como corporaciones locales, en cuanto órganos de gobierno, administración y
representación de las islas, ejercen las competencias propias que les atribuye la legislación de régimen local.
Dichas competencias se ejercerán bajo su propia responsabilidad, en el marco de las leyes y sin sujeción a
directrices o instrucciones, generales o concretas, con cargo a recursos propios y conforme a los principios de
sostenibilidad económica, social y ambiental de las infraestructuras, las dotaciones, los equipamientos y los
servicios públicos, así como de transparencia de toda la actividad insular.
2. La atribución de competencias propias atenderá a los siguientes principios:

a) Garantía de la autonomía insular.
b) Eficacia.
c) Eficiencia.
d) Máxima proximidad a la ciudadanía.
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e) No duplicidad de competencias.
f) Estabilidad presupuestaria.
g) Suficiencia financiera.

3. Los cabildos insulares, en su condición de órganos de gobierno, administración y representación de las
entidades locales islas, y de acuerdo con el régimen establecido en la legislación de régimen local, ejercerán
las competencias que les sean delegadas por el Estado, por la Comunidad Autónoma de Canarias y por los
municipios de su isla.
4. Los cabildos insulares podrán delegar sus competencias propias en las entidades locales municipales de su
territorio, de acuerdo con el régimen previsto en la legislación de régimen local.
5. Los cabildos insulares, en su condición de órganos de gobierno, administración y representación de las
islas, podrán ejercer competencias distintas de las propias y de las atribuidas por delegación, debiendo
obtener previamente los informes preceptivos y vinculantes de inexistencia de duplicidades y de
sostenibilidad financiera previstos en el artículo 7.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del
Régimen Local o norma que la sustituya. Dichos informes se solicitarán a los órganos autonómicos
competentes en materia de régimen local y de tutela financiera de las entidades locales, respectivamente, de
acuerdo con el procedimiento regulado reglamentariamente.

Artículo 9. Delimitación de las competencias propias.
Como órganos de gobierno, administración y representación de las islas, las competencias propias de los
cabildos insulares referidas en el primer inciso del artículo 70.1 del Estatuto de Autonomía de Canarias, son las
establecidas por la legislación básica de régimen local para las diputaciones provinciales, desarrolladas en los
artículos 10 a 15 de esta ley.

Sección 2.ª Asistencia a los municipios

Artículo 10. Competencias de asistencia a los municipios.
1. Los cabildos insulares prestarán asistencia a los municipios de su respectiva isla para garantizar el ejercicio
de las competencias municipales y el establecimiento y adecuada prestación de los servicios mínimos. Esta
asistencia se dirigirá especialmente a los municipios de menos de 20.000 habitantes y, con carácter preferente,
a aquellos con insuficiente capacidad económica y de gestión.
2. En el ejercicio de sus competencias de asistencia a los municipios, los cabildos insulares se ajustarán a los
siguientes principios:

a) Solidaridad territorial y social.
b) Planificación y programación de la actividad insular.
c) Concertación con los municipios de las acciones que les afecten o interesen.
d) Promoción y, en su caso, creación, mantenimiento y gestión de redes de servicios públicos municipales
en las que puedan integrarse o a las que puedan adherirse voluntariamente los municipios.

3. La asistencia de los cabildos insulares a los municipios podrá consistir en:
a) Asistencia técnica, de información, asesoramiento, realización de estudios, elaboración de planes y
disposiciones, formación y apoyo tecnológico.
b) Cooperación económica para la financiación de inversiones, actividades y servicios de competencia
municipal.
c) Apoyo material en la prestación de servicios municipales.
d) Realización de actividades materiales y de gestión que les encomienden los municipios.
e) Asistencia en el ejercicio de las funciones públicas necesarias, en los términos previstos en esta ley y en
los reglamentos insulares que regulen la asistencia a los municipios.

4. La asistencia a los municipios será voluntaria, previa solicitud del ayuntamiento y de acuerdo con los
términos que se pacten. No obstante, la asistencia será obligatoria en los supuestos en los que así esté
establecido legalmente o cuando el cabildo insular deba prestarla a solicitud de los municipios, de acuerdo con

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 6

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



los requisitos y sistema de financiación que se establezca en el reglamento aprobado por el Pleno de la
corporación insular.

Artículo 11. Asistencia jurídica, técnica y administrativa.
1. Los cabildos insulares, sin perjuicio de la que corresponda o pueda realizarse por otras Administraciones
públicas, prestarán la siguiente asistencia jurídica, técnica y administrativa:

a) Elaboración del planeamiento urbanístico y de instrumentos de gestión urbanística.
b) Elaboración de los pliegos de condiciones y demás documentación integrante de la contratación pública,
así como la colaboración en la organización y gestión de los procedimientos de contratación.
c) Redacción de disposiciones generales, en especial de ordenanzas y normas orgánicas municipales.
d) Implantación de tecnología de la información y de las comunicaciones, así como de Administración
electrónica.
e) Colaboración en el cumplimiento de las obligaciones de transparencia.
f) Elaboración de estudios, planes y proyectos en cualquier materia de competencia municipal.
g) Asesoramiento jurídico, técnico y económico, incluida la representación y defensa jurídica tanto en vía
administrativa como jurisdiccional.
h) Elaboración de instrumentos de gestión de personal, planes de carrera profesional y evaluación del
desempeño, así como el apoyo en la selección y formación de su personal.
i) Elaboración y ejecución de programas de formación y desarrollo de competencias para representantes
locales.
j) Integración de la igualdad de género en la planificación, seguimiento y evaluación de las políticas
municipales.
k) Cualquier otra que pueda establecerse por iniciativa propia del cabildo insular o a petición de los
ayuntamientos.

2. Los cabildos insulares aprobarán los reglamentos que sean precisos en los que se establezcan las
condiciones y requisitos exigidos para los distintos tipos de asistencia, así como la forma de financiación que
en cada caso corresponda.

Artículo 12. Asistencia en la gestión de servicios municipales.
1. Para asegurar la prestación integral y adecuada en la totalidad del territorio insular de los servicios de
competencia municipal, los cabildos insulares facilitarán asistencia material en la prestación de los servicios
municipales, especialmente de los servicios mínimos.
2. A los efectos previstos en el apartado anterior, se podrá utilizar cualquier fórmula de asistencia y
cooperación, así como otorgar subvenciones y ayudas con cargo a los recursos propios del cabildo insular para
la realización y el mantenimiento de obras y servicios municipales, que podrán instrumentarse a través del
plan insular de obras y servicios, de planes sectoriales o especiales o de cualquier otro instrumento específico.

Artículo 13. Prestación de servicios municipales por los cabildos insulares.
1. Los cabildos insulares podrán asumir la prestación de servicios municipales de los municipios con
población inferior a los 20.000 habitantes previstos en la legislación básica de régimen local, conforme a lo
establecido en dicha legislación.
2. Para la prestación por los cabildos insulares de los servicios de tratamiento de residuos en los municipios de
menos de 5.000 habitantes, y de prevención y extinción de incendios en los de menos de 20.000 habitantes,
será preciso que el cabildo insular respectivo conceda a los municipios un plazo de dos meses para que
manifiesten su voluntad de prestarlos. En caso de que manifiesten que no van a prestarlos o transcurrido el
plazo sin que hayan dado una respuesta expresa, se asumirá la prestación por el cabildo insular.
3. Sin perjuicio de la asistencia prevista en el artículo 11 de la presente ley, los cabildos insulares prestarán los
servicios de Administración electrónica y la contratación centralizada en los municipios con población
inferior a 20.000 habitantes.
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Artículo 14. Plan insular de cooperación en obras y servicios municipales.
1. Los cabildos insulares deberán aprobar anualmente el plan insular de cooperación en obras y servicios de
competencia municipal, con el objeto de cooperar económicamente en las obras y servicios de competencia
municipal.
2. En la elaboración, tramitación y aprobación de los planes insulares de cooperación en obras y servicios de
competencia municipal se tendrán en cuenta las siguientes reglas:

a) En la elaboración del plan se garantizará la participación de todos los municipios de la isla mediante la
apertura de una fase previa de consulta a los ayuntamientos para que formulen sus propuestas y puedan
ofrecer información detallada sobre sus necesidades e intereses peculiares.
b) En el plan deberán incluirse fórmulas de prestación unificada o supramunicipal de servicios
municipales para reducir sus costes efectivos, cuando el cabildo insular detecte que los costes efectivos de
los servicios prestados por los municipios son superiores a los de los servicios coordinados o prestados por
la corporación insular.
c) El plan debe contener una memoria justificativa de sus objetivos y los criterios de distribución de los
fondos, que deben ser objetivos y equitativos y entre los que estará el análisis de los costes efectivos de los
servicios de los municipios, así como el correspondiente baremo para su aplicación.
d) Elaborado el plan, deberá someterse a audiencia de los ayuntamientos de la isla e información pública,
por plazo común, a fin de que puedan realizarse alegaciones y observaciones.
e) La aprobación definitiva del plan corresponderá al cabildo insular, que viene obligado a motivar
cualquier rechazo de las prioridades municipales, con especificación expresa del objetivo o criterio
insatisfecho, y se propondrá derivar la asistencia para otra obra, actividad o servicio incluido en la relación
de prioridades elaborada por el ayuntamiento, el cual podrá realizar una nueva concreción de la propuesta.
f) La financiación del plan podrá hacerse con fondos propios del cabildo insular, con aportaciones
municipales y con las aportaciones y subvenciones procedentes de otras Administraciones públicas.

Artículo 15. Asistencia en el ejercicio de las funciones públicas necesarias reservadas a los funcionarios 
o funcionarias de Administración local con habilitación de carácter nacional.
1. Los cabildos insulares garantizarán el desempeño de las funciones públicas necesarias reservadas a los
funcionarios o funcionarias de Administración local con habilitación de carácter nacional establecidas en la
legislación básica de régimen local en los ayuntamientos de su isla respectiva, con población igual o inferior a
1.000 habitantes, con sujeción a lo establecido en las normas reguladoras del ejercicio de dichas funciones
públicas.
2. Asimismo, podrán prestar esta asistencia a otros municipios que, superando dicha población, carezcan de
medios o personal cualificado para su desempeño, especialmente aquellos con menos de 20.000 habitantes o
con insuficiente capacidad económica y de gestión. La forma, condiciones y alcance de esta asistencia se
establecerán en los reglamentos insulares que regulen la asistencia a los municipios aprobados por cada
cabildo insular.
3. Esta prestación tendrá carácter voluntario y estará condicionada a la solicitud del municipio interesado y a
las disponibilidades organizativas, presupuestarias y de personal del cabildo insular correspondiente.
4. A los efectos de lo dispuesto en este artículo, los cabildos insulares podrán prever en sus relaciones de
puestos de trabajo los puestos necesarios con personal funcionario de Administración local con habilitación
de carácter nacional, para garantizar dicha asistencia conforme a sus capacidades.

CAPÍTULO III Competencias de los cabildos insulares como instituciones de la Comunidad Autónoma

Sección 1.ª Disposiciones generales

Artículo 16. Competencias como instituciones autonómicas.
1. Los cabildos insulares como instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias ejercen las funciones,
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competencias y facultades que se recogen en el Estatuto de Autonomía de Canarias, así como en esta ley o que
les sean atribuidas legalmente.
2. De acuerdo con el régimen establecido en la presente ley, las competencias de los cabildos como
instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias se clasifican en las siguientes:

a) Competencias atribuidas directamente por el Estatuto de Autonomía de Canarias a los cabildos insulares,
lo que comprende, entre otras, las detalladas en el artículo 70.2 del Estatuto de Autonomía de Canarias.
b) Competencias atribuidas directamente por medio de ley del Parlamento de Canarias, de acuerdo con lo
dispuesto en la subsección 2.ª de la sección 4.ª del capítulo III del título I de la presente ley.
c) Competencias autonómicas transferidas y delegadas con arreglo a lo dispuesto en las subsecciones 3.ª y
4.ª de la sección 4.ª del capítulo III del título I de la presente ley. Asimismo, los cabildos insulares pueden
llevar a cabo la gestión ordinaria de los servicios de la comunidad autónoma, y la colaboración en el
desarrollo y la ejecución de los acuerdos adoptados por el Gobierno de Canarias, en los términos previstos
en esta ley y de acuerdo con la encomienda de gestión correspondiente.

Artículo 17. Régimen jurídico material de las competencias autonómicas ejercidas por los cabildos 
insulares.
Las competencias autonómicas que le corresponden a los cabildos insulares como instituciones de la
Comunidad Autónoma de Canarias se ejercerán de conformidad con lo previsto en la presente ley, en el marco
establecido en la legislación básica de régimen jurídico del sector público, y con el mismo régimen jurídico
material con el que se ejerzan por la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, en cada sector
material o sustantivo de la acción pública, independientemente de que las competencias sean atribuidas,
transferidas o delegadas.

Artículo 18. Transferencia y delegación de funciones.
De conformidad con lo que establece el artículo 71 del Estatuto de Autonomía de Canarias, los cabildos
insulares, como instituciones de la comunidad autónoma, podrán transferir o delegar en los ayuntamientos el
ejercicio de sus funciones administrativas propias, cuando así lo justifiquen los principios de subsidiariedad,
descentralización y eficiencia.

Sección 2.ª Iniciativa legislativa y reglamentaria

Artículo 19. La iniciativa legislativa.
1. En tanto que instituciones de la comunidad autónoma, cada cabildo insular puede ejercer la iniciativa
legislativa ante el Parlamento de Canarias, de acuerdo con lo establecido en el artículo 44.2 del Estatuto de
Autonomía de Canarias.
2. Esta iniciativa se ejercerá en cualquier materia sobre la que pueda pronunciarse legislativamente la
Comunidad Autónoma de Canarias, con excepción de las de naturaleza presupuestaria.
3. Asimismo, los cabildos insulares podrán proponer al Parlamento de Canarias que solicite al Gobierno del
Estado la adopción y presentación de proyectos de ley o la presentación de proposiciones de ley ante las Cortes
Generales, de acuerdo con el artículo 87.2 de la Constitución.

Artículo 20. Ejercicio de la iniciativa legislativa.
1. La iniciativa legislativa de los cabildos insulares se ejerce, de acuerdo con lo establecido en los artículos 44.2
y 67.3 del Estatuto de Autonomía de Canarias y el Reglamento del Parlamento de Canarias, mediante la
presentación ante la Mesa del Parlamento de proposiciones de ley articuladas aprobadas por la mayoría
absoluta del número legal de los miembros de la corporación.
2. El escrito de presentación de la proposición de ley deberá acompañarse de los siguientes documentos:

a) El texto articulado de la proposición de ley, acompañado de una exposición de motivos y de los
antecedentes que se consideren necesarios para pronunciarse sobre el mismo.
b) La certificación expedida por el secretario o secretaria de la corporación proponente acreditativa del
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cumplimiento de los requisitos previstos en este artículo.

Artículo 21. Iniciativa reglamentaria.
Los cabildos insulares podrán también ejercer la iniciativa reglamentaria ante el Gobierno de Canarias, en los
términos que la ley determine, solicitando la adopción por este de cualquier reglamento autonómico en
aquellas materias que afecten a los intereses insulares.

Sección 3.ª Representación y colaboración con el Gobierno de Canarias

Artículo 22. Funciones de representación del Gobierno de Canarias.
1. Los cabildos insulares, en el ejercicio de la representación ordinaria del Gobierno de Canarias en cada isla
deberán:

a) Aplicar estrictamente y velar por el cumplimiento de las leyes y reglamentos de la comunidad autónoma.
b) Ejecutar los acuerdos del Gobierno de Canarias que les afecten.
c) Desempeñar las funciones administrativas de la Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias
conforme al Estatuto de Autonomía y las leyes en las competencias que les sean transferidas o delegadas.
d) Recibir, fechar, registrar y cursar toda instancia, reclamación, recurso o documento que les fueran
presentados dirigidos al Gobierno de Canarias o a su Administración pública.
e) Establecer en sus respectivas sedes una oficina de información general al público sobre la organización y
actividades de las Administraciones públicas de Canarias.

2. Los cabildos insulares representan protocolariamente, a través de su Presidencia, al Gobierno de Canarias,
al presidente o presidenta de la comunidad autónoma en cualesquiera de los actos oficiales que se celebren en
la isla, salvo que este asista a los mismos o sea sustituido por la persona titular de la vicepresidencia del
Gobierno de Canarias.

Artículo 23. Ejecución de competencias autonómicas.
1. Los cabildos insulares podrán ejecutar, en nombre de la Administración pública de la comunidad autónoma,
cualquier competencia que esta no ejerza directamente, de conformidad con lo prevenido en el Estatuto de
Autonomía.
2. A los efectos previstos en el apartado anterior, el cabildo insular advertirá a la Administración pública de la
comunidad autónoma, mediante requerimiento motivado en el que se indique expresamente la competencia
de que se trate, que procederá a sustituirla por inactividad, si en un plazo de tres meses no ejercita dicha
competencia. No obstante, la Administración pública de la comunidad autónoma podrá discrepar
motivadamente del requerimiento insular y, en tal caso, ambas Administraciones acordarán una solución
transitoria o definitiva para el ejercicio de la competencia.
3. Si se diera la sustitución, esta se mantendrá hasta que la Administración pública de la comunidad autónoma
comunique formalmente al cabildo insular la asunción de la competencia, subrogándose en cuantas
relaciones jurídicas se hubieran producido a partir de la firma de un acta de entrega de los expedientes
tramitados o en curso de tramitación. La Administración pública de la comunidad autónoma queda obligada al
abono de los gastos en los que haya incurrido el cabildo insular con ocasión del ejercicio de esta competencia.

Sección 4.ª Atribución, transferencia y delegación de competencias autonómicas

Artículo 24. Atribución de competencias a los cabildos insulares.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias, al regular los diversos sectores de la acción pública sobre los que el
Estatuto de Autonomía le atribuye potestad legislativa, y especialmente en las materias recogidas en el artículo
6 de la presente ley, atribuirá a los cabildos insulares la titularidad y el ejercicio de las competencias que de
forma predominante satisfagan un interés insular.
2. La ley determinará con precisión las competencias que se atribuyen a los cabildos insulares, de forma que
impida las duplicidades administrativas con las competencias de la Administración pública de la comunidad
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autónoma y con las atribuidas a otras Administraciones públicas.
3. En aplicación del principio de suficiencia financiera, la atribución de nuevas competencias a los cabildos
insulares, de acuerdo con lo previsto en este artículo, que supongan cargas económicas adicionales para los
mismos, llevará aparejada los correspondientes traspasos de medios en la forma prevista en esta ley para la
transferencia de competencias.

Artículo 25. Atribución de competencias por ley.
1. Mediante ley del Parlamento de Canarias podrán atribuirse directamente competencias y facultades a los
cabildos cuando se considere que el interés insular es predominante.
2. La atribución de competencias por las leyes autonómicas atenderá a los siguientes principios:

a) Eficacia.
b) Eficiencia.
c) Máxima proximidad a la ciudadanía.
d) No duplicidad de competencias.
e) Estabilidad presupuestaria.
f) Suficiencia financiera.

3. Se reservarán a la Administración pública de la comunidad autónoma las competencias en las que concurra
cualquiera de las siguientes circunstancias:

a) Que la adecuada satisfacción del interés público afectado haga preciso el desempeño autonómico de las
funciones que abarque la competencia.
b) Que la naturaleza de la actividad o servicio imponga su prestación autonómica por afectar a dos o más
islas, por afectar al equilibrio interterritorial, por razones de igualdad y equidad entre la ciudadanía o entre
las islas, por su representatividad del archipiélago, por razones sociales o económicas, así como por
cualquier otra causa establecida en el ordenamiento jurídico.

Artículo 26. Delimitación.
1. A los efectos de esta ley, se entiende por transferencia de competencias la atribución de la titularidad y del
ejercicio de una o varias de las funciones administrativas que comprende la competencia asumida por la
comunidad autónoma respecto del sector material de la acción pública a la que se refieran, conservando la
comunidad autónoma la ordenación básica externa, legislativa y reglamentaria, así como el control de su
ejercicio en los términos previstos en la presente ley.
2. La transferencia tiene por objeto, conforme el artículo 70.2 del Estatuto de Autonomía, la función ejecutiva y
la gestión de la materia correspondiente.

Artículo 27. Simultaneidad y aceptación de la transferencia competencial.
1. Las competencias de sectores materiales de la acción pública que sean transferidas a los cabildos insulares
lo serán simultáneamente a los siete cabildos insulares como regla general.
2. No obstante, podrá efectuarse a favor de uno o varios cabildos insulares con carácter singular, previo
acuerdo del Consejo de Colaboración Insular, cuando concurra alguna de las circunstancias objetivas
siguientes:

a) Lo exija la naturaleza o las características del servicio.
b) La gestión sea ineficiente en atención a las características territoriales y poblacionales de la isla
respectiva.

3. No será preciso el acuerdo del Consejo de Colaboración Insular cuando la transferencia afecte únicamente a
uno o varios cabildos insulares por referirse exclusivamente a la ejecución de actuaciones públicas cuyo
ámbito territorial se circunscriba a una o varias islas determinadas.
4. No obstante, previamente a la aprobación del decreto de transferencia, cada cabildo insular se pronunciará,
a través del Pleno respectivo, sobre si acepta o no la transferencia de las competencias correspondientes.
5. Si algún cabildo insular no acepta la transferencia de una competencia, no podrá reclamarla en la misma
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legislatura ni en el mismo ejercicio presupuestario de legislaturas diferentes.

Artículo 28. Determinación de las competencias transferidas.
1. El Gobierno de Canarias determinará mediante decreto, previo acuerdo del Consejo de Colaboración
Insular, las competencias autonómicas que se transfieren a los cabildos insulares en los ámbitos materiales
previstos en el Estatuto de Autonomía y las leyes, de entre las asumidas por la comunidad autónoma, por ser la
isla el ámbito más adecuado para su organización y para la prestación de los servicios que comprenda,
siempre que dichas competencias no estén reservadas a la Administración pública de la comunidad autónoma
o estén atribuidas a otra Administración pública.
2. La transferencia a los cabildos insulares de competencias administrativas hasta entonces desarrolladas
directamente por la Administración de la comunidad autónoma, requerirá el traspaso de los recursos y medios
materiales y personales adscritos por la Administración de la comunidad autónoma a la ejecución de las
competencias que se transfieren.

Artículo 29. Procedimiento de tramitación de los decretos de transferencia.
La transferencia de competencias autonómicas a los cabildos insulares se ajustará al siguiente procedimiento:
1. Establecidos por ley del Parlamento de Canarias los sectores materiales de la acción pública en los que
deben transferirse competencias administrativas autonómicas a los cabildos insulares, mediante acuerdo
adoptado por el Consejo de Colaboración Insular, para cada una o varias de las materias, se fijarán:

a) Las competencias que se transfieren a los cabildos insulares.
b) Las competencias que siguen correspondiendo a la Administración pública de la comunidad autónoma.
c) Las competencias que deben compartir la Administración pública de la comunidad autónoma y los
cabildos insulares.
d) El método para el cálculo y determinación de los servicios, medios personales y materiales y recursos
que deban ser traspasados a los cabildos insulares para el ejercicio de las competencias transferidas.

2. Adoptado el acuerdo por el Consejo de Colaboración Insular, el Gobierno de Canarias aprobará el
correspondiente decreto de transferencia en el que se describan las competencias cuyo ejercicio se transfiere a
los cabildos insulares, las compartidas por la Administración pública de la comunidad autónoma y los cabildos
insulares, las que quedan reservadas a la Administración pública de la comunidad autónoma y la metodología
precisa para llevar a cabo los traspasos de servicios, medios y recursos.
3. En el plazo de dos meses desde la publicación del decreto de transferencias, se constituirán las comisiones
mixtas entre el Gobierno de Canarias y cada uno de los cabildos insulares para acordar los traspasos en los que
se precisen los servicios, medios personales y materiales y los recursos traspasados a cada corporación
insular, publicándose mediante decreto aprobado por el Gobierno de Canarias.
4. Cada decreto de transferencia contendrá las siguientes determinaciones:

a) Los servicios transferidos.
b) Las unidades administrativas que queden afectas funcionalmente a los cabildos insulares para el
ejercicio de las competencias transferidas.
c) La relación de bienes muebles e inmuebles puestos a disposición para el ejercicio de las competencias
transferidas.
d) La relación de los expedientes en curso que son remitidos al cabildo insular.

5. Publicado cada decreto, se procederá a la suscripción de la oportuna acta de recepción y entrega de
servicios, expedientes, bienes, personal y recursos transferidos por la Administración pública de la comunidad
autónoma y el correspondiente cabildo insular en el plazo máximo de sesenta días, entendiéndose producida
la aceptación si no hay respuesta expresa en contra en ese plazo. Desde la fecha de la suscripción del acta de
recepción o, en su caso, desde la fecha en que se entienda producida la aceptación, el cabildo insular ejercerá
efectivamente las competencias transferidas.

Artículo 30. Régimen jurídico material.
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Las competencias autonómicas transferidas a los cabildos insulares en su condición de instituciones de la
Comunidad Autónoma de Canarias se ejercerán conforme al régimen jurídico establecido en el artículo 17 de
la presente ley.

Artículo 31. Régimen económico-financiero y patrimonial.
1. La financiación de las competencias transferidas a los cabildos insulares se regirá por lo establecido en la
legislación de financiación de las haciendas territoriales de Canarias. Los créditos precisos para el ejercicio
por los cabildos insulares de las competencias transferidas se consignarán en la correspondiente sección de la
ley de presupuestos generales de la comunidad autónoma.
2. Las competencias autonómicas que se transfieran por la comunidad autónoma a los cabildos insulares se
someterán al régimen financiero regulador del ejercicio de las competencias propias de estas, con las
singularidades que se establecen en esta ley y en la legislación autonómica.
3. El control de la gestión económico-financiera de los cabildos insulares en el ejercicio de las competencias
transferidas se ejercerá por la intervención propia de los cabildos insulares, sin perjuicio de las funciones
atribuidas a la Audiencia de Cuentas de Canarias y al Tribunal de Cuentas. El régimen jurídico aplicable a
dicho control se regirá por lo dispuesto en el artículo 17 de la presente ley, aplicándose por ello el régimen
jurídico de la gestión económico-financiera de la Administración de la comunidad autónoma.
4. Los cabildos insulares se subrogarán en la titularidad de los bienes, derechos y obligaciones adscritos al
ejercicio y ejecución de las competencias o a la prestación de los correspondientes servicios, integrándolos en
su patrimonio desde la fecha de efectividad de la asunción del ejercicio de la competencia. La concreción de
los bienes, derechos y obligaciones se realizará en el correspondiente decreto de traspasos.

Artículo 32. Régimen del personal transferido.
1. El personal funcionario y laboral de la comunidad autónoma que pase a prestar servicios en los cabildos
insulares en virtud de los traspasos derivados de las transferencias se integrará plenamente en la organización
de la función pública de los mismos como personal propio, conservando su condición de personal al servicio
de la comunidad autónoma en la situación administrativa que corresponda de acuerdo con lo establecido en la
legislación de la función pública aplicable en la misma.
2. Los cabildos insulares, al proceder a la integración del personal traspasado, deberán respetar los derechos
consolidados en la Administración pública de la comunidad autónoma.
3. El personal de la comunidad autónoma que quede incorporado a los cabildos insulares conservará el
derecho a participar en los procedimientos de provisión de puestos de trabajo que convoque la Administración
pública de la comunidad autónoma.

Artículo 33. Control del ejercicio de las competencias transferidas.
1. La Comunidad Autónoma de Canarias garantizará la legalidad y la eficacia administrativa de los cabildos
insulares en el ejercicio de las competencias transferidas y la prestación de los servicios transferidos. A este
fin:

a) La Administración pública de la comunidad autónoma podrá impugnar ante la jurisdicción contencioso-
administrativa las disposiciones, actos y acuerdos de los cabildos insulares conforme a lo previsto en el
artículo 125 de esta ley, e instar su revisión de oficio.
b) El Gobierno de Canarias ejercerá la alta inspección de los cabildos insulares en el ejercicio, por sus
servicios, de las competencias transferidas, pudiendo solicitar de aquellos la información que estime
oportuna y proponer, en su caso, al Parlamento de Canarias la adopción de las medidas que se consideren
necesarias.
c) Los cabildos insulares están obligados a mantener, respecto a los servicios correspondientes a las
competencias transferidas, el nivel de eficacia que tenían antes de la transferencia.
d) Los cabildos insulares, antes del día 30 de junio de cada año, deberán remitir al Parlamento y al
Gobierno de Canarias una memoria justificativa del costo de funcionamiento y del rendimiento y eficacia
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de los servicios transferidos, así como de la liquidación de sus presupuestos.
e) Los cabildos insulares deberán comparecer en la Comisión General de Cabildos Insulares del
Parlamento de Canarias para la presentación y debate de la memoria a la que se refiere la letra anterior, de
acuerdo con lo previsto en el Reglamento del Parlamento de Canarias.

2. En el caso de que el cabildo insular no remita al Parlamento la documentación prevista en la letra d) del
apartado anterior, la consejería competente en materia de hacienda procederá a retener, a partir del 30 de
junio del ejercicio correspondiente y hasta que se produzca la regularización de la citada remisión, las
entregas a cuenta correspondientes a la financiación de las competencias transferidas que le correspondan.

Artículo 34. Delegación de competencias autonómicas.
1. Los cabildos insulares en su condición de instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias podrán
asumir las competencias autonómicas que les sean delegadas por el Gobierno de Canarias.
2. La delegación de competencias autonómicas responderá al principio de máxima proximidad a la
ciudadanía, procediendo cuando con la misma se eviten duplicidades administrativas, se obtenga una mayor
eficacia administrativa o una mayor economía de recursos o se reduzcan las cargas administrativas como
consecuencia de la configuración insular de la comunidad autónoma.

Artículo 35. Disposición de la delegación de competencias autonómicas.
1. La delegación de competencias autonómicas se llevará a cabo, cualquiera que sea el sector de la acción
pública, mediante decreto del Gobierno de Canarias publicado en el «Boletín Oficial de Canarias».
2. La delegación de competencias autonómicas en los cabildos insulares se regirá por las disposiciones
establecidas en el artículo 27 de esta ley para las transferencias.
3. La delegación no modifica la titularidad autonómica de la competencia administrativa que tenga por objeto.

Artículo 36. Régimen jurídico material del ejercicio de las competencias delegadas.
Las competencias que se asuman por los cabildos insulares mediante delegación se someten al régimen
jurídico material regulador del ejercicio de las competencias autonómicas de acuerdo con el artículo 17 de esta
ley, con las singularidades previstas en esta ley y en la legislación autonómica, así como las que se prevean en
los decretos de delegación.

Artículo 37. Procedimiento de tramitación de los decretos de delegación.
La delegación de competencias autonómicas a los cabildos insulares se ajustará a la tramitación siguiente:
1. Aprobada por el Gobierno la delegación, en la que se concretarán las competencias que se incluyan en la
misma, así como el alcance, contenido, condiciones y duración, mediante acuerdo adoptado por el Consejo de
Colaboración Insular se determinará el método para el cálculo y determinación de los servicios, medios
personales y materiales y recursos que deban ser traspasados a los cabildos insulares para el ejercicio de las
competencias delegadas.
2. En el plazo de dos meses desde la adopción del acuerdo del Consejo de Colaboración Insular, se constituirán
las comisiones mixtas entre el Gobierno de Canarias y cada uno de los cabildos insulares para acordar los
traspasos en los que se precisen los servicios, medios personales y materiales y los recursos delegados a cada
corporación insular, publicándose mediante decreto por el Gobierno de Canarias. Cada decreto de delegación
contendrá las siguientes determinaciones:

a) Los servicios delegados.
b) Las unidades administrativas que queden afectas funcionalmente a los cabildos insulares para el
ejercicio de las competencias delegadas. Respecto de dichas unidades, los cabildos insulares podrán
ejercer, por delegación, las facultades de dirección, impulso, control e inspección ordinaria, así como
cualesquiera otras que por razón de una eficaz gestión les deban ser atribuidas a los mismos.
c) La relación de bienes muebles e inmuebles puestos a disposición para el ejercicio de las competencias
delegadas.
d) La relación de los expedientes en curso que son remitidos al cabildo insular.
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e) La situación de ejecución presupuestaria en el ejercicio corriente de los créditos a los que se refiere el
apartado 3 siguiente.

3. Una vez publicado el decreto de delegación, esta surtirá efectos para cada cabildo insular desde que se
suscriba el acta de entrega y recepción de los medios y expedientes relacionados con la competencia delegada
entre la Administración pública de la comunidad autónoma y el correspondiente cabildo insular.

Artículo 38. Régimen económico-financiero y patrimonial.
1. En la correspondiente sección de la ley de presupuestos generales de la comunidad autónoma se
consignarán separadamente los créditos precisos para el ejercicio de las competencias delegadas por los
cabildos insulares. Dichos créditos se librarán por la Administración pública de la comunidad autónoma al
correspondiente cabildo insular en la forma establecida en la ley de presupuestos de la Comunidad Autónoma
de Canarias. Sin perjuicio de lo dispuesto en el párrafo anterior, los cabildos insulares podrán consignar en sus
respectivos presupuestos los créditos que estimen convenientes para aumentar la eficacia de los servicios
delegados.
2. El control de la gestión económico-financiera de los cabildos insulares en el ejercicio de las competencias
delegadas se ejercerá por la intervención propia de los cabildos insulares, con sujeción a las instrucciones
establecidas por la comunidad autónoma, sin perjuicio del control que, en todo caso, se ejercerá por la
Intervención General de la Comunidad Autónoma de Canarias mediante procedimiento de auditoría una vez
ejecutado el gasto correspondiente, y de las funciones de la Audiencia de Cuentas de Canarias y del Tribunal
de Cuentas.
3. Los bienes, derechos y obligaciones adscritos a las competencias delegadas continuarán formando parte del
patrimonio de la Comunidad Autónoma de Canarias, sin perjuicio de su afectación o adscripción temporal al
correspondiente cabildo insular.

Artículo 39. Régimen de personal.
El personal integrante de las unidades administrativas que se afecten funcionalmente a los cabildos insulares
para el ejercicio de competencias delegadas tendrá el siguiente régimen jurídico:
a) Mantendrá su dependencia orgánica de la Administración pública de la comunidad autónoma.
b) Conservará su condición de personal al servicio de la Administración pública de la comunidad autónoma y
permanecerá en ella en situación de servicio activo, si fuera funcionario o funcionaria, o situación análoga si
fuera personal laboral, ocupando los puestos de las correspondientes relaciones de puestos de trabajo de los
departamentos respectivos.
c) Estará sujeto al ejercicio por los cabildos insulares de todas las facultades y competencias en materia de
personal, excepto las previstas en el apartado d) siguiente, que les serán expresamente delegadas en los
correspondientes decretos de delegación. Los actos dictados por los cabildos insulares en el ejercicio de esta
delegación que, según la normativa vigente, deban ser objeto de inscripción se comunicarán al registro de
personal de la comunidad autónoma, con los efectos que ello suponga.
d) En todo caso, la Administración pública de la comunidad autónoma conservará sobre el personal las
facultades relativas a la selección del personal funcionario y del personal laboral con carácter indefinido, a la
provisión de puestos de trabajo y a la separación del servicio o despido, de acuerdo con la legislación aplicable.

Artículo 40. Responsabilidad patrimonial.
1. La responsabilidad patrimonial derivada del ejercicio de las competencias delegadas será imputable a la
Administración pública de la comunidad autónoma, sin perjuicio de la facultad de esta de repetir contra la
Administración insular en los supuestos en que la lesión sea consecuencia de culpa o negligencia grave de esta
en el cumplimiento de sus obligaciones.
2. El procedimiento de reintegro que se tramite cuando concurran los supuestos previstos en el apartado
anterior será dictaminado con carácter vinculante por el Consejo Consultivo de Canarias. En ningún caso, el
importe a reintegrar podrá ser compensado con cargo a los fondos que deban ser traspasados para financiar la
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competencia delegada.
3. La resolución en vía administrativa de los expedientes de responsabilidad patrimonial corresponderá, en
todo caso, a la Administración pública de la comunidad autónoma.

Artículo 41. Recursos contra los actos dictados por delegación.
1. Contra los actos dictados por los cabildos insulares en el ejercicio de competencias delegadas podrá
interponerse recurso de alzada ante la persona titular del departamento de la Administración pública de la
comunidad autónoma competente por razón de la materia a la que se refiera la competencia delegada.
2. La persona titular del departamento al que se refiere el apartado anterior podrá suspender la ejecución del
acto impugnado en los supuestos previstos en la legislación reguladora del procedimiento administrativo.

Artículo 42. Control de las competencias delegadas.
A fin de asegurar el control y dirección de la ejecución por los cabildos insulares de las competencias
delegadas, corresponde al Gobierno de Canarias y a la Administración pública de la comunidad autónoma:
a) La potestad reglamentaria externa, sin perjuicio de la potestad de autoorganización del cabildo insular.
b) La resolución de los recursos que se interpongan contra los actos del cabildo insular.
c) La alta inspección sobre los servicios con los que ejerzan competencias delegadas, pudiendo comunicarles
instrucciones técnicas y directrices de carácter general, así como enviar comisionados y recabar información
sobre la gestión de las competencias delegadas.
d) La emisión de informes preceptivos e incluso vinculantes por parte de sus órganos cuando así lo prevea la
legislación sectorial.
e) La facultad de convocar conferencias sectoriales bajo la presidencia del consejero o consejera
correspondiente del Gobierno de Canarias con objeto de tratar la problemática general del sector y coordinar
la adopción de medidas.
f) La formulación de requerimientos para la subsanación de las deficiencias observadas.
g) La suspensión o revocación de las delegaciones de acuerdo con lo establecido en esta ley.

Artículo 43. Suspensión, modificación y revocación de las delegaciones.
1. En el caso de incumplimiento de las normas reguladoras de las competencias delegadas, obstaculización de
la labor inspectora o, en general, deficiente gestión de los servicios, el Gobierno de Canarias advertirá
expresamente al cabildo insular para que sean corregidas en un plazo no superior a un mes, salvo cuando
aquellas fueran susceptibles de producir daños graves o irreparables, en las que el plazo se reducirá a quince
días.
2. Si la advertencia no fuera atendida en los plazos indicados en el apartado anterior, el Gobierno de Canarias,
mediante decreto publicado en el «Boletín Oficial de Canarias», podrá dejar sin efecto, suspendiendo o
revocando, la delegación y ejecutar a través de su Administración propia la competencia delegada. La
publicación del decreto llevará consigo automáticamente la reintegración a la Administración pública de la
comunidad autónoma de los medios y recursos entregados al cabildo insular con ocasión de la delegación.
3. Asimismo, cuando concurran razones de interés público debidamente justificadas, el Gobierno de Canarias
podrá, mediante decreto, revocar la delegación o modificar su contenido, dando cuenta al Parlamento de
Canarias, que resolverá sobre la procedencia de la decisión, levantando la revocación o ratificando la misma.

Artículo 44. Renuncia a la delegación.
1. En caso de incumplimiento por parte de la comunidad autónoma de los compromisos asumidos en la
delegación, el cabildo insular requerirá expresamente al Gobierno de Canarias su cumplimiento.
2. En el caso de que el requerimiento no fuese atendido en un plazo no superior a dos meses, el cabildo insular
podrá renunciar a las delegaciones afectadas por el incumplimiento, mediante acuerdo adoptado por el Pleno.
3. Notificado el acuerdo de renuncia, el Gobierno de Canarias, en el plazo máximo de tres meses, deberá
aprobar el correspondiente decreto de revocación de la delegación.
4. La delegación quedará sin efecto desde el día siguiente a la publicación del decreto en el «Boletín Oficial de
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Canarias». La publicación del decreto llevará consigo automáticamente la reintegración a la Administración
pública de la comunidad autónoma de los medios y recursos entregados al cabildo insular con ocasión de la
delegación.

Artículo 45. Encomiendas de gestión.
1. El Gobierno de Canarias, con la finalidad de prestar un mejor servicio a la ciudadanía y siempre que esté
justificado por razones de eficacia, eficiencia y economía, podrá acordar con uno o varios cabildos insulares, la
gestión ordinaria de los servicios de la Administración de la comunidad autónoma, mediante encomienda.
2. La encomienda podrá consistir en la realización de actividades de carácter material, técnico o de servicios
de competencia autonómica. La encomienda no podrá comprender facultades de resolución en las materias
objeto de la misma, pero sí las de dictar los actos de trámite necesarios para ejecutar las resoluciones
derivadas de la encomienda, siempre que se trate de actos de trámite no susceptibles de recurso.

Artículo 46. Régimen de la gestión ordinaria de servicios.
1. La gestión ordinaria de servicios se lleva a cabo en su condición de institución de la comunidad autónoma.
2. En la gestión ordinaria de servicios de la comunidad autónoma que se acuerden en la encomienda, los
cabildos insulares actuarán con sujeción a las condiciones estipuladas en el convenio y, en todo caso, de
acuerdo con las instrucciones generales y particulares dictadas por el órgano competente de la Administración
pública de la comunidad autónoma responsable del servicio.

Artículo 47. Formalización de la encomienda.
1. La encomienda de gestión ordinaria de servicios se formalizará mediante el correspondiente convenio, en el
que se recogerán, como mínimo:

a) Las actividades o servicios encomendados.
b) Las condiciones y duración de la encomienda.
c) Las facultades de dirección y control y el órgano u órganos que deben ejercerlas.
d) Los términos de su extinción y resolución.
e) La dotación económica que sea precisa para su normal prestación.

2. Corresponde la suscripción del convenio de encomienda de gestión ordinaria de servicios a la persona
titular del departamento que tenga asignadas las competencias en la materia correspondiente a las actividades
o servicios que se encomiendan, previa autorización del Gobierno de Canarias.
3. Los convenios de encomienda de gestión que se suscriban deberán ser publicados íntegramente en el
«Boletín Oficial de Canarias».

Artículo 48. Suspensión o revocación de la encomienda.
1. En caso de incumplimiento de las condiciones recogidas en el convenio o de las directrices fijadas en uso de
las facultades de dirección y control de la Administración pública de la comunidad autónoma, el
departamento competente en materia de Administraciones públicas, a instancia de la Administración
competente por razón de la materia, advertirá de ello formalmente al cabildo insular para que sean corregidas
las deficiencias.
2. Si la advertencia no fuera atendida, la persona titular del departamento que haya suscrito el convenio podrá
suspender o revocar la encomienda. La resolución que suspenda o revoque la encomienda deberá publicarse
en el «Boletín Oficial de Canarias».

LO 1/2018 Estatuto de Autonomía de Canarias

EA-CAN · BOE-A-2018-15138 · arts. 65 a 74 — 10 incluidos

TÍTULO III Organización territorial de Canarias
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CAPÍTULO I De las islas y los cabildos insulares

Artículo 65. Islas y territorios insulares.
1. La organización territorial de Canarias se integra por las islas de El Hierro, Fuerteventura, Gran Canaria, La
Gomera, Lanzarote, La Palma y Tenerife. La isla de La Graciosa estará agregada administrativamente a
Lanzarote, así como los islotes de Alegranza, Montaña Clara, Roque del Este y Roque del Oeste y el de Lobos a
Fuerteventura.
2. Los cabildos insulares son instituciones de la Comunidad Autónoma de Canarias.
3. Los cabildos insulares constituyen órganos de gobierno, representación y administración de cada isla y
gozarán de autonomía en la gestión de sus intereses y el ejercicio de sus competencias propias, de acuerdo con
la Constitución, este Estatuto y las leyes.
4. Los cabildos insulares asumen en la isla la representación ordinaria del Gobierno y de la Administración
autonómica y desempeñan las funciones administrativas autonómicas previstas en este Estatuto de Autonomía
y en las leyes, así como las que les sean transferidas o delegadas.

Artículo 66. Capitales insulares.
La capital de cada isla se fija donde se encuentra la sede de los cabildos insulares: la de El Hierro en Valverde,
la de Fuerteventura en Puerto del Rosario, la de Gran Canaria en Las Palmas de Gran Canaria, la de La Gomera
en San Sebastián de La Gomera, la de Lanzarote en Arrecife, la de La Palma en Santa Cruz de La Palma y la de
Tenerife en Santa Cruz de Tenerife.

Artículo 67. Organización.
1. Una ley del Parlamento de Canarias, aprobada por mayoría absoluta, regulará la organización de los
cabildos insulares de acuerdo con la Constitución, con este Estatuto y las leyes.
2. Son órganos necesarios de los cabildos insulares el pleno, la presidencia, las vicepresidencias y el consejo
de gobierno.
3. El pleno del cabildo insular ejerce la iniciativa legislativa ante el Parlamento de Canarias, aprueba los
presupuestos del cabildo insular, exige la responsabilidad política y controla la acción del consejo de gobierno,
aprobará el reglamento orgánico de funcionamiento, y ejerce todas las funciones que le otorgan este Estatuto y
las leyes del Parlamento.
4. El consejo de gobierno insular estará integrado por las personas titulares de la presidencia, de las
vicepresidencias, en su caso, y de los departamentos o áreas ejecutivas, correspondiéndole el ejercicio de la
función ejecutiva en relación con las competencias del cabildo insular.

Artículo 68. Composición y régimen electoral.
1. Los plenos de los cabildos insulares estarán compuestos por los miembros elegidos por sufragio universal,
igual, libre, directo y secreto mediante un sistema de representación proporcional en los términos que
establezca la ley.
2. La duración del mandato será de cuatro años.
3. La ley prevista en el artículo anterior regulará el número de miembros que deben integrar cada cabildo
insular, así como las causas de inelegibilidad y de incompatibilidad que les afecten, de acuerdo con lo
establecido en la Ley orgánica de régimen electoral.

Artículo 69. Funcionamiento y régimen jurídico.
La ley y los reglamentos orgánicos de los respectivos cabildos insulares determinarán las reglas de
funcionamiento y el régimen jurídico de la actuación de los mismos y de sus órganos, así como el régimen de
sus funciones y competencias respetando la legislación básica estatal.

Artículo 70. Competencias insulares.
1. A las islas les corresponde el ejercicio de las competencias que les son reconocidas como propias; las que se
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les transfieran o deleguen, y la colaboración en el desarrollo y la ejecución de los acuerdos adoptados por el
Gobierno de Canarias, en los términos que establezcan las leyes del Parlamento. Las transferencias y
delegaciones llevarán incorporadas los medios económicos, materiales y personales que correspondan.
2. Los cabildos insulares, como instituciones de la Comunidad Autónoma, ejercerán funciones ejecutivas de
carácter insular en el marco y dentro de los límites de la legislación aplicable, en las siguientes materias:

a) Demarcaciones territoriales, alteración de términos y denominación oficial de los municipios.
b) Ordenación del territorio.
c) Carreteras, salvo las que se declaren de interés autonómico, en el marco de lo que disponga la legislación
territorial canaria.
d) Transporte por carretera, por cable y ferrocarril.
e) Gestión de puertos de refugio y deportivos, salvo que se declaren de interés autonómico.
f) Turismo.
g) Ferias y mercados insulares.
h) Defensa del consumidor.
i) Asistencia social y servicios sociales.
j) Policía de vivienda. Conservación y administración del parque público de viviendas.
k) Las funciones propias de la Agencia de Extensión Agraria. Infraestructura rural de carácter insular.
Granjas experimentales.
l) Campañas de saneamiento zoosanitario.
m) Servicios forestales, vías pecuarias y pastos.
n) Protección del medio ambiente. ñ) Acuicultura y cultivos marinos.
o) Artesanía.
p) Cultura, deportes, ocio y esparcimiento. Patrimonio histórico-artístico insular. Museos, bibliotecas y
archivos que no se reserve la Comunidad Autónoma.
q) Caza.
r) Residencias de estudiantes en la isla.
s) Espectáculos.
t) Actividades clasificadas.
u) Igualdad de género.

Artículo 71. Transferencia y delegación de funciones.
Los cabildos insulares, como instituciones de la Comunidad Autónoma, podrán transferir o delegar en los
ayuntamientos el ejercicio de sus funciones administrativas propias, cuando así lo justifiquen los principios de
subsidiariedad, descentralización y eficiencia.

Artículo 72. Actividad de fomento y fijación de políticas propias de los cabildos insulares.
Corresponde a los cabildos insulares el ejercicio de la actividad de fomento, sin perjuicio de la actividad que
corresponda a la Comunidad Autónoma, y la fijación de políticas propias. Asimismo, cuando así lo decidan, la
fijación de políticas comunes con otras islas, comunidades o con el Estado, de acuerdo con el Gobierno de
Canarias.

Artículo 73. Coordinación de la actividad de los cabildos insulares.
El Gobierno de Canarias coordinará la actividad de los cabildos insulares en cuanto afecte directamente al
interés general de la Comunidad Autónoma de Canarias. Para ello podrá requerirles información,
documentación y, en los términos que disponga la ley, establecer objetivos y prioridades de la acción pública,
así como utilizar otros mecanismos de coordinación previstos en la legislación básica del Estado. Si un cabildo
insular incumpliera las obligaciones impuestas directamente por ley, de forma que tal incumplimiento
afectara al ejercicio de competencias de la Comunidad Autónoma de Canarias, esta adoptará las medidas
necesarias, de acuerdo con la legislación básica estatal de régimen local.
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Artículo 74. Conferencia de Presidentes.
1. La Conferencia de Presidentes es un foro institucional de colaboración del Gobierno de Canarias y los
cabildos insulares que tiene la función de servir de encuentro y debate de los grandes asuntos de interés
común, la coordinación de las políticas de actuación de interés concurrente y la búsqueda de los acuerdos que
deban incorporarse a los correspondientes ámbitos institucionales de la Comunidad Autónoma de Canarias y
de las islas.
2. La conferencia, integrada por quienes ostenten la Presidencia de Canarias y de las islas, aprueba y se rige
por sus propias normas de organización y funcionamiento.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · art. 41 — 1 incluidos

TÍTULO III La Provincia

CAPÍTULO III Regímenes especiales

Artículo 41.
1. Los Cabildos Insulares Canarios, como órganos de gobierno, administración y representación de cada isla,
se rigen por las normas contenidas en la disposición adicional decimocuarta de esta ley y supletoriamente por
las normas que regulan la organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asumiendo las
competencias de éstas, sin perjuicio de lo dispuesto en el Estatuto de Autonomía de Canarias.
2. En el Archipiélago Canario subsisten las mancomunidades provinciales interinsulares exclusivamente como
órganos de representación y expresión de los intereses provinciales. Integran dichos órganos los Presidentes
de los Cabildos insulares de las provincias correspondientes, presidiéndolos el del Cabildo de la Isla en que se
halle la capital de la provincia.
3. Los Consejos Insulares de las Islas Baleares, a los que son de aplicación las normas de esta ley que regulan la
organización y funcionamiento de las Diputaciones provinciales, asumen sus competencias de acuerdo con lo
dispuesto en esta ley y las que les correspondan de conformidad con el Estatuto de Autonomía de Baleares.
Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

PONTE A PRUEBA

1 pregunta del Tema 1

1. Los Consejos Insulares son:

A) Administración local.

B) Administración autonómica.

C) Administración periférica.

D) Administración del Estado.

SOLUCIONES 1 A
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Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 1, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 2

El Reglamento Orgánico del Gobierno y la Administración del Cabildo 
Insular de Tenerife: órganos de gobierno. Organización de la 

administración: descripción de los órganos superiores y directivos. 
Unidades administrativas.

Reglamento Orgánico del Gobierno y la Administración del Cabildo 
Insular de Tenerife

ROGA-TF · UNI-CABTF-ROGA-2024 · arts. 2 a 24 · arts. 25 a 51 — 50 incluidos

TÍTULO I. ÓRGANOS DE GOBIERNO DEL CABILDO INSULAR DE TENERIFE

Artículo 2. Órganos de gobierno.
Son órganos de gobierno del Cabildo Insular de Tenerife:
a) El Pleno.
b) La Presidencia.
c) La o las Vicepresidencias.
d) El Consejo de Gobierno Insular.
e) Las Consejerías Insulares con funciones ejecutivas.

Artículo 3. Del Pleno.
1. Será objeto de regulación específica la organización, el funcionamiento, el
régimen jurídico y el ejercicio de las competencias insulares atribuidas al Pleno, a las
Comisiones Plenarias y a los Grupos Políticos insulares.
2. En esa regulación se establecerá una organización complementaria y se
determinará un régimen de funcionamiento propio, atendiendo a la doble condición del
Cabildo Insular de Tenerife como órgano de gobierno, administración y representación
de la isla de Tenerife, en cuanto que entidad local de carácter territorial y,
simultáneamente, como institución de la Comunidad Autónoma de Canarias.
TENERIFE

Artículo 4. Naturaleza de la Presidencia del Cabildo Insular de Tenerife.
1. La Presidencia ostenta la máxima representación del Cabildo Insular de Tenerife.
2. La Presidencia del Cabildo Insular de Tenerife es responsable de su gestión
política ante el Pleno del Cabildo Insular de Tenerife.
3. La persona titular de la Presidencia del Cabildo Insular de Tenerife recibirá el
tratamiento de Excelentísimo o Excelentísima.

Artículo 5. Atribuciones de la Presidencia.
1. La Presidencia ostenta la condición de órgano de gobierno del Cabildo Insular de
Tenerife y de órgano superior de la Administración Insular.
2. Corresponden a la Presidencia del Cabildo Insular de Tenerife las atribuciones
siguientes:
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a) La representación del Cabildo Insular de Tenerife.
b) La dirección de la política, el gobierno y la administración de la Isla, sin perjuicio
de la acción colegiada de colaboración en la dirección política que, mediante el ejercicio
de las funciones que le corresponden, realice el Consejo de Gobierno Insular.
c) La convocatoria y presidencia de las sesiones del Consejo de Gobierno
Insular, así como decidir los empates con voto de calidad.
d) El establecimiento de las directrices generales de la acción de gobierno insular y
el aseguramiento de su continuidad.
e) La determinación del número, denominación y competencias de las consejerías,
así como de la organización y estructura de la Administración Insular, sin perjuicio de
las competencias atribuidas al Pleno en materia de organización.
f) La remisión de escritos a las personas titulares de las Alcaldías, Presidencia del
Gobierno de Canarias y de otras Comunidades Autónomas, Presidencia del Gobierno de
España y Ministerios, sin perjuicio de que se autorice la firma a otro órgano.
g) La superior dirección del personal al servicio de la Administración Insular.
h) La designación y cese de las vicepresidencias, de los consejeros y consejeras
insulares con funciones ejecutivas, de los miembros del Consejo de Gobierno Insular,
así como del consejero o consejera que asuma la Secretaría del mismo.
i) La propuesta al Consejo de Gobierno Insular del nombramiento y cese de las
personas titulares de los órganos directivos de la Administración Insular.
j) El nombramiento y cese del personal eventual.
k) La formación del presupuesto general del Cabildo Insular de Tenerife y la
aprobación de su liquidación.
l) El ejercicio de las atribuciones que este Reglamento desconcentra en los
consejeros y consejeras insulares con funciones ejecutivas, mientras no adquiera eficacia
la designación de éstos, así como, en los supuestos en que la Presidencia asuma la
titularidad de una o varias consejerías, o a partir del cese del consejero o consejera
insular con funciones ejecutivas y hasta el nombramiento del nuevo titular de la misma.
m) La autorización, disposición de gastos y reconocimiento de obligaciones en la
cuantía y demás condiciones que se fijen en este Reglamento y para cada ejercicio en las
Bases de Ejecución del Presupuesto, así como la ordenación del pago y cualquier otra
función que le atribuyan dichas Bases.
n) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas en materia de su
competencia y, en caso de urgencia, en materias de la competencia del Pleno y del Consejo
de Gobierno Insular, dando cuenta a los mismos, para su ratificación.
ñ) Las facultades de revisión de oficio de sus propios actos.
o) La resolución de los recursos potestativos de reposición que se interpongan
contra sus propios actos, así como la de los recursos de alzada que se interpongan contra
los actos dictados por cualquiera de los órganos, en los términos previstos en este
Reglamento. Se exceptúan los recursos de alzada que se interpongan contra actos
dictados en el ejercicio de competencias delegadas por la Comunidad Autónoma, en cuyo
caso será de aplicación el régimen previsto en la ley reguladora de los cabildos insulares.
p) Resolver los conflictos de atribuciones que se produzcan entre las consejerías
insulares con funciones ejecutivas y aquellas que se produzcan dentro de un área
ejecutiva entre el o la titular de la consejería y las consejerías con delegación que puedan
existir dentro de esa área.
q) Establecer las instrucciones para la tramitación de los asuntos en los órganos
colegiados del Cabildo Insular de Tenerife, redacción y normalización de acuerdos y
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actos unipersonales.
r) Dictar decretos e instrucciones interpretativas y aclaratorias de la normativa
reguladora de la organización y funcionamiento del Cabildo Insular de Tenerife.
s) Representar al Cabildo Insular de Tenerife en las juntas generales de las
entidades mercantiles cuyo capital social no pertenezca íntegramente al Cabildo Insular
de Tenerife o a sus entidades dependientes, sin perjuicio de su delegación en otros
órganos superiores o directivos de las consejerías del Cabildo Insular de Tenerife.
t) Adoptar, en caso de urgencia debidamente motivada, mediante Decreto,
decisiones que sean competencia del Consejo de Gobierno Insular, dando cuenta al
mismo para su toma de conocimiento.
u) Adoptar las medidas necesarias y adecuadas en los casos de extraordinaria y
urgente necesidad dando cuenta inmediata al Pleno.
v) El ejercicio de aquellas otras que la legislación del Estado o la de la Comunidad
Autónoma de Canarias asignen al Cabildo Insular de Tenerife, y no estén expresamente
atribuidas en este Reglamento a otros órganos, así como las demás atribuidas
expresamente por las leyes con el carácter de indelegables.

3. Las atribuciones que correspondan a la persona titular de la Presidencia como
presidente o presidenta del Pleno se regularán en su reglamento específico.

Artículo 6. Delegación de competencias.
1. La Presidencia podrá delegar las competencias que tiene atribuidas en el Consejo
de Gobierno Insular, en sus miembros, en los demás consejeros o consejeras con funciones
ejecutivas y, en su caso, a favor de las personas titulares de las direcciones insulares,
coordinaciones insulares u órganos similares, en los términos y en los supuestos
establecidos en la legislación básica de régimen local.
2. Los decretos de delegación de competencias fijarán el alcance y los cometidos
específicos de las mismas.

Artículo 7. Nombramiento, número y cese de las Vicepresidencias.
1. La Presidencia podrá nombrar de entre los consejeros y consejeras que formen
parte del Consejo de Gobierno Insular una o varias vicepresidencias.
2. Las vicepresidencias serán nombradas y cesadas libremente por la Presidencia.
3. La condición de vicepresidente o vicepresidenta se pierde, además de por el cese,
por renuncia expresa manifestada por escrito, y por la pérdida de la condición de
miembro del Consejo de Gobierno Insular.
1. La Presidencia podrá nombrar de entre los consejeros y consejeras que formen
parte del Consejo de Gobierno Insular una o varias vicepresidencias.
2. Las vicepresidencias serán nombradas y cesadas libremente por la Presidencia.
3. La condición de vicepresidente o vicepresidenta se pierde, además de por el cese,
por renuncia expresa manifestada por escrito, y por la pérdida de la condición de
miembro del Consejo de Gobierno Insular.
4. Las personas titulares de las vicepresidencias recibirán el tratamiento de
Ilustrísimos o Ilustrísimas.

Artículo 8. Atribuciones de las Vicepresidencias.
1. Corresponde a las vicepresidencias, por el orden que le atribuya su
nombramiento, sustituir a la Presidencia en la totalidad de sus funciones en los casos de
vacancia, ausencia, enfermedad o impedimento legal, que imposibilite a esta para el
ejercicio de sus atribuciones.
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2. Cuando durante la celebración de una sesión de un órgano colegiado la
Presidencia hubiere de abstenerse de intervenir en relación con algún punto concreto
de la misma, le sustituirá automáticamente en la Presidencia, el Vicepresidente o
Vicepresidenta a quien por orden corresponda.
3. En los supuestos de sustitución de la Presidencia, por razones de ausencia o
enfermedad, el Vicepresidente o Vicepresidenta que asuma sus funciones no podrá
revocar las delegaciones que hubiere otorgado el primero.
4. Corresponden igualmente a las vicepresidencias:

a) Asistir y asesorar a la persona que ostente la Presidencia en todos aquellos
asuntos en que ésta lo requiera.
b) Aquellas otras funciones que le sean delegadas por la Presidencia.
1. La Presidencia podrá nombrar de entre los consejeros y consejeras que formen
parte del Consejo de Gobierno Insular una o varias vicepresidencias.
2. Las vicepresidencias serán nombradas y cesadas libremente por la Presidencia.
3. La condición de vicepresidente o vicepresidenta se pierde, además de por el cese,
por renuncia expresa manifestada por escrito, y por la pérdida de la condición de
miembro del Consejo de Gobierno Insular.
4. Las personas titulares de las vicepresidencias recibirán el tratamiento de
Ilustrísimos o Ilustrísimas.

Artículo 9. Naturaleza.
El Consejo de Gobierno Insular es el órgano de gobierno que, a la cabeza de la
Administración Insular, ejerce la función ejecutiva en relación con las competencias del
Cabildo Insular de Tenerife, sin perjuicio de las atribuciones conferidas a otros órganos.

Artículo 10. Composición.
1. El Consejo de Gobierno Insular está integrado por la Presidencia del Cabildo
Insular de Tenerife y los consejeros y consejeras insulares, nombrados y separados
libremente por la Presidencia.
2. El número total de miembros Consejo de Gobierno Insular no podrá exceder de
un tercio del número legal de miembros del Pleno del Cabildo Insular de Tenerife,
además de la Presidencia. A los efectos del cómputo, no se tendrán en cuenta los
decimales que resulten de dividir por tres el número total de miembros del Pleno.

Artículo 11. Responsabilidad política e incompatibilidades.
1. El Consejo de Gobierno Insular responde políticamente ante el Pleno de su gestión
de forma solidaria, sin perjuicio de la responsabilidad directa de cada uno de sus
miembros por su gestión.
2. La responsabilidad política del Consejo de Gobierno Insular será indisociable de
la de la Presidencia y podrá exigirse ante el Pleno a través de la moción de censura o
del debate y votación de la cuestión de confianza al Presidente o Presidenta, en los
términos previstos en la legislación en materia de régimen electoral.
3. La retirada de la confianza al Presidente o Presidenta, mediante moción de
censura o cuestión de confianza, así como su renuncia o fallecimiento, o incapacitación
o inhabilitación para cargo público, declarada por sentencia judicial firme comportarán
la disolución del Consejo de Gobierno Insular y la necesidad de que se nombre un nuevo
equipo de gobierno.
4. Los miembros del Consejo de Gobierno Insular están sujetos al régimen de
incompatibilidades establecido en la legislación de régimen electoral general, en la
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legislación básica de régimen local y en la ley reguladora de los cabildos insulares.
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Artículo 12. Atribuciones generales del Consejo de Gobierno Insular.
1. Corresponde al Consejo de Gobierno Insular el ejercicio, mediante
procedimiento agravado, de las iniciativas, cuyos proyectos o propuestas, una vez
acordados en el Consejo de Gobierno Insular, se elevarán al Pleno del Cabildo Insular
de Tenerife a efectos de su aprobación, en la forma prevista en el Reglamento del Pleno,
y que se enumeran a continuación:

a) Los proyectos de proposiciones de ley a remitir al Parlamento de Canarias en el
ejercicio de la iniciativa legislativa conferida al Pleno en el Estatuto de Autonomía de
Canarias.
b) Los proyectos de ordenanzas y de reglamentos, incluidos los orgánicos, con
excepción de las normas reguladoras del Pleno y sus comisiones.
c) El proyecto de Presupuesto General del Cabildo Insular de Tenerife y las
modificaciones del Presupuesto aprobado cuya competencia corresponda al Pleno.
d) La propuesta del plan insular de cooperación en obras y servicios municipales.
e) El proyecto de la plantilla de personal del Cabildo Insular de Tenerife y de su
modificación, así como la de sus organismos autónomos y entidades públicas
empresariales.
f) La iniciativa para la constitución de organismos autónomos, consorcios,
entidades públicas empresariales, fundaciones, sociedades mercantiles o cualquier otra
forma descentralizada de prestación de servicios o actividades económicas del Cabildo
Insular de Tenerife, así como para la participación directa del mismo en otros entes ya
creados, cualquiera que sea el grado que alcance dicha participación.
g) La iniciativa para la transformación, fusión o disolución de las entidades con
participación directa del Cabildo Insular de Tenerife que se integran en el sector
público institucional insular.
h) La iniciativa para la enajenación total de los títulos representativos de la
participación del Cabildo Insular de Tenerife en sociedades mercantiles, sea cual sea
su grado de participación.
i) La iniciativa para la enajenación parcial de los títulos representativos de la
participación del Cabildo Insular de Tenerife en las sociedades mercantiles del secto
público institucional insular en los casos en que la enajenación propuesta implique
perder su condición de sociedad integrante del citado sector público.
j) La iniciativa para la separación del Cabildo Insular de Tenerife de los
Consorcios o Fundaciones en los que participa de forma directa, formen o no parte de
su sector público institucional.
k) El proyecto de acuerdo en relación a la audiencia sobre los Anexos de Traspasos
perder su condición de sociedad integrante del citado sector público.
j) La iniciativa para la separación del Cabildo Insular de Tenerife de los
Consorcios o Fundaciones en los que participa de forma directa, formen o no parte de
su sector público institucional.
k) El proyecto de acuerdo en relación a la audiencia sobre los Anexos de Traspasos
de servicios, medios personales y materiales y recursos, así como de autorización a la
Presidencia para la suscripción de las Actas de Recepción y Entrega correspondientes,
sobre competencias transferidas o delegadas de la Comunidad Autónoma de Canarias

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 26

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



al Cabildo Insular de Tenerife.
l) La propuesta sobre el sistema de fiscalización e intervención previa limitada en
régimen de requisitos básicos.
m) Los proyectos de instrumentos de ordenación ambiental y territorial cuya
aprobación corresponda al Pleno del Cabildo Insular de Tenerife, de acuerdo con la
distribución competencial que efectúe la normativa vigente.

2. Corresponden, además, al Consejo de Gobierno Insular, mediante procedimiento
ordinario, las siguientes atribuciones:

a) La aprobación de los criterios, directrices y calendario para la aprobación del
Presupuesto General.
b) El desarrollo de la gestión económica, autorizar, disponer de gastos y reconocer
obligaciones, en el ámbito de su competencia, en la cuantía y demás condiciones que se
fijen en las Bases de Ejecución del Presupuesto del Cabildo Insular de Tenerife de cada
ejercicio
c) La aprobación de todo tipo de Planes y Programas promovidos por las
Consejerías del Cabildo, excepto los indicados en los subapartados d) y m) del apartado
1, que corresponden al Pleno.
d) La autorización para la ejecución de obras por administración, cuando le
competa la autorización y disposición del gasto correspondiente.
e) La concertación de operaciones de crédito, de acuerdo con el Presupuesto y sus
Bases de Ejecución. En el caso de que se trate de operaciones de crédito para financiar
remanentes negativos de tesorería o gastos corrientes, que sean declarados necesarios
y urgentes, se requerirá acuerdo previo del Pleno autorizando la operación.
f) El ejercicio de las facultades de gestión, adquisición y enajenación del
patrimonio que no se encuentren atribuidas a otros órganos, así como la aprobación de
las cesiones gratuitas de uso de bienes inmuebles, cuando dicha cesión no tenga por
objeto la propiedad del bien, en cuyo caso, será competencia del Pleno del Cabildo
Insular de Tenerife.
g) La adopción de los acuerdos en materia de expropiaciones urbanísticas que
tengan el carácter de recurribles en vía administrativa o contencioso-administrativa,
conforme a la ley.
h) La resolución de los procedimientos en el ejercicio de la potestad sancionadora,
tanto en competencias insulares propias como delegadas por la Comunidad Autónoma,
cuando conlleven la imposición de multas en cuantía superior a 100.000 euros, de
acuerdo con las disposiciones legales vigentes, y/o la clausura o cierre definitivo de la
actividad.
i) La resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial, cuando
conlleven el abono de una cantidad indemnizatoria superior a 100.000 euros.
j) El nombramiento y el cese de las personas titulares de los órganos directivos de
la Administración Insular, sin perjuicio de lo dispuesto para los funcionarios y
funcionarias de administración local con habilitación de carácter nacional.
k) La propuesta de nombramiento y cese de los representantes del Cabildo Insular
de Tenerife en los órganos de gobierno de todas aquellas entidades dependientes o de
las que el mismo forme parte o en las que deba estar representado, y cuyo nombramiento
y cese no esté atribuido por ley al Pleno.
l) El ejercicio de las acciones judiciales y administrativas en materia de su
competencia.
m) La toma de conocimiento de los informes preceptivos que hayan de dirigirse a

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 27

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



otras administraciones públicas cuando afecten a varias consejerías insulares.
n) La adopción de acuerdos sobre los informes institucionales en los supuestos de
aprobación o modificación de normas que afecten a las competencias corporativas, en
el que se considerarán los informes jurídicos y técnico-sectoriales emitidos que, en
ningún caso, tendrán carácter vinculante.
ñ) Las fases previas a la aprobación definitiva de los planes territoriales de
ordenación y de los instrumentos de ordenación de los espacios naturales protegidos y
Red Natura 2000, así como de sus modificaciones.
o) La resolución de las discrepancias que se susciten, con carácter previo a la
aprobación inicial del documento del Plan Insular de Ordenación, entre los informes
de las distintas consejerías y organismos dependientes o adscritos al Cabildo Insular de
Tenerife que puedan resultar afectados por el plan en función de las competencias que
ordenación y de los instrumentos de ordenación de los espacios naturales protegidos y
Red Natura 2000, así como de sus modificaciones.
o) La resolución de las discrepancias que se susciten, con carácter previo a la
aprobación inicial del documento del Plan Insular de Ordenación, entre los informes
de las distintas consejerías y organismos dependientes o adscritos al Cabildo Insular de
Tenerife que puedan resultar afectados por el plan en función de las competencias que
ejerzan, en el caso de que los informes internos se contradigan o entren en conflicto.
p) La adopción del acuerdo de declaración de interés público o social cuando se
pretendan realizar en suelo rústico, no categorizado de protección ambiental ni de
protección agraria, actos, construcciones y usos no ordinarios que carezcan de
cobertura expresa en el planeamiento o del grado suficiente de detalle.
q) La resolución de la discrepancia en caso de oposición del Ayuntamiento afectado
por los actos de construcción, edificación y uso del suelo, incluidos en los proyectos de
obras y servicios públicos promovidos por el Cabildo Insular de Tenerife, en los
términos previstos en la legislación del suelo de la Comunidad Autónoma de Canarias.
r) La adopción de acuerdos sobre el ejercicio de las competencias que le
correspondan al Cabildo Insular de Tenerife en relación con la alteración y deslinde de
términos municipales, así como cambio del nombre y capitalidad de los municipios.
s) La aprobación de la creación de la comisión general de valoración documental,
del cuadro de clasificación documental, de las tablas de valoración documental, de la
propuesta de la eliminación y/o conservación de documentos o series documentales, así
como cualquier otra propuesta en materia archivística y/o gestión documental.
t) La revisión de oficio de sus propios actos.
u) La enajenación parcial de los títulos representativos de la participación del
Cabildo Insular de Tenerife en las sociedades mercantiles pertenecientes al sector
público institucional insular en los casos en que la enajenación propuesta no implique
perder su condición de sociedad integrante del citado sector público.
v) La enajenación parcial de los títulos representativos de la participación del
Cabildo Insular de Tenerife en las sociedades mercantiles que no se integran en el sector
público institucional insular.
w) La transformación, fusión o disolución de las entidades participadas
directamente por el Cabildo Insular de Tenerife que no se integran en su sector público
institucional.
x) El acuerdo de adhesión a las organizaciones asociativas no públicas.
y) Las demás que le correspondan, de acuerdo con las disposiciones legales
vigentes.
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3. El Consejo de Gobierno Insular podrá delegar en sus miembros, en las
consejerías con delegación dentro de un área ejecutiva, en las coordinaciones insulares
y en las direcciones insulares, las atribuciones previstas en la legislación básica de
régimen local.

Artículo 13. Atribuciones del Consejo de Gobierno Insular en materia de recursos humanos.
Corresponden al Consejo de Gobierno Insular las siguientes atribuciones en materia de
recursos humanos:
1. La aprobación de la relación de puestos de trabajo del Cabildo Insular de
Tenerife y de sus organismos autónomos y entidades públicas empresariales.
2. La aprobación de las retribuciones del personal que no correspondan al Pleno,
de acuerdo con el presupuesto aprobado por el mismo.
3. La aprobación de la oferta de empleo público.
4. La aprobación de las bases de las convocatorias de selección y provisión de
puestos de trabajo.
5. La aprobación del número y régimen del personal eventual.
6. La imposición de la sanción de separación del servicio personal funcionario del
Cabildo Insular de Tenerife.
7. El despido del personal laboral de la misma, y las demás funciones en materia
de régimen disciplinario que no estén atribuidas a otros órganos.
8. La aprobación del acuerdo de condiciones de empleo del personal funcionario,
del convenio colectivo del personal laboral del Cabildo Insular de Tenerife, así como la
ratificación de los convenios colectivos aprobados por los órganos colegiados de los
organismos autónomos dependientes, quedando condicionada la eficacia de los anexos
retributivos que fueran competencia del Pleno, a su aprobación posterior por dicho
órgano.
9. Las demás decisiones en materia de personal que no estén expresamente
atribuidas a otro órgano.

Artículo 14. Atribuciones del Consejo de Gobierno Insular en materia de contratación.
Corresponden al Consejo de Gobierno Insular las siguientes atribuciones en materia
de contratación:
1. Aprobar y modificar los modelos de pliegos de cláusulas administrativas
particulares para determinadas categorías de contratos de naturaleza análoga que serán
de general aplicación por parte de los servicios del Cabildo Insular de Tenerife.
2. Aprobar el Plan Anual de Contratación del Cabildo Insular de Tenerife y sus
modificaciones, y determinar la cuantía económica correspondiente al porcentaje de
reserva social del Cabildo Insular de Tenerife a favor de empresas de economía social.
3. Declarar los bienes y servicios de contratación centralizada y determinar los
expedientes de contratación especializada.
4. Ejercer, como órgano de contratación, en todos los contratos de concesión de
obras y concesión de servicios, en los de obras con valor estimado superior a 1.500.000
euros, y en el resto de los contratos con valor estimado superior a 500.000 euros, las
siguientes competencias:

a) Aprobar el expediente de contratación.
b) Aprobar, modificar y rectificar los pliegos de cláusulas administrativas
particulares y los pliegos de prescripciones técnicas particulares a excepción, respecto
de estos últimos, los que correspondan a sistemas dinámicos de adquisición cuando no
se aprueben dichos pliegos de prescripciones técnicas particulares junto a los pliegos de
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cláusulas administrativas particulares.
c) Aprobar, en los contratos de obras, los proyectos técnicos cuyo presupuesto base
de licitación sea superior a 1.500.000 euros.
d) Adjudicar el contrato, acuerdo marco o sistema dinámico de adquisición.
e) Aprobar la decisión de no adjudicar o celebrar el contrato, acuerdo marco o
sistema dinámico de adquisición.
35 Boletín Oficial de la Provincia de Santa Cruz de Tenerife. Anexo al Número 148, Lunes 9 de diciembre de
2024
f) Acordar el desistimiento del procedimiento de adjudicación.
g) Declarar la nulidad o lesividad de los actos preparatorios y los actos de
adjudicación de los contratos, por concurrir las causas previstas en la legislación
contractual.
h) Declarar la prohibición de contratar en los supuestos previstos en la legislación
contractual.
i) Aprobar la interpretación del contrato y resolver las dudas que ofrezca su
cumplimiento.
j) Aprobar la modificación del contrato por razones de interés público, la de los
acuerdos marcos, la de los contratos basados en estos, la de los sistemas dinámicos de
adquisición y la de los contratos específicos celebrados en el marco de éstos.
k) Autorizar la cesión del contrato.
l) Acordar la imposición de penalidades al contratista.
m) Aprobar la resolución del contrato y determinar sus efectos.
n) Acordar el secuestro o intervención del contrato de concesión de obras y del
contrato de concesión de servicios.
6. El resto de competencias que correspondan al Consejo de Gobierno Insular en los
contratos a que se refiere el apartado 4 anterior, conforme a la legislación en materia
contractual, quedan desconcentradas en los consejeros y consejeras insulares con
funciones ejecutivas en los términos establecidos en el artículo 33.2.

Artículo 15. Nombramiento, cese y atribuciones del titular de la Secretaría.
1. La Secretaría del Consejo de Gobierno Insular corresponderá a uno de los
miembros del Consejo de Gobierno Insular que reúna además la condición de miembro
electo, y será designado por la Presidencia. Cesará por las mismas causas de cese de
los miembros del Consejo de Gobierno Insular.
2. En casos de ausencia o enfermedad del Consejero-Secretario o Consejera-
Secretaria, será sustituido o sustituida por el consejero electo o consejera electa que
determine la Presidencia mediante Decreto.
3. La persona titular de la Secretaría del Consejo de Gobierno Insular, a instancia
de la Presidencia, y asistida por la Vicesecretaría General, elaborará el orden del día.
Asimismo, redactará las actas de las sesiones y certificará sobre sus acuerdos, con
la asistencia de la Vicesecretaría General.
4. Los expedientes conclusos que vayan a ser sometidos a debate y acuerdo por el
Consejo de Gobierno Insular deberán estar a disposición de la Secretaría del Consejo,
de la Vicesecretaría General y de la Asesoría Jurídica, al objeto de preparar las sesiones
del Consejo de Gobierno examinando el texto de las propuestas, el extracto del
expediente y los informes que se entiendan preceptivos.
Los expedientes estarán conclusos si cuentan con la propuesta suscrita por el
Consejero Insular y todos los informes preceptivos.
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Artículo 16. De la Comisión preparatoria del Consejo de Gobierno Insular.
1. Como órgano encargado de examinar las propuestas de los acuerdos que se
someten al Consejo de Gobierno Insular, en sesiones ordinarias y extraordinarias, se
reunirá la Comisión preparatoria del Consejo de Gobierno, presidida por el Consejero-
Secretario o Consejera-Secretaria y asistida por las personas titulares de la
Vicesecretaría General y de la Asesoría Jurídica o personas que las sustituyan.
Asimismo, podrá asistir el Consejero-Secretario o la Consejera-Secretaria suplente.
2. No requerirá convocatoria expresa, ni se levantará acta de sus reuniones, que se
desarrollarán con la anticipación que permita examinar el texto de las propuestas que se
someten al Consejo de Gobierno, el extracto del expediente y los informes que sean
preceptivos.
3. La Comisión podrá valorar si un asunto no está en condiciones para la adopción
de acuerdo, en cuyo caso, el Consejero-Secretario o Consejera-Secretaria propondrá
que el asunto quede sobre la mesa o sea retirado, según proceda.

Artículo 17. Régimen de sesiones.
1. Las sesiones del Consejo de Gobierno Insular en función de su objeto se
clasifican en:
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a) Sesión constitutiva, conforme lo establecido en el apartado siguiente.
b) Sesiones decisorias para la adopción de los acuerdos que correspondan en el
ejercicio de sus competencias.

2. El Consejo de Gobierno Insular celebrará sesión constitutiva, previa
convocatoria de la Presidencia, dentro de los diez días siguientes a aquél en que ésta
haya designado a los miembros que lo integran.
3. Las sesiones del Consejo de Gobierno Insular se celebrarán, previa convocatoria
de la Presidencia, pudiendo ser ordinarias de periodicidad preestablecida y
extraordinarias, que pueden ser además urgentes:

a) Ordinarias: serán convocadas por la Presidencia para el despacho de los
asuntos regulares que afecten al gobierno del Cabildo Insular de Tenerife y tendrán una
periodicidad preestablecida, que podrá ser modificada por circunstancias
excepcionales u organizativas a través de Decreto de la Presidencia.
b) Extraordinarias, serán convocadas por la Presidencia, cuando lo estime
necesario.

4. Las sesiones ordinarias se celebrarán con una periodicidad semanal.
Corresponde a la Presidencia, fijar mediante Decreto, el día y hora de celebración de
las sesiones ordinarias, así como disponer las excepciones al régimen de sesiones.
5. Las sesiones se celebrarán en el Palacio Insular, de forma presencial. Cuando
concurran situaciones excepcionales de fuerza mayor, de grave riesgo colectivo, o
catástrofes públicas que impidan o dificulten de manera desproporcionada el normal
funcionamiento del régimen presencial de las sesiones del Consejo de Gobierno Insular,
éste podrá, apreciada la concurrencia de la situación descrita por la Presidencia o
quien válidamente le sustituya al efecto de la convocatoria de acuerdo con la normativa
vigente, constituirse, celebrar sesiones y adoptar acuerdos a distancia por medios
electrónicos y telemáticos, siempre que sus miembros participantes se encuentren en
territorio español y quede acreditada su identidad.
6. La Presidencia dirige y ordena los debates en el seno del Consejo de Gobierno
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Insular.
7. A las sesiones del Consejo de Gobierno Insular podrán asistir las personas
titulares de los órganos superiores o directivos, o cualquier otro personal al servicio
del Cabildo Insular de Tenerife cuando así sean convocados por la Presidencia.
8. Las personas titulares de la Vicesecretaría General, de la Asesoría Jurídica y la
Intervención General asistirán a las sesiones constitutivas y decisorias del Consejo de
Gobierno Insular.

Artículo 18. Convocatoria.
1. La convocatoria de las sesiones ordinarias y extraordinarias, a la que se
acompañará el orden del día, se realizará mediante la remisión de la misma a sus
miembros, con una antelación mínima de veinticuatro horas. En el supuesto de que la
urgencia de los asuntos a tratar no permita realizar la convocatoria con esta antelación
mínima, la sesión adquirirá la condición de extraordinaria de carácter urgente. En este
caso deberá incluirse como primer punto del orden del día la ratificación de la urgencia
de la convocatoria por acuerdo favorable de la mayoría simple de los miembros
presentes.
2. Las sesiones ordinarias y extraordinarias del Consejo de Gobierno Insular se
convocarán y comunicarán a través de medios electrónicos para conocimiento general.

Artículo 19. Quórum.
1. Para la válida constitución de las sesiones ordinarias, extraordinarias y
extraordinarias urgentes del Consejo de Gobierno Insular, a efectos de celebración de
las sesiones, deliberaciones y toma de acuerdos, se requerirá, en todo caso, la presencia
de la Presidencia o, de quien la sustituya, y, por otro lado, la de la mitad, al menos, de
sus miembros con derecho a voto, entre los que deberá encontrarse el Consejero-
Secretario o Consejera-Secretaria, o, en su caso, quien le sustituya. Este quórum deberá
mantenerse durante toda la sesión.
2. Las sesiones extraordinarias de carácter urgente, en las que por razones
excepcionales no medie convocatoria previa cuando así lo decida la Presidencia,
quedarán válidamente constituidas, cuando estén presentes todos los miembros.
3. Si no existiese quórum en primera convocatoria, se constituirá en segunda
convocatoria, una hora después de la fijada para la primera, con el mismo quórum
mínimo señalado en el apartado primero.

Artículo 20. Orden del día.
1. La Presidencia, asistida por quien ostente la Secretaría del Consejo de Gobierno
Insular, dispondrá el orden del día de la convocatoria, junto con la documentación
necesaria para el debate y adopción de acuerdos.
2. Para que puedan incluirse en el orden del día de una sesión, los expedientes
habrán de estar conclusos y a disposición de la Secretaría del Consejo a través la
aplicación de secretaría.
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Insular, dispondrá el orden del día de la convocatoria, junto con la documentación
necesaria para el debate y adopción de acuerdos.
2. Para que puedan incluirse en el orden del día de una sesión, los expedientes
habrán de estar conclusos y a disposición de la Secretaría del Consejo a través la
aplicación de secretaría.
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3. Solo por razones de urgencia, cuya motivación deberá estar incorporada en el
expediente, apreciada por la Presidencia, podrán adoptarse acuerdos respecto de
asuntos no contenidos en el orden del día, previa ratificación de la urgencia de su debate
y votación adoptada por la unanimidad de los miembros presentes del Consejo de
Gobierno Insular.
En las sesiones extraordinarias no podrán adoptarse acuerdos sobre asuntos que
no hayan sido incluidos en el orden del día.

Artículo 21. Deliberaciones.
Las deliberaciones del Consejo de Gobierno Insular son secretas. Las personas
asistentes están obligados a guardar secreto sobre las opiniones y votos emitidos en el
transcurso de las sesiones, así como sobre la documentación a que hayan podido tener
acceso por razón de su cargo.

Artículo 22. Adopción de acuerdos.
Las decisiones que adopte el Consejo de Gobierno Insular, en el ejercicio de sus
competencias, revestirán la forma de acuerdos y se adoptarán por mayoría simple, y se
notificarán o publicarán en los casos y en la forma prevista en la Ley.

Artículo 23. Formalización de los acuerdos.
1. El Consejero-Secretario o Consejera-Secretaria del Consejo de Gobierno
Insular extenderá el acta de cada sesión, recogiendo los acuerdos adoptados.
2. En el acta de la sesión se hará constar, como mínimo, la fecha y hora de comienzo
y fin de la sesión, la relación de asistentes, los asuntos tratados, el resultado de los votos
emitidos y los acuerdos adoptados.
3. El acta de cada sesión será, salvo supuestos excepcionales, sometida a su
aprobación por el Consejo de Gobierno Insular en la siguiente sesión ordinaria que
celebre.
4. Las actas aprobadas se remitirán en el plazo de diez días a las personas que
integran el Pleno del Cabildo Insular de Tenerife, a la Secretaría General del Pleno y
a la Intervención General.
5. A todos los efectos los libros de actas en soporte electrónico serán los
conformados en la aplicación de Secretaría.
6. Si una vez formalizado un acuerdo se detectaran errores materiales, de hecho o
aritméticos, la competencia para rectificarlos, en cualquier momento, de oficio o a
instancia de los interesados, corresponderá a la persona titular de la consejería
competente por razón de la materia, siempre que éstos consistan en meros errores en
nombres, fechas, operaciones aritméticas, transcripciones de documentos, errores
numéricos, accidentales o de expresión, así como los relativos a datos contables, y que
en ningún caso, suponga alteración fundamental del sentido del acto y que sean claros
o contrastables por la simple evidencia, sin necesidad de valoración jurídica.
No obstante, la rectificación de cualquier tipo de error advertido en los pliegos de
cláusulas administrativas particulares y en los pliegos de prescripciones técnicas
particulares aprobados por el Consejo de Gobierno corresponderá a este órgano.
CONSEJERÍAS INSULARES CON FUNCIONES EJECUTIVAS

Artículo 24. Consejerías Insulares con funciones ejecutivas.
1. Las Consejerías Insulares ostentan la condición de órgano de gobierno del
Cabildo Insular de Tenerife y de órgano superior de la Administración Insular.
2. En su calidad de órgano de gobierno, y bajo la superior dirección de la
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Presidencia, los consejeros y consejeras insulares con funciones ejecutivas ejercerán las
funciones de dirección, planificación y coordinación política de las consejerías en las
que se organiza la Administración del Cabildo Insular de Tenerife, correspondiéndoles
en régimen de desconcentración las competencias que se determinen en el decreto de la
Presidencia al que se refiere el artículo 31 en el marco del presente Reglamento.
Asimismo, les corresponderá el ejercicio de las competencias que les sean delegadas por
cualquier órgano.
ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DEL CABILDO

TÍTULO II. ORGANIZACIÓN DE LA ADMINISTRACIÓN DEL CABILDO INSULAR DE TENERIFE

Artículo 25. Áreas ejecutivas.
1. Para el desarrollo de la actividad administrativa correspondiente a sus funciones
y competencias, y bajo la superior dirección de la Presidencia, la Administración del
Cabildo Insular de Tenerife se organiza en áreas ejecutivas, denominadas consejerías.
Cada una de ellas tendrá atribuidos sectores funcionales homogéneos de la acción
pública insular.
2. Por decreto de la Presidencia se determinará el número, denominación y ámbito
funcional de las consejerías en las que se organiza la administración del Cabildo Insular
de Tenerife, debiéndose publicar dicho decreto en el Boletín Oficial de Canarias y en el
de la Provincia.
3. Cada consejería en la que se distribuyen las competencias materiales del Cabildo
Insular de Tenerife, estará dirigida por el miembro del Consejo de Gobierno Insular que
designe la Presidencia como titular de la misma, y se estructurará internamente en los
órganos y unidades administrativas que se establecen en los artículos siguientes.

Artículo 26. Órganos superiores y directivos.
1. La organización administrativa del Cabildo Insular de Tenerife se estructura en
órganos superiores y directivos, de acuerdo con lo previsto en este Reglamento.
2. Son órganos superiores de la Administración del Cabildo:

a) La Presidencia.
b) Las Consejerías Insulares con funciones ejecutivas.
c) Las Consejerías con delegación dentro de un área ejecutiva.

3. Son órganos directivos de la Administración del Cabildo Insular de Tenerife:
a) Los órganos de gestión de sectores funcionales específicos que se atribuyan a las
consejerías. Se integran en esta categoría los siguientes órganos:
1º. Las Coordinaciones Insulares.
2º. Las Direcciones Insulares.
b) Los órganos de gestión de las funciones administrativas internas relacionadas con
la organización general del Cabildo Insular de Tenerife. Se integran en esta categoría
los siguientes órganos:
1º. La Secretaría General del Pleno.
2º. La Vicesecretaría General.
3º. La Asesoría Jurídica.
4º. La Intervención General.
5º. La Tesorería Insular.
6º. La Oficina de Contabilidad.
c) Los órganos que desarrollan funciones directivas profesionales, entendiendo por
tales aquellas que se desarrollen en ámbitos materiales de especial complejidad y
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especialización.
4. La creación de órganos directivos para la gestión de los sectores funcionales
específicos que se atribuyan a las consejerías se realizará, mediante Decreto de la
Presidencia, en atención a las necesidades de gestión y de capacidad económica de la
Administración insular, determinando las funciones que le correspondan.

Artículo 27. Órganos complementarios.
Son órganos complementarios de la Administración del Cabildo Insular de
Tenerife aquellos que con sujeción a lo establecido en la Ley reguladora de los cabildos
insulares y en el marco de la legislación de régimen jurídico de las administraciones
públicas, sean creados por un reglamento aprobado por el Pleno del Cabildo Insular de
Tenerife. Estos órganos se encuentran bajo la dependencia o dirección de un órgano
superior.

Artículo 28. Unidades administrativas de la estructura organizativa.
1. Las unidades administrativas son los elementos básicos de la Administración del
Cabildo Insular de Tenerife. Las unidades podrán ser estructurales o coyunturales.
2. Los servicios son unidades administrativas estructurales de los órganos del
Cabildo.
3. Tendrán la consideración de órganos administrativos las unidades
administrativas a las que se les atribuyan funciones que tengan efectos jurídicos frente a
terceros o cuando su actuación tenga carácter preceptivo.
4. A las jefaturas de los servicios les corresponden las atribuciones previstas en el
presente Reglamento y en los instrumentos de ordenación de recursos humanos.
ÓRGANOS SUPERIORES

Artículo 29. Naturaleza.
1. La Presidencia es el órgano superior responsable de la dirección, coordinación e
impulso de la administración del Cabildo Insular de Tenerife, correspondiéndole la
unidad de dirección política y administrativa de su actividad, estableciendo las
directrices e impartiendo las instrucciones que sean precisas a los órganos superiores,
directivos, complementarios y, en su caso, a las unidades administrativas y personal al
servicio del Cabildo.
2. Sin perjuicio de la posición institucional que le corresponde como órgano de
gobierno del Cabildo Insular de Tenerife, la Presidencia podría ostentar la posición
orgánica de titular de una consejería respecto de las competencias y funciones que tiene
asignadas, y de los órganos y unidades que tiene adscritas.

Artículo 30. Asistencia a la Presidencia.
1. La Presidencia contará con una unidad de apoyo denominada Gabinete de la
Presidencia para asistirla en sus funciones generales, de comunicación y de protocolo,
cuya organización será determinada mediante decreto.
2. La Presidencia contará asimismo con una Oficina de Análisis y Estudios para que
la asista directamente en materia técnica, jurídica y económica, sin perjuicio de las
competencias de los órganos directivos del Cabildo Insular de Tenerife. Dicha oficina
estará integrada por personal eventual y, en su caso, por otros empleados públicos, bajo
la dependencia de un asesor designado por la Presidencia. Corresponde a la citada
Oficina el desempeño de las funciones siguientes:

a) Facilitar a la Presidencia la información política y técnica que resulte necesaria
para el ejercicio de sus funciones.
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b) Asesorar a la Presidencia en aquellos asuntos y materias que ésta disponga.
c) Analizar las actividades, programas y planes de las distintas consejerías
insulares, con el fin de facilitar a la Presidencia la dirección y coordinación de la acción
del gobierno insular.

Artículo 31. Consejerías Insulares con funciones ejecutivas.
1. Las personas titulares de las consejerías insulares con funciones ejecutivas se
nombran y se separan libremente de su cargo por la Presidencia de entre quienes tengan
la condición de miembros de la Corporación, mediante decreto, que surtirá efectos desde
el mismo día en que se dicte, salvo que en él se disponga otra cosa, sin perjuicio de su
preceptiva publicación en el Boletín Oficial de la Provincia, debiéndose dar cuenta al
Pleno del Cabildo Insular de Tenerife en la primera sesión que celebre.
2. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad del consejero o consejera insular,
así como en los casos en que haya sido declarada su abstención o recusación, será
suplido o suplida temporalmente por la Presidencia o por otro consejero o consejera
insular u otro órgano directivo, en los términos que se determine mediante Decreto.
En defecto del decreto de régimen de suplencias, sus atribuciones serán ejercidas
por quien designe la Presidencia.
3. Los consejeros y las consejeras insulares con funciones ejecutivas serán
miembros, en todo caso, del Consejo de Gobierno Insular, y su número no podrá exceder
de un tercio del número legal de miembros del Cabildo Insular de Tenerife, además de
la Presidencia. A los efectos del cómputo, no se tendrán en cuenta los decimales que
resulten de dividir por tres el número total de miembros del Pleno.

Artículo 32. Atribuciones generales de las Consejerías Insulares con funciones ejecutivas.
1. Corresponde a los titulares de las consejerías insulares con funciones ejecutivas
las siguientes atribuciones:

a) La determinación de los objetivos a alcanzar y las líneas de actuación de la
consejería, incluyendo, en su caso, las que se desarrollen a través de las entidades
dependientes adscritas a la consejería. Respecto de estas entidades les corresponderá la
aprobación de los planes y programas por ellas promovidos, siempre que proceda dicha
aprobación, y ésta no sea competencia de otro órgano.
b) El impulso y coordinación de las actividades de la consejería, la supervisión del
cumplimiento de las líneas de actuación y la corrección de las desviaciones que se
produzcan, velando por la oportuna coordinación y colaboración entre todos los
servicios adscritos a la consejería, así como con sus entidades dependientes adscritas.
c) La ordenación, inspección y evaluación de los servicios de la consejería.
d) La jefatura del personal de la consejería, sin perjuicio de las funciones de la
Presidencia y de las que se atribuyan a otros órganos.
e) La resolución de los conflictos de competencias que se planteen entre los órganos
de su consejería.

2. Corresponde, asimismo, a los consejeros y consejeras insulares con funciones
ejecutivas las siguientes competencias de gestión:

a) La presentación ante el Consejo de Gobierno Insular de las propuestas y
proyectos en relación a las materias de su competencia.
b) La propuesta al órgano competente en materia de hacienda y presupuestos de los
programas para la formación del Presupuesto ordinario anual respecto de las
actividades y servicios de su consejería y de las propuestas de modificación de créditos
a realizar durante el ejercicio económico.
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c) Autorizar, disponer gastos y reconocer obligaciones económicas en el ámbito de
su competencia, de conformidad con los límites establecidos en el presente Reglamento
y en las Bases de Ejecución del Presupuesto.
d) La ejecución de la política patrimonial aprobada por el Consejo de Gobierno
Insular, y aplicar las directrices e instrucciones dictadas por el órgano unipersonal
competente en materia de patrimonio.
g) El ejercicio de las funciones relativas a la vigilancia, protección jurídica, defensa,
catalogación, administración, conservación y demás actuaciones que requiera el
correcto uso de los bienes y derechos del patrimonio del Cabildo Insular de Tenerife que
tengan afectados o cuya administración y gestión les corresponda por razón de su ámbito
competencial, debiendo comunicar a la consejería competente en materia de patrimonio
cualquier incidencia que pueda afectar a la formación del Inventario del Cabildo Insular
de Tenerife.
h) La propuesta al órgano competente en materia de recursos humanos de la
incoación e instrucción de expedientes disciplinarios, así como los de información
reservada o de carácter informativo.
i) La propuesta al órgano competente en materia de recursos humanos de la
concesión, al personal de su consejería, de premios, distinciones y gratificaciones que
procedan en virtud de acuerdos corporativos o legislación general aplicable.
j) La propuesta al órgano competente en materia de recursos humanos de las
modificaciones de la relación de puestos de trabajo respecto al personal al servicio de
su consejería.
k) En materia sancionadora, tanto en el ejercicio de competencias insulares propias
como delegadas por la Comunidad Autónoma, le corresponde incoar de oficio todos los
procedimientos de su consejería, nombrar a la persona encargada de la instrucción y
secretaría, en su caso; adoptar cualquier medida cautelar, incluido el cese temporal de
la actividad; y resolver los procedimientos, siempre que, en el supuesto de que conlleve
imposición de una sanción de multa, en cuantía inferior o igual a 100.000 €.
l) La resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial cuando
conlleven el abono de una cantidad indemnizatoria en cuantía inferior o igual a 100.000
€.
m) El otorgamiento o denegación de licencias, autorizaciones y actos de naturaleza
análoga, en el ejercicio de la función de policía que se efectúe en la consejería, de
acuerdo con la normativa sectorial reguladora que corresponda.
n) La devolución o cancelación de todo tipo de garantías constituidas en el seno de
los procedimientos tramitados en la consejería, con independencia del órgano que haya
sido competente para la resolución de dichos procedimientos.
ñ) La firma del visto bueno de todas las certificaciones que expida la Secretaría
General del Pleno y la Vicesecretaría General o delegados de éstas, según corresponda
en materia de su consejería, así como la firma de las comunicaciones a Administraciones
Públicas que no correspondan a la Presidencia o a la Secretaría General del Pleno.
o) La firma, en los expedientes de su consejería, de los anuncios que por disposición
legal o reglamentaria deban publicarse en los boletines oficiales, así como de aquellos
anuncios que deban publicarse en prensa, sin perjuicio de las competencias del titular de
la Secretaría General del Pleno.
p) La resolución del procedimiento por el que se ejerciten los derechos regulados en
la legislación de protección de datos de carácter personal.
q) La resolución acerca de la personación del Cabildo Insular de Tenerife en los
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recursos contencioso- administrativos que se interpongan contra actos dictados en el
ámbito de su consejería, y subsiguiente comunicación a la Asesoría Jurídica a los efectos
procedentes, en los casos y en los términos que se establezcan en el reglamento que regule
dicho órgano.
r) La emisión de los informes sectoriales que hayan de dirigirse a otras
administraciones públicas cuando no afecten a las competencias de otras consejerías, así
como, emitir los informes sectoriales que sean legalmente preceptivos cuando formen
parte de procedimientos cuya resolución corresponda a otra consejería del Cabildo
Insular de Tenerife.
s) La resolución de las solicitudes de información de los miembros del Pleno.
t) La revisión de oficio de sus propios actos.
u) La aprobación del registro de las actividades de tratamiento del Cabildo Insular
de Tenerife en los términos previstos en la legislación en materia de protección de datos.
v) Cualesquiera otras funciones que les encomiende la legislación de régimen local
del Estado o de la Comunidad Autónoma de Canarias, así como las restantes funciones
que les atribuya el presente Reglamento Orgánico o les hayan sido delegadas por la
Presidencia o por el Consejo de Gobierno Insular.
w) Resolver las solicitudes de acceso a la información pública en los expedientes de
su competencia, en los términos previstos en la legislación reguladora del derecho de
acceso a la información pública.

Artículo 33. Atribuciones de las Consejerías Insulares con funciones ejecutivas en materia de 
contratación.
Corresponde a los titulares de las consejerías insulares con funciones ejecutivas
las siguientes atribuciones en materia de contratación:
1. Ejercer, como órgano de contratación, todas las competencias y facultades
inherentes a tal condición en los contratos de obras con valor estimado inferior o igual
a 1.500.000 euros y, en el resto de los contratos con valor estimado inferior o igual a
500.000 euros, sin perjuicio de las posibles delegaciones que puedan efectuarse y de las
competencias que correspondan a otros órganos en la consejería insular.
2. Ejercer, en los contratos de obras con valor estimado superior a 1.500.000 euros
y, en el resto de los contratos con valor estimado superior a 500.000 euros, y sin perjuicio
de las posibles delegaciones que puedan efectuarse, las competencias siguientes:

a) Aprobar el inicio del expediente de contratación motivando la necesidad del
contrato.
b) Aprobar, modificar y rectificar los pliegos de prescripciones técnicas
correspondientes a sistemas dinámicos de adquisición cuando no se aprueben los mismos
junto con los pliegos de cláusulas administrativas particulares, así como, en su caso,
aprobar las características técnicas de las prestaciones a realizar, que han de constar en
los correspondientes documentos de invitación.
c)Declarar la tramitación de urgencia del expediente de contratación.
d) Ordenar, en los supuestos de tramitación de emergencia, la ejecución de lo
necesario para remediar el acontecimiento producido o satisfacer la necesidad
sobrevenida, o contratar libremente su objeto, en todo o en parte, sin sujetarse a los
requisitos formales establecidos legalmente, dando cuenta al Consejo de Gobierno
insular de dichas actuaciones.
e) Solicitar informe preceptivo a la Comisión Nacional de los Mercados y la
Competencia, o en su caso, a la autoridad de la competencia autonómica sobre la no
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división del objeto del contrato en lotes en el supuesto de que la misma conlleve el riesgo
de restringir injustificadamente la competencia.
f) Ampliar el plazo inicial de presentación de ofertas y solicitudes de participación
cuando no se hubiera atendido el requerimiento de información de los interesados en la
licitación.
g) Remitir, de oficio o a instancia de la mesa de contratación, a la Comisión Nacional
de los Mercados y la Competencia, o en su caso, a la autoridad de la competencia
autonómica, con carácter previo a la adjudicación del contrato, los posibles indicios
fundados de conductas colusorias detectados en el procedimiento de contratación en
tramitación; recabar de la misma los informes que estime necesarios, y acordar el
levantamiento de la suspensión de la licitación cuando la autoridad de defensa de la
competencia concluya que no existen indicios fundados de conductas colusorias.
h) Clasificar, por orden decreciente, las proposiciones presentadas en los
procedimientos en los que no sea obligatoria la constitución de mesa de contratación.
i) Aceptar la propuesta de adjudicación formulada por la mesa de contratación al
licitador que haya presentado la mejor oferta.
j) Admitir e inadmitir a las empresas licitadoras a los sistemas dinámicos de
adquisición.
k) Acordar el rechazo de las ofertas presentadas.
l) Adjudicar los contratos basados en acuerdos marcos y los contratos específicos
en el marco de los sistemas dinámicos de adquisición, así como aprobar el documento de
licitación en los contratos basados con nueva licitación.
m) Declarar desierta la licitación.
n) Designar al Responsable de la ejecución del contrato y al Coordinador de
Seguridad y Salud.
ñ) Cuidar, una vez formalizado el contrato, para que se lleve a cabo el adecuado
seguimiento de la correcta ejecución de la prestación contratada para garantizar la
satisfacción de la necesidad contratada.
o) Aprobar el Plan de Seguridad y Salud en el trabajo, el Plan o programa de los
trabajos que constituyen el objeto del contrato y, aceptar el Plan de gestión de residuos
de construcción y demolición previa aprobación del mismo por la Dirección Facultativa.
p) Tomar razón de la sucesión del contratista cuando concurran los supuestos
previstos en la legislación contractual.
q) Aprobar la prórroga obligatoria y la prórroga forzosa del plazo de duración de
los contratos, así como la concesión de la ampliación del plazo de ejecución del contrato,
y acordar, en su caso, la continuidad de la prestación.
r) Aprobar la revisión de precios y la aprobación del mantenimiento del equilibrio
económico del contrato.
s) Aprobar el inicio del expediente para el ejercicio de las prerrogativas relativas a
la interpretación de los contratos administrativos, la resolución de las dudas que ofrezca
su cumplimiento, la modificación de estos por razones de interés público, la declaración
de la responsabilidad imputable al contratista, la suspensión de su ejecución, la
resolución y la determinación de los efectos de ésta.
t) Autorizar el inicio del expediente de modificación del contrato de obras, así como
acordar en su caso, la continuación provisional de las obras.
u) Otorgar la autorización administrativa relativa a la conveniencia de la
contratación en los contratos de obras que no se refieran a una obra completa.
v) Aprobar la certificación final del contrato de las obras ejecutadas.

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 39

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



x) Aprobar la liquidación del contrato.
y) Aprobar la devolución o cancelación de las garantías constituidas en el
correspondiente contrato.
z) Designar los miembros de las mesas de contratación y de los órganos de
asistencia.
a’) Resolver las solicitudes de acceso a los expedientes de contratación y las de
confidencialidad de las proposiciones.
b’) Remitir al órgano competente para su resolución el recurso especial en materia
de contratación que se hubiera interpuesto.
c’) Exigir la subsanación por el contratista, en contratos de servicios que consistan
en la elaboración íntegra de un proyecto de obra, de los defectos, insuficiencias técnicas,
errores materiales, omisiones e infracciones de preceptos legales o reglamentarios que
le sean imputables.
d’) Las demás competencias que pudieran corresponder al Consejo de Gobierno
conforme a la legislación contractual y que no se encuentren reservadas al mismo en el
artículo 14.

3. La firma de todos los contratos y acuerdos marco en los que actúen como órgano
de contratación en atención al valor estimado de los mismos, así como aquellos otros en
los que el órgano de contratación sea el Consejo de Gobierno Insular.

Artículo 34. Consejerías con delegación dentro de un área ejecutiva.
1. La Presidencia, en su condición de titular de una consejería, y los consejeros y
consejeras insulares con funciones ejecutivas, estos últimos con autorización de la
Presidencia, podrán dictar actos de delegación de atribuciones de su competencia en
cualquier consejero o consejera insular, para que, bajo la dirección de la Presidencia o
del consejero o consejera insular con funciones ejecutivas que corresponda, gestionen
asuntos determinados, debiéndose dar cuenta del acto de delegación de competencias al
Consejo de Gobierno y Pleno en las primeras sesiones respectivas que celebren.
2. Los consejeros o consejeras con delegación dentro de un área ejecutiva, podrán
ser convocados a las sesiones de los órganos colegiados del Cabildo Insular de Tenerife
de los que no sean miembros, en las que se traten asuntos respecto de los que desempeñen
atribuciones, en cuyo caso sólo tendrán voz y no voto.
3. Las delegaciones dejarán de surtir efectos desde el momento que finalice el
mandato corporativo o cuando se revoque la delegación efectuada.
4. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad del consejero delegado o
consejera delegada, así como en los casos en que haya sido declarada su abstención o
recusación, será suplido o suplida temporalmente por el consejero insular titular de la
consejería de la que dependa. En su defecto, corresponderá la suplencia a otro consejero
insular o consejera insular, en los términos que decida el órgano delegante.

Artículo 35. Atribuciones de las Consejerías con delegación dentro de un área ejecutiva.
Corresponde a los consejeros y consejeras con delegación dentro de un área ejecutiva
para la gestión de los asuntos que se les asignen:
1. La jefatura del personal de la consejería, sin perjuicio de las funciones de la
Presidencia y de las que se atribuyan a otros órganos.
2. La firma de las propuestas, con carácter previo, a la firma del consejero o
consejera Insular para su posterior elevación al Consejo de Gobierno Insular.
3. La propuesta al órgano competente en materia de hacienda y presupuestos de los
programas para la formación del Presupuesto ordinario anual respecto de las
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actividades y servicios de en el ámbito de su delegación y las propuestas de modificación
de créditos a realizar durante el ejercicio económico.
4. Autorizar, disponer gastos y reconocer obligaciones económicas en el ámbito de
su competencia, de conformidad con los límites establecidos en este Reglamento y en las
Bases de Ejecución del Presupuesto de cada ejercicio.
5. Ejercer, como órgano de contratación, todas las competencias y facultades
inherentes a tal condición en los contratos de obras con valor estimado inferior o igual
a 1.500.000 euros y, en el resto de los contratos con valor estimado inferior o igual a
500.000 euros; así como ejercer, en otros contratos, como órgano de contratación, las
que le correspondan por delegación de otros órganos.
En el caso de las competencias del Consejo de Gobierno desconcentradas, les
corresponderán en su ámbito material, las competencias enunciadas en los apartados 2
y 3 del artículo 33 de este reglamento para los consejeros y consejeras insulares con
funciones ejecutivas.
6. La ejecución de la política patrimonial aprobada por el Consejo de Gobierno
Insular, y aplicar las directrices e instrucciones dictadas por el órgano unipersonal
competente en materia de patrimonio.
7. El ejercicio de las funciones relativas a la vigilancia, protección jurídica, defensa,
catalogación, administración, conservación y demás actuaciones que requiera el
correcto uso de los bienes y derechos del patrimonio del Cabildo Insular de Tenerife que
tengan afectados o cuya administración y gestión les corresponda por razón de su ámbito
competencial, debiendo comunicar a la consejería competente en materia de patrimonio
cualquier incidencia que pueda afectar a la formación del Inventario del Cabildo Insular
de Tenerife.
8. La propuesta al órgano competente en materia de personal de la incoación e
instrucción de expedientes disciplinarios, así como los de información reservada o de
carácter informativo.
9. La propuesta al órgano competente en materia de personal de la concesión, al
personal de su consejería, de premios, distinciones y gratificaciones que procedan en
virtud de acuerdos corporativos o legislación general aplicable.
10. La propuesta al órgano competente en materia de personal de las modificaciones
de la relación de puestos de trabajo respecto al personal al servicio de su consejería.
11. En materia sancionadora, tanto en el ejercicio de competencias insulares propias
como delegadas por la Comunidad Autónoma, le corresponde incoar de oficio todos los
procedimientos de su consejería, nombrar a la persona encargada de la instrucción y
secretaría, en su caso; adoptar cualquier medida cautelar, incluido el cese temporal de
la actividad; y resolver los procedimientos, siempre que, en el supuesto de que conlleve
imposición de una sanción de multa, en cuantía inferior o igual a 100.000 €.
12. La resolución de los procedimientos de responsabilidad patrimonial cuando
conlleven el abono de una cantidad indemnizatoria en cuantía inferior o igual a 100.000
€.
13. El otorgamiento o denegación de licencias, autorizaciones y actos de naturaleza
análoga, en el ejercicio de la función de policía que se efectúe en el ámbito de su
competencia, de acuerdo con la normativa sectorial reguladora que corresponda.
14. La devolución o cancelación de todo tipo de garantías constituidas en el seno de
los procedimientos tramitados en el ámbito de su competencia, con independencia del
órgano que haya sido competente para la resolución de dichos procedimientos.
15. La firma del visto bueno de las certificaciones que expida la Secretaría General
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del Pleno y la Vicesecretaría General o delegados de éstas, según corresponda en
materia de su competencia, así como la firma de las comunicaciones a Administraciones
Públicas que no correspondan a la Presidencia o a la Secretaría General del Pleno.
16. La firma de los anuncios que por disposición legal o reglamentaria deban
publicarse en los boletines oficiales, así como de aquellos anuncios que deban publicarse
en prensa, sin perjuicio de las competencias del titular de la Secretaría General del
Pleno.
17. La remisión de escritos a las Administraciones Públicas, en los casos en los que
dicha remisión no está reservada a la Presidencia.
18. La resolución del procedimiento por el que se ejerciten los derechos regulados
en la legislación de protección de datos de carácter personal.
19. La resolución acerca de la personación del Cabildo Insular de Tenerife en los
recursos contencioso- administrativos que se interpongan contra actos dictados en el
ámbito de su competencia, y subsiguiente comunicación a la Asesoría Jurídica a los
efectos procedentes, en los casos y en los términos que se establezcan en el reglamento
que regule dicho órgano.
20. La emisión de los informes sectoriales que hayan de dirigirse a otras
administraciones públicas cuando no afecten a las competencias de otras consejerías,
así como emitir los informes sectoriales que sean legalmente preceptivos cuando formen
parte de procedimientos cuya resolución corresponda a otra consejería del Cabildo
Insular de Tenerife.
21. La resolución de las solicitudes de información de los miembros del Pleno.
22. Resolver las solicitudes de acceso a la información pública en los expedientes de
su competencia, en los términos previstos en la legislación reguladora del derecho de
acceso a la información pública.
ÓRGANOS DIRECTIVOS

Artículo 36. Requisitos generales de los titulares de órganos directivos. Nombramiento y cese.
1. Las personas titulares de las coordinaciones insulares y de las direcciones
insulares serán nombradas y cesadas libremente por el Consejo de Gobierno Insular a,
propuesta de la Presidencia de entre funcionarios y funcionarias de carrera del Estado,
de las Comunidades Autónomas, de las Entidades Locales o con habilitación de carácter
nacional que pertenezcan a cuerpos o escalas clasificados en el subgrupo A1, y cumplan
con los requisitos de idoneidad exigibles para los altos cargos de la Comunidad
Autónoma de Canarias. En atención a las características específicas de las funciones del
órgano, su titular podrá designarse entre personas que no reúnan la condición de
funcionario o funcionaria, siempre que estén en posesión del grado universitario que
habilita para el acceso a los cuerpos y escalas clasificados en el subgrupo A1.
Su nombramiento atenderá a criterios de formación, competencia profesional y
experiencia.
2. Las personas titulares de los órganos directivos que tengan asignadas las
funciones que legalmente están atribuidas a los funcionarios y funcionarias de
administración local con habilitación de carácter nacional serán designadas conforme
al procedimiento legalmente establecido para la provisión de los puestos de trabajo
reservados a los mismos.
3. Los nombramientos de las personas titulares de los restantes órganos directivos
que no tengan la condición de alto cargo se llevarán a cabo mediante procedimientos
que garanticen la publicidad y concurrencia, atendiendo a los principios de mérito y
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capacidad y a criterios de idoneidad.

Artículo 37. Coordinaciones Insulares.
1. Aquellas consejerías en las que el Cabildo Insular de Tenerife actúe como
institución de la Comunidad Autónoma y que, por su dimensión, número de empleados o
recursos, requieran un apoyo técnico directo, sin perjuicio de lo que corresponda a los
servicios horizontales, podrán contar con una coordinación insular.
Las coordinaciones insulares, bajo la dirección de la persona titular de la consejería
insular que corresponda, son órganos directivos creados para la gestión de los servicios
comunes de la consejería en cuya estructura se integran.
2. Las personas titulares de las coordinaciones insulares serán nombradas y cesadas
libremente por el Consejo de Gobierno Insular, a propuesta de la Presidencia, de entre
quienes reúnan los requisitos establecidos para el desempeño de órganos directivos, en
los términos señalados en este Reglamento. En todo caso, cesarán al tomar posesión la
Corporación que resulte de los respectivos procesos electorales que se celebren.
3. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad del titular del órgano, así como
en los casos en que haya sido declarada su abstención o recusación, serán suplidos
temporalmente por la Presidencia, por la persona titular de la consejería insular
respectiva, o por los titulares de otras coordinaciones insulares, todo ello en los
concretos términos que acuerde el Consejo de Gobierno Insular.
En defecto de dicho acuerdo del Consejo de Gobierno Insular, sus atribuciones serán
ejercidas por quien designe la Presidencia.

Artículo 38. Competencias de las Coordinaciones Insulares.
1. Las coordinaciones insulares, bajo la superior dirección del consejero o consejera
titular de la consejería respectiva, de acuerdo con las normas y directrices aprobadas
por los órganos de gobierno y los órganos administrativos superiores del Cabildo,
dirigen y gestionan los servicios comunes de la consejería en los términos establecidos
en los apartados siguientes.
2. Corresponde a las coordinaciones insulares, respecto de los servicios que tengan
adscritos:

a) El impulso de la ejecución de las decisiones adoptadas por los órganos de
gobierno y superiores de la administración del Cabildo Insular de Tenerife.
b) La planificación y coordinación de actividades.
c) La dirección del personal adscrito a los servicios comunes, sin perjuicio de la
jefatura superior que corresponda a la Presidencia y de las competencias que, en materia
de recursos humanos, tienen atribuidos otros órganos.

3. Asimismo, les corresponde el ejercicio de las siguientes competencias de gestión
de los servicios comunes de la consejería:

a) Elaborar los programas de necesidades y la propuesta de anteproyecto de
presupuestos, plantillas y relación de puestos de trabajo de la consejería.
b) Dar asistencia técnica y administrativa al consejero o consejera insular.
c) Proponer reformas encaminadas a perfeccionar el funcionamiento de los
diferentes servicios de la consejería y, especialmente, promover estudios para mejorar la
organización, los métodos de trabajo, los rendimientos y la disminución de sus costes.
d) El seguimiento de la gestión presupuestaria de la consejería.
e) La gestión de los bienes y medios materiales que tenga adscritos o sean precisos
para el desarrollo de las funciones de la consejería insular.
f) La gestión del personal de la consejería y de los gastos derivados de la misma.
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g) La autorización, disposición de gastos y reconocimiento de obligaciones en el
ámbito de su competencia, de conformidad con los límites que se establezcan en las Bases
de ejecución del Presupuesto del Cabildo Insular de Tenerife de cada ejercicio.
h) Ejercer, como órgano de contratación en el ámbito de su competencia, todas las
competencias y facultades inherentes a tal condición en los contratos de obras con valor
estimado inferior o igual a 500.000 euros y, en el resto de los contratos con valor
estimado inferior o igual a 300.000 euros; así como ejercer, en otros contratos, como
órgano de contratación, las que le correspondan por delegación o por desconcentración
de otros órganos.
i) La firma de los contratos y acuerdos marco en los que actúe como órgano de
contratación.
j) La revisión de oficio de sus propios actos.

Artículo 39. Asistencia a Pleno y órganos colegiados.
Las personas titulares de las coordinaciones insulares podrán asistir y ser
convocadas, con voz, pero sin voto a las sesiones del Pleno, de las Comisiones Plenarias,
del Consejo de Gobierno Insular y de los órganos colegiados complementarios del
Cabildo Insular de Tenerife, así como de sus entes descentralizados, en los que se traten
asuntos respecto de los que desempeñen atribuciones, pudiendo ser interpelados por los
miembros de aquéllos e intervenir en los debates, respecto de las funciones que
desempeñen.

Artículo 40. Direcciones Insulares.
1. Las direcciones insulares, bajo la superior dirección del titular de la consejería
respectiva, son órganos directivos para la gestión de uno o varios sectores materiales
homogéneos de las funciones atribuidas a la consejería en cuya estructura se integran.
2. Las personas titulares de las direcciones insulares serán nombradas y cesadas
libremente por el Consejo de Gobierno Insular, a propuesta de la Presidencia, de entre
quienes reúnan los requisitos establecidos para el desempeño de puestos directivos, en
los términos señalados en este Reglamento.
En todo caso, las personas titulares de las direcciones insulares cesarán al tomar
posesión la Corporación que resulte de los respectivos procesos electorales que se
celebren.
3. En los casos de vacante, ausencia o enfermedad del titular del órgano, así como
en los casos en que haya sido declarada su abstención o recusación, será suplido
temporalmente por la Presidencia, por el consejero insular o consejera insular de la
consejería respectiva, o por los titulares de otros órganos directivos, todo ello en los
concretos términos que acuerde el Consejo de Gobierno Insular.
En defecto de dicho acuerdo del Consejo de Gobierno Insular, sus atribuciones serán
ejercidas por quien designe la Presidencia.

Artículo 41. Competencias de las Direcciones Insulares.
1. Las direcciones insulares, bajo la superior dirección del titular de la consejería
respectiva, con sujeción a las normas y directrices aprobadas por los órganos de
gobierno y de los órganos administrativos superiores del Cabildo Insular de Tenerife,
dirigen y gestionan los servicios de los sectores materiales que tengan adscritos.
2. Corresponden a las direcciones insulares, en régimen de desconcentración las
competencias, que se determinen en el decreto de la Presidencia al que se refiere el
artículo 25, en el marco del presente Reglamento, y en particular:

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 44

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



a) El impulso de la ejecución de las decisiones adoptadas por los órganos de
gobierno y superiores de la administración del Cabildo Insular de Tenerife.
b) La planificación y coordinación de actividades.
c) La evaluación y propuesta de innovación y mejora en relación con los servicios y
actividades de su ámbito funcional.
d) La dirección del personal adscrito a la dirección, sin perjuicio de la jefatura
superior que corresponde a la Presidencia y de las competencias que, en materia de
recursos humanos, tienen atribuidos otros órganos.
e) La autorización, disposición de gastos y reconocimiento de obligaciones en su
ámbito funcional y con los límites que se establezcan en las Bases de ejecución del
Presupuesto del Cabildo Insular de Tenerife de cada ejercicio.
f) Ejercer, como órgano de contratación en la consejería insular respectiva, todas
las competencias y facultades inherentes a tal condición en los contratos de obras con
valor estimado inferior o igual a 500.000 euros y, en el resto de los contratos con valor
estimado inferior o igual a 300.000 euros; así como ejercer, en otros contratos, como
órgano de contratación, las que le correspondan por delegación o por desconcentración
de otros órganos.
En el caso de las competencias del Consejo de Gobierno desconcentradas, les
corresponderán en su ámbito materia, las competencias enunciadas en el artículo 33.2
de este reglamento para los consejeros insulares con funciones ejecutivas.
g) La firma de los contratos y acuerdos marco en los que actúe como órgano de
contratación.
h) La revisión de oficio de sus propios actos.
i) Resolver las solicitudes de acceso a la información pública en los expedientes de
su competencia, en los términos previstos en la legislación reguladora del derecho de
acceso a la información pública.

Artículo 42. Asistencia a Pleno y órganos colegiados.
Las personas titulares de las direcciones insulares podrán asistir y ser
convocadas, con voz y sin voto, a las sesiones del Pleno, de las Comisiones Plenarias,
del Consejo de Gobierno Insular y de los órganos colegiados complementarios del
Cabildo Insular de Tenerife, así como de sus entes descentralizados, en los que se traten
asuntos respecto de los que desempeñen atribuciones, en las que podrán ser interpelados
por los miembros de aquéllos e intervenir en los debates, respecto de las funciones que
desempeñen.
con la organización general.

Artículo 43. Secretaría General del Pleno.
1. La Secretaría General del Pleno, que lo será también de las comisiones, es el
órgano directivo responsable de la asistencia, apoyo y asesoramiento jurídico, técnico y
administrativo de dichos órganos y de la Junta de Portavoces. En particular, le
corresponderán las funciones de fe pública y el asesoramiento legal al Pleno y sus
comisiones en los términos previstos en el reglamento del Pleno.
2. La Secretaría General del Pleno está integrada por su titular y el personal en que
se estructuren las diferentes unidades administrativas dependientes de aquélla.
3. La persona titular de la Secretaría General del Pleno será nombrada de entre
funcionarios o funcionarias de Administración Local con habilitación de carácter
nacional, en los términos previstos en la legislación básica de régimen local.
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Artículo 44. Vicesecretaría General.
1. La Vicesecretaría General es el órgano directivo de apoyo al Consejo de
Gobierno Insular y a la Secretaría del mismo, en los términos establecidos en los
apartados siguientes.
2. La Vicesecretaría General está integrada por su titular y por el personal en que
se estructuren las unidades administrativas dependientes de aquélla.
3. La persona titular de la Vicesecretaría General será nombrada de entre
funcionarios o funcionarias de Administración Local con habilitación de carácter
nacional, en los términos previstos en la legislación básica de régimen local.
4. En los supuestos de vacante, ausencia, enfermedad o cuando concurra cualquier
otra causa que imposibilite a la persona titular de la Vicesecretaría General el ejercicio
de sus funciones, las mismas serán desempeñadas por el funcionario o funcionaria que
corresponda, en los términos previstos en la normativa reguladora del régimen jurídico
de los funcionarios de Administración Local con habilitación de carácter nacional.
5. Corresponden a la Vicesecretaría General las siguientes funciones:

a) La asistencia y apoyo a la Secretaría del Consejo de Gobierno Insular.
b) La coordinación de los asuntos que hayan de ser incluidos en el orden del día de
las sesiones del Consejo de Gobierno Insular y la asistencia a la Presidencia y a la
Secretaría del Consejo en la confección del orden del día y en la realización de las
correspondientes convocatorias.
c) La remisión de las convocatorias a los miembros del Consejo de Gobierno
Insular.
d) El archivo y custodia de las convocatorias, órdenes del día y actas de las
reuniones, así como velar por la correcta y fiel comunicación y de sus acuerdos.
e) La formación de los Libros de Registro de las Resoluciones y Decretos dictados
por los órganos insulares competentes, así como de los Libros de Actas de las sesiones
del Consejo de Gobierno Insular, a través de la aplicación de secretaría.
f) El ejercicio de las funciones de fe pública y certificación de todos los actos
administrativos y resoluciones de la Presidencia, Consejeros o Consejeras y demás
órganos unipersonales con capacidad resolutoria, que no estén reservadas por la
legislación de régimen local y por éste u otros reglamentos del Cabildo Insular de
Tenerife al Secretario General del Pleno y a la Secretaría del Consejo de Gobierno
Insular.
g) La actuación como fedatario en la formalización de todos los contratos,
convenios y documentos análogos en que intervenga el Cabildo Insular de Tenerife.
h) La remisión a la Administración del Estado y a la de la Comunidad Autónoma
de Canarias, copia o, en su caso extracto, de los actos y acuerdos del Consejo de
Gobierno Insular y restantes órganos unipersonales con capacidad resolutoria, en la
forma y plazos establecidos en la normativa de aplicación.
i) La superior dirección de los archivos y registros del Cabildo Insular de Tenerife.
j) La llevanza y custodia del Registro de Convenios del Cabildo Insular de Tenerife.
k) Cualesquiera otras funciones que se le atribuyan en virtud de norma legal o
reglamentaria.

6. La Vicesecretaría General podrá recabar cuanta documentación obre en los
correspondientes expedientes administrativos o solicitar las aclaraciones e informes
que se precisen para el correcto ejercicio de sus competencias.

Artículo 45. Asesoría Jurídica.
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1. La Asesoría Jurídica es el órgano directivo responsable de la asistencia jurídica
a los órganos del Cabildo Insular de Tenerife en los términos previstos en los apartados
siguientes.
2. La asistencia jurídica comprende las siguientes funciones:

a) El asesoramiento jurídico a la Presidencia, al Consejo de Gobierno Insular y a
los restantes órganos superiores y directivos del Cabildo Insular de Tenerife, sin
perjuicio de las funciones reservadas por la legislación de régimen local a otros órganos
de la misma.
b) La representación y defensa en juicio del Cabildo Insular de Tenerife.
c) La asistencia a los órganos colegiados cuando la normativa reguladora de los
mismos así lo disponga, y en particular, la asistencia a las mesas de contratación del
Cabildo Insular de Tenerife, pudiendo a tal efecto ser sustituida la persona que ostente
la dirección de la Asesoría Jurídica por el personal de este órgano, o por otros
funcionarios o funcionarias del Cabildo Insular de Tenerife, licenciados o grados en
Derecho, habilitados al efecto.

3. Para el ejercicio de las funciones que tiene legalmente atribuidas, la Asesoría
Jurídica estará integrada por un Director o Directora, que ostentará la titularidad del
órgano, y por el personal en que se estructuren los diferentes servicios y unidades de la
misma.
4. La persona que ostente la dirección de la Asesoría Jurídica será nombrada por el
Consejo de Gobierno Insular de entre personas que reúnan los siguientes requisitos:

a) Estar en posesión del título de licenciado en Derecho o grado en Derecho.
b) Ostentar la condición de funcionario o funcionaria de Administración Local con
habilitación de carácter nacional, o bien funcionario de carrera del Estado, de las
comunidades autónomas o de las entidades locales, a los que se exija para su ingreso el
título de doctor, licenciado, ingeniero, arquitecto o equivalente.

5. Las funciones que el ordenamiento vigente atribuye a la persona titular de la
dirección de la Asesoría Jurídica, podrán ser ejercidas por éste o por los funcionarios
que, contando con la titulación de licenciados o grados en derecho, estén adscritos a los
puestos que tengan asignadas las funciones de asesoramiento o de representación y
defensa en juicio en la relación de puestos de trabajo de este órgano.
6. La organización y funcionamiento de la Asesoría Jurídica se regularán en un
reglamento aprobado por el Pleno.

Artículo 46. Intervención General.
1. Corresponde a la Intervención General el control interno de la gestión económico-
financiera y presupuestaria del sector público insular, el cual comprende la función
interventora y el control financiero en las modalidades de control permanente y auditoría
pública en los términos previstos en la normativa de aplicación.
2. La Intervención General está adscrita orgánicamente a la consejería con
competencias en materia de hacienda. No obstante, ejerce sus funciones con plena
autonomía respecto de los órganos, de las entidades insulares y cargos directivos cuya
gestión sea objeto de control.
3. La Presidencia del Cabildo Insular de Tenerife podrá asignar a la persona titular
de la Intervención General funciones distintas o complementarias de las asignadas en los
apartados anteriores, compatibles con las propias del puesto y adecuadas a su grupo y
categoría profesional. De dicha asignación se dará cuenta al Pleno y deberá figurar en
la relación de puestos de trabajo del Cabildo Insular de Tenerife.
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4. La Intervención General del Cabildo Insular de Tenerife adoptará las medidas
necesarias para la adecuada coordinación en el seno del órgano de control interno.
Asimismo, podrá proponer modificaciones en la estructura de la Intervención en los
supuestos previstos en la normativa reguladora del control interno.
5. La persona titular de la Intervención General del Cabildo Insular de Tenerife será
nombrado de entre funcionarios o funcionarias de Administración Local con habilitación
de carácter nacional.

Artículo 47. Tesorería Insular.
1. La Tesorería Insular es el órgano que tiene atribuido el ejercicio de las funciones
de tesorería y recaudación en el ámbito del Cabildo Insular de Tenerife y sus organismos
autónomos.
2. Corresponden a la Tesorería Insular las siguientes funciones:

a) Con carácter general:
1º. Recaudar los derechos y pagar las obligaciones.
2º. Servir al principio de unidad de caja, mediante la centralización de todos los
fondos y valores generados por operaciones presupuestarias y extrapresupuestarias.
3º. Distribuir en el tiempo las disponibilidades dinerarias para la puntual
satisfacción de las obligaciones.
4º. Responder de los avales contraídos.
5º. Realizar las demás que se deriven o relacionen con las anteriormente
numeradas, y en particular, las que se establecen en los apartados siguientes.
b) En materia de tesorería, corresponde a este órgano:
1º. El manejo y custodia de fondos, valores y efectos, de conformidad con lo
establecido en las disposiciones legales vigentes y, en particular:
- La formación de los planes, calendarios y presupuestos de Tesorería,
distribuyendo en el tiempo las disponibilidades dinerarias para la puntual satisfacción
de las obligaciones, atendiendo a las prioridades legalmente establecidas, conforme a
los acuerdos adoptados por el Cabildo Insular de Tenerife, que incluirán información
relativa a la previsión de pago a proveedores de forma que se garantice el cumplimiento
del plazo máximo que fija la normativa sobre morosidad.
- La organización de la custodia de fondos, valores y efectos, de conformidad con
las directrices señaladas por la Presidencia.
- La realización de los cobros y los pagos de conformidad con lo dispuesto en la
normativa vigente, el Plan de Disposición de Fondos y las directrices señaladas por la
Presidencia, autorizando junto con el ordenador de pagos y el interventor los pagos
materiales contra las cuentas bancarias correspondientes.
- La suscripción de las actas de arqueo.
2º La elaboración de los informes que determine la normativa sobre morosidad
relativa al cumplimiento de los plazos previstos legalmente para el pago de las
obligaciones.
3º La dirección de los servicios de gestión financiera y la propuesta de
concertación o modificación de operaciones de endeudamiento y su gestión de acuerdo
con las directrices de los órganos competentes del Cabildo Insular de Tenerife.
4º La elaboración y acreditación del periodo medio de pago a proveedores, otros
datos estadísticos e indicadores de gestión que, en cumplimiento de la legislación sobre
transparencia y de los objetivos de estabilidad presupuestaria, sostenibilidad financiera,
gasto público y morosidad, deban ser suministrados a otras administraciones o
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publicados en la web u otros medios de comunicación, siempre que se refieran a
funciones propias de la tesorería.
c) En materia de gestión y recaudación corresponde a este órgano:
1º. El impulso y dirección de los procedimientos de gestión y recaudación.
2º. La autorización de los pliegos de cargo de valores que se entreguen al
Consorcio de Tributos de Tenerife.
3º. Dictar la providencia de apremio en los expedientes administrativos de este
carácter y, en todo caso, resolver los recursos contra la misma y autorizar la subasta de
bienes embargados.
4º. La tramitación de los expedientes de responsabilidad que procedan en la
gestión recaudatoria.

3. La persona titular de la Tesorería Insular será nombrada de entre funcionarios o
funcionarias de Administración Local con habilitación de carácter nacional, de la
subescala Intervención-Tesorería.
4. En la Tesorería Insular se podrán crear otros puestos de trabajo que tengan
atribuidas funciones de colaboración inmediata y auxilio a dicho órgano. Estos puestos
de trabajo estarán reservados a funcionarios o funcionarias de Administración Local con
habilitación de carácter nacional y ejercerán sus funciones bajo la dependencia
funcional y jerárquica del titular de la Tesorería. A los citados puestos de colaboración,
les corresponderán las funciones reservadas que, previa autorización de la Presidencia
del Cabildo Insular de Tenerife, les sean encomendadas por el titular de Tesorería.
Asimismo, les corresponderá la sustitución del titular en los casos de vacante, ausencia,
enfermedad o concurrencia de causa de abstención o recusación legal o reglamentaria
de los mismos.

Artículo 48. Oficina de Contabilidad.
1. En el ámbito del Cabildo Insular de Tenerife, las funciones de contabilidad se
ejercen por la Oficina de Contabilidad, adscrita a la consejería competente en materia
de hacienda.
2. En particular, corresponden a este órgano las siguientes funciones:

a) Llevar y desarrollar la contabilidad financiera y la de ejecución del presupuesto
del Cabildo Insular de Tenerife de acuerdo con las normas generales y las dictadas por
el Pleno del Cabildo.
b) Formar la liquidación del Presupuesto del Cabildo Insular de Tenerife y sus
Cuentas Anuales.
c) Formar la Cuenta General de la Entidad Local.
d) Formar las cuentas anuales consolidadas con arreglo a lo establecido en las
Normas para la formulación de cuentas anuales consolidadas en el ámbito del sector
público local.
e) Recabar de las entidades dependientes, multigrupo y asociadas la presentación
de las cuentas anuales, en su caso, el correspondiente informe de gestión y, cuando
proceda, el informe de auditoría, así como cualquier otra información que se considere
necesaria para la formación de la Cuenta General y, en su caso, para la elaboración de
las cuentas anuales consolidadas.
f) Coordinar las funciones o actividades contables de la Entidad Local, emitiendo
las instrucciones técnicas oportunas e inspeccionando su aplicación.
g) Organizar un adecuado sistema de archivo y conservación de toda la
documentación e información contable que permita poner a disposición de los órganos
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de control los justificantes, documentos, cuentas o registros del sistema de información
contable por ellos solicitados en los plazos requeridos.
h) Inspeccionar la contabilidad de los organismos autónomos, de las sociedades
mercantiles dependientes del Cabildo Insular de Tenerife, así como de sus entidades
públicas empresariales, de acuerdo con los procedimientos que establezca el Pleno.
i) Elaborar la información del Cabildo Insular de Tenerife relativa a la ejecución de
los presupuestos y del movimiento y situación de la tesorería y remitirla al Pleno, por
conducto de la Presidencia, en los plazos y con la periodicidad establecida.
j) Elaborar el avance de la liquidación del presupuesto corriente que debe unirse al
presupuesto de la Entidad Local, previa determinación de su estructura, de conformidad
con lo que establezca el Pleno.
k) Gestionar el registro contable de facturas y su seguimiento para cumplir los
objetivos de la legislación de lucha contra la morosidad en las operaciones comerciales
y de la Ley 25/2013, de 27 de diciembre, de impulso de la factura electrónica y creación
del registro contable de facturas en el Sector Público, o normas que las sustituyan,
emitiendo los informes que la normativa exija.
l) La emisión de informes en materia contable que le sean solicitados.
m) El asesoramiento en materia contable a los distintos órganos del Cabildo Insular
de Tenerife, cuando le sea requerido.
n) La remisión de la información económico financiera a la Intervención, al
Ministerio competente en materia de hacienda, al Tribunal de Cuentas, a los órganos de
control externo y a la Comunidad Autónoma, así como a otros organismos, de
conformidad con lo dispuesto en la normativa vigente.

3. La persona titular de la Oficina de Contabilidad será nombrada de entre
funcionarios o funcionarias de Administración Local con habilitación de carácter
nacional.
4. La persona titular de la Oficina de Contabilidad podrá recabar cuanta
documentación obre en los correspondientes expedientes administrativos o solicitar las
aclaraciones e informes que se precisen para el correcto ejercicio de sus competencias.

Artículo 49. Naturaleza y régimen jurídico.
1. Podrán crearse órganos directivos que desarrollen funciones directivas
profesionales, conforme a la normativa reguladora de los empleados públicos y
empleadas públicas.
2. Los órganos directivos a que se refiere el presente artículo podrán ser de carácter
estructural o coyuntural.
Son órganos estructurales aquellos que se crean con carácter de permanencia.
La creación de órganos coyunturales deberá estar motivada por la ejecución de
programas, proyectos o actuaciones plurianuales de especial transcendencia por la
finalidad prevista; el desarrollo de alguna política sectorial limitada en el tiempo; la
ejecución de instrumentos de planificación estratégica; o la gestión de situaciones
críticas de especial transcendencia que así lo requieran. Estos órganos serán suprimidos,
y los puestos amortizados cuando finalice la situación que motivó su creación.
3. Las funciones de estos órganos serán determinadas por Decreto de la Presidencia,
del que se dará cuenta al Consejo de Gobierno Insular.
La selección de los titulares de estos órganos se llevará a cabo mediante
procedimientos ágiles que garanticen el cumplimiento de los principios de igualdad,
mérito, capacidad, publicidad y concurrencia, entre personal funcionario de la
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Administración del Estado, Comunidades Autónomas o Entidades Locales, clasificados
en el subgrupo A1 o subgrupo A2, siempre que estos últimos acrediten unos componentes
de formación no inferiores a 300 créditos ECTS. El nombramiento se realizará por el
Consejo de Gobierno Insular, a propuesta de la Presidencia, en base al resultado
obtenido en el procedimiento de concurrencia llevado a cabo.
4. Asimismo, en atención a las características específicas de las funciones del
órgano, podrá ser nombrado directivo profesional quien carezca de la condición de
funcionario de carrera, ya sea empleado público personal laboral o no,
pero en todo caso, cumpliendo con el requisito de estar en posesión del grado universitario
que habilita para el acceso a los cuerpos y escalas clasificados en el subgrupo A1, o
subgrupo A2, siempre que estos últimos acrediten unos componentes de formación no
inferiores a 300 créditos ECTS.
UNIDADES ADMINISTRATIVAS

Artículo 50. Servicios.
1. Los servicios son unidades administrativas estructurales de apoyo a los órganos
superiores y directivos del Cabildo, a los que corresponde la preparación, ejecución y
documentación de sus decisiones; la tramitación y propuesta de resolución de
procedimientos administrativos y el asesoramiento de aquéllos.
2. Los servicios podrán integrarse en un área funcional, bajo la dependencia
jerárquica del titular de la misma, y, en ausencia de ésta, actuarán bajo la dependencia
directa de la persona titular de la consejería en cuya estructura organizativa se integran
o, en su caso, del titular del órgano directivo al que estén adscritos.
3. Los servicios pueden ser administrativos o técnicos.
4. Con carácter general, en cada consejería existirá, al menos, un servicio
administrativo.
5. Las jefaturas de servicio serán provistas entre funcionarios o funcionarias de
carrera pertenecientes al grupo A, subgrupo A1, previa convocatoria pública del puesto
por el sistema que corresponda con arreglo a la relación de puestos de trabajo del
Cabildo Insular de Tenerife.
6. La organización y atribuciones de los servicios se establecen en la relación de
puestos de trabajo del Cabildo Insular de Tenerife.

Artículo 51. Atribuciones de los servicios.
1. Las jefaturas de servicio actuarán como órganos desconcentrados asesores y, en
su caso, resolutorios, para el ejercicio de las atribuciones previstas en los apartados
siguientes.
2. Las jefaturas de servicio ostentarán las siguientes atribuciones:

a) Dirigir y coordinar su unidad administrativa y al personal que tiene adscrito.
b) Facilitar la adecuada gestión técnica alineada a los objetivos institucionales, y al
desarrollo de las acciones previstas en los instrumentos de planificación de ámbito
superior.
c) Impulsar la innovación y el desarrollo de buenas prácticas en su unidad
administrativa.
d) Detectar las necesidades formativas del personal a su cargo para el correcto
desempeño de sus funciones y remitirlas al órgano competente.
e) Expedir certificaciones, diligencias o constatación de hechos relativos a los actos
expresos que tramiten, o cuyos antecedentes custodien, o consten en las bases de datos o
registros gestionados en la unidad administrativa, que no estén reservados a la
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Secretaria General del Pleno y a la Vicesecretaria General, de acuerdo con la normativa
de régimen local.
f) Integrar la prevención de riesgos laborales en el sistema general de la gestión del
servicio, tanto en el conjunto de sus actividades como de en todos los niveles jerárquicos
del mismo.

3. Son atribuciones específicas de las jefaturas de los servicios administrativos las
siguientes:

a) Instruir los procedimientos, informando los expedientes cuya tramitación les
corresponda, exponiendo los antecedentes y disposiciones legales y/o reglamentarias en
que funden su criterio.
b) Elaborar las propuestas de resolución de los procedimientos tramitados en los
órganos o, en su caso, consejerías insulares a los que estén adscritos.
c) Elaborar las propuestas de acuerdo a elevar por los consejeros o consejeras
insulares ante el Consejo de Gobierno Insular en relación con las materias de su
competencia, así como la redacción final de los mismos, una vez adoptados los
correspondientes acuerdos, conforme a las indicaciones que, en su caso, reciba de la
Vicesecretaría General.
d) Requerir a cualquier unidad de la consejería la emisión de cuantos informes,
propuestas u otros de naturaleza análoga o similar sean precisos para el cumplimiento
de los objetivos asignados a la consejería.
e) Asesorar a los órganos o, en su caso, áreas funcionales a los que se encuentren
adscritos, desde un punto de vista técnico-jurídico y técnico-presupuestario, mediante la
emisión de los informes que se estimen necesarios, sin perjuicio de las atribuciones
propias que corresponden a la Secretaría General del Pleno, a la Asesoría Jurídica y a
la Intervención General, conforme a la legislación de régimen local.
f) Expedir documentos acreditativos de otorgamiento o denegación de licencias o
autorizaciones otorgados por el órgano al que están adscritos.
g) Resolver aquellos procedimientos que consistan en la confrontación de hechos o
en la aplicación automática de normas, en los supuestos y términos que se establezcan
por la correspondiente resolución expresa de delegación.
h) Cuidar de la debida remisión, en tiempo para su informe, al órgano de control
interno de los expedientes, asuntos o propuestas de contenido económico.
i) Autorizar la devolución de documentos, su remisión directa a otros servicios o al
archivo y realizar actos de impulso de naturaleza análoga.
j) Custodiar los expedientes y remitirlos a los órganos necesarios para la resolución
que proceda.
k) Notificar y comunicar los actos de los órganos administrativos a los que se
encuentren adscritos o vinculados en los expedientes tramitados en el servicio, así como
los acuerdos adoptados por el Consejo de Gobierno respecto de los expedientes
tramitados por dicho servicio.
l) Las demás funciones que se les atribuyan en otras normas aprobadas por el
Cabildo Insular de Tenerife o en la relación de puestos de trabajo del Cabildo Insular de
Tenerife.

4. Son atribuciones específicas de las jefaturas de los servicios técnicos las siguientes:
a) Emitir los informes que se les soliciten por el servicio administrativo de la
consejería.
b) Asesorar, desde el punto de vista técnico, a la consejería insular o al órgano al
que se adscriba, cuando la tramitación de los asuntos lo requiera.
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c) Realizar el análisis e informe de asuntos que se caractericen por naturaleza
técnica.
d) Realizar el informe o la propuesta correspondiente sobre la necesidad del encargo
y/o contratación a terceros.
e) Informar sobre la conformidad de los trabajos a que se refiere el apartado
anterior.
f) Informar los anteproyectos, proyectos o cualquier estudio o documento de
naturaleza técnica análoga que se eleven a la consideración del órgano competente.
g) Elaborar los informes de necesidad, memorias justificativas, pliegos de
prescripciones técnicas particulares y cualquier otro informe de naturaleza técnica
exigido por la normativa contractual y, en todo caso, los informes relativos a cuestiones
técnicas requeridos por el o los servicios administrativos de la consejería.
h) Informar sobre la valoración de las ofertas recibidas en los procedimientos de
contratación.
i) Analizar e informar las solicitudes de autorización de modificaciones de los
proyectos de obra de la consejería cursadas por las direcciones facultativas, así como
emitir informe en cualquier otra cuestión exigida para la tramitación de modificaciones
contractuales por la legislación de contratación pública.
j) Ejercer las atribuciones que la normativa en materia de contratación pública
atribuya a las oficinas de supervisión de proyectos.
k) Informar en los supuestos de tramitación de urgencia y de emergencia previstos
legalmente.
l) Realizar el informe o la propuesta sobre la concesión o denegación de licencias o
autorizaciones que sean competencia del órgano al que se encuentre adscrito.
m) Informar sobre el cumplimiento de las previsiones técnicas en materia de
subvenciones y ayudas.
n) Resolver aquellos procedimientos que se caractericen por la evidente naturaleza
técnica, que consistan en la confrontación de hechos o la aplicación automática de
normas, en los supuestos y términos que se establezcan por la correspondiente resolución
expresa de delegación.
ñ) Elaborar propuestas de resolución en expedientes de contratos menores,
tramitados en las consejerías insulares a las que estén adscritas, en los supuestos y
términos que se establezcan en resolución habilitante dictada al efecto por la persona
titular de dicha consejería. Dichas propuestas se ajustarán a la legislación que resulte
de aplicación, así como a las instrucciones, circulares y normativa interna que se dicte
en la Corporación, siendo las personas titulares de las jefaturas técnicas responsables
directas de la tramitación del procedimiento.
o) Las demás funciones que se les atribuyan en otras normas aprobadas por el
Cabildo Insular de Tenerife o en la relación de puestos de trabajo del Cabildo Insular de
Tenerife.
RÉGIMEN JURÍDICO
RÉGIMEN DE LOS ACTOS Y DISPOSICIONES.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 2
Preguntas de refuerzo generadas con IA y revisadas a mano: este tema todavía no tiene preguntas de examen oficial en el banco. 
No proceden de un examen real.

1. La creación de órganos directivos de carácter coyuntural deberá estar motivada, entre otras causas, por:

A) La realización ordinaria de las funciones permanentes de cualquier unidad administrativa.

B) La ejecución de instrumentos de planificación estratégica o la gestión de situaciones críticas de especial 
transcendencia.

C) La sustitución temporal de los órganos estructurales durante los periodos de vacancia de sus titulares.

D) La reorganización general de la Administración insular sin límite temporal ni necesidad de motivación 
específica.

2. ¿A quién corresponde representar al Cabildo Insular de Tenerife en las juntas generales de las entidades 
mercantiles cuyo capital social no pertenezca íntegramente al Cabildo Insular de Tenerife o a sus entidades 
dependientes?

A) A la Presidencia del Cabildo Insular de Tenerife, sin perjuicio de que pueda delegar esta representación en 
otros órganos superiores o directivos.

B) Al Consejo de Gobierno Insular, sin posibilidad de delegar esta representación en órganos superiores o 
directivos.

C) Al Pleno del Cabildo Insular de Tenerife, exclusivamente cuando el capital social sea íntegramente insular.

D) A las personas titulares de las consejerías insulares con funciones ejecutivas, en todo caso y sin necesidad de 
delegación.

3. Las jefaturas de servicio serán provistas:

A) Entre funcionarios o funcionarias de carrera del grupo A, subgrupo A1, previa convocatoria pública del 
puesto por el sistema que corresponda.

B) Entre funcionarios o funcionarias de carrera del grupo A, subgrupo A2, previa convocatoria pública del 
puesto por el sistema que corresponda.

C) Entre personal funcionario o laboral del Cabildo, mediante designación directa de la persona titular de la 
consejería correspondiente.

D) Entre funcionarios o funcionarias de carrera del grupo A, subgrupo A1, mediante libre designación en todos 
los casos.

4. ¿Cuál de las siguientes atribuciones corresponde a las jefaturas de servicio del Cabildo Insular de Tenerife?

A) Resolver todos los procedimientos tramitados por la unidad administrativa, sin necesidad de delegación 
expresa.

B) Elaborar las propuestas de acuerdo que deban elevarse al Consejo de Gobierno Insular en cualquier materia 
del Cabildo.

C) Expedir documentos acreditativos de toda clase de licencias y autorizaciones otorgadas por cualquier órgano 
insular.

D) Expedir certificaciones, diligencias o constataciones de hechos relativos a actos expresos que tramiten o 
cuyos antecedentes custodien, salvo que estén reservados a la Secretaría General del Pleno o a la Vicesecretaría 
General.
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5. Los decretos de delegación de competencias de la Presidencia del Cabildo Insular de Tenerife fijarán:

A) La duración indefinida y la identidad de los órganos encargados de su fiscalización.

B) Los órganos destinatarios y la autorización previa del Consejo de Gobierno Insular.

C) El alcance y los cometidos específicos de las competencias delegadas.

D) La totalidad de las competencias delegadas y las causas de su avocación.

6. En relación con las vicepresidencias del Cabildo Insular de Tenerife, señale la opción correcta:

A) La Presidencia podrá nombrar vicepresidencias entre cualesquiera consejeros y consejeras del Cabildo, 
aunque no formen parte del Consejo de Gobierno Insular.

B) La Presidencia podrá nombrar una o varias vicepresidencias entre los consejeros y consejeras que formen 
parte del Consejo de Gobierno Insular.

C) Las vicepresidencias deberán ser necesariamente dos y solo podrán cesar por renuncia expresa manifestada 
por escrito.

D) La condición de vicepresidente o vicepresidenta únicamente se pierde por el cese acordado por la 
Presidencia.

7. En los supuestos de sustitución de la Presidencia por razones de ausencia o enfermedad, ¿qué actuación no 
puede realizar la Vicepresidencia que asuma sus funciones?

A) Acordar la convocatoria de las sesiones de los órganos colegiados.

B) Ejercer la totalidad de las funciones atribuidas a la Presidencia durante la sustitución.

C) Asumir automáticamente la Presidencia de un órgano colegiado cuando la Presidencia deba abstenerse en un 
punto concreto.

D) Revocar las delegaciones otorgadas por la Presidencia sustituida.

8. El Consejo de Gobierno Insular es el órgano que, a la cabeza de la Administración Insular, ejerce la función:

A) legislativa en relación con todas las competencias del Cabildo Insular de Tenerife, sin excepción.

B) ejecutiva en relación con las competencias del Cabildo Insular de Tenerife, sin perjuicio de las atribuciones 
conferidas a otros órganos.

C) consultiva en relación con las competencias atribuidas a la Administración Insular, con carácter prevalente.

D) jurisdiccional en relación con las competencias propias del Cabildo Insular de Tenerife, sin intervención de 
otros órganos.

9. En relación con la composición del Consejo de Gobierno Insular del Cabildo Insular de Tenerife, el número 
total de sus miembros, además de la Presidencia, ¿qué límite no podrá exceder?

A) Un tercio del número legal de miembros del Pleno, sin computar los decimales resultantes de dividirlo por 
tres.

B) Un tercio del número legal de miembros del Pleno, incluyendo a la Presidencia en dicho límite.

C) La mitad del número legal de miembros del Pleno, sin computar los decimales resultantes de dividirlo por 
tres.

D) Un tercio del número legal de miembros del Pleno, redondeando al alza los decimales resultantes de dividirlo 
por tres.

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 55

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



10. ¿Qué consecuencia produce la retirada de la confianza al Presidente o Presidenta del Cabildo Insular 
mediante una moción de censura o una cuestión de confianza?

A) La exigencia de responsabilidad individual a todos los miembros del Consejo de Gobierno Insular, sin 
disolución del órgano.

B) La suspensión temporal del Consejo de Gobierno Insular hasta que el Pleno confirme nuevamente la 
confianza en la Presidencia.

C) El cese automático únicamente de los miembros del Consejo de Gobierno Insular directamente responsables 
de la retirada de la confianza.

D) La disolución del Consejo de Gobierno Insular y la necesidad de nombrar un nuevo equipo de gobierno.

SOLUCIONES 1 B · 2 A · 3 A · 4 D · 5 C · 6 B · 7 D · 8 B · 9 A · 10 D

Sigue practicando este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 2, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 3

Procedimiento administrativo común de las Administraciones 
Públicas: concepto de interesado. Identificación y firma de los 
interesados en el procedimiento. Presentación de documentos 

dirigidos a las administraciones públicas. Derechos de las personas en 
sus relaciones con las administraciones públicas. Derechos del 

interesado en el procedimiento.

Ley 39/2015 procedimiento administrativo común

LPACAP · BOE-A-2015-10565 · art. 4 · arts. 7 a 13 · art. 16 · art. 53 — 10 incluidos

TÍTULO I De los interesados en el procedimiento

CAPÍTULO I La capacidad de obrar y el concepto de interesado

Artículo 4. Concepto de interesado.
1. Se consideran interesados en el procedimiento administrativo:

a) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.
b) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan derechos que puedan resultar afectados por la
decisión que en el mismo se adopte.
c) Aquellos cuyos intereses legítimos, individuales o colectivos, puedan resultar afectados por la resolución
y se personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

2. Las asociaciones y organizaciones representativas de intereses económicos y sociales serán titulares de
intereses legítimos colectivos en los términos que la Ley reconozca.
3. Cuando la condición de interesado derivase de alguna relación jurídica transmisible, el derecho-habiente
sucederá en tal condición cualquiera que sea el estado del procedimiento.

Artículo 7. Pluralidad de interesados.
Cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que den lugar se
efectuarán con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que
figure en primer término.

Artículo 8. Nuevos interesados en el procedimiento.
Si durante la instrucción de un procedimiento que no haya tenido publicidad, se advierte la existencia de
personas que sean titulares de derechos o intereses legítimos y directos cuya identificación resulte del
expediente y que puedan resultar afectados por la resolución que se dicte, se comunicará a dichas personas la
tramitación del procedimiento.

CAPÍTULO II Identificación y firma de los interesados en el procedimiento administrativo

Artículo 9. Sistemas de identificación de los interesados en el procedimiento.
1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el
procedimiento administrativo, mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón
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social, según corresponda, que consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo
equivalente.
2. Los interesados podrán identificarse electrónicamente ante las Administraciones Públicas a través de los
sistemas siguientes:

a) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de firma electrónica expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
b) Sistemas basados en certificados electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por
prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación’’.
c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todo procedimiento, aun
cuando se admita para ese mismo procedimiento alguno de los previstos en la letra c).

3. En relación con los sistemas de identificación previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, relativo a la protección de las personas físicas en lo que respecta
al tratamiento de datos personales y a la libre circulación de estos datos y por el que se deroga la Directiva
95/46/CE, en territorio español. En cualquier caso, los datos se encontrarán disponibles para su acceso por
parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes. Los datos a que se refiere el párrafo anterior
no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u organización internacional, con excepción de los que
hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento
de las obligaciones internacionales asumidas por el Reino de España.
4. En todo caso, la aceptación de alguno de estos sistemas por la Administración General del Estado servirá
para acreditar frente a todas las Administraciones Públicas, salvo prueba en contrario, la identificación
electrónica de los interesados en el procedimiento administrativo. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.1 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.1 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 10. Sistemas de firma admitidos por las Administraciones Públicas.
1. Los interesados podrán firmar a través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la
expresión de su voluntad y consentimiento, así como la integridad e inalterabilidad del documento.
2. En el caso de que los interesados optaran por relacionarse con las Administraciones Públicas a través de
medios electrónicos, se considerarán válidos a efectos de firma:

a) Sistemas de firma electrónica cualificada y avanzada basados en certificados electrónicos cualificados de
firma electrónica expedidos por prestadores incluidos en la ‘‘Lista de confianza de prestadores de servicios
de certificación’’.
b) Sistemas de sello electrónico cualificado y de sello electrónico avanzado basados en certificados
electrónicos cualificados de sello electrónico expedidos por prestador incluido en la ‘‘Lista de confianza de
prestadores de servicios de certificación’’.
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c) Cualquier otro sistema que las Administraciones públicas consideren válido en los términos y
condiciones que se establezca, siempre que cuenten con un registro previo como usuario que permita
garantizar su identidad y previa comunicación a la Secretaría General de Administración Digital del
Ministerio de Asuntos Económicos y Transformación Digital. Esta comunicación vendrá acompañada de
una declaración responsable de que se cumple con todos los requisitos establecidos en la normativa
vigente. De forma previa a la eficacia jurídica del sistema, habrán de transcurrir dos meses desde dicha
comunicación, durante los cuales el órgano estatal competente por motivos de seguridad pública podrá
acudir a la vía jurisdiccional, previo informe vinculante de la Secretaría de Estado de Seguridad, que deberá
emitir en el plazo de diez días desde su solicitud. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que la
utilización de uno de los sistemas previstos en las letras a) y b) sea posible para todos los procedimientos
en todos sus trámites, aun cuando adicionalmente se permita alguno de los previstos al amparo de lo
dispuesto en la letra c).

3. En relación con los sistemas de firma previstos en la letra c) del apartado anterior, se establece la
obligatoriedad de que los recursos técnicos necesarios para la recogida, almacenamiento, tratamiento y
gestión de dichos sistemas se encuentren situados en territorio de la Unión Europea, y en caso de tratarse de
categorías especiales de datos a los que se refiere el artículo 9 del Reglamento (UE) 2016/679, del Parlamento
Europeo y del Consejo, de 27 de abril de 2016, en territorio español. En cualquier caso, los datos se
encontrarán disponibles para su acceso por parte de las autoridades judiciales y administrativas competentes.
Los datos a que se refiere el párrafo anterior no podrán ser objeto de transferencia a un tercer país u
organización internacional, con excepción de los que hayan sido objeto de una decisión de adecuación de la
Comisión Europea o cuando así lo exija el cumplimiento de las obligaciones internacionales asumidas por el
Reino de España.
4. Cuando así lo disponga expresamente la normativa reguladora aplicable, las Administraciones Públicas
podrán admitir los sistemas de identificación contemplados en esta Ley como sistema de firma cuando
permitan acreditar la autenticidad de la expresión de la voluntad y consentimiento de los interesados.
5. Cuando los interesados utilicen un sistema de firma de los previstos en este artículo, su identidad se
entenderá ya acreditada mediante el propio acto de la firma. Se modifica la letra c) del apartado 2 por la
disposición final 1.2 de la Ley 11/2022, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2022-10757#df Se modifica por el art. 3.2 del
Real Decreto-ley 14/2019, de 31 de octubre. Ref. BOE-A-2019-15790#a3 Téngase en cuenta para su aplicación la
disposición transitoria 1 del citado Real Decreto-Ley.

Artículo 11. Uso de medios de identificación y firma en el procedimiento administrativo.
1. Con carácter general, para realizar cualquier actuación prevista en el procedimiento administrativo, será
suficiente con que los interesados acrediten previamente su identidad a través de cualquiera de los medios de
identificación previstos en esta Ley.
2. Las Administraciones Públicas sólo requerirán a los interesados el uso obligatorio de firma para:

a) Formular solicitudes.
b) Presentar declaraciones responsables o comunicaciones.
c) Interponer recursos.
d) Desistir de acciones.
e) Renunciar a derechos.

Artículo 12. Asistencia en el uso de medios electrónicos a los interesados.
1. Las Administraciones Públicas deberán garantizar que los interesados pueden relacionarse con la
Administración a través de medios electrónicos, para lo que pondrán a su disposición los canales de acceso
que sean necesarios así como los sistemas y aplicaciones que en cada caso se determinen.
2. Las Administraciones Públicas asistirán en el uso de medios electrónicos a los interesados no incluidos en
los apartados 2 y 3 del artículo 14 que así lo soliciten, especialmente en lo referente a la identificación y firma
electrónica, presentación de solicitudes a través del registro electrónico general y obtención de copias
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auténticas. Asimismo, si alguno de estos interesados no dispone de los medios electrónicos necesarios, su
identificación o firma electrónica en el procedimiento administrativo podrá ser válidamente realizada por un
funcionario público mediante el uso del sistema de firma electrónica del que esté dotado para ello. En este
caso, será necesario que el interesado que carezca de los medios electrónicos necesarios se identifique ante el
funcionario y preste su consentimiento expreso para esta actuación, de lo que deberá quedar constancia para
los casos de discrepancia o litigio.
3. La Administración General del Estado, las Comunidades Autónomas y las Entidades Locales mantendrán
actualizado un registro, u otro sistema equivalente, donde constarán los funcionarios habilitados para la
identificación o firma regulada en este artículo. Estos registros o sistemas deberán ser plenamente
interoperables y estar interconectados con los de las restantes Administraciones Públicas, a los efectos de
comprobar la validez de las citadas habilitaciones. En este registro o sistema equivalente, al menos, constarán
los funcionarios que presten servicios en las oficinas de asistencia en materia de registros.

TÍTULO II De la actividad de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Normas generales de actuación

Artículo 13. Derechos de las personas en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
Quienes de conformidad con el artículo 3, tienen capacidad de obrar ante las Administraciones Públicas, son
titulares, en sus relaciones con ellas, de los siguientes derechos:
a) A comunicarse con las Administraciones Públicas a través de un Punto de Acceso General electrónico de la
Administración.
b) A ser asistidos en el uso de medios electrónicos en sus relaciones con las Administraciones Públicas.
c) A utilizar las lenguas oficiales en el territorio de su Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo previsto en
esta Ley y en el resto del ordenamiento jurídico.
d) Al acceso a la información pública, archivos y registros, de acuerdo con lo previsto en la Ley 19/2013, de 9 de
diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno y el resto del Ordenamiento
Jurídico.
e) A ser tratados con respeto y deferencia por las autoridades y empleados públicos, que habrán de facilitarles
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
f) A exigir las responsabilidades de las Administraciones Públicas y autoridades, cuando así corresponda
legalmente.
g) A la obtención y utilización de los medios de identificación y firma electrónica contemplados en esta Ley.
h) A la protección de datos de carácter personal, y en particular a la seguridad y confidencialidad de los datos
que figuren en los ficheros, sistemas y aplicaciones de las Administraciones Públicas.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes. Estos derechos se entienden sin perjuicio
de los reconocidos en el artículo 53 referidos a los interesados en el procedimiento administrativo.

Artículo 16. Registros.
1. Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente
asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo
público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. También se podrán anotar en el mismo, la salida de los
documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares. Los Organismos públicos vinculados o
dependientes de cada Administración podrán disponer de su propio registro electrónico plenamente
interoperable e interconectado con el Registro Electrónico General de la Administración de la que depende. El
Registro Electrónico General de cada Administración funcionará como un portal que facilitará el acceso a los
registros electrónicos de cada Organismo. Tanto el Registro Electrónico General de cada Administración como
los registros electrónicos de cada Organismo cumplirán con las garantías y medidas de seguridad previstas en
la legislación en materia de protección de datos de carácter personal. Las disposiciones de creación de los
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registros electrónicos se publicarán en el diario oficial correspondiente y su texto íntegro deberá estar
disponible para consulta en la sede electrónica de acceso al registro. En todo caso, las disposiciones de
creación de registros electrónicos especificarán el órgano o unidad responsable de su gestión, así como la
fecha y hora oficial y los días declarados como inhábiles. En la sede electrónica de acceso a cada registro
figurará la relación actualizada de trámites que pueden iniciarse en el mismo.
2. Los asientos se anotarán respetando el orden temporal de recepción o salida de los documentos, e indicarán
la fecha del día en que se produzcan. Concluido el trámite de registro, los documentos serán cursados sin
dilación a sus destinatarios y a las unidades administrativas correspondientes desde el registro en que
hubieran sido recibidas.
3. El registro electrónico de cada Administración u Organismo garantizará la constancia, en cada asiento que
se practique, de un número, epígrafe expresivo de su naturaleza, fecha y hora de su presentación,
identificación del interesado, órgano administrativo remitente, si procede, y persona u órgano administrativo
al que se envía, y, en su caso, referencia al contenido del documento que se registra. Para ello, se emitirá
automáticamente un recibo consistente en una copia autenticada del documento de que se trate, incluyendo la
fecha y hora de presentación y el número de entrada de registro, así como un recibo acreditativo de otros
documentos que, en su caso, lo acompañen, que garantice la integridad y el no repudio de los mismos.
4. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán
presentarse:

a) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes
registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1.
b) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.
c) En las representaciones diplomáticas u oficinas consulares de España en el extranjero.
d) En las oficinas de asistencia en materia de registros.
e) En cualquier otro que establezcan las disposiciones vigentes. Los registros electrónicos de todas y cada
una de las Administraciones, deberán ser plenamente interoperables, de modo que se garantice su
compatibilidad informática e interconexión, así como la transmisión telemática de los asientos registrales
y de los documentos que se presenten en cualquiera de los registros.

5. Los documentos presentados de manera presencial ante las Administraciones Públicas, deberán ser
digitalizados, de acuerdo con lo previsto en el artículo 27 y demás normativa aplicable, por la oficina de
asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al expediente
administrativo electrónico, devolviéndose los originales al interesado, sin perjuicio de aquellos supuestos en
que la norma determine la custodia por la Administración de los documentos presentados o resulte obligatoria
la presentación de objetos o de documentos en un soporte específico no susceptibles de digitalización.
Reglamentariamente, las Administraciones podrán establecer la obligación de presentar determinados
documentos por medios electrónicos para ciertos procedimientos y colectivos de personas físicas que, por
razón de su capacidad económica, técnica, dedicación profesional u otros motivos quede acreditado que
tienen acceso y disponibilidad de los medios electrónicos necesarios.
6. Podrán hacerse efectivos mediante transferencia dirigida a la oficina pública correspondiente cualesquiera
cantidades que haya que satisfacer en el momento de la presentación de documentos a las Administraciones
Públicas, sin perjuicio de la posibilidad de su abono por otros medios.
7. Las Administraciones Públicas deberán hacer pública y mantener actualizada una relación de las oficinas en
las que se prestará asistencia para la presentación electrónica de documentos.
8. No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial
establezca otra forma de presentación.

TÍTULO IV De las disposiciones sobre el procedimiento administrativo común

CAPÍTULO I Garantías del procedimiento
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Artículo 53. Derechos del interesado en el procedimiento administrativo.
1. Además del resto de derechos previstos en esta Ley, los interesados en un procedimiento administrativo,
tienen los siguientes derechos:

a) A conocer, en cualquier momento, el estado de la tramitación de los procedimientos en los que tengan la
condición de interesados; el sentido del silencio administrativo que corresponda, en caso de que la
Administración no dicte ni notifique resolución expresa en plazo; el órgano competente para su
instrucción, en su caso, y resolución; y los actos de trámite dictados. Asimismo, también tendrán derecho a
acceder y a obtener copia de los documentos contenidos en los citados procedimientos. Quienes se
relacionen con las Administraciones Públicas a través de medios electrónicos, tendrán derecho a consultar
la información a la que se refiere el párrafo anterior, en el Punto de Acceso General electrónico de la
Administración que funcionará como un portal de acceso. Se entenderá cumplida la obligación de la
Administración de facilitar copias de los documentos contenidos en los procedimientos mediante la puesta
a disposición de las mismas en el Punto de Acceso General electrónico de la Administración competente o
en las sedes electrónicas que correspondan.
b) A identificar a las autoridades y al personal al servicio de las Administraciones Públicas bajo cuya
responsabilidad se tramiten los procedimientos.
c) A no presentar documentos originales salvo que, de manera excepcional, la normativa reguladora
aplicable establezca lo contrario. En caso de que, excepcionalmente, deban presentar un documento
original, tendrán derecho a obtener una copia autenticada de éste.
d) A no presentar datos y documentos no exigidos por las normas aplicables al procedimiento de que se
trate, que ya se encuentren en poder de las Administraciones Públicas o que hayan sido elaborados por
éstas.
e) A formular alegaciones, utilizar los medios de defensa admitidos por el Ordenamiento Jurídico, y a
aportar documentos en cualquier fase del procedimiento anterior al trámite de audiencia, que deberán ser
tenidos en cuenta por el órgano competente al redactar la propuesta de resolución.
f) A obtener información y orientación acerca de los requisitos jurídicos o técnicos que las disposiciones
vigentes impongan a los proyectos, actuaciones o solicitudes que se propongan realizar.
g) A actuar asistidos de asesor cuando lo consideren conveniente en defensa de sus intereses.
h) A cumplir las obligaciones de pago a través de los medios electrónicos previstos en el artículo 98.2.
i) Cualesquiera otros que les reconozcan la Constitución y las leyes.

2. Además de los derechos previstos en el apartado anterior, en el caso de procedimientos administrativos de
naturaleza sancionadora, los presuntos responsables tendrán los siguientes derechos:

a) A ser notificado de los hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos puedan constituir y
de las sanciones que, en su caso, se les pudieran imponer, así como de la identidad del instructor, de la
autoridad competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal competencia.
b) A la presunción de no existencia de responsabilidad administrativa mientras no se demuestre lo
contrario.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 3
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1. Las Administraciones Públicas están obligadas a verificar la identidad de los interesados en el 
procedimiento administrativo estableciéndose, por la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas, los sistemas de identificación de los interesados en 
el procedimiento. ¿Cuál de los sistemas siguientes es el indicado en el artículo 9.1 para cumplir con dicha 
obligación?

A) Mediante la comprobación basada en sistemas de clave concertada y cualquier otro sistema que las 
Administraciones Públicas consideren válido, en los términos y condiciones que se establezcan.

B) Mediante la comprobación basada en certificados electrónicos reconocidos o cualificados de sello electrónico 
expedidos por prestadores incluidos en la Lista de confianza de prestadores de servicios de certificación.

C) Mediante la comprobación de su nombre y apellidos o denominación o razón social, según corresponda, que 
consten en el Documento Nacional de Identidad o documento identificativo equivalente.

D) Mediante la comprobación basada en certificados electrónicos reconocidos o cualificados de firma 
electrónica expedidos por prestadores incluidos en la Lista de confianza de prestadores de servicios de 
certificación. Incluye certificados de persona jurídica y de entidad sin personalidad jurídica.

2. LEY 39/2015, DE 1 DE OCTUBRE, DE PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMÚN DE LAS 
ADMINISTRACIONES PÚBLICAS. SE CONSIDERAN INTERESADOS EN EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO:

A) Aquellos cuyos intereses legítimos, únicamente colectivos, puedan resultar afectados por la resolución y se 
personen en el procedimiento en tanto no haya recaído resolución definitiva.

B) Los que, sin haber iniciado el procedimiento, tengan cualquier interés que pueda resultar afectado por la 
decisión que en el mismo se adopte.

C) Quienes lo promuevan como titulares de derechos o intereses legítimos individuales o colectivos.

D) Únicamente las asociaciones representativas de intereses sociales.

3. Los documentos que los interesados dirijan a los órganos de las Administraciones Públicas podrán 
presentarse:

A) En el registro electrónico de la Administración u Organismo al que se dirijan, así como en los restantes 
registros electrónicos de cualquiera de los sujetos a los que se refiere el artículo 2.1. de la Ley 39/2015 1 octubre, 
ley del procedimiento administrativo común de las Administraciones Públicas.

B) En las oficinas de Correos, en la forma que reglamentariamente se establezca.

C) En las oficinas de asistencia en materia de registros.

D) Todas son correctas.

4. Señale la respuesta INCORRECTA. Según el artículo 11 de la Ley 39/2015, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas, las Administraciones Públicas requerirán a los interesados el uso 
obligatorio de firma para:

A) Presentar alegaciones.

B) Interponer recursos.

C) Desistir de acciones.

D) Renunciar a derechos.

5. Según la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo Común de las Administraciones 
Públicas, cuando en una solicitud, escrito o comunicación figuren varios interesados, las actuaciones a que 
den lugar se efectuarán:

A) Con el firmante de la solicitud

B) Con el que figure en primer término, y, en su defecto, con el representante o el interesado que expresamente 
hayan señalado

C) Con el representante o el interesado que expresamente hayan señalado, y, en su defecto, con el que figure en 
primer término

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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6. Conforme a la Ley 39/2015, no presentar datos o documentos que ya se encuentren en poder de las 
administraciones públicas es un derecho…

A) De las personas, en sus relaciones con las administraciones públicas.

B) De las personas obligadas a relacionarse electrónicamente con las administraciones públicas.

C) De los empleados de las administraciones públicas.

D) De los interesados en el procedimiento administrativo.

7. Según el artículo 10, de la LPACAP, los interesados podrán firmar:

A) A través de cualquier medio, siempre y cuando no alteren la integridad del documento.

B) Solo a través de los medios electrónicos permitidos por las Administraciones Públicas.

C) A través de los sistemas de firma previstos en la ley.

D) A través de cualquier medio que permita acreditar la autenticidad de la expresión de su voluntad y 
consentimiento.

8. Los derechos del interesado en el procedimiento administrativo se encuentran en la Ley 39/2015, de 1 de 
octubre, dentro del:

A) Artículo 13.

B) Artículo 50.

C) Artículo 15.

D) Artículo 53.

9. Señala la respuesta incorrecta. El articulo 16 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento 
Administrativo Común de las Administraciones Públicas dispone:

A) Cada Administración dispondrá de un Registro Electrónico General, en el que se hará el correspondiente 
asiento de todo documento que sea presentado o que se reciba en cualquier órgano administrativo, Organismo 
público o Entidad vinculado o dependiente a éstos. También se podrán anotar en el mismo, la salida de los 
documentos oficiales dirigidos a otros órganos o particulares.

B) En la sede electrónica de acceso a cada registro figurará la relación actualizada de trámites que pueden 
finalizarse en el mismo.

C) Los registros electrónicos de todas y cada una de las Administraciones, deberán ser plenamente 
interoperables, de modo que se garantice su compatibilidad informática e interconexión, así como la 
transmisión telemática de los asientos registrales y de los documentos que se presenten en cualquiera de los 
registros.

D) No se tendrán por presentados en el registro aquellos documentos e información cuyo régimen especial 
establezca otra forma de presentación.

10. En base a lo dictado en la Ley 39/2015 de 1 de octubre, los documentos presentados de manera presencial 
ante las Administraciones Públicas deberán ser digitalizados:

A) Por la oficina de asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al 
expediente electrónico, debiendo permanecer los originales en custodia de la Administración.

B) Por la Administración u Organismo en que hayan sido presentados para su incorporación al expediente 
electrónico, devolviéndose los originales al interesado.

C) Por la oficina de asistencia en materia de registros en la que hayan sido presentados para su incorporación al 
expediente electrónico, devolviéndose los originales al interesado.

D) Por la Administración u Organismo en que hayan sido presentados para su incorporación al expediente 
electrónico, debiendo permanecer los originales en custodia de la Administración

SOLUCIONES 1 C · 2 C · 3 D · 4 A · 5 C · 6 D · 7 D · 8 D · 9 B · 10 C
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Te quedan 231 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 3, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 4

Transparencia de la actividad pública en las entidades locales: 
normativa de aplicación. El derecho de acceso a la información 

pública: concepto, titulares y procedimiento.

Ley 19/2013 transparencia y buen gobierno

LTBG · BOE-A-2013-12887 · art. 1 · arts. 2 a 24 — 25 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto.
Esta Ley tiene por objeto ampliar y reforzar la transparencia de la actividad pública, regular y garantizar el
derecho de acceso a la información relativa a aquella actividad y establecer las obligaciones de buen gobierno
que deben cumplir los responsables públicos así como las consecuencias derivadas de su incumplimiento.

TÍTULO I Transparencia de la actividad pública

CAPÍTULO I Ámbito subjetivo de aplicación

Artículo 2. Ámbito subjetivo de aplicación.
1. Las disposiciones de este título se aplicarán a:

a) La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la Administración Local.
b) Las entidades gestoras y los servicios comunes de la Seguridad Social así como las mutuas de accidentes
de trabajo y enfermedades profesionales colaboradoras de la Seguridad Social.
c) Los organismos autónomos, las Agencias Estatales, las entidades públicas empresariales y las entidades
de Derecho Público que, con independencia funcional o con una especial autonomía reconocida por la Ley,
tengan atribuidas funciones de regulación o supervisión de carácter externo sobre un determinado sector o
actividad.
d) Las entidades de Derecho Público con personalidad jurídica propia, vinculadas a cualquiera de las
Administraciones Públicas o dependientes de ellas, incluidas las Universidades públicas.
e) Las corporaciones de Derecho Público, en lo relativo a sus actividades sujetas a Derecho Administrativo.
f) La Casa de su Majestad el Rey, el Congreso de los Diputados, el Senado, el Tribunal Constitucional y el
Consejo General del Poder Judicial, así como el Banco de España, el Consejo de Estado, el Defensor del
Pueblo, el Tribunal de Cuentas, el Consejo Económico y Social y las instituciones autonómicas análogas, en
relación con sus actividades sujetas a Derecho Administrativo.
g) Las sociedades mercantiles en cuyo capital social la participación, directa o indirecta, de las entidades
previstas en este artículo sea superior al 50 por 100.
h) Las fundaciones del sector público previstas en la legislación en materia de fundaciones.
i) Las asociaciones constituidas por las Administraciones, organismos y entidades previstos en este
artículo. Se incluyen los órganos de cooperación previstos en el artículo 5 de la Ley 30/1992, de 26 de
noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común, en la medida en que, por su peculiar naturaleza y por carecer de una estructura administrativa
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propia, le resulten aplicables las disposiciones de este título. En estos casos, el cumplimiento de las
obligaciones derivadas de la presente Ley serán llevadas a cabo por la Administración que ostente la
Secretaría del órgano de cooperación.

2. A los efectos de lo previsto en este título, se entiende por Administraciones Públicas los organismos y
entidades incluidos en las letras a) a d) del apartado anterior.

Artículo 3. Otros sujetos obligados.
Las disposiciones del capítulo II de este título serán también aplicables a:
a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales.
b) Las entidades privadas que perciban durante el período de un año ayudas o subvenciones públicas en una
cuantía superior a 100.000 euros o cuando al menos el 40 % del total de sus ingresos anuales tengan carácter de
ayuda o subvención pública, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros.

Artículo 4. Obligación de suministrar información.
Las personas físicas y jurídicas distintas de las referidas en los artículos anteriores que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas estarán obligadas a suministrar a la Administración, organismo
o entidad de las previstas en el artículo 2.1 a la que se encuentren vinculadas, previo requerimiento, toda la
información necesaria para el cumplimiento por aquéllos de las obligaciones previstas en este título. Esta
obligación se extenderá a los adjudicatarios de contratos del sector público en los términos previstos en el
respectivo contrato.

CAPÍTULO II Publicidad activa

Artículo 5. Principios generales.
1. Los sujetos enumerados en el artículo 2.1 publicarán de forma periódica y actualizada la información cuyo
conocimiento sea relevante para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento
y control de la actuación pública.
2. Las obligaciones de transparencia contenidas en este capítulo se entienden sin perjuicio de la aplicación de
la normativa autonómica correspondiente o de otras disposiciones específicas que prevean un régimen más
amplio en materia de publicidad.
3. Serán de aplicación, en su caso, los límites al derecho de acceso a la información pública previstos en el
artículo 14 y, especialmente, el derivado de la protección de datos de carácter personal, regulado en el artículo
15. A este respecto, cuando la información contuviera datos especialmente protegidos, la publicidad sólo se
llevará a cabo previa disociación de los mismos.
4. La información sujeta a las obligaciones de transparencia será publicada en las correspondientes sedes
electrónicas o páginas web y de una manera clara, estructurada y entendible para los interesados y,
preferiblemente, en formatos reutilizables. Se establecerán los mecanismos adecuados para facilitar la
accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la información publicada así como su
identificación y localización. Cuando se trate de entidades sin ánimo de lucro que persigan exclusivamente
fines de interés social o cultural y cuyo presupuesto sea inferior a 50.000 euros, el cumplimiento de las
obligaciones derivadas de esta Ley podrá realizarse utilizando los medios electrónicos puestos a su disposición
por la Administración Pública de la que provenga la mayor parte de las ayudas o subvenciones públicas
percibidas.
5. Toda la información será comprensible, de acceso fácil y gratuito y estará a disposición de las personas con
discapacidad en una modalidad suministrada por medios o en formatos adecuados de manera que resulten
accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad universal y diseño para todos.

Artículo 6. Información institucional, organizativa y de planificación.
1. Los sujetos comprendidos en el ámbito de aplicación de este título publicarán información relativa a las
funciones que desarrollan, la normativa que les sea de aplicación así como a su estructura organizativa. A
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estos efectos, incluirán un organigrama actualizado que identifique a los responsables de los diferentes
órganos y su perfil y trayectoria profesional.
2. Las Administraciones Públicas publicarán los planes y programas anuales y plurianuales en los que se fijen
objetivos concretos, así como las actividades, medios y tiempo previsto para su consecución. Su grado de
cumplimiento y resultados deberán ser objeto de evaluación y publicación periódica junto con los indicadores
de medida y valoración, en la forma en que se determine por cada Administración competente. En el ámbito
de la Administración General del Estado corresponde a las inspecciones generales de servicios la evaluación
del cumplimiento de estos planes y programas.

Artículo 6 bis. Registro de actividades de tratamiento.
Los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de la Ley Orgánica de Protección de Datos Personales y Garantía de
los Derechos Digitales, publicarán su inventario de actividades de tratamiento en aplicación del artículo 31 de
la citada Ley Orgánica.
Se añade por la disposición final 11.1 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-11

Artículo 7. Información de relevancia jurídica.
Las Administraciones Públicas, en el ámbito de sus competencias, publicarán:
a) Las directrices, instrucciones, acuerdos, circulares o respuestas a consultas planteadas por los particulares
u otros órganos en la medida en que supongan una interpretación del Derecho o tengan efectos jurídicos.
b) Los Anteproyectos de Ley y los proyectos de Decretos Legislativos cuya iniciativa les corresponda, cuando se
soliciten los dictámenes a los órganos consultivos correspondientes. En el caso en que no sea preceptivo
ningún dictamen la publicación se realizará en el momento de su aprobación.
c) Los proyectos de Reglamentos cuya iniciativa les corresponda. Cuando sea preceptiva la solicitud de
dictámenes, la publicación se producirá una vez que estos hayan sido solicitados a los órganos consultivos
correspondientes sin que ello suponga, necesariamente, la apertura de un trámite de audiencia pública.
d) Las memorias e informes que conformen los expedientes de elaboración de los textos normativos, en
particular, la memoria del análisis de impacto normativo regulada por el Real Decreto 1083/2009, de 3 de julio.
e) Los documentos que, conforme a la legislación sectorial vigente, deban ser sometidos a un período de
información pública durante su tramitación.

Artículo 8. Información económica, presupuestaria y estadística.
1. Teniendo en cuenta las competencias legislativas de las Comunidades Autónomas, los sujetos incluidos en el
ámbito de aplicación de este título deberán hacer pública, como mínimo, la información relativa a los actos de
gestión administrativa con repercusión económica o presupuestaria que se indican a continuación:

a) Todos los contratos, con indicación del objeto, duración, el importe de la licitación y de adjudicación, el
procedimiento utilizado para su celebración, los instrumentos a través de los que, en su caso, se ha
publicitado, el número de licitadores participantes en el procedimiento y la identidad del adjudicatario, así
como las modificaciones del contrato. Igualmente serán objeto de publicación las decisiones de
desistimiento y renuncia de los contratos. La publicación de la información relativa a los contratos
menores podrá realizarse trimestralmente. Asimismo, se publicarán datos estadísticos sobre el porcentaje
en volumen presupuestario de contratos adjudicados a través de cada uno de los procedimientos previstos
en la legislación de contratos del sector público. Además, se publicará información estadística sobre el
porcentaje de participación en contratos adjudicados, tanto en relación con su número como en relación
con su valor, de la categoría de microempresas, pequeñas y medianas empresas (pymes), entendidas como
tal según el anexo I del Reglamento (UE) n.º 651/2014 de la Comisión, de 17 de junio de 2014, para cada uno
de los procedimientos y tipologías previstas en la legislación de contratos del sector público. La publicación
de esta información se realizará semestralmente, a partir de un año de la publicación de la norma.
b) La relación de los convenios suscritos, con mención de las partes firmantes, su objeto, plazo de
duración, modificaciones realizadas, obligados a la realización de las prestaciones y, en su caso, las
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obligaciones económicas convenidas. Igualmente, se publicarán las encomiendas de gestión que se firmen,
con indicación de su objeto, presupuesto, duración, obligaciones económicas y las subcontrataciones que
se realicen con mención de los adjudicatarios, procedimiento seguido para la adjudicación e importe de la
misma.
c) Las subvenciones y ayudas públicas concedidas con indicación de su importe, objetivo o finalidad y
beneficiarios.
d) Los presupuestos, con descripción de las principales partidas presupuestarias e información actualizada
y comprensible sobre su estado de ejecución y sobre el cumplimiento de los objetivos de estabilidad
presupuestaria y sostenibilidad financiera de las Administraciones Públicas.
e) Las cuentas anuales que deban rendirse y los informes de auditoría de cuentas y de fiscalización por
parte de los órganos de control externo que sobre ellos se emitan.
f) Las retribuciones percibidas anualmente por los altos cargos y máximos responsables de las entidades
incluidas en el ámbito de la aplicación de este título. Igualmente, se harán públicas las indemnizaciones
percibidas, en su caso, con ocasión del abandono del cargo.
g) Las resoluciones de autorización o reconocimiento de compatibilidad que afecten a los empleados
públicos así como las que autoricen el ejercicio de actividad privada al cese de los altos cargos de la
Administración General del Estado o asimilados según la normativa autonómica o local.
h) Las declaraciones anuales de bienes y actividades de los representantes locales, en los términos
previstos en la Ley 7/1985, de 2 de abril, Reguladora de las Bases del Régimen Local. Cuando el reglamento
no fije los términos en que han de hacerse públicas estas declaraciones se aplicará lo dispuesto en la
normativa de conflictos de intereses en el ámbito de la Administración General del Estado. En todo caso, se
omitirán los datos relativos a la localización concreta de los bienes inmuebles y se garantizará la privacidad
y seguridad de sus titulares.
i) La información estadística necesaria para valorar el grado de cumplimiento y calidad de los servicios
públicos que sean de su competencia, en los términos que defina cada administración competente.

2. Los sujetos mencionados en el artículo 3 deberán publicar la información a la que se refieren las letras a) y
b) del apartado primero de este artículo cuando se trate de contratos o convenios celebrados con una
Administración Pública. Asimismo, habrán de publicar la información prevista en la letra c) en relación a las
subvenciones que reciban cuando el órgano concedente sea una Administración Pública.
3. Las Administraciones Públicas publicarán la relación de los bienes inmuebles que sean de su propiedad o
sobre los que ostenten algún derecho real.
Se modifica el apartado 1.a) por el art. único de la Ley 14/2022, de 8 de julio. Ref. BOE-A-2022-11392#au

Artículo 9. Control.
1. El cumplimiento por la Administración General del Estado de las obligaciones contenidas en este capítulo
será objeto de control por parte del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
2. En ejercicio de la competencia prevista en el apartado anterior, el Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno, de acuerdo con el procedimiento que se prevea reglamentariamente, podrá dictar resoluciones en
las que se establezcan las medidas que sea necesario adoptar para el cese del incumplimiento y el inicio de las
actuaciones disciplinarias que procedan.
3. El incumplimiento reiterado de las obligaciones de publicidad activa reguladas en este capítulo tendrá la
consideración de infracción grave a los efectos de aplicación a sus responsables del régimen disciplinario
previsto en la correspondiente normativa reguladora.

Artículo 10. Portal de la Transparencia.
1. La Administración General del Estado desarrollará un Portal de la Transparencia, dependiente del
Ministerio de la Presidencia, que facilitará el acceso de los ciudadanos a toda la información a la que se
refieren los artículos anteriores relativa a su ámbito de actuación.
2. El Portal de la Transparencia incluirá, en los términos que se establezcan reglamentariamente, la

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 69

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



información de la Administración General del Estado, cuyo acceso se solicite con mayor frecuencia.
3. La Administración General del Estado, las Administraciones de las Comunidades Autónomas y de las
Ciudades de Ceuta y Melilla y las entidades que integran la Administración Local podrán adoptar otras
medidas complementarias y de colaboración para el cumplimiento de las obligaciones de transparencia
recogidas en este capítulo.

Artículo 11. Principios técnicos.
El Portal de la Transparencia contendrá información publicada de acuerdo con las prescripciones técnicas que
se establezcan reglamentariamente que deberán adecuarse a los siguientes principios:
a) Accesibilidad: se proporcionará información estructurada sobre los documentos y recursos de información
con vistas a facilitar la identificación y búsqueda de la información.
b) Interoperabilidad: la información publicada será conforme al Esquema Nacional de Interoperabilidad,
aprobado por el Real Decreto 4/2010, de 8 enero, así como a las normas técnicas de interoperabilidad.
c) Reutilización: se fomentará que la información sea publicada en formatos que permita su reutilización, de
acuerdo con lo previsto en la Ley 37/2007, de 16 de noviembre, sobre reutilización de la información del sector
público y en su normativa de desarrollo.

CAPÍTULO III Derecho de acceso a la información pública

Sección 1.ª Régimen general

Artículo 12. Derecho de acceso a la información pública.
Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en el artículo
105.b) de la Constitución Española, desarrollados por esta Ley. Asimismo, y en el ámbito de sus respectivas
competencias, será de aplicación la correspondiente normativa autonómica.

Artículo 13. Información pública.
Se entiende por información pública los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte,
que obren en poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de este título y que hayan
sido elaborados o adquiridos en el ejercicio de sus funciones.

Artículo 14. Límites al derecho de acceso.
1. El derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio para:

a) La seguridad nacional.
b) La defensa.
c) Las relaciones exteriores.
d) La seguridad pública.
e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios.
f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva.
g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.
h) Los intereses económicos y comerciales.
i) La política económica y monetaria.
j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.
k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión.
l) La protección del medio ambiente.

2. La aplicación de los límites será justificada y proporcionada a su objeto y finalidad de protección y atenderá
a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la concurrencia de un interés público o privado
superior que justifique el acceso.
3. Las resoluciones que de conformidad con lo previsto en la sección 2.ª se dicten en aplicación de este artículo
serán objeto de publicidad previa disociación de los datos de carácter personal que contuvieran y sin perjuicio

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 70

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



de lo dispuesto en el apartado 3 del artículo 20, una vez hayan sido notificadas a los interesados.

Artículo 15. Protección de datos personales.
1. Si la información solicitada contuviera datos personales que revelen la ideología, afiliación sindical, religión
o creencias, el acceso únicamente se podrá autorizar en caso de que se contase con el consentimiento expreso
y por escrito del afectado, a menos que dicho afectado hubiese hecho manifiestamente públicos los datos con
anterioridad a que se solicitase el acceso. Si la información incluyese datos personales que hagan referencia al
origen racial, a la salud o a la vida sexual, incluyese datos genéticos o biométricos o contuviera datos relativos
a la comisión de infracciones penales o administrativas que no conllevasen la amonestación pública al
infractor, el acceso solo se podrá autorizar en caso de que se cuente con el consentimiento expreso del
afectado o si aquel estuviera amparado por una norma con rango de ley.
2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros
derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se
concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano.
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la
solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información
solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. Para la
realización de la citada ponderación, dicho órgano tomará particularmente en consideración los siguientes
criterios:

a) El menor perjuicio a los afectados derivado del transcurso de los plazos establecidos en el artículo 57 de
la Ley 16/1985, de 25 de junio, del Patrimonio Histórico Español.
b) La justificación por los solicitantes de su petición en el ejercicio de un derecho o el hecho de que tengan
la condición de investigadores y motiven el acceso en fines históricos, científicos o estadísticos.
c) El menor perjuicio de los derechos de los afectados en caso de que los documentos únicamente
contuviesen datos de carácter meramente identificativo de aquéllos.
d) La mayor garantía de los derechos de los afectados en caso de que los datos contenidos en el documento
puedan afectar a su intimidad o a su seguridad, o se refieran a menores de edad.

4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de los
datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas.
5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos
a través del ejercicio del derecho de acceso.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 11.2 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-11

Artículo 16. Acceso parcial.
En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en el artículo 14 no afecte a la totalidad de
la información, se concederá el acceso parcial previa omisión de la información afectada por el límite salvo
que de ello resulte una información distorsionada o que carezca de sentido. En este caso, deberá indicarse al
solicitante que parte de la información ha sido omitida.

Sección 2.ª Ejercicio del derecho de acceso a la información pública

Artículo 17. Solicitud de acceso a la información.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará con la presentación de la
correspondiente solicitud, que deberá dirigirse al titular del órgano administrativo o entidad que posea la
información. Cuando se trate de información en posesión de personas físicas o jurídicas que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigirá a la Administración, organismo o entidad
de las previstas en el artículo 2.1 a las que se encuentren vinculadas.
2. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de:
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a) La identidad del solicitante.
b) La información que se solicita.
c) Una dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de comunicaciones.
d) En su caso, la modalidad que se prefiera para acceder a la información solicitada.

3. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información. Sin embargo, podrá exponer
los motivos por los que solicita la información y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la
resolución. No obstante, la ausencia de motivación no será por si sola causa de rechazo de la solicitud.
4. Los solicitantes de información podrán dirigirse a las Administraciones Públicas en cualquiera de las
lenguas cooficiales del Estado en el territorio en el que radique la Administración en cuestión.

Artículo 18. Causas de inadmisión.
1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:

a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación general.
b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en notas, borradores,
opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas.
c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.
d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente.
e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de
transparencia de esta Ley.

2. En el caso en que se inadmita la solicitud por concurrir la causa prevista en la letra d) del apartado anterior,
el órgano que acuerde la inadmisión deberá indicar en la resolución el órgano que, a su juicio, es competente
para conocer de la solicitud.

Artículo 19. Tramitación.
1. Si la solicitud se refiere a información que no obre en poder del sujeto al que se dirige, éste la remitirá al
competente, si lo conociera, e informará de esta circunstancia al solicitante.
2. Cuando la solicitud no identifique de forma suficiente la información, se pedirá al solicitante que la concrete
en un plazo de diez días, con indicación de que, en caso de no hacerlo, se le tendrá por desistido, así como de
la suspensión del plazo para dictar resolución.
3. Si la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de terceros, debidamente identificados, se
les concederá un plazo de quince días para que puedan realizar las alegaciones que estimen oportunas. El
solicitante deberá ser informado de esta circunstancia, así como de la suspensión del plazo para dictar
resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya transcurrido el plazo para su presentación.
4. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto al que se dirige, haya sido
elaborada o generada en su integridad o parte principal por otro, se le remitirá la solicitud a éste para que
decida sobre el acceso.

Artículo 20. Resolución.
1. La resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse al solicitante y a los terceros
afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la recepción de la solicitud por el
órgano competente para resolver. Este plazo podrá ampliarse por otro mes en el caso de que el volumen o la
complejidad de la información que se solicita así lo hagan necesario y previa notificación al solicitante.
2. Serán motivadas las resoluciones que denieguen el acceso, las que concedan el acceso parcial o a través de
una modalidad distinta a la solicitada y las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de un
tercero. En este último supuesto, se indicará expresamente al interesado que el acceso sólo tendrá lugar
cuando haya transcurrido el plazo del artículo 22.2.
3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información supusiera la vulneración de alguno de los
límites al acceso se indicará esta circunstancia al desestimarse la solicitud.
4. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin que se haya dictado y notificado resolución expresa se
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entenderá que la solicitud ha sido desestimada.
5. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública son recurribles directamente ante
la Jurisdicción Contencioso-administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de interposición de la reclamación
potestativa prevista en el artículo 24.
6. El incumplimiento reiterado de la obligación de resolver en plazo tendrá la consideración de infracción
grave a los efectos de la aplicación a sus responsables del régimen disciplinario previsto en la correspondiente
normativa reguladora.

Artículo 21. Unidades de información.
1. Las Administraciones Públicas incluidas en el ámbito de aplicación de este título establecerán sistemas para
integrar la gestión de solicitudes de información de los ciudadanos en el funcionamiento de su organización
interna.
2. En el ámbito de la Administración General del Estado, existirán unidades especializadas que tendrán las
siguientes funciones:

a) Recabar y difundir la información a la que se refiere el capítulo II del título I de esta Ley.
b) Recibir y dar tramitación a las solicitudes de acceso a la información.
c) Realizar los trámites internos necesarios para dar acceso a la información solicitada.
d) Realizar el seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información.
e) Llevar un registro de las solicitudes de acceso a la información.
f) Asegurar la disponibilidad en la respectiva página web o sede electrónica de la información cuyo acceso
se solicita con más frecuencia.
g) Mantener actualizado un mapa de contenidos en el que queden identificados los distintos tipos de
información que obre en poder del órgano.
h) Todas aquellas que sean necesarias para asegurar una correcta aplicación de las disposiciones de esta
Ley.

3. El resto de las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de este título identificarán claramente el
órgano competente para conocer de las solicitudes de acceso.

Artículo 22. Formalización del acceso.
1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el
solicitante haya señalado expresamente otro medio. Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la
notificación de la resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.
2. Si ha existido oposición de tercero, el acceso sólo tendrá lugar cuando, habiéndose concedido dicho acceso,
haya transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso administrativo sin que se haya formalizado o
haya sido resuelto confirmando el derecho a recibir la información.
3. Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al solicitante cómo puede
acceder a ella.
4. El acceso a la información será gratuito. No obstante, la expedición de copias o la trasposición de la
información a un formato diferente al original podrá dar lugar a la exigencia de exacciones en los términos
previstos en la Ley 8/1989, de 13 de abril, de Tasas y Precios Públicos, o, en su caso, conforme a la normativa
autonómica o local que resulte aplicable.

Sección 3.ª Régimen de impugnaciones

Artículo 23. Recursos.
1. La reclamación prevista en el artículo siguiente tendrá la consideración de sustitutiva de los recursos
administrativos de conformidad con lo dispuesto en el artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de
Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, contra las resoluciones dictadas por los órganos previstos
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en el artículo 2.1.f) sólo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo.

Artículo 24. Reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno.
1. Frente a toda resolución expresa o presunta en materia de acceso podrá interponerse una reclamación ante
el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno, con carácter potestativo y previo a su impugnación en vía
contencioso-administrativa.
2. La reclamación se interpondrá en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la notificación del
acto impugnado o desde el día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio administrativo.
3. La tramitación de la reclamación se ajustará a lo dispuesto en materia de recursos en la Ley 30/1992, de 26
de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo
Común. Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protección de derechos o
intereses de terceros se otorgará, previamente a la resolución de la reclamación, trámite de audiencia a las
personas que pudieran resultar afectadas para que aleguen lo que a su derecho convenga.
4. El plazo máximo para resolver y notificar la resolución será de tres meses, transcurrido el cual, la
reclamación se entenderá desestimada.
5. Las resoluciones del Consejo de Transparencia y Buen Gobierno se publicarán, previa disociación de los
datos de carácter personal que contuvieran, por medios electrónicos y en los términos en que se establezca
reglamentariamente, una vez se hayan notificado a los interesados. El Presidente del Consejo de Transparencia
y Buen Gobierno comunicará al Defensor del Pueblo las resoluciones que dicte en aplicación de este artículo.
6. La competencia para conocer de dichas reclamaciones corresponderá al Consejo de Transparencia y Buen
Gobierno, salvo en aquellos supuestos en que las Comunidades Autónomas atribuyan dicha competencia a un
órgano específico, de acuerdo con lo establecido en la disposición adicional cuarta de esta Ley.

Ley 12/2014 transparencia de Canarias

LTBG-CAN · BOE-A-2015-1114 · arts. 1 a 12 · arts. 35 a 57 — 35 incluidos

TÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 1. Objeto de la ley.
La presente ley tiene por objeto la regulación de la transparencia de la actividad pública y del ejercicio del
derecho de acceso a la información pública en el ámbito de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Artículo 2. Ámbito de aplicación.
1. Las disposiciones de la presente ley serán de aplicación a:

a) La Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.
b) Los organismos autónomos, entidades empresariales y demás entidades de Derecho Público vinculadas
o dependientes de dicha Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.
c) Las fundaciones públicas, sociedades mercantiles y consorcios que se integran en el sector público de la
Comunidad Autónoma, de acuerdo con lo establecido en la Ley de la Hacienda Pública Canaria.
d) Los cabildos insulares y los ayuntamientos, los organismos autónomos, entidades empresariales,
fundaciones, sociedades mercantiles y consorcios vinculados o dependientes de los mismos, así como las
asociaciones constituidas por cualquiera de los anteriores, en los términos establecidos en la disposición
adicional séptima.
e) Las universidades públicas canarias.
f) Las asociaciones constituidas por la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y
los demás organismos y entidades previstos en este apartado.

2. Asimismo, en la actividad sujeta al Derecho Administrativo, será aplicable a:
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a) El Parlamento de Canarias, en los términos de la disposición adicional cuarta.
b) El Diputado del Común, la Audiencia de Cuentas de Canarias y el Consejo Consultivo de Canarias, de
acuerdo con lo previsto en la disposición adicional quinta.
c) El Consejo Económico y Social.
d) Las corporaciones de Derecho Público.

Artículo 3. Otros sujetos obligados.
1. Los partidos políticos, organizaciones sindicales, organizaciones empresariales y entidades privadas que
perciban ayudas o subvenciones con cargo a los Presupuestos de la Comunidad Autónoma para la financiación
de sus actividades y funcionamiento ordinario, estarán sujetas, además de a las obligaciones de transparencia
establecidas en la legislación básica, a las exigencias específicas de publicidad de la información que puedan
establecerse, de entre las previstas en el título II, en las disposiciones de desarrollo de esta ley y las
correspondientes convocatorias, en los supuestos siguientes:

a) Los partidos políticos, organizaciones sindicales y organizaciones empresariales, en todo caso.
b) Las entidades privadas que perciban dichas ayudas o subvenciones en una cuantía superior a 60.000
euros, o cuando las ayudas o subvenciones percibidas representen al menos el 30% del total de sus ingresos
anuales, siempre que alcancen como mínimo la cantidad de 5.000 euros. En todo caso, las exigencias de
publicidad de la información que puedan establecerse habrán de respetar la naturaleza privada de estas
entidades y las finalidades que las mismas tienen reconocidas.

2. Las normas reguladoras de los conciertos y otras formas de participación de entidades privadas en los
sistemas públicos de educación, sanidad y servicios sociales establecerán la información que deben publicar,
de entre la prevista en el título II de esta ley, estas entidades para colaborar en la prestación de los
mencionados servicios financiados con fondos públicos. La relación de la información que deben publicar
estas entidades se incluirá en los pliegos o documentos contractuales equivalentes que correspondan.

Artículo 4. Personas obligadas a suministrar información.
1. Las personas físicas y jurídicas distintas de las previstas en el artículo anterior que presten servicios
públicos o ejerzan potestades administrativas estarán obligadas a suministrar a la Administración, organismo
o entidad de las previstas en el artículo 2 a la que se encuentren vinculadas, previo requerimiento y en un
plazo de diez días, toda la información necesaria para el cumplimiento por aquellos de las obligaciones
establecidas en esta ley.
2. La obligación prevista en el apartado anterior será exigible a los adjudicatarios de contratos del sector
público autonómico en los términos recogidos en el respectivo contrato.
3. En las licitaciones públicas en las que resulte de aplicación la obligación de suministro de la información
prevista en los apartados anteriores se hará constar la misma en la documentación en la que se establecen las
condiciones contractuales. Asimismo, en los pliegos de cláusulas, condiciones o prescripciones técnicas
deberá establecerse expresamente la forma en que la información debe ponerse a disposición de la
Administración, organismo o entidad adjudicataria.

Artículo 5. Definiciones.
A los efectos de la presente ley se entiende por:
a) Transparencia: La elaboración, actualización, difusión y puesta a disposición de cualquier persona, en una
manera clara y entendible, de la información prevista en esta ley derivada de la actuación de las entidades
incluidas en su ámbito de aplicación en ejercicio de las funciones que tienen atribuidas, sin más limitaciones
que las establecidas legalmente.
b) Información pública: Los contenidos o documentos, cualquiera que sea su formato o soporte, que obren en
poder de alguno de los sujetos incluidos en el ámbito de aplicación de esta ley y que hayan sido elaborados o
adquiridos en el ejercicio de sus funciones.
c) Acceso a la información pública: la posibilidad de acceder a la información pública que obre en poder de las
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entidades incluidas en el ámbito de aplicación de la ley sin más requisitos que los establecidos en la normativa
básica estatal y en esta ley.
d) Portal de Transparencia: la dirección electrónica del Gobierno de Canarias que tiene por objeto centralizar y
poner a disposición de cualquier persona toda la información que deben hacer pública de acuerdo con esta ley
las entidades incluidas en su ámbito de aplicación.

Artículo 6. Principios informadores.
En la interpretación y aplicación de la presente ley las entidades relacionadas en el artículo 2 se regirán por los
siguientes principios:
a) Principio de transparencia pública, en virtud del cual se ha de facilitar de oficio información permanente,
objetiva y veraz sobre la organización, funcionamiento y control de la actuación pública, en los términos y con
los límites establecidos en la ley.
b) Principio de libre acceso a la información pública, en virtud del cual cualquier persona puede solicitar el
acceso a la información pública, toda la información pública es en principio accesible y el acceso solo puede
restringirse en los supuestos previstos legalmente.
c) Principio de veracidad, en virtud del cual la información pública ha de ser cierta y exacta asegurando que
procede de documentos respecto de los que se ha verificado su autenticidad, fiabilidad, integridad,
disponibilidad y cadena de custodia.
d) Principio de accesibilidad, en virtud del cual la información se proporcionará por medios o en formatos
adecuados de manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad
universal y diseño para todos.
e) Principio de gratuidad, en virtud del cual el acceso a la información y las solicitudes de acceso serán
gratuitos, sin perjuicio de las tasas previstas legalmente por la expedición de copias o la transposición de la
información a formatos diferentes del original.
f) Principio de reutilización, en virtud del cual se promoverá que la información sea publicada en formatos
que permitan su reutilización, de acuerdo con la legislación aplicable en materia de reutilización de la
información del sector público.

Artículo 7. Obligación de transparencia.
1. Las entidades relacionadas en el artículo 2 de la presente ley están sujetas a la obligación de transparencia
en su actividad pública.
2. Para el cumplimiento de la obligación de transparencia y en los términos previstos en esta ley, las entidades
mencionadas deben:

a) Elaborar, mantener actualizada y difundir, preferentemente por medios electrónicos, a través de sus
respectivas sedes electrónicas o páginas web, la información cuya divulgación se considere de mayor
relevancia para garantizar la transparencia de su actividad relacionada con el funcionamiento y control de
la actuación pública, en los términos que se establecen en el artículo 13 de la presente ley.
b) Elaborar y difundir un inventario de información pública que obre en su poder, con indicaciones claras
de dónde puede encontrarse dicha información.
c) Establecer y mantener medios de consulta de la información solicitada.
d) Adoptar las medidas de gestión de la información que hagan fácilmente accesible su localización y
divulgación, así como la accesibilidad, la interoperabilidad, la calidad y la reutilización de la información
publicada.
e) Publicar la información sujeta a la obligación de transparencia de una manera clara, estructurada y
entendible para los interesados.
f) Publicar la información sujeta a la obligación de transparencia haciendo uso de un lenguaje no sexista ni
discriminatorio.
g) Publicar y difundir la información relativa al contenido del derecho de acceso a la información, al
procedimiento para su ejercicio y al órgano competente para resolver.
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h) Difundir los derechos que reconoce esta ley a las personas, asesorar a las mismas para su correcto
ejercicio y asistirles en la búsqueda de información.
i) Facilitar la información solicitada en los plazos máximos y en la forma y formato elegido de acuerdo con
lo establecido en esta ley.

3. Toda la información prevista en esta ley estará a disposición de las personas con discapacidad en una
modalidad accesible, entendiendo por tal aquella que sea suministrada por medios o en formatos adecuados
de manera que resulten accesibles y comprensibles, conforme al principio de accesibilidad universal y diseño
para todos.

Artículo 8. Derechos y obligaciones.
1. En el ámbito de lo establecido en esta ley, las personas tienen los siguientes derechos:

a) Acceder a la información sujeta a la obligación de publicación de acuerdo con lo establecido en esta ley.
b) Ser informadas sobre si los documentos que contienen la información solicitada o de los que puede
derivar dicha información obran o no en poder del órgano o entidad.
c) Ser asistidas en su búsqueda de información.
d) Recibir el asesoramiento adecuado y en términos comprensibles para el ejercicio del derecho de acceso.
e) Recibir la información solicitada dentro de los plazos y en la forma o formato elegidos de acuerdo con lo
establecido en esta ley.
f) Conocer las razones en que se fundamenta la denegación del acceso a la información solicitada y, en su
caso, el otorgamiento del acceso en una modalidad o formato distinto al elegido.
g) Obtener la información solicitada de forma gratuita, sin perjuicio del abono, en su caso, de las tasas que
correspondan por la expedición de copias y la transposición a formatos diferentes del original.
h) Usar la información obtenida sin necesidad de autorización previa y sin más limitaciones que las
impuestas por esta u otras leyes.

2. Las personas que accedan a la información pública de acuerdo con lo dispuesto en esta ley están sujetas a
las siguientes obligaciones:

a) Realizar el acceso a la información de forma que no se vea afectada la eficacia del funcionamiento de los
servicios públicos, concretándose lo más precisamente posible la petición.
b) Ejercer el derecho de acceso conforme a los principios de buena fe e interdicción del abuso de derecho.
c) Cumplir las condiciones que se hayan señalado en la resolución que conceda el acceso directo a las
fuentes de información y el acceso a la dependencia pública o archivo donde la información está
depositada.
d) Respetar las obligaciones establecidas en la normativa básica para la reutilización de la información
obtenida.
e) Abonar las tasas establecidas para la obtención de copias y la transposición de la información a un
formato diferente al original.

Artículo 9. Medios de acceso a la información.
1. Las entidades incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley vienen obligadas a habilitar diferentes medios
para facilitar el ejercicio del derecho de acceso a la información pública y proporcionar información, de modo
que resulte garantizado el acceso a todas las personas, con independencia del lugar de residencia, formación,
recursos, circunstancias personales o condición o situación social.
2. En todo caso, la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y los organismos y
entidades del sector público autonómico incluidas en el ámbito de aplicación de esta ley ofrecerán acceso a la
información pública de forma presencial, por Internet y por vía telefónica.

Artículo 10. Unidades responsables de la información pública.
1. En la Administración pública y demás entidades relacionadas en el artículo 2.1 de esta ley se establecerá por
el órgano competente la unidad responsable de la información pública.
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2. En el ámbito de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y de los organismos o entidades
públicas vinculadas o dependientes de la misma, la unidad administrativa responsable de la información
dependerá de la secretaría general técnica u órgano equivalente de cada departamento de la Administración
pública de la Comunidad Autónoma, o del órgano correspondiente de los organismos autónomos, entidades
públicas empresariales y demás entidades públicas vinculadas o dependientes de aquella.
3. Las unidades administrativas responsables de la información pública, en coordinación en su caso con las
unidades de archivo, y sin perjuicio de las que tengan atribuidas otros órganos o unidades administrativas,
ejercen las funciones siguientes:

a) La coordinación con la consejería competente en materia de información para el cumplimiento de la
obligación de publicación de la información establecida en esta ley, recabando la información necesaria de
los órganos competentes del departamento, organismo o entidad.
b) El seguimiento y control de la correcta tramitación de las solicitudes de acceso a la información y, en su
caso, de las reclamaciones que se interpongan.
c) El apoyo y asesoramiento técnico a los órganos competentes del departamento o entidad en la
tramitación y resolución de las solicitudes de acceso a la información.
d) La orientación a las personas que lo soliciten en el ejercicio del derecho de acceso y la asistencia a
aquellas en la búsqueda de la información, sin perjuicio de las funciones que tengan atribuidas otras
unidades administrativas.
e) La inscripción en el registro de solicitudes de acceso.
f) La elaboración de los informes sobre el grado de aplicación de la ley en su ámbito competencial.
g) Las demás que le atribuya el ordenamiento jurídico y todas las que sean necesarias para asegurar la
aplicación de las disposiciones de esta ley.

4. Las fundaciones públicas, sociedades mercantiles y consorcios integrados en el sector público de la
Comunidad Autónoma deberán establecer el órgano o unidad de las mismas responsable de la información
pública, encargada de dar cumplimiento a las obligaciones de información establecidas en esta ley, así como a
facilitar la información que le sea requerida por el órgano competente de la Administración o entidad a la que
esté adscrita o vinculada para la resolución de las solicitudes de acceso a la información pública.

Artículo 11. Registro de solicitudes de acceso.
1. Se crea el registro de solicitudes de acceso a la información pública en el que se inscribirán las solicitudes
que se presenten, haciendo constar los siguientes datos:

a) La fecha de presentación de la solicitud.
b) El nombre de la persona solicitante.
c) La información solicitada.
d) El tiempo en que se atendió la solicitud y, en caso de que la respuesta se haya realizado fuera del plazo,
las razones que motivaron la demora.
e) El tipo de respuesta que dio a la solicitud y, en caso de denegación, los motivos de la misma.
f) Los demás que puedan establecerse en el reglamento de organización y funcionamiento del registro.

2. El registro dependerá del órgano competente del departamento que tenga atribuidas las competencias en
materia de información pública.
3. La organización y funcionamiento del registro se ajustarán a las normas que se aprueben por el titular del
departamento competente en materia de información pública.

Artículo 12. Informes sobre el grado de aplicación de la ley.
Los órganos a los que estén adscritas las unidades responsables de la información del departamento o entidad
deberán emitir anualmente un informe sobre el grado de aplicación de la ley en su respectivo ámbito, con el
contenido que se establezca por orden del titular del departamento competente en materia de información
pública.
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TÍTULO III Derecho de acceso a la información pública

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 35. Titulares del derecho de acceso.
Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública, en los términos previstos en esta ley y
en el resto del ordenamiento jurídico.

Artículo 36. Órganos competentes.
1. Los reglamentos de organización de la Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias y de
las entidades públicas vinculadas o dependientes determinarán los órganos competentes para la resolución de
las solicitudes de acceso a la información.
2. En defecto de previsión expresa en los reglamentos de organización, la competencia para la resolución de
las solicitudes de acceso corresponderá:

a) En el ámbito de la Administración pública de la Comunidad Autónoma y de las entidades públicas
vinculadas o dependientes de la misma, a los órganos en cuyo poder obre la información solicitada.
b) Cuando la solicitud de acceso se refiera a información elaborada o en poder de fundaciones públicas,
sociedades mercantiles y consorcios en las que sea mayoritaria la participación directa o indirecta de las
entidades citadas en el apartado anterior, será competente el órgano del departamento al que estén
vinculadas o adscritas y, en su defecto, al que tenga atribuidas las competencias en el ámbito funcional de
los fines, objeto social o ámbito de aquellas entidades.
c) En el caso de que se solicite información de las personas físicas y jurídicas que presten servicios públicos
o ejerzan potestades administrativas, será competente el órgano que tenga atribuidas las competencias del
servicio o de la materia.

Artículo 37. Límites al derecho de acceso.
1. El derecho de acceso está sujeto a los límites establecidos en la legislación básica del Estado, pudiendo ser
limitado cuando acceder a la información suponga un perjuicio para:

a) La seguridad nacional.
b) La defensa.
c) Las relaciones exteriores.
d) La seguridad pública.
e) La prevención, investigación y sanción de los ilícitos penales, administrativos o disciplinarios.
f) La igualdad de las partes en los procesos judiciales y la tutela judicial efectiva.
g) Las funciones administrativas de vigilancia, inspección y control.
h) Los intereses económicos y comerciales.
i) La política económica y monetaria.
j) El secreto profesional y la propiedad intelectual e industrial.
k) La garantía de la confidencialidad o el secreto requerido en procesos de toma de decisión.
l) La protección del medio ambiente.

2. La aplicación de los límites a que se refiere el apartado anterior será justificada y proporcionada a su objeto
y finalidad de protección y atenderá a las circunstancias del caso concreto, especialmente a la concurrencia de
un interés público o privado superior que justifique el acceso.

Artículo 38. Protección de datos personales.
1. Las solicitudes de acceso a información que contenga datos personales especialmente protegidos se regirán
por lo dispuesto en la Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección de Datos de Carácter Personal,
y en la legislación básica reguladora del derecho de acceso a la información pública.
2. Con carácter general, y salvo que en el caso concreto prevalezca la protección de datos personales u otros
derechos constitucionalmente protegidos sobre el interés público en la divulgación que lo impida, se
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concederá el acceso a información que contenga datos meramente identificativos relacionados con la
organización, funcionamiento o actividad pública del órgano.
3. Cuando la información solicitada no contuviera datos especialmente protegidos, el órgano al que se dirija la
solicitud concederá el acceso previa ponderación suficientemente razonada del interés público en la
divulgación de la información y los derechos de los afectados cuyos datos aparezcan en la información
solicitada, en particular su derecho fundamental a la protección de datos de carácter personal. Para la
realización de la citada ponderación, el órgano tomará particularmente en consideración los criterios
establecidos en el artículo 15.3 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información
pública y buen gobierno, así como los criterios de aplicación que puedan adoptarse conforme a lo previsto en
la disposición adicional quinta de la misma ley.
4. No será aplicable lo establecido en los apartados anteriores si el acceso se efectúa previa disociación de los
datos de carácter personal de modo que se impida la identificación de las personas afectadas.
5. La normativa de protección de datos personales será de aplicación al tratamiento posterior de los obtenidos
a través del ejercicio del derecho de acceso.

Artículo 39. Acceso parcial.
1. En los casos en que la aplicación de alguno de los límites previstos en los artículos anteriores no afecte a la
totalidad de la información, se concederá el acceso parcial previa omisión de la información afectada por el
límite salvo que de ello resulte una información distorsionada o que carezca de sentido.
2. El solicitante será advertido del carácter parcial del acceso y, siempre que no se ponga en riesgo la garantía
de la reserva, se hará notar la parte de la información que ha sido omitida.

CAPÍTULO II Procedimiento

Artículo 40. Iniciación del procedimiento.
1. El procedimiento para el ejercicio del derecho de acceso se iniciará con la presentación de la
correspondiente solicitud dirigida al órgano o entidad en cuyo poder obre la información solicitada.
2. Cuando se solicite información elaborada o en poder de fundaciones públicas, sociedades mercantiles y
consorcios en las que sea mayoritaria la participación directa o indirecta de la Administración pública de la
Comunidad Autónoma y de las entidades públicas vinculadas o dependientes de la misma, la solicitud se
dirigirá al órgano del departamento al que estén vinculadas o adscritas y, en su defecto, al que tenga atribuidas
las competencias en el ámbito funcional de los fines, objeto social o ámbito de aquellas entidades.
3. En el caso de que se solicite información de las personas físicas y jurídicas que presten servicios públicos o
ejerzan potestades administrativas, la solicitud se dirigirá al órgano que tenga atribuidas las competencias del
servicio o de la materia.

Artículo 41. Solicitud.
1. La solicitud podrá presentarse por cualquier medio que permita tener constancia de:

a) La identidad del solicitante.
b) La información que se solicita.
c) La dirección de contacto, preferentemente electrónica, a efectos de las comunicaciones a propósito de la
solicitud.
d) En su caso, la modalidad preferida de acceso a la información solicitada.

2. Cuando la solicitud se formule de forma oral, sea por comparecencia en las unidades administrativas o en
las oficinas de información, o mediante comunicación telefónica, la misma será recogida en formato
electrónico haciendo constar los extremos señalados en el apartado anterior.
3. Las unidades responsables de la información y las oficinas de información, así como el órgano o entidad en
el que se presente o al que se dirija la solicitud, cualquiera que sea el medio utilizado para realizarla, ofrecerá
la asistencia que sea necesaria para facilitar el ejercicio del derecho de acceso, teniendo en cuenta las
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necesidades especiales de algunos colectivos.
4. El solicitante no está obligado a motivar su solicitud de acceso a la información. Sin embargo, podrá exponer
los motivos por los que solicita la información y que podrán ser tenidos en cuenta cuando se dicte la
resolución. No obstante, la ausencia de motivación no será por sí sola causa de rechazo de la solicitud.

Artículo 42. Solicitudes imprecisas.
1. Cuando una solicitud esté formulada de manera que no se identifique de forma suficiente la información a
que se refiere, se pedirá al solicitante que la concrete, dándole para ello un plazo de diez días, con indicación
de que, si así no lo hiciera, se le tendrá por desistido en su petición, así como de la suspensión del plazo para
dictar resolución.
2. El desistimiento y el archivo de la solicitud se acordará mediante resolución expresa del órgano competente
y en ningún caso impedirá la presentación de una nueva solicitud en la que concrete la información
demandada.

Artículo 43. Inadmisión de solicitudes.
1. Se inadmitirán a trámite, mediante resolución motivada, las solicitudes:

a) Que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación general.
b) Referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en notas, borradores,
opiniones, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas.
c) Relativas a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.
d) Dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información cuando se desconozca el competente.
e) Que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la finalidad de
transparencia de esta ley.
f) Que afecten a una pluralidad de personas cuyos datos personales pudieran revelarse con el acceso a la
petición, en número tal que no sea posible darles traslado de la solicitud en el tiempo establecido para su
resolución.

2. En la aplicación de las causas de inadmisión recogidas en el apartado anterior se seguirán las siguientes
normas:

a) En las resoluciones de inadmisión porque la información esté en curso de elaboración o publicación
general, deberá especificarse el órgano que elabora dicha información y el tiempo previsto para su
conclusión.
b) No podrá considerarse información de carácter auxiliar o de apoyo los informes preceptivos.
c) No podrá considerarse como reelaboración que justifique la inadmisión la información que pueda
obtenerse mediante un tratamiento informatizado de uso corriente.

3. La resolución que inadmita la solicitud podrá impugnarse de acuerdo con lo previsto en esta ley.

Artículo 44. Remisión de la solicitud al órgano competente.
1. Cuando la solicitud se refiere a información que no obre en poder del órgano a la que se dirige, este la
remitirá, en un plazo no superior a cinco días, al competente e informará de esta circunstancia al solicitante.
2. Cuando el órgano al que se dirija la solicitud desconozca el que sea competente para resolver sobre el acceso
a la documentación solicitada, en la resolución de inadmisión que dicte deberá indicar el órgano que, a su
juicio, es competente para conocer de la solicitud.
3. Cuando la información objeto de la solicitud, aun obrando en poder del sujeto al que se dirige, haya sido
elaborada o generada en su integridad o parte principal por otro, se le remitirá la solicitud a este para que
decida sobre el acceso, informando de esta circunstancia al solicitante.

Artículo 45. Audiencia de terceras personas.
1. Cuando la información solicitada pudiera afectar a derechos o intereses de terceros, debidamente
identificados, se les concederá un plazo de quince días para que puedan realizar las alegaciones que estimen
oportunas.
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2. Simultáneamente a la concesión de la audiencia, el solicitante deberá ser informado de esta circunstancia,
así como de la suspensión del plazo para dictar resolución hasta que se hayan recibido las alegaciones o haya
transcurrido el plazo para su presentación.

Artículo 46. Plazo de resolución y sentido del silencio.
1. Las resoluciones sobre las solicitudes de acceso se adoptarán y notificarán en el plazo máximo de un mes
desde su recepción por el órgano competente para resolver. Cuando el volumen o la complejidad de la
información solicitada lo justifiquen, el plazo se podrá ampliar por otro mes, informando de esta circunstancia
al solicitante.
2. Las resoluciones por las que se inadmita a trámite las solicitudes por las causas previstas en las letras a), b),
c) y d) del apartado 1 del artículo 43 se adoptarán y notificarán lo antes posible y, en todo caso, en el plazo
máximo de diez días hábiles desde su recepción por el órgano competente para resolver.
3. Transcurrido el plazo máximo para resolver sin haberse notificado resolución expresa, la solicitud de acceso
se entenderá desestimada.

Artículo 47. Resolución.
1. La resolución que se adopte podrá inadmitir la solicitud, conceder o denegar el acceso total o parcial y, en su
caso, fijar la modalidad de acceso a la información solicitada.
2. Serán motivadas, en todo caso, las resoluciones siguientes:

a) Las que inadmitan a trámite las solicitudes.
b) Las que denieguen el acceso.
c) Las que concedan el acceso parcial.
d) Las que concedan el acceso a través de una modalidad distinta a la solicitada.
e) Las que permitan el acceso cuando haya habido oposición de un tercero afectado.

3. Cuando la mera indicación de la existencia o no de la información suponga incurrir en alguna de las
limitaciones al derecho de acceso, se pondrá de manifiesto que concurre esta circunstancia para desestimar la
solicitud.
4. Si la resolución estimara, en todo o en parte, la solicitud, indicará la modalidad de acceso y, si procede, el
plazo y las condiciones del mismo, garantizando la efectividad del derecho y la integridad de la información
suministrada.
5. Las resoluciones que concedan el acceso cuando haya habido oposición de un tercero indicarán
expresamente al interesado que el acceso solo tendrá lugar cuando haya transcurrido el plazo al que se refiere
el artículo 48.4.
6. Si la información ya ha sido publicada, la resolución podrá limitarse a indicar al solicitante cómo puede
acceder a ella.
7. Las resoluciones dictadas en materia de acceso a la información pública ponen fin a la vía administrativa y
son recurribles directamente ante la jurisdicción contencioso-administrativa, sin perjuicio de la posibilidad de
interposición de la reclamación potestativa prevista en el capítulo III del presente título.
8. La resolución debe notificarse al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado. Indicará
los recursos y reclamaciones que procedan contra la misma, el órgano administrativo o judicial ante el que
deban interponerse y el plazo para su interposición.

Artículo 48. Acceso a la información.
1. El acceso a la información se realizará preferentemente por vía electrónica, salvo cuando no sea posible o el
solicitante haya señalado expresamente otro medio. Cuando no pueda darse el acceso en el momento de la
notificación de la resolución deberá otorgarse, en cualquier caso, en un plazo no superior a diez días.
2. La información se proporcionará en la modalidad solicitada, a menos que no sea posible, resulte
excesivamente gravosa para el sujeto obligado y exista una alternativa más económica y fácilmente accesible
para el solicitante.
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3. La consulta directa de las fuentes de información, así como el acceso al lugar donde la información está
depositada, podrán denegarse cuando las condiciones de seguridad del lugar y de custodia y preservación de
los documentos o de los soportes originales de la información no lo permitan.
4. Cuando la resolución conceda el acceso total o parcial a una información que afecte a un tercero que se haya
opuesto, el acceso solo tendrá lugar cuando haya transcurrido el plazo para interponer recurso contencioso-
administrativo sin que se haya formalizado o haya sido resuelto confirmando el derecho a recibir la
información.

Artículo 49. Obtención de copias.
El reconocimiento del derecho de acceso conllevará el de obtener copias de los documentos solicitados, salvo
en los supuestos en los que no sea posible realizar la copia en un formato determinado debido a la carencia de
equipos apropiados o cuando, por su cantidad o complejidad, conlleve un coste desproporcionado para la
Administración, o pueda vulnerar derechos de propiedad intelectual.

Artículo 50. Costes de acceso a la información.
El acceso a la información será gratuito. No obstante, la obtención de copias y la transposición a formatos
diferentes del original podrán estar sujetas al pago de las tasas establecidas de acuerdo con lo previsto en la
normativa reguladora propia de la Comunidad Autónoma.

CAPÍTULO III Régimen de impugnación

Sección 1.ª Disposición general

Artículo 51. Medios de impugnación.
1. Contra la resolución, expresa o presunta, de la solicitud de acceso podrá interponerse reclamación ante el
comisionado de Transparencia y Acceso a la Información con carácter potestativo y previo a su impugnación
en vía contencioso-administrativa. De acuerdo con lo establecido en la legislación básica estatal, dicha
reclamación tiene la consideración de sustitutiva de los recursos administrativos de conformidad con lo
dispuesto en el artículo 107.2 de la Ley 30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las
Administraciones Públicas y del Procedimiento Administrativo Común.
2. No obstante lo dispuesto en el apartado anterior, contra las resoluciones dictadas por los órganos previstos
en las letras a), b) y c) del artículo 2.2 solo cabrá la interposición de recurso contencioso-administrativo.

Sección 2.ª Reclamación ante el comisionado de transparencia y acceso a la información pública

Artículo 52. Objeto de la reclamación.
La reclamación podrá presentarse contra las resoluciones, expresas o presuntas, de las solicitudes de acceso
que se dicten en el ámbito de aplicación de esta ley, con carácter potestativo y previo a la impugnación en vía
contencioso-administrativa.

Artículo 53. Forma, plazo y presentación de la reclamación potestativa.
1. La reclamación se interpondrá por escrito en el plazo de un mes a contar desde el día siguiente al de la
notificación del acto impugnado o desde el día siguiente a aquel en que se produzcan los efectos del silencio
administrativo.
2. El escrito de interposición, dirigido al comisionado de Transparencia y Acceso a la Información Pública,
deberá contener: – Identificación de la persona interesada. – La indicación de la resolución expresa contra la
que se reclama, o de la solicitud que ha sido denegada por silencio administrativo. – Los motivos por los que se
reclama. – La dirección de contacto a la cual puedan dirigirse las comunicaciones a propósito de la
reclamación.
3. La reclamación podrá presentarse en el registro del comisionado de Transparencia y Acceso a la
Información Pública y en cualquiera de los lugares previstos para la presentación de escritos dirigidos a la
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Administración pública de la Comunidad Autónoma de Canarias.

Artículo 54. Tramitación de la reclamación.
1. La tramitación de la reclamación se ajustará a la establecida para los recursos administrativos en la Ley
30/1992, de 26 de noviembre, de Régimen Jurídico de las Administraciones Públicas y del Procedimiento
Administrativo Común, y a lo establecido en esta ley.
2. Cuando la denegación del acceso a la información se fundamente en la protección de derechos o intereses
de terceros se otorgará, previamente a la resolución de la reclamación, trámite de audiencia a las personas que
pudieran resultar afectadas para que aleguen lo que a su derecho convenga.

Artículo 55. Plazo de resolución y sentido del silencio.
La resolución de la reclamación deberá adoptarse y notificarse en el plazo de tres meses desde la fecha de
entrada de la misma en el registro del comisionado de Transparencia y Acceso a la Información Pública.
Transcurrido dicho plazo la reclamación se entenderá desestimada.

Artículo 56. Contenido y efectos de la resolución.
1. La resolución que se adopte por el comisionado de Transparencia y Derecho de Acceso a la Información
Pública será en todo caso motivada, y podrá estimar o desestimar, en su totalidad o en parte, la reclamación
presentada.
2. Cuando estime la reclamación, la resolución establecerá la información o documentación a la que puede
acceder la persona interesada, la modalidad de acceso y, en su caso, el plazo y las condiciones del mismo.

Artículo 57. Publicación.
Las resoluciones de las reclamaciones adoptadas por el comisionado de Transparencia y Acceso a la
Información Pública se publicarán, previa disociación de los datos de carácter personal que contuvieran, por
medios electrónicos y en los términos en que se establezca reglamentariamente, una vez se hayan notificado a
los interesados.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 69 a 70 — 5 incluidos

TÍTULO V Disposiciones comunes a las Entidades locales

CAPÍTULO IV Información y participación ciudadanas

Artículo 69.
1. Las Corporaciones locales facilitarán la más amplia información sobre su actividad y la participación de
todos los ciudadanos en la vida local.
2. Las formas, medios y procedimientos de participación que las Corporaciones establezcan en ejercicio de su
potestad de autoorganización no podrán en ningún caso menoscabar las facultades de decisión que
corresponden a los órganos representativos regulados por la Ley.

Artículo 70.
1. Las sesiones del Pleno de las corporaciones locales son públicas. No obstante, podrán ser secretos el debate
y votación de aquellos asuntos que puedan afectar al derecho fundamental de los ciudadanos a que se refiere el
artículo 18.1 de la Constitución, cuando así se acuerde por mayoría absoluta. No son públicas las sesiones de la
Junta de Gobierno Local.
2. Los acuerdos que adopten las corporaciones locales se publican o notifican en la forma prevista por la Ley.
Las ordenanzas, incluidos el articulado de las normas de los planes urbanísticos, así como los acuerdos
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correspondientes a éstos cuya aprobación definitiva sea competencia de los entes locales, se publicarán en el
"Boletín Oficial" de la Provincia y no entrarán en vigor hasta que se haya publicado completamente su texto y
haya transcurrido el plazo previsto en el artículo 65.2 salvo los presupuestos y las ordenanzas fiscales que se
publican y entran en vigor en los términos establecidos en la Ley 39/1988, de 28 de diciembre, reguladora de
las Haciendas Locales. Las Administraciones públicas con competencias urbanísticas deberán tener, a
disposición de los ciudadanos que lo soliciten, copias completas del planeamiento vigente en su ámbito
territorial.
3. Todos los ciudadanos tienen derecho a obtener copias y certificaciones acreditativas de los acuerdos de las
corporaciones locales y sus antecedentes, así como a consultar los archivos y registros en los términos que
disponga la legislación de desarrollo del artículo 105, párrafo b), de la Constitución. La denegación o
limitación de este derecho, en todo cuanto afecte a la seguridad y defensa del Estado, la averiguación de los
delitos o la intimidad de las personas, deberá verificarse mediante resolución motivada.
Se declara que no es inconstitucional el apartado 1, párrafo segundo, en la redacción dada por el art. 1 de la Ley 57/2003, siempre que se interprete
en el sentido de que no se refiere a las decisiones relativas a las atribuciones delegadas por el pleno, conforme al fundamento jurídico 9, por la
Sentencia del TC 161/2013, de 26 de septiembre. Ref. BOE-A-2013-11122

Se modifica por el art. 1.1 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Se modifica el apartado 2 por el art. único de la Ley 39/1994, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1994-28965

Artículo 70 bis.
1. Los ayuntamientos deberán establecer y regular en normas de carácter orgánico procedimientos y órganos
adecuados para la efectiva participación de los vecinos en los asuntos de la vida pública local, tanto en el
ámbito del municipio en su conjunto como en el de los distritos, en el supuesto de que existan en el municipio
dichas divisiones territoriales.
2. Los vecinos que gocen del derecho de sufragio activo en las elecciones municipales podrán ejercer la
iniciativa popular, presentando propuestas de acuerdos o actuaciones o proyectos de reglamentos en materias
de la competencia municipal. Dichas iniciativas deberán ir suscritas al menos por el siguiente porcentaje de
vecinos del municipio:

a) Hasta 5.000 habitantes, el 20 por ciento.
b) De 5.001 a 20.000 habitantes, el 15 por ciento.
c) A partir de 20.001 habitantes, el 10 por ciento. Tales iniciativas deberán ser sometidas a debate y votación
en el Pleno, sin perjuicio de que sean resueltas por el órgano competente por razón de la materia. En todo
caso, se requerirá el previo informe de legalidad del secretario del ayuntamiento, así como el informe del
interventor cuando la iniciativa afecte a derechos y obligaciones de contenido económico del
ayuntamiento. En los municipios a que se refiere el artículo 121 de esta ley, el informe de legalidad será
emitido por el secretario general del Pleno y cuando la iniciativa afecte a derechos y obligaciones de
contenido económico, el informe será emitido por el Interventor general municipal. Lo dispuesto en este
apartado se entiende sin perjuicio de la legislación autonómica en esta materia. Tales iniciativas pueden
llevar incorporada una propuesta de consulta popular local, que será tramitada en tal caso por el
procedimiento y con los requisitos previstos en el artículo 71.

3. Asimismo, las Entidades Locales y, especialmente, los municipios, deberán impulsar la utilización
interactiva de las tecnologías de la información y la comunicación para facilitar la participación y la
comunicación con los vecinos, para la presentación de documentos y para la realización de trámites
administrativos, de encuestas y, en su caso, de consultas ciudadanas. Las Diputaciones provinciales, Cabildos y
Consejos insulares colaborarán con los municipios que, por su insuficiente capacidad económica y de gestión,
no puedan desarrollar en grado suficiente el deber establecido en este apartado.
4. Cuando se trate de procedimientos y trámites relativos a una actividad de servicios y a su ejercicio incluida
en el ámbito de aplicación de la Ley 17/2009, de 23 de noviembre, sobre el libre acceso a las actividades de
servicios y su ejercicio, los prestadores podrán realizarlos, por medio de una ventanilla única, por vía
electrónica y a distancia, salvo que se trate de la inspección del lugar o del equipo que se utiliza en la
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prestación del servicio. Asimismo, las Entidades Locales garantizarán, dentro del ámbito de sus competencias,
que los prestadores de servicios puedan a través de la ventanilla única obtener la información y formularios
necesarios para el acceso a una actividad y su ejercicio, y conocer las resoluciones y resto de comunicaciones
de las autoridades competentes en relación con sus solicitudes. Las Entidades Locales impulsarán la
coordinación para la normalización de los formularios necesarios para el acceso a una actividad y su ejercicio.
Se añade el apartado 4 por el art. 1.1 de la Ley 25/2009, de 22 de diciembre. Ref. BOE-A-2009-20725

Se añade por el art. 1.3 de la Ley 57/2003, de 16 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23103

Artículo 70 ter.
1. Las Administraciones públicas con competencias de ordenación territorial y urbanística deberán tener a
disposición de los ciudadanos o ciudadanas que lo soliciten, copias completas de los instrumentos de
ordenación territorial y urbanística vigentes en su ámbito territorial, de los documentos de gestión y de los
convenios urbanísticos.
2. Las Administraciones públicas con competencias en la materia, publicarán por medios telemáticos el
contenido actualizado de los instrumentos de ordenación territorial y urbanística en vigor, del anuncio de su
sometimiento a información pública y de cualesquiera actos de tramitación que sean relevantes para su
aprobación o alteración. En los municipios menores de 5.000 habitantes, esta publicación podrá realizarse a
través de los entes supramunicipales que tengan atribuida la función de asistencia y cooperación técnica con
ellos, que deberán prestarles dicha cooperación.
3. Cuando una alteración de la ordenación urbanística, que no se efectúe en el marco de un ejercicio pleno de
la potestad de ordenación, incremente la edificabilidad o la densidad o modifique los usos del suelo, deberá
hacerse constar en el expediente la identidad de todos los propietarios o titulares de otros derechos reales
sobre las fincas afectadas durante los cinco años anteriores a su iniciación, según conste en el registro o
instrumento utilizado a efectos de notificaciones a los interesados de conformidad con la legislación en la
materia. Se añade por la disposición adicional 9.2 de la Ley del Suelo y Rehabilitación Urbana, texto refundido
aprobado por Real Decreto Legislativo 7/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11723#danovena . Téngase en
cuenta que este artículo ya fue añadido por la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Se añade por la disposición adicional
9.2 del Real Decreto Legislativo 2/2008, de 20 de junio. Ref. BOE-A-2008-10792 Téngase en cuenta que este
artículo ya había sido añadido por la Ley 8/2007, de 28 de mayo.
Se añade por la disposición adicional 9.2 de la Ley 8/2007, de 28 de mayo. Ref. BOE-A-2007-10701

Artículo 70 quater.
1. Las Entidades Locales deberán adoptar las medidas necesarias para facilitar la accesibilidad de los servicios
públicos a los vecinos, promoviendo la utilización de las tecnologías de la información y la comunicación en la
prestación de los mismos. Para ello, elaborarán planes que tengan por objeto la implementación de
mecanismos digitales que faciliten la accesibilidad de los vecinos y de las empresas a los servicios públicos.
2. Las Entidades Locales deberán crear y mantener un portal de internet de información a los vecinos y de
acceso a los servicios públicos digitalizados para los que así se determine, que opere como plataforma
tecnológica de comunicación entre aquellos y la Administración local destinada a promover la digitalización
progresiva de los servicios públicos.
3. En este portal deberán publicar la información que las Administraciones locales consideren adecuada a este
efecto y, en su caso, la relación de servicios públicos a los que se pueda acceder por el portal o los vínculos a la
información sobre el acceso a los servicios públicos disponibles en el territorio, en los términos en los que
disponga la normativa autonómica.
4. En el caso de los municipios de menos de 20.000 habitantes, los servicios previstos en este artículo se
prestarán con las adaptaciones y plazos de implementación correspondientes a sus especialidades en los
términos que se determinen por la legislación autonómica.
Se añade por el art. 128.6 del Real Decreto-ley 6/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25758#a1-40
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Ley 3/2026, de 16 de junio, de Cabildos Insulares de Canarias

L3-2026-CAN · BOE-A-2026-17189 · arts. 93 a 95 — 3 incluidos

TÍTULO III Régimen jurídico, control, información y transparencia

CAPÍTULO IV Información, transparencia y acceso a la información pública

Artículo 93. Principio general.
1. El funcionamiento y la gestión de los cabildos insulares se desarrollarán conforme a los principios de
transparencia y publicidad, publicando y facilitando la información en los términos previstos en el Estatuto de
Autonomía, la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen
gobierno, o norma que la sustituya, y la Ley 12/2014, de 26 de diciembre, de transparencia y de acceso a la
información pública, o norma que la sustituya, y en la legislación reguladora de los distintos sectores de la
acción pública en los que tengan competencia, con las excepciones previstas legalmente.
2. Los cabildos insulares, en cuanto instituciones de la comunidad autónoma, se someten a las mismas
obligaciones en materia de información, transparencia y acceso a la información pública que la
Administración de la Comunidad Autónoma de Canarias, conforme se establece en la Ley 12/2014, de 26 de
diciembre, de transparencia y de acceso a la información pública, o norma que la sustituya.

Artículo 94. Portal de transparencia insular.
1. Para facilitar el acceso a la información pública de los cabildos insulares, los organismos autónomos,
entidades empresariales, agencias, consorcios y demás entidades de derecho público vinculadas o
dependientes de los mismos, así como a la de las fundaciones públicas y sociedades mercantiles en las que sea
mayoritaria la participación directa o indirecta de las citadas entidades, contemplada en el presente título de
esta ley, crearán un portal de transparencia insular.
2. El portal de transparencia insular incluirá la información que les obligue la legislación en materia de
transparencia y acceso a la información pública, en los términos que se establezcan reglamentariamente.
3. La información incluida en el portal de transparencia insular se recogerá de acuerdo con las prescripciones
técnicas y se actualizará de acuerdo con lo que se establezca reglamentariamente por orden del titular del
departamento competente en materia de información pública, debiendo adecuarse progresivamente a los
principios de accesibilidad, interoperatividad y reutilización.

Artículo 95. Derecho de acceso a la información pública.
1. Todas las personas tienen derecho a acceder a la información pública en poder de los cabildos insulares, de
acuerdo con lo establecido en la legislación reguladora en materia de transparencia y de acceso a la
información pública.
2. Los cabildos insulares están obligados a habilitar diferentes medios para facilitar el ejercicio del derecho de
acceso a la información pública y proporcionar información, de modo que se garantice el acceso a todas las
personas, con independencia del lugar de residencia, formación, recursos, circunstancias personales o
condición o situación social.
3. La competencia para la resolución de las solicitudes de acceso a la información pública corresponde a la
Presidencia del cabildo insular, que podrá delegarla en los órganos de gobierno y administración de la
corporación insular.
4. Los cabildos aprobarán un reglamento de desarrollo y aplicación de la legislación en materia de
transparencia y acceso a la información pública.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 4

1. De conformidad con la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y 
buen gobierno (en adelante Ley 19/2013), ¿está obligado el interesado a motivar su solicitud de acceso a la 
información pública?

A) Sólo en ciertos casos, cuando la información solicitada sea compleja.

B) Sí, en todo caso.

C) No.

D) Sólo a efectos estadísticos.

2. Según el artículo 14 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno, ¿en qué casos el derecho de acceso podrá ser limitado?:

A) Cuando acceder a la información suponga un perjuicio para los intereses individuales.

B) Cuando acceder a la información suponga un perjuicio para la protección del medio rural.

C) Cuando acceder a la información suponga un perjuicio para las políticas sociales sobre materia de igualdad.

D) Cuando acceder a la información suponga un perjuicio para la seguridad pública.

3. Según el art. 18 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de Transparencia, Acceso a la Información Pública y 
Buen Gobierno, en cuanto a las causas de inadmisión a trámite de las solicitudes de información (señale la 
opción INCORRECTA):

A) Se inadmitirán las que se refieran a información que esté en curso de elaboración o de publicación general.

B) Se inadmitirán las dirigidas a un órgano en cuyo poder no obre la información conociendo al competente.

C) Se inadmitirán las referidas a información que tenga carácter auxiliar o de apoyo como la contenida en notas, 
borradores, resúmenes, comunicaciones e informes internos o entre órganos o entidades administrativas.

D) Se inadmitirán las que sean manifiestamente repetitivas o tengan un carácter abusivo no justificado con la 
finalidad de transparencia de esta Ley.

4. En la solicitud de acceso a la información pública, el solicitante no está obligado

A) Motivar la solicitud de acceso a la información

B) Declarar su identidad

C) Indicar una dirección de contacto, preferentemente electrónica

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

5. Según el artículo 11 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública 
y buen gobierno. ¿Cuál NO es un principio técnico del portal de transparencia?:

A) Accesibilidad.

B) Disponibilidad.

C) Interoperabilidad.

D) Reutilización.
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6. Conforme al artículo 20 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información 
pública y buen gobierno, la resolución en la que se conceda o deniegue el acceso deberá notificarse:

A) Al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de unos veinte días 
naturales desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

B) Al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de un mes desde la 
recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

C) Al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de unos treinta días 
naturales desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

D) Al solicitante y a los terceros afectados que así lo hayan solicitado en el plazo máximo de unos veinte días 
hábiles desde la recepción de la solicitud por el órgano competente para resolver.

7. Según establece el artículo 24 de la Ley 19/2013, de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la 
información pública y buen gobierno, el plazo máximo para resolver y notificar la resolución de una 
reclamación ante el Consejo de Transparencia y Buen Gobierno será de:

A) Un mes, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada.

B) Un mes, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada.

C) Tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá estimada.

D) Tres meses, transcurrido el cual, la reclamación se entenderá desestimada.

8. El artículo 14.1 de la Ley 19/2013 establece que el derecho de acceso podrá ser limitado cuando acceder a la 
información suponga un perjuicio para:

A) El Mercado Común.

B) La protección del medio ambiente.

C) La libertad de empresa.

D) El interés público.

9. Según la Ley 19/2013, cuando una solicitud de acceso a la información pública se refiere a información que 
no obre en poder del sujeto al que se dirige, este:

A) La inadmitirá a trámite.

B) Suspenderá el plazo para resolver.

C) Dictará una resolución declarando caducado el procedimiento.

D) La remitirá al competente, si lo conociera, e informará de esta circunstancia al solicitante.

10. Según el artículo 18 de la Ley de Transparencia, no es una causa de inadmisión de una solicitud de acceso 
a la información:

A) Que dicha solicitud se refiera a información que esté en curso de elaboración o de publicación.

B) Que sea manifiestamente repetitiva o tenga un carácter abusivo, no justificado con la finalidad de 
transparencia de esta Ley.

C) Que la solicitud de acceso a la información no se motive.

D) Que sea relativa a información para cuya divulgación sea necesaria una acción previa de reelaboración.

SOLUCIONES 1 C · 2 D · 3 B · 4 A · 5 B · 6 B · 7 D · 8 B · 9 D · 10 C

Te quedan 139 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 4, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 5

Principios generales de la protección de los datos de carácter 
personal. Derechos de las personas. Enumeración de Medidas de 

responsabilidad activa: Especial referencia a los principios básicos del 
Esquema Nacional de Seguridad.

Reglamento (UE) 2016/679 (RGPD)

RGPD · CELEX-32016R0679 · arts. 5 a 11 · arts. 12 a 23 · arts. 24 a 39 — 35 incluidos

CAPÍTULO II Principios

Artículo 5. Principios relativos al tratamiento.
1. Los datos personales serán:

a) tratados de manera lícita, leal y transparente en relación con el interesado («licitud, lealtad y
transparencia»);
b) recogidos con fines determinados, explícitos y legítimos, y no serán tratados ulteriormente de manera
incompatible con dichos fines; de acuerdo con el artículo 89, apartado 1, el tratamiento ulterior de los datos
personales con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica e histórica o fines
estadísticos no se considerará incompatible con los fines iniciales («limitación de la finalidad»);
c) adecuados, pertinentes y limitados a lo necesario en relación con los fines para los que son tratados
(«minimización de datos»);
d) exactos y, si fuera necesario, actualizados; se adoptarán todas las medidas razonables para que se
supriman o rectifiquen sin dilación los datos personales que sean inexactos con respecto a los fines para los
que se tratan («exactitud»);
e) mantenidos de forma que se permita la identificación de los interesados durante no más tiempo del
necesario para los fines del tratamiento de los datos personales; los datos personales podrán conservarse
durante períodos más largos siempre que se traten exclusivamente con fines de archivo en interés público,
fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado
1, sin perjuicio de la aplicación de las medidas técnicas y organizativas apropiadas que impone el presente
Reglamento a fin de proteger los derechos y libertades del interesado («limitación del plazo de
conservación»);
f) tratados de tal manera que se garantice una seguridad adecuada de los datos personales, incluida la
protección contra el tratamiento no autorizado o ilícito y contra su pérdida, destrucción o daño accidental,
mediante la aplicación de medidas técnicas u organizativas apropiadas («integridad y confidencialidad»).

2. El responsable del tratamiento será responsable del cumplimiento de lo dispuesto en el apartado 1 y capaz
de demostrarlo («responsabilidad proactiva»).

Artículo 6. Licitud del tratamiento.
1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes condiciones:

a) el interesado dio su consentimiento para el tratamiento de sus datos personales para uno o varios fines
específicos;
b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el interesado es parte o para la
aplicación a petición de este de medidas precontractuales;
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c) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una obligación legal aplicable al responsable del
tratamiento;
d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física;
e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el
ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento;
f) el tratamiento es necesario para la satisfacción de intereses legítimos perseguidos por el responsable del
tratamiento o por un tercero, siempre que sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los
derechos y libertades fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales, en
particular cuando el interesado sea un niño. Lo dispuesto en la letra f) del párrafo primero no será de
aplicación al tratamiento realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones.

2. Los Estados miembros podrán mantener o introducir disposiciones más específicas a fin de adaptar la
aplicación de las normas del presente Reglamento con respecto al tratamiento en cumplimiento del apartado
1, letras c) y e), fijando de manera más precisa requisitos específicos de tratamiento y otras medidas que
garanticen un tratamiento lícito y equitativo, con inclusión de otras situaciones específicas de tratamiento a
tenor del capítulo IX.
3. La base del tratamiento indicado en el apartado 1, letras c) y e), deberá ser establecida por:

a) el Derecho de la Unión, o b) el Derecho de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento. La finalidad del tratamiento deberá quedar determinada en dicha base jurídica o, en lo relativo
al tratamiento a que se refiere el apartado 1, letra e), será necesaria para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento.
Dicha base jurídica podrá contener disposiciones específicas para adaptar la aplicación de normas del
presente Reglamento, entre otras: las condiciones generales que rigen la licitud del tratamiento por parte
del responsable; los tipos de datos objeto de tratamiento; los interesados afectados; las entidades a las que
se pueden comunicar datos personales y los fines de tal comunicación; la limitación de la finalidad; los
plazos de conservación de los datos, así como las operaciones y los procedimientos del tratamiento,
incluidas las medidas para garantizar un tratamiento lícito y equitativo, como las relativas a otras
situaciones específicas de tratamiento a tenor del capítulo IX. El Derecho de la Unión o de los Estados
miembros cumplirá un objetivo de interés público y será proporcional al fin legítimo perseguido.

4. Cuando el tratamiento para otro fin distinto de aquel para el que se recogieron los datos personales no esté
basado en el consentimiento del interesado o en el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que
constituya una medida necesaria y proporcional en una sociedad democrática para salvaguardar los objetivos
indicados en el artículo 23, apartado 1, el responsable del tratamiento, con objeto de determinar si el
tratamiento con otro fin es compatible con el fin para el cual se recogieron inicialmente los datos personales,
tendrá en cuenta, entre otras cosas:

a) cualquier relación entre los fines para los cuales se hayan recogido los datos personales y los fines del
tratamiento ulterior previsto;
b) el contexto en que se hayan recogido los datos personales, en particular por lo que respecta a la relación
entre los interesados y el responsable del tratamiento;
c) la naturaleza de los datos personales, en concreto cuando se traten categorías especiales de datos
personales, de conformidad con el artículo 9, o datos personales relativos a condenas e infracciones
penales, de conformidad con el artículo 10;
d) las posibles consecuencias para los interesados del tratamiento ulterior previsto;
e) la existencia de garantías adecuadas, que podrán incluir el cifrado o la seudonimización.

Artículo 7. Condiciones para el consentimiento.
1. Cuando el tratamiento se base en el consentimiento del interesado, el responsable deberá ser capaz de
demostrar que aquel consintió el tratamiento de sus datos personales.
2. Si el consentimiento del interesado se da en el contexto de una declaración escrita que también se refiera a
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otros asuntos, la solicitud de consentimiento se presentará de tal forma que se distinga claramente de los
demás asuntos, de forma inteligible y de fácil acceso y utilizando un lenguaje claro y sencillo. No será
vinculante ninguna parte de la declaración que constituya infracción del presente Reglamento.
3. El interesado tendrá derecho a retirar su consentimiento en cualquier momento. La retirada del
consentimiento no afectará a la licitud del tratamiento basada en el consentimiento previo a su retirada. Antes
de dar su consentimiento, el interesado será informado de ello. Será tan fácil retirar el consentimiento como
darlo.
4. Al evaluar si el consentimiento se ha dado libremente, se tendrá en cuenta en la mayor medida posible el
hecho de si, entre otras cosas, la ejecución de un contrato, incluida la prestación de un servicio, se supedita al
consentimiento al tratamiento de datos personales que no son necesarios para la ejecución de dicho contrato.

Artículo 8. Condiciones aplicables al consentimiento del niño en relación con los servicios de la sociedad 
de la información.
1. Cuando se aplique el artículo 6, apartado 1, letra a), en relación con la oferta directa a niños de servicios de
la sociedad de la información, el tratamiento de los datos personales de un niño se considerará lícito cuando
tenga como mínimo 16 años. Si el niño es menor de 16 años, tal tratamiento únicamente se considerará lícito
si el consentimiento lo dio o autorizó el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, y solo en la medida
en que se dio o autorizó. Los Estados miembros podrán establecer por ley una edad inferior a tales fines,
siempre que esta no sea inferior a 13 años.
2. El responsable del tratamiento hará esfuerzos razonables para verificar en tales casos que el consentimiento
fue dado o autorizado por el titular de la patria potestad o tutela sobre el niño, teniendo en cuenta la tecnología
disponible.
3. El apartado 1 no afectará a las disposiciones generales del Derecho contractual de los Estados miembros,
como las normas relativas a la validez, formación o efectos de los contratos en relación con un niño.

Artículo 9. Tratamiento de categorías especiales de datos personales.
1. Quedan prohibidos el tratamiento de datos personales que revelen el origen étnico o racial, las opiniones
políticas, las convicciones religiosas o filosóficas, o la afiliación sindical, y el tratamiento de datos genéticos,
datos biométricos dirigidos a identificar de manera unívoca a una persona física, datos relativos a la salud o
datos relativos a la vida sexual o las orientación sexuales de una persona física.
2. El apartado 1 no será de aplicación cuando concurra una de las circunstancias siguientes:

a) el interesado dio su consentimiento explícito para el tratamiento de dichos datos personales con uno o
más de los fines especificados, excepto cuando el Derecho de la Unión o de los Estados miembros
establezca que la prohibición mencionada en el apartado 1 no puede ser levantada por el interesado;
b) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de obligaciones y el ejercicio de derechos específicos
del responsable del tratamiento o del interesado en el ámbito del Derecho laboral y de la seguridad y
protección social, en la medida en que así lo autorice el Derecho de la Unión de los Estados miembros o un
convenio colectivo con arreglo al Derecho de los Estados miembros que establezca garantías adecuadas del
respeto de los derechos fundamentales y de los intereses del interesado;
c) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o de otra persona física, en el
supuesto de que el interesado no esté capacitado, física o jurídicamente, para dar su consentimiento;
d) el tratamiento es efectuado, en el ámbito de sus actividades legítimas y con las debidas garantías, por
una fundación, una asociación o cualquier otro organismo sin ánimo de lucro, cuya finalidad sea política,
filosófica, religiosa o sindical, siempre que el tratamiento se refiera exclusivamente a los miembros
actuales o antiguos de tales organismos o a personas que mantengan contactos regulares con ellos en
relación con sus fines y siempre que los datos personales no se comuniquen fuera de ellos sin el
consentimiento de los interesados;
e) el tratamiento se refiere a datos personales que el interesado ha hecho manifiestamente públicos;
f) el tratamiento es necesario para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones o cuando los
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tribunales actúen en ejercicio de su función judicial;
g) el tratamiento es necesario por razones de un interés público esencial, sobre la base del Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial
el derecho a la protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses
y derechos fundamentales del interesado;
h) el tratamiento es necesario para fines de medicina preventiva o laboral, evaluación de la capacidad
laboral del trabajador, diagnóstico médico, prestación de asistencia o tratamiento de tipo sanitario o social,
o gestión de los sistemas y servicios de asistencia sanitaria y social, sobre la base del Derecho de la Unión o
de los Estados miembros o en virtud de un contrato con un profesional sanitario y sin perjuicio de las
condiciones y garantías contempladas en el apartado 3;
i) el tratamiento es necesario por razones de interés público en el ámbito de la salud pública, como la
protección frente a amenazas transfronterizas graves para la salud, o para garantizar elevados niveles de
calidad y de seguridad de la asistencia sanitaria y de los medicamentos o productos sanitarios, sobre la base
del Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca medidas adecuadas y específicas para
proteger los derechos y libertades del interesado, en particular el secreto profesional, j) el tratamiento es
necesario con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines
estadísticos, de conformidad con el artículo 89, apartado 1, sobre la base del Derecho de la Unión o de los
Estados miembros, que debe ser proporcional al objetivo perseguido, respetar en lo esencial el derecho a la
protección de datos y establecer medidas adecuadas y específicas para proteger los intereses y derechos
fundamentales del interesado.

3. Los datos personales a que se refiere el apartado 1 podrán tratarse a los fines citados en el apartado 2, letra
h), cuando su tratamiento sea realizado por un profesional sujeto a la obligación de secreto profesional, o bajo
su responsabilidad, de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o con las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes, o por cualquier otra persona sujeta también a la
obligación de secreto de acuerdo con el Derecho de la Unión o de los Estados miembros o de las normas
establecidas por los organismos nacionales competentes.
4. Los Estados miembros podrán mantener o introducir condiciones adicionales, inclusive limitaciones, con
respecto al tratamiento de datos genéticos, datos biométricos o datos relativos a la salud.

Artículo 10. Tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales.
El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales o medidas de seguridad
conexas sobre la base del artículo 6, apartado 1, sólo podrá llevarse a cabo bajo la supervisión de las
autoridades públicas o cuando lo autorice el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que establezca
garantías adecuadas para los derechos y libertades de los interesados. Solo podrá llevarse un registro completo
de condenas penales bajo el control de las autoridades públicas.

Artículo 11. Tratamiento que no requiere identificación.
1. Si los fines para los cuales un responsable trata datos personales no requieren o ya no requieren la
identificación de un interesado por el responsable, este no estará obligado a mantener, obtener o tratar
información adicional con vistas a identificar al interesado con la única finalidad de cumplir el presente
Reglamento.
2. Cuando, en los casos a que se refiere el apartado 1 del presente artículo, el responsable sea capaz de
demostrar que no está en condiciones de identificar al interesado, le informará en consecuencia, de ser
posible. En tales casos no se aplicarán los artículos 15 a 20, excepto cuando el interesado, a efectos del
ejercicio de sus derechos en virtud de dichos artículos, facilite información adicional que permita su
identificación.

CAPÍTULO III Derechos del interesado

Sección 1 Transparencia y modalidades
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Artículo 12. Transparencia de la información, comunicación y modalidades de ejercicio de los derechos 
del interesado.
1. El responsable del tratamiento tomará las medidas oportunas para facilitar al interesado toda información
indicada en los artículos 13 y 14, así como cualquier comunicación con arreglo a los artículos 15 a 22 y 34
relativa al tratamiento, en forma concisa, transparente, inteligible y de fácil acceso, con un lenguaje claro y
sencillo, en particular cualquier información dirigida específicamente a un niño. La información será
facilitada por escrito o por otros medios, inclusive, si procede, por medios electrónicos. Cuando lo solicite el
interesado, la información podrá facilitarse verbalmente siempre que se demuestre la identidad del interesado
por otros medios.
2. El responsable del tratamiento facilitará al interesado el ejercicio de sus derechos en virtud de los artículos
15 a 22. En los casos a que se refiere el artículo 11, apartado 2, el responsable no se negará a actuar a petición
del interesado con el fin de ejercer sus derechos en virtud de los artículos 15 a 22, salvo que pueda demostrar
que no está en condiciones de identificar al interesado.
3. El responsable del tratamiento facilitará al interesado información relativa a sus actuaciones sobre la base
de una solicitud con arreglo a los artículos 15 a 22, y, en cualquier caso, en el plazo de un mes a partir de la
recepción de la solicitud. Dicho plazo podrá prorrogarse otros dos meses en caso necesario, teniendo en
cuenta la complejidad y el número de solicitudes. El responsable informará al interesado de cualquiera de
dichas prórrogas en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud, indicando los motivos de la
dilación. Cuando el interesado presente la solicitud por medios electrónicos, la información se facilitará por
medios electrónicos cuando sea posible, a menos que el interesado solicite que se facilite de otro modo.
4. Si el responsable del tratamiento no da curso a la solicitud del interesado, le informará sin dilación, y a más
tardar transcurrido un mes de la recepción de la solicitud, de las razones de su no actuación y de la posibilidad
de presentar una reclamación ante una autoridad de control y de ejercitar acciones judiciales.
5. La información facilitada en virtud de los artículos 13 y 14 así como toda comunicación y cualquier
actuación realizada en virtud de los artículos 15 a 22 y 34 serán a título gratuito. Cuando las solicitudes sean
manifiestamente infundadas o excesivas, especialmente debido a su carácter repetitivo, el responsable del
tratamiento podrá:

a) cobrar un canon razonable en función de los costes administrativos afrontados para facilitar la
información o la comunicación o realizar la actuación solicitada, o b) negarse a actuar respecto de la
solicitud. El responsable del tratamiento soportará la carga de demostrar el carácter manifiestamente
infundado o excesivo de la solicitud.

6. Sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 11, cuando el responsable del tratamiento tenga dudas razonables
en relación con la identidad de la persona física que cursa la solicitud a que se refieren los artículos 15 a 21,
podrá solicitar que se facilite la información adicional necesaria para confirmar la identidad del interesado.
7. La información que deberá facilitarse a los interesados en virtud de los artículos 13 y 14 podrá transmitirse
en combinación con iconos normalizados que permitan proporcionar de forma fácilmente visible, inteligible y
claramente legible una adecuada visión de conjunto del tratamiento previsto. Los iconos que se presenten en
formato electrónico serán legibles mecánicamente.
8. La Comisión estará facultada para adoptar actos delegados de conformidad con el artículo 92 a fin de
especificar la información que se ha de presentar a través de iconos y los procedimientos para proporcionar
iconos normalizados.

Sección 2 Información y acceso a los datos personales

Artículo 13. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales se obtengan del interesado.
1. Cuando se obtengan de un interesado datos personales relativos a él, el responsable del tratamiento, en el
momento en que estos se obtengan, le facilitará toda la información indicada a continuación:

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso;

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 94

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales y la base jurídica del tratamiento;
d) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legítimos del responsable
o de un tercero;
e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un tercer país u organización
internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en el caso de las
transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, referencia a
las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de estas o al hecho de que se
hayan prestado.

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento facilitará al
interesado, en el momento en que se obtengan los datos personales, la siguiente información necesaria para
garantizar un tratamiento de datos leal y transparente:

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando no sea posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
b) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos personales
relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, o a oponerse al
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos;
c) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a),
la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud
del tratamiento basado en el consentimiento previo a su retirada;
d) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
e) si la comunicación de datos personales es un requisito legal o contractual, o un requisito necesario para
suscribir un contrato, y si el interesado está obligado a facilitar los datos personales y está informado de las
posibles consecuencias de que no facilitar tales datos;
f) la existencia de decisiones automatizas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo 22,
apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

3. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de datos personales para un fin que
no sea aquel para el que se recogieron, proporcionará al interesado, con anterioridad a dicho tratamiento
ulterior, información sobre ese otro fin y cualquier información adicional pertinente a tenor del apartado 2.
4. Las disposiciones de los apartados 1, 2 y 3 no serán aplicables cuando y en la medida en que el interesado ya
disponga de la información.

Artículo 14. Información que deberá facilitarse cuando los datos personales no se hayan obtenido del 
interesado.
1. Cuando los datos personales no se hayan obtenidos del interesado, el responsable del tratamiento le
facilitará la siguiente información:

a) la identidad y los datos de contacto del responsable y, en su caso, de su representante;
b) los datos de contacto del delegado de protección de datos, en su caso;
c) los fines del tratamiento a que se destinan los datos personales, así como la base jurídica del tratamiento;
d) las categorías de datos personales de que se trate;
e) los destinatarios o las categorías de destinatarios de los datos personales, en su caso;
f) en su caso, la intención del responsable de transferir datos personales a un destinatario en un tercer país
u organización internacional y la existencia o ausencia de una decisión de adecuación de la Comisión, o, en
el caso de las transferencias indicadas en los artículos 46 o 47 o el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo,
referencia a las garantías adecuadas o apropiadas y a los medios para obtener una copia de ellas o al hecho
de que se hayan prestado.

2. Además de la información mencionada en el apartado 1, el responsable del tratamiento facilitará al
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interesado la siguiente información necesaria para garantizar un tratamiento de datos leal y transparente
respecto del interesado:

a) el plazo durante el cual se conservarán los datos personales o, cuando eso no sea posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
b) cuando el tratamiento se base en el artículo 6, apartado 1, letra f), los intereses legítimos del responsable
del tratamiento o de un tercero;
c) la existencia del derecho a solicitar al responsable del tratamiento el acceso a los datos personales
relativos al interesado, y su rectificación o supresión, o la limitación de su tratamiento, y a oponerse al
tratamiento, así como el derecho a la portabilidad de los datos;
d) cuando el tratamiento esté basado en el artículo 6, apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a),
la existencia del derecho a retirar el consentimiento en cualquier momento, sin que ello afecte a la licitud
del tratamiento basada en el consentimiento antes de su retirada;
e) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
f) la fuente de la que proceden los datos personales y, en su caso, si proceden de fuentes de acceso público;
g) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo
22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

3. El responsable del tratamiento facilitará la información indicada en los apartados 1 y 2:
a) dentro de un plazo razonable, una vez obtenidos los datos personales, y a más tardar dentro de un mes,
habida cuenta de las circunstancias específicas en las que se traten dichos datos;
b) si los datos personales han de utilizarse para comunicación con el interesado, a más tardar en el
momento de la primera comunicación a dicho interesado, o c) si está previsto comunicarlos a otro
destinatario, a más tardar en el momento en que los datos personales sean comunicados por primera vez.

4. Cuando el responsable del tratamiento proyecte el tratamiento ulterior de los datos personales para un fin
que no sea aquel para el que se obtuvieron, proporcionará al interesado, antes de dicho tratamiento ulterior,
información sobre ese otro fin y cualquier otra información pertinente indicada en el apartado 2.
5. Las disposiciones de los apartados 1 a 4 no serán aplicables cuando y en la medida en que:

a) el interesado ya disponga de la información;
b) la comunicación de dicha información resulte imposible o suponga un esfuerzo desproporcionado, en
particular para el tratamiento con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o
histórica o fines estadísticos, a reserva de las condiciones y garantías indicadas en el artículo 89, apartado
1, o en la medida en que la obligación mencionada en el apartado 1 del presente artículo pueda
imposibilitar u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de tal tratamiento. En tales casos, el
responsable adoptará medidas adecuadas para proteger los derechos, libertades e intereses legítimos del
interesado, inclusive haciendo pública la información;
c) la obtención o la comunicación esté expresamente establecida por el Derecho de la Unión o de los
Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento y que establezca medidas adecuadas para
proteger los intereses legítimos del interesado, o d) cuando los datos personales deban seguir teniendo
carácter confidencial sobre la base de una obligación de secreto profesional regulada por el Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, incluida una obligación de secreto de naturaleza estatutaria.

Artículo 15. Derecho de acceso del interesado.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento confirmación de si se están tratando
o no datos personales que le conciernen y, en tal caso, derecho de acceso a los datos personales y a la siguiente
información:

a) los fines del tratamiento;
b) las categorías de datos personales de que se trate;
c) los destinatarios o las categorías de destinatarios a los que se comunicaron o serán comunicados los
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datos personales, en particular destinatarios en terceros u organizaciones internacionales;
d) de ser posible, el plazo previsto de conservación de los datos personales o, de no ser posible, los criterios
utilizados para determinar este plazo;
e) la existencia del derecho a solicitar del responsable la rectificación o supresión de datos personales o la
limitación del tratamiento de datos personales relativos al interesado, o a oponerse a dicho tratamiento;
f) el derecho a presentar una reclamación ante una autoridad de control;
g) cuando los datos personales no se hayan obtenido del interesado, cualquier información disponible
sobre su origen;
h) la existencia de decisiones automatizadas, incluida la elaboración de perfiles, a que se refiere el artículo
22, apartados 1 y 4, y, al menos en tales casos, información significativa sobre la lógica aplicada, así como la
importancia y las consecuencias previstas de dicho tratamiento para el interesado.

2. Cuando se transfieran datos personales a un tercer país o a una organización internacional, el interesado
tendrá derecho a ser informado de las garantías adecuadas en virtud del artículo 46 relativas a la transferencia.
3. El responsable del tratamiento facilitará una copia de los datos personales objeto de tratamiento. El
responsable podrá percibir por cualquier otra copia solicitada por el interesado un canon razonable basado en
los costes administrativos. Cuando el interesado presente la solicitud por medios electrónicos, y a menos que
este solicite que se facilite de otro modo, la información se facilitará en un formato electrónico de uso común.
4. El derecho a obtener copia mencionado en el apartado 3 no afectará negativamente a los derechos y
libertades de otros.

Sección 3 Rectificación y supresión

Artículo 16. Derecho de rectificación.
El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la rectificación
de los datos personales inexactos que le conciernan. Teniendo en cuenta los fines del tratamiento, el
interesado tendrá derecho a que se completen los datos personales que sean incompletos, inclusive mediante
una declaración adicional.

Artículo 17. Derecho de supresión («el derecho al olvido»).
»).
1. El interesado tendrá derecho a obtener sin dilación indebida del responsable del tratamiento la supresión de
los datos personales que le conciernan, el cual estará obligado a suprimir sin dilación indebida los datos
personales cuando concurra alguna de las circunstancias siguientes:

a) los datos personales ya no sean necesarios en relación con los fines para los que fueron recogidos o
tratados de otro modo;
b) el interesado retire el consentimiento en que se basa el tratamiento de conformidad con el artículo 6,
apartado 1, letra a), o el artículo 9, apartado 2, letra a), y este no se base en otro fundamento jurídico;
c) el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21, apartado 1, y no prevalezcan otros
motivos legítimos para el tratamiento, o el interesado se oponga al tratamiento con arreglo al artículo 21,
apartado 2;
d) los datos personales hayan sido tratados ilícitamente;
e) los datos personales deban suprimirse para el cumplimiento de una obligación legal establecida en el
Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento;
f) los datos personales se hayan obtenido en relación con la oferta de servicios de la sociedad de la
información mencionados en el artículo 8, apartado 1.

2. Cuando haya hecho públicos los datos personales y esté obligado, en virtud de lo dispuesto en el apartado 1,
a suprimir dichos datos, el responsable del tratamiento, teniendo en cuenta la tecnología disponible y el coste
de su aplicación, adoptará medidas razonables, incluidas medidas técnicas, con miras a informar a los
responsables que estén tratando los datos personales de la solicitud del interesado de supresión de cualquier
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enlace a esos datos personales, o cualquier copia o réplica de los mismos.
3. Los apartados 1 y 2 no se aplicarán cuando el tratamiento sea necesario:

a) para ejercer el derecho a la libertad de expresión e información;
b) para el cumplimiento de una obligación legal que requiera el tratamiento de datos impuesta por el
Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del tratamiento, o para el
cumplimiento de una misión realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al
responsable;
c) por razones de interés público en el ámbito de la salud pública de conformidad con el artículo 9,
apartado 2, letras h) e i), y apartado 3;
d) con fines de archivo en interés público, fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos,
de conformidad con el artículo 89, apartado 1, en la medida en que el derecho indicado en el apartado 1
pudiera hacer imposible u obstaculizar gravemente el logro de los objetivos de dicho tratamiento, o e) para
la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.

Artículo 18. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El interesado tendrá derecho a obtener del responsable del tratamiento la limitación del tratamiento de los
datos cuando se cumpla alguna de las condiciones siguientes:

a) el interesado impugne la exactitud de los datos personales, durante un plazo que permita al responsable
verificar la exactitud de los mismos;
b) el tratamiento sea ilícito y el interesado se oponga a la supresión de los datos personales y solicite en su
lugar la limitación de su uso;
c) el responsable ya no necesite los datos personales para los fines del tratamiento, pero el interesado los
necesite para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones;
d) el interesado se haya opuesto al tratamiento en virtud del artículo 21, apartado 1, mientras se verifica si
los motivos legítimos del responsable prevalecen sobre los del interesado.

2. Cuando el tratamiento de datos personales se haya limitado en virtud del apartado 1, dichos datos solo
podrán ser objeto de tratamiento, con excepción de su conservación, con el consentimiento del interesado o
para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones, o con miras a la protección de los derechos de
otra persona física o jurídica o por razones de interés público importante de la Unión o de un determinado
Estado miembro.
3. Todo interesado que haya obtenido la limitación del tratamiento con arreglo al apartado 1 será informado
por el responsable antes del levantamiento de dicha limitación.

Artículo 19. Obligación de notificación relativa a la rectificación o supresión de datos personales o la 
limitación del tratamiento.
El responsable del tratamiento comunicará cualquier rectificación o supresión de datos personales o
limitación del tratamiento efectuada con arreglo al artículo 16, al artículo 17, apartado 1, y al artículo 18 a cada
uno de los destinatarios a los que se hayan comunicado los datos personales, salvo que sea imposible o exija
un esfuerzo desproporcionado. El responsable informará al interesado acerca de dichos destinatarios, si este
así lo solicita.

Artículo 20. Derecho a la portabilidad de los datos.
1. El interesado tendrá derecho a recibir los datos personales que le incumban, que haya facilitado a un
responsable del tratamiento, en un formato estructurado, de uso común y lectura mecánica, y a transmitirlos a
otro responsable del tratamiento sin que lo impida el responsable al que se los hubiera facilitado, cuando:

a) el tratamiento esté basado en el consentimiento con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra a), o el
artículo 9, apartado 2, letra a), o en un contrato con arreglo al artículo 6, apartado 1, letra b), y b) el
tratamiento se efectúe por medios automatizados.

2. Al ejercer su derecho a la portabilidad de los datos de acuerdo con el apartado 1, el interesado tendrá
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derecho a que los datos personales se transmitan directamente de responsable a responsable cuando sea
técnicamente posible.
3. El ejercicio del derecho mencionado en el apartado 1 del presente artículo se entenderá sin perjuicio del
artículo 17. Tal derecho no se aplicará al tratamiento que sea necesario para el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable del tratamiento.
4. El derecho mencionado en el apartado 1 no afectará negativamente a los derechos y libertades de otros.

Sección 4 Derecho de oposición y decisiones individuales automatizadas

Artículo 21. Derecho de oposición.
1. El interesado tendrá derecho a oponerse en cualquier momento, por motivos relacionados con su situación
particular, a que datos personales que le conciernan sean objeto de un tratamiento basado en lo dispuesto en
el artículo 6, apartado 1, letras e) o f), incluida la elaboración de perfiles sobre la base de dichas disposiciones.
El responsable del tratamiento dejará de tratar los datos personales, salvo que acredite motivos legítimos
imperiosos para el tratamiento que prevalezcan sobre los intereses, los derechos y las libertades del
interesado, o para la formulación, el ejercicio o la defensa de reclamaciones.
2. Cuando el tratamiento de datos personales tenga por objeto la mercadotecnia directa, el interesado tendrá
derecho a oponerse en todo momento al tratamiento de los datos personales que le conciernan, incluida la
elaboración de perfiles en la medida en que esté relacionada con la citada mercadotecnia.
3. Cuando el interesado se oponga al tratamiento con fines de mercadotecnia directa, los datos personales
dejarán de ser tratados para dichos fines.
4. A más tardar en el momento de la primera comunicación con el interesado, el derecho indicado en los
apartados 1 y 2 será mencionado explícitamente al interesado y será presentado claramente y al margen de
cualquier otra información.
5. En el contexto de la utilización de servicios de la sociedad de la información, y no obstante lo dispuesto en la
Directiva 2002/58/CE, el interesado podrá ejercer su derecho a oponerse por medios automatizados que
apliquen especificaciones técnicas.
6. Cuando los datos personales se traten con fines de investigación científica o histórica o fines estadísticos de
conformidad con el artículo 89, apartado 1, el interesado tendrá derecho, por motivos relacionados con su
situación particular, a oponerse al tratamiento de datos personales que le conciernan, salvo que sea necesario
para el cumplimiento de una misión realizada por razones de interés público.

Artículo 22. Decisiones individuales automatizadas, incluida la elaboración de perfiles.
1. Todo interesado tendrá derecho a no ser objeto de una decisión basada únicamente en el tratamiento
automatizado, incluida la elaboración de perfiles, que produzca efectos jurídicos en él o le afecte
significativamente de modo similar.
2. El apartado 1 no se aplicará si la decisión:

a) es necesaria para la celebración o la ejecución de un contrato entre el interesado y un responsable del
tratamiento;
b) está autorizada por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable del
tratamiento y que establezca asimismo medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y
los intereses legítimos del interesado, o c) se basa en el consentimiento explícito del interesado.

3. En los casos a que se refiere el apartado 2, letras a) y c), el responsable del tratamiento adoptará las medidas
adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado, como mínimo
el derecho a obtener intervención humana por parte del responsable, a expresar su punto de vista y a
impugnar la decisión.
4. Las decisiones a que se refiere el apartado 2 no se basarán en las categorías especiales de datos personales
contempladas en el artículo 9, apartado 1, salvo que se aplique el artículo 9, apartado 2, letra a) o g), y se hayan
tomado medidas adecuadas para salvaguardar los derechos y libertades y los intereses legítimos del interesado.
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Sección 5 Limitaciones

Artículo 23. Limitaciones.
1. El Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se aplique al responsable o el encargado del
tratamiento podrá limitar, a través de medidas legislativas, el alcance de las obligaciones y de los derechos
establecidos en los artículos 12 a 22 y el artículo 34, así como en el artículo 5 en la medida en que sus
disposiciones se correspondan con los derechos y obligaciones contemplados en los artículos 12 a 22, cuando
tal limitación respete en lo esencial los derechos y libertades fundamentales y sea una medida necesaria y
proporcionada en una sociedad democrática para salvaguardar:

a) la seguridad del Estado;
b) la defensa;
c) la seguridad pública;
d) la prevención, investigación, detección o enjuiciamiento de infracciones penales o la ejecución de
sanciones penales, incluida la protección frente a amenazas a la seguridad pública y su prevención;
e) otros objetivos importantes de interés público general de la Unión o de un Estado miembro, en particular
un interés económico o financiero importante de la Unión o de un Estado miembro, inclusive en los
ámbitos fiscal, presupuestario y monetario, la sanidad pública y la seguridad social;
f) la protección de la independencia judicial y de los procedimientos judiciales;
g) la prevención, la investigación, la detección y el enjuiciamiento de infracciones de normas deontológicas
en las profesiones reguladas;
h) una función de supervisión, inspección o reglamentación vinculada, incluso ocasionalmente, con el
ejercicio de la autoridad pública en los casos contemplados en las letras a) a e) y g);
i) la protección del interesado o de los derechos y libertades de otros;
j) la ejecución de demandas civiles.

2. En particular, cualquier medida legislativa indicada en el apartado 1 contendrá como mínimo, en su caso,
disposiciones específicas relativas a:

a) la finalidad del tratamiento o de las categorías de tratamiento;
b) las categorías de datos personales de que se trate;
c) el alcance de las limitaciones establecidas;
d) las garantías para evitar accesos o transferencias ilícitos o abusivos;
e) la determinación del responsable o de categorías de responsables;
f) los plazos de conservación y las garantías aplicables habida cuenta de la naturaleza alcance y objetivos
del tratamiento o las categorías de tratamiento;
g) los riesgos para los derechos y libertades de los interesados, y h) el derecho de los interesados a ser
informados sobre la limitación, salvo si puede ser perjudicial a los fines de esta.

CAPÍTULO IV Responsable del tratamiento y encargado del tratamiento

Sección 1 Obligaciones generales

Artículo 24. Responsabilidad del responsable del tratamiento.
1. Teniendo en cuenta la naturaleza, el ámbito, el contexto y los fines del tratamiento así como los riesgos de
diversa probabilidad y gravedad para los derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del
tratamiento aplicará medidas técnicas y organizativas apropiadas a fin de garantizar y poder demostrar que el
tratamiento es conforme con el presente Reglamento. Dichas medidas se revisarán y actualizarán cuando sea
necesario.
2. Cuando sean proporcionadas en relación con las actividades de tratamiento, entre las medidas mencionadas
en el apartado 1 se incluirá la aplicación, por parte del responsable del tratamiento, de las oportunas políticas
de protección de datos.
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3. La adhesión a códigos de conducta aprobados a tenor del artículo 40 o a un mecanismo de certificación
aprobado a tenor del artículo 42 podrán ser utilizados como elementos para demostrar el cumplimiento de las
obligaciones por parte del responsable del tratamiento.

Artículo 25. Protección de datos desde el diseño y por defecto.
1. Teniendo en cuenta el estado de la técnica, el coste de la aplicación y la naturaleza, ámbito, contexto y fines
del tratamiento, así como los riesgos de diversa probabilidad y gravedad que entraña el tratamiento para los
derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del tratamiento aplicará, tanto en el momento de
determinar los medios de tratamiento como en el momento del propio tratamiento, medidas técnicas y
organizativas apropiadas, como la seudonimización, concebidas para aplicar de forma efectiva los principios
de protección de datos, como la minimización de datos, e integrar las garantías necesarias en el tratamiento, a
fin de cumplir los requisitos del presente Reglamento y proteger los derechos de los interesados.
2. El responsable del tratamiento aplicará las medidas técnicas y organizativas apropiadas con miras a
garantizar que, por defecto, solo sean objeto de tratamiento los datos personales que sean necesarios para cada
uno de los fines específicos del tratamiento. Esta obligación se aplicará a la cantidad de datos personales
recogidos, a la extensión de su tratamiento, a su plazo de conservación y a su accesibilidad. Tales medidas
garantizarán en particular que, por defecto, los datos personales no sean accesibles, sin la intervención de la
persona, a un número indeterminado de personas físicas.
3. Podrá utilizarse un mecanismo de certificación aprobado con arreglo al artículo 42 como elemento que
acredite el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los apartados 1 y 2 del presente artículo.

Artículo 26. Corresponsables del tratamiento.
1. Cuando dos o más responsables determinen conjuntamente los objetivos y los medios del tratamiento serán
considerados corresponsables del tratamiento. Los corresponsables determinarán de modo transparente y de
mutuo acuerdo sus responsabilidades respectivas en el cumplimiento de las obligaciones impuestas por el
presente Reglamento, en particular en cuanto al ejercicio de los derechos del interesado y a sus respectivas
obligaciones de suministro de información a que se refieren los artículos 13 y 14, salvo, y en la medida en que,
sus responsabilidades respectivas se rijan por el Derecho de la Unión o de los Estados miembros que se les
aplique a ellos. Dicho acuerdo podrá designar un punto de contacto para los interesados.
2. El acuerdo indicado en el apartado 1 reflejará debidamente las funciones y relaciones respectivas de los
corresponsables en relación con los interesados. Se pondrán a disposición del interesado los aspectos
esenciales del acuerdo.
3. Independientemente de los términos del acuerdo a que se refiere el apartado 1, los interesados podrán
ejercer los derechos que les reconoce el presente Reglamento frente a, y en contra de, cada uno de los
responsables.

Artículo 27. Representantes de responsables o encargados del tratamiento no establecidos en la Unión.
1. Cuando sea de aplicación el artículo 3, apartado 2, el responsable o el encargado del tratamiento designará
por escrito un representante en la Unión.
2. La obligación establecida en el apartado 1 del presente artículo no será aplicable:

a) al tratamiento que sea ocasional, que no incluyan el manejo a gran escala de categorías especiales de
datos indicadas en el artículo 9, apartado 1, o de datos personales relativos a condenas e infracciones
penales a que se refiere el artículo 10, y que sea improbable que entrañe un riesgo para los derechos y
libertades de las personas físicas, teniendo en cuenta la naturaleza, contexto, alcance y objetivos del
tratamiento, o b) a las autoridades u organismos públicos.

3. El representante estará establecido en uno de los Estados miembros en que estén los interesados cuyos
datos personales se traten en el contexto de una oferta de bienes o servicios, o cuyo comportamiento esté
siendo controlado.
4. El responsable o el encargado del tratamiento encomendará al representante que atienda, junto al
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responsable o al encargado, o en su lugar, a las consultas, en particular, de las autoridades de control y de los
interesados, sobre todos los asuntos relativos al tratamiento, a fin de garantizar el cumplimiento de lo
dispuesto en el presente Reglamento.
5. La designación de un representante por el responsable o el encargado del tratamiento se entenderá sin
perjuicio de las acciones que pudieran emprenderse contra el propio responsable o encargado.

Artículo 28. Encargado del tratamiento.
1. Cuando se vaya a realizar un tratamiento por cuenta de un responsable del tratamiento, este elegirá
únicamente un encargado que ofrezca garantías suficientes para aplicar medidas técnicas y organizativas
apropiados, de manera que el tratamiento sea conforme con los requisitos del presente Reglamento y
garantice la protección de los derechos del interesado.
2. El encargado del tratamiento no recurrirá a otro encargado sin la autorización previa por escrito, específica
o general, del responsable. En este último caso, el encargado informará al responsable de cualquier cambio
previsto en la incorporación o sustitución de otros encargados, dando así al responsable la oportunidad de
oponerse a dichos cambios.
3. El tratamiento por el encargado se regirá por un contrato u otro acto jurídico con arreglo al Derecho de la
Unión o de los Estados miembros, que vincule al encargado respecto del responsable y establezca el objeto, la
duración, la naturaleza y la finalidad del tratamiento, el tipo de datos personales y categorías de interesados, y
las obligaciones y derechos del responsable. Dicho contrato o acto jurídico estipulará, en particular, que el
encargado:

a) tratará los datos personales únicamente siguiendo instrucciones documentadas del responsable,
inclusive con respecto a las transferencias de datos personales a un tercer país o una organización
internacional, salvo que esté obligado a ello en virtud del Derecho de la Unión o de los Estados miembros
que se aplique al encargado; en tal caso, el encargado informará al responsable de esa exigencia legal
previa al tratamiento, salvo que tal Derecho lo prohíba por razones importantes de interés público;
b) garantizará que las personas autorizadas para tratar datos personales se hayan comprometido a respetar
la confidencialidad o estén sujetas a una obligación de confidencialidad de naturaleza estatutaria;
c) tomará todas las medidas necesarias de conformidad con el artículo 32;
d) respetará las condiciones indicadas en los apartados 2 y 4 para recurrir a otro encargado del tratamiento;
e) asistirá al responsable, teniendo cuenta la naturaleza del tratamiento, a través de medidas técnicas y
organizativas apropiadas, siempre que sea posible, para que este pueda cumplir con su obligación de
responder a las solicitudes que tengan por objeto el ejercicio de los derechos de los interesados
establecidos en el capítulo III;
f) ayudará al responsable a garantizar el cumplimiento de las obligaciones establecidas en los artículos 32 a
36, teniendo en cuenta la naturaleza del tratamiento y la información a disposición del encargado;
g) a elección del responsable, suprimirá o devolverá todos los datos personales una vez finalice la
prestación de los servicios de tratamiento, y suprimirá las copias existentes a menos que se requiera la
conservación de los datos personales en virtud del Derecho de la Unión o de los Estados miembros;
h) pondrá a disposición del responsable toda la información necesaria para demostrar el cumplimiento de
las obligaciones establecidas en el presente artículo, así como para permitir y contribuir a la realización de
auditorías, incluidas inspecciones, por parte del responsable o de otro auditor autorizado por dicho
responsable. En relación con lo dispuesto en la letra h) del párrafo primero, el encargado informará
inmediatamente al responsable si, en su opinión, una instrucción infringe el presente Reglamento u otras
disposiciones en materia de protección de datos de la Unión o de los Estados miembros.

4. Cuando un encargado del tratamiento recurra a otro encargado para llevar a cabo determinadas actividades
de tratamiento por cuenta del responsable, se impondrán a este otro encargado, mediante contrato u otro acto
jurídico establecido con arreglo al Derecho de la Unión o de los Estados miembros, las mismas obligaciones de
protección de datos que las estipuladas en el contrato u otro acto jurídico entre el responsable y el encargado a

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 102

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



que se refiere el apartado 3, en particular la prestación de garantías suficientes de aplicación de medidas
técnicas y organizativas apropiadas de manera que el tratamiento sea conforme con las disposiciones del
presente Reglamento. Si ese otro encargado incumple sus obligaciones de protección de datos, el encargado
inicial seguirá siendo plenamente responsable ante el responsable del tratamiento por lo que respecta al
cumplimiento de las obligaciones del otro encargado.
5. La adhesión del encargado del tratamiento a un código de conducta aprobado a tenor del artículo 40 o a un
mecanismo de certificación aprobado a tenor del artículo 42 podrá utilizarse como elemento para demostrar la
existencia de las garantías suficientes a que se refieren los apartados 1 y 4 del presente artículo.
6. Sin perjuicio de que el responsable y el encargado del tratamiento celebren un contrato individual, el
contrato u otro acto jurídico a que se refieren los apartados 3 y 4 del presente artículo podrá basarse, total o
parcialmente, en las cláusulas contractuales tipo a que se refieren los apartados 7 y 8 del presente artículo,
inclusive cuando formen parte de una certificación concedida al responsable o encargado de conformidad con
los artículos 42 y 43.
7. La Comisión podrá fijar cláusulas contractuales tipo para los asuntos a que se refieren los apartados 3 y 4 del
presente artículo, de acuerdo con el procedimiento de examen a que se refiere el artículo 93, apartado 2.
8. Una autoridad de control podrá adoptar cláusulas contractuales tipo para los asuntos a que se refieren los
apartados 3 y 4 del presente artículo, de acuerdo con el mecanismo de coherencia a que se refiere el artículo
63.
9. El contrato u otro acto jurídico a que se refieren los apartados 3 y 4 constará por escrito, inclusive en
formato electrónico.
10. Sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 82, 83 y 84, si un encargado del tratamiento infringe el
presente Reglamento al determinar los fines y medios del tratamiento, será considerado responsable del
tratamiento con respecto a dicho tratamiento.

Artículo 29. Tratamiento bajo la autoridad del responsable o del encargado del tratamiento.
El encargado del tratamiento y cualquier persona que actúe bajo la autoridad del responsable o del encargado
y tenga acceso a datos personales solo podrán tratar dichos datos siguiendo instrucciones del responsable, a
no ser que estén obligados a ello en virtud del Derecho de la Unión o de los Estados miembros.

Artículo 30. Registro de las actividades de tratamiento.
1. Cada responsable y, en su caso, su representante llevarán un registro de las actividades de tratamiento
efectuadas bajo su responsabilidad. Dicho registro deberá contener toda la información indicada a
continuación:

a) el nombre y los datos de contacto del responsable y, en su caso, del corresponsable, del representante
del responsable, y del delegado de protección de datos;
b) los fines del tratamiento;
c) una descripción de las categorías de interesados y de las categorías de datos personales;
d) las categorías de destinatarios a quienes se comunicaron o comunicarán los datos personales, incluidos
los destinatarios en terceros países u organizaciones internacionales;
e) en su caso, las transferencias de datos personales a un tercer país o una organización internacional,
incluida la identificación de dicho tercer país u organización internacional y, en el caso de las
transferencias indicadas en el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, la documentación de garantías
adecuadas;
f) cuando sea posible, los plazos previstos para la supresión de las diferentes categorías de datos;
g) cuando sea posible, una descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad a que
se refiere el artículo 32, apartado 1.

2. Cada encargado y, en su caso, el representante del encargado, llevará un registro de todas las categorías de
actividades de tratamiento efectuadas por cuenta de un responsable que contenga:

a) el nombre y los datos de contacto del encargado o encargados y de cada responsable por cuenta del cual
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actúe el encargado, y, en su caso, del representante del responsable o del encargado, y del delegado de
protección de datos;
b) las categorías de tratamientos efectuados por cuenta de cada responsable;
c) en su caso, las transferencias de datos personales a un tercer país u organización internacional, incluida
la identificación de dicho tercer país u organización internacional y, en el caso de las transferencias
indicadas en el artículo 49, apartado 1, párrafo segundo, la documentación de garantías adecuadas;
d) cuando sea posible, una descripción general de las medidas técnicas y organizativas de seguridad a que
se refiere el artículo 30, apartado 1.

3. Los registros a que se refieren los apartados 1 y 2 constarán por escrito, inclusive en formato electrónico.
4. El responsable o el encargado del tratamiento y, en su caso, el representante del responsable o del
encargado pondrán el registro a disposición de la autoridad de control que lo solicite.
5. Las obligaciones indicadas en los apartados 1 y 2 no se aplicarán a ninguna empresa ni organización que
emplee a menos de 250 personas, a menos que el tratamiento que realice pueda entrañar un riesgo para los
derechos y libertades de los interesados, no sea ocasional, o incluya categorías especiales de datos personales
indicadas en el artículo 9, apartado 1, o datos personales relativos a condenas e infracciones penales a que se
refiere el artículo 10.

Artículo 31. Cooperación con la autoridad de control.
El responsable y el encargado del tratamiento y, en su caso, sus representantes cooperarán con la autoridad de
control que lo solicite en el desempeño de sus funciones.

Sección 2 Seguridad de los datos personales

Artículo 32. Seguridad del tratamiento.
1. Teniendo en cuenta el estado de la técnica, los costes de aplicación, y la naturaleza, el alcance, el contexto y
los fines del tratamiento, así como riesgos de probabilidad y gravedad variables para los derechos y libertades
de las personas físicas, el responsable y el encargado del tratamiento aplicarán medidas técnicas y
organizativas apropiadas para garantizar un nivel de seguridad adecuado al riesgo, que en su caso incluya,
entre otros:

a) la seudonimización y el cifrado de datos personales;
b) la capacidad de garantizar la confidencialidad, integridad, disponibilidad y resiliencia permanentes de
los sistemas y servicios de tratamiento;
c) la capacidad de restaurar la disponibilidad y el acceso a los datos personales de forma rápida en caso de
incidente físico o técnico;
d) un proceso de verificación, evaluación y valoración regulares de la eficacia de las medidas técnicas y
organizativas para garantizar la seguridad del tratamiento.

2. Al evaluar la adecuación del nivel de seguridad se tendrán particularmente en cuenta los riesgos que
presente el tratamiento de datos, en particular como consecuencia de la destrucción, pérdida o alteración
accidental o ilícita de datos personales transmitidos, conservados o tratados de otra forma, o la comunicación
o acceso no autorizados a dichos datos.
3. La adhesión a un código de conducta aprobado a tenor del artículo 40 o a un mecanismo de certificación
aprobado a tenor del artículo 42 podrá servir de elemento para demostrar el cumplimiento de los requisitos
establecidos en el apartado 1 del presente artículo.
4. El responsable y el encargado del tratamiento tomarán medidas para garantizar que cualquier persona que
actúe bajo la autoridad del responsable o del encargado y tenga acceso a datos personales solo pueda tratar
dichos datos siguiendo instrucciones del responsable, salvo que esté obligada a ello en virtud del Derecho de la
Unión o de los Estados miembros.

Artículo 33. Notificación de una violación de la seguridad de los datos personales a la autoridad de 
control.
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1. En caso de violación de la seguridad de los datos personales, el responsable del tratamiento la notificará a la
autoridad de control competente de conformidad con el artículo 55 sin dilación indebida y, de ser posible, a
más tardar 72 horas después de que haya tenido constancia de ella, a menos que sea improbable que dicha
violación de la seguridad constituya un riesgo para los derechos y las libertades de las personas físicas. Si la
notificación a la autoridad de control no tiene lugar en el plazo de 72 horas, deberá ir acompañada de
indicación de los motivos de la dilación.
2. El encargado del tratamiento notificará sin dilación indebida al responsable del tratamiento las violaciones
de la seguridad de los datos personales de las que tenga conocimiento.
3. La notificación contemplada en el apartado 1 deberá, como mínimo:

a) describir la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales, inclusive, cuando sea
posible, las categorías y el número aproximado de interesados afectados, y las categorías y el número
aproximado de registros de datos personales afectados;
b) comunicar el nombre y los datos de contacto del delegado de protección de datos o de otro punto de
contacto en el que pueda obtenerse más información;
c) describir las posibles consecuencias de la violación de la seguridad de los datos personales;
d) describir las medidas adoptadas o propuestas por el responsable del tratamiento para poner remedio a la
violación de la seguridad de los datos personales, incluyendo, si procede, las medidas adoptadas para
mitigar los posibles efectos negativos.

4. Si no fuera posible facilitar la información simultáneamente, y en la medida en que no lo sea, la
información se facilitará de manera gradual sin dilación indebida.
5. El responsable del tratamiento documentará cualquier violación de la seguridad de los datos personales,
incluidos los hechos relacionados con ella, sus efectos y las medidas correctivas adoptadas. Dicha
documentación permitirá a la autoridad de control verificar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente
artículo.

Artículo 34. Comunicación de una violación de la seguridad de los datos personales al interesado.
1. Cuando sea probable que la violación de la seguridad de los datos personales entrañe un alto riesgo para los
derechos y libertades de las personas físicas, el responsable del tratamiento la comunicará al interesado sin
dilación indebida.
2. La comunicación al interesado contemplada en el apartado 1 del presente artículo describirá en un lenguaje
claro y sencillo la naturaleza de la violación de la seguridad de los datos personales y contendrá como mínimo
la información y las medidas a que se refiere el artículo 33, apartado 3, letras b), c) y d).
3. La comunicación al interesado a que se refiere el apartado 1 no será necesaria si se cumple alguna de las
condiciones siguientes:

a) el responsable del tratamiento ha adoptado medidas de protección técnicas y organizativas apropiadas y
estas medidas se han aplicado a los datos personales afectados por la violación de la seguridad de los datos
personales, en particular aquellas que hagan ininteligibles los datos personales para cualquier persona que
no esté autorizada a acceder a ellos, como el cifrado;
b) el responsable del tratamiento ha tomado medidas ulteriores que garanticen que ya no exista la
probabilidad de que se concretice el alto riesgo para los derechos y libertades del interesado a que se
refiere el apartado 1;
c) suponga un esfuerzo desproporcionado. En este caso, se optará en su lugar por una comunicación
pública o una medida semejante por la que se informe de manera igualmente efectiva a los interesados.

4. Cuando el responsable todavía no haya comunicado al interesado la violación de la seguridad de los datos
personales, la autoridad de control, una vez considerada la probabilidad de que tal violación entrañe un alto
riesgo, podrá exigirle que lo haga o podrá decidir que se cumple alguna de las condiciones mencionadas en el
apartado 3.

Sección 3 Evaluación de impacto relativa a la protección de datos y consulta previa
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Artículo 35. Evaluación de impacto relativa a la protección de datos.
1. Cuando sea probable que un tipo de tratamiento, en particular si utiliza nuevas tecnologías, por su
naturaleza, alcance, contexto o fines, entrañe un alto riesgo para los derechos y libertades de las personas
físicas, el responsable del tratamiento realizará, antes del tratamiento, una evaluación del impacto de las
operaciones de tratamiento en la protección de datos personales. Una única evaluación podrá abordar una
serie de operaciones de tratamiento similares que entrañen altos riesgos similares.
2. El responsable del tratamiento recabará el asesoramiento del delegado de protección de datos, si ha sido
nombrado, al realizar la evaluación de impacto relativa a la protección de datos.
3. La evaluación de impacto relativa a la protección de los datos a que se refiere el apartado 1 se requerirá en
particular en caso de:

a) evaluación sistemática y exhaustiva de aspectos personales de personas físicas que se base en un
tratamiento automatizado, como la elaboración de perfiles, y sobre cuya base se tomen decisiones que
produzcan efectos jurídicos para las personas físicas o que les afecten significativamente de modo similar;
b) tratamiento a gran escala de las categorías especiales de datos a que se refiere el artículo 9, apartado 1, o
de los datos personales relativos a condenas e infracciones penales a que se refiere el artículo 10, o c)
observación sistemática a gran escala de una zona de acceso público.

4. La autoridad de control establecerá y publicará una lista de los tipos de operaciones de tratamiento que
requieran una evaluación de impacto relativa a la protección de datos de conformidad con el apartado 1. La
autoridad de control comunicará esas listas al Comité a que se refiere el artículo 68.
5. La autoridad de control podrá asimismo establecer y publicar la lista de los tipos de tratamiento que no
requieren evaluaciones de impacto relativas a la protección de datos. La autoridad de control comunicará esas
listas al Comité.
6. Antes de adoptar las listas a que se refieren los apartados 4 y 5, la autoridad de control competente aplicará
el mecanismo de coherencia contemplado en el artículo 63 si esas listas incluyen actividades de tratamiento
que guarden relación con la oferta de bienes o servicios a interesados o con la observación del
comportamiento de estos en varios Estados miembros, o actividades de tratamiento que puedan afectar
sustancialmente a la libre circulación de datos personales en la Unión.
7. La evaluación deberá incluir como mínimo:

a) una descripción sistemática de las operaciones de tratamiento previstas y de los fines del tratamiento,
inclusive, cuando proceda, el interés legítimo perseguido por el responsable del tratamiento;
b) una evaluación de la necesidad y la proporcionalidad de las operaciones de tratamiento con respecto a
su finalidad;
c) una evaluación de los riesgos para los derechos y libertades de los interesados a que se refiere el
apartado 1, y d) las medidas previstas para afrontar los riesgos, incluidas garantías, medidas de seguridad y
mecanismos que garanticen la protección de datos personales, y a demostrar la conformidad con el
presente Reglamento, teniendo en cuenta los derechos e intereses legítimos de los interesados y de otras
personas afectadas.

8. El cumplimiento de los códigos de conducta aprobados a que se refiere el artículo 40 por los responsables o
encargados correspondientes se tendrá debidamente en cuenta al evaluar las repercusiones de las operaciones
de tratamiento realizadas por dichos responsables o encargados, en particular a efectos de la evaluación de
impacto relativa a la protección de datos.
9. Cuando proceda, el responsable recabará la opinión de los interesados o de sus representantes en relación
con el tratamiento previsto, sin perjuicio de la protección de intereses públicos o comerciales o de la seguridad
de las operaciones de tratamiento.
10. Cuando el tratamiento de conformidad con el artículo 6, apartado 1, letras c) o e), tenga su base jurídica en
el Derecho de la Unión o en el Derecho del Estado miembro que se aplique al responsable del tratamiento, tal
Derecho regule la operación específica de tratamiento o conjunto de operaciones en cuestión, y ya se haya
realizado una evaluación de impacto relativa a la protección de datos como parte de una evaluación de
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impacto general en el contexto de la adopción de dicha base jurídica, los apartados 1 a 7 no serán de aplicación
excepto si los Estados miembros consideran necesario proceder a dicha evaluación previa a las actividades de
tratamiento.
11. En caso necesario, el responsable examinará si el tratamiento es conforme con la evaluación de impacto
relativa a la protección de datos, al menos cuando exista un cambio del riesgo que representen las operaciones
de tratamiento.

Artículo 36. Consulta previa.
1. El responsable consultará a la autoridad de control antes de proceder al tratamiento cuando una evaluación
de impacto relativa a la protección de los datos en virtud del artículo 35 muestre que el tratamiento entrañaría
un alto riesgo si el responsable no toma medidas para para mitigarlo.
2. Cuando la autoridad de control considere que el tratamiento previsto a que se refiere el apartado 1 podría
infringir el presente Reglamento, en particular cuando el responsable no haya identificado o mitigado
suficientemente el riesgo, la autoridad de control deberá, en un plazo de ocho semanas desde la solicitud de la
consulta, asesorar por escrito al responsable, y en su caso al encargado, y podrá utilizar cualquiera de sus
poderes mencionados en el artículo 58. Dicho plazo podrá prorrogarse seis semanas, en función de la
complejidad del tratamiento previsto. La autoridad de control informará al responsable y, en su caso, al
encargado de tal prórroga en el plazo de un mes a partir de la recepción de la solicitud de consulta, indicando
los motivos de la dilación. Estos plazos podrán suspenderse hasta que la autoridad de control haya obtenido la
información solicitada a los fines de la consulta.
3. Cuando consulte a la autoridad de control con arreglo al apartado 1, el responsable del tratamiento le
facilitará la información siguiente:

a) en su caso, las responsabilidades respectivas del responsable, los corresponsables y los encargados
implicados en el tratamiento, en particular en caso de tratamiento dentro de un grupo empresarial;
b) los fines y medios del tratamiento previsto;
c) las medidas y garantías establecidas para proteger los derechos y libertades de los interesados de
conformidad con el presente Reglamento;
d) en su caso, los datos de contacto del delegado de protección de datos;
e) la evaluación de impacto relativa a la protección de datos establecida en el artículo 35, y f) cualquier otra
información que solicite la autoridad de control.

4. Los Estados miembros garantizarán que se consulte a la autoridad de control durante la elaboración de toda
propuesta de medida legislativa que haya de adoptar un Parlamento nacional, o de una medida reglamentaria
basada en dicha medida legislativa, que se refiera al tratamiento.
5. No obstante lo dispuesto en el apartado 1, el Derecho de los Estados miembros podrá obligar a los
responsables del tratamiento a consultar a la autoridad de control y a recabar su autorización previa en
relación con el tratamiento por un responsable en el ejercicio de una misión realizada en interés público, en
particular el tratamiento en relación con la protección social y la salud pública.

Sección 4 Delegado de protección de datos

Artículo 37. Designación del delegado de protección de datos.
1. El responsable y el encargado del tratamiento designarán un delegado de protección de datos siempre que:

a) el tratamiento lo lleve a cabo una autoridad u organismo público, excepto los tribunales que actúen en
ejercicio de su función judicial;
b) las actividades principales del responsable o del encargado consistan en operaciones de tratamiento que,
en razón de su naturaleza, alcance y/o fines, requieran una observación habitual y sistemática de
interesados a gran escala, o c) las actividades principales del responsable o del encargado consistan en el
tratamiento a gran escala de categorías especiales de datos personales con arreglo al artículo 9 y de datos
relativos a condenas e infracciones penales a que se refiere el artículo 10.
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2. Un grupo empresarial podrá nombrar un único delegado de protección de datos siempre que sea fácilmente
accesible desde cada establecimiento.
3. Cuando el responsable o el encargado del tratamiento sea una autoridad u organismo público, se podrá
designar un único delegado de protección de datos para varias de estas autoridades u organismos, teniendo en
cuenta su estructura organizativa y tamaño.
4. En casos distintos de los contemplados en el apartado 1, el responsable o el encargado del tratamiento o las
asociaciones y otros organismos que representen a categorías de responsables o encargados podrán designar
un delegado de protección de datos o deberán designarlo si así lo exige el Derecho de la Unión o de los Estados
miembros. El delegado de protección de datos podrá actuar por cuenta de estas asociaciones y otros
organismos que representen a responsables o encargados.
5. El delegado de protección de datos será designado atendiendo a sus cualidades profesionales y, en
particular, a sus conocimientos especializados del Derecho y la práctica en materia de protección de datos y a
su capacidad para desempeñar las funciones indicadas en el artículo 39.
6. El delegado de protección de datos podrá formar parte de la plantilla del responsable o del encargado del
tratamiento o desempeñar sus funciones en el marco de un contrato de servicios.
7. El responsable o el encargado del tratamiento publicarán los datos de contacto del delegado de protección
de datos y los comunicarán a la autoridad de control.

Artículo 38. Posición del delegado de protección de datos.
1. El responsable y el encargado del tratamiento garantizarán que el delegado de protección de datos participe
de forma adecuada y en tiempo oportuno en todas las cuestiones relativas a la protección de datos personales.
2. El responsable y el encargado del tratamiento respaldarán al delegado de protección de datos en el
desempeño de las funciones mencionadas en el artículo 39, facilitando los recursos necesarios para el
desempeño de dichas funciones y el acceso a los datos personales y a las operaciones de tratamiento, y para el
mantenimiento de sus conocimientos especializados.
3. El responsable y el encargado del tratamiento garantizarán que el delegado de protección de datos no reciba
ninguna instrucción en lo que respecta al desempeño de dichas funciones. No será destituido ni sancionado
por el responsable o el encargado por desempeñar sus funciones. El delegado de protección de datos rendirá
cuentas directamente al más alto nivel jerárquico del responsable o encargado.
4. Los interesados podrán ponerse en contacto con el delegado de protección de datos por lo que respecta a
todas las cuestiones relativas al tratamiento de sus datos personales y al ejercicio de sus derechos al amparo
del presente Reglamento.
5. El delegado de protección de datos estará obligado a mantener el secreto o la confidencialidad en lo que
respecta al desempeño de sus funciones, de conformidad con el Derecho de la Unión o de los Estados
miembros.
6. El delegado de protección de datos podrá desempeñar otras funciones y cometidos. El responsable o
encargado del tratamiento garantizará que dichas funciones y cometidos no den lugar a conflicto de intereses.

Artículo 39. Funciones del delegado de protección de datos.
1. El delegado de protección de datos tendrá como mínimo las siguientes funciones:

a) informar y asesorar al responsable o al encargado del tratamiento y a los empleados que se ocupen del
tratamiento de las obligaciones que les incumben en virtud del presente Reglamento y de otras
disposiciones de protección de datos de la Unión o de los Estados miembros;
b) supervisar el cumplimiento de lo dispuesto en el presente Reglamento, de otras disposiciones de
protección de datos de la Unión o de los Estados miembros y de las políticas del responsable o del
encargado del tratamiento en materia de protección de datos personales, incluida la asignación de
responsabilidades, la concienciación y formación del personal que participa en las operaciones de
tratamiento, y las auditorías correspondientes;
c) ofrecer el asesoramiento que se le solicite acerca de la evaluación de impacto relativa a la protección de
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datos y supervisar su aplicación de conformidad con el artículo 35;
d) cooperar con la autoridad de control;
e) actuar como punto de contacto de la autoridad de control para cuestiones relativas al tratamiento,
incluida la consulta previa a que se refiere el artículo 36, y realizar consultas, en su caso, sobre cualquier
otro asunto.

2. El delegado de protección de datos desempeñará sus funciones prestando la debida atención a los riesgos
asociados a las operaciones de tratamiento, teniendo en cuenta la naturaleza, el alcance, el contexto y fines del
tratamiento.

LO 3/2018 protección de datos

LOPDGDD · BOE-A-2018-16673 · arts. 4 a 10 · arts. 11 a 18 · arts. 28 a 32 — 20 incluidos

TÍTULO II Principios de protección de datos

Artículo 4. Exactitud de los datos.
1. Conforme al artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679 los datos serán exactos y, si fuere necesario,
actualizados.
2. A los efectos previstos en el artículo 5.1.d) del Reglamento (UE) 2016/679, no será imputable al responsable
del tratamiento, siempre que este haya adoptado todas las medidas razonables para que se supriman o
rectifiquen sin dilación, la inexactitud de los datos personales, con respecto a los fines para los que se tratan,
cuando los datos inexactos:

a) Hubiesen sido obtenidos por el responsable directamente del afectado.
b) Hubiesen sido obtenidos por el responsable de un mediador o intermediario en caso de que las normas
aplicables al sector de actividad al que pertenezca el responsable del tratamiento establecieran la
posibilidad de intervención de un intermediario o mediador que recoja en nombre propio los datos de los
afectados para su transmisión al responsable. El mediador o intermediario asumirá las responsabilidades
que pudieran derivarse en el supuesto de comunicación al responsable de datos que no se correspondan
con los facilitados por el afectado.
c) Fuesen sometidos a tratamiento por el responsable por haberlos recibido de otro responsable en virtud
del ejercicio por el afectado del derecho a la portabilidad conforme al artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679 y lo previsto en esta ley orgánica.
d) Fuesen obtenidos de un registro público por el responsable.

Artículo 5. Deber de confidencialidad.
1. Los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las personas que intervengan en
cualquier fase de este estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se refiere el artículo 5.1.f) del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. La obligación general señalada en el apartado anterior será complementaria de los deberes de secreto
profesional de conformidad con su normativa aplicable.
3. Las obligaciones establecidas en los apartados anteriores se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la
relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

Artículo 6. Tratamiento basado en el consentimiento del afectado.
1. De conformidad con lo dispuesto en el artículo 4.11 del Reglamento (UE) 2016/679, se entiende por
consentimiento del afectado toda manifestación de voluntad libre, específica, informada e inequívoca por la
que este acepta, ya sea mediante una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos
personales que le conciernen.
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2. Cuando se pretenda fundar el tratamiento de los datos en el consentimiento del afectado para una
pluralidad de finalidades será preciso que conste de manera específica e inequívoca que dicho consentimiento
se otorga para todas ellas.
3. No podrá supeditarse la ejecución del contrato a que el afectado consienta el tratamiento de los datos
personales para finalidades que no guarden relación con el mantenimiento, desarrollo o control de la relación
contractual.

Artículo 7. Consentimiento de los menores de edad.
1. El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se
recaba el consentimiento para el tratamiento.
2. El tratamiento de los datos de los menores de catorce años, fundado en el consentimiento, solo será lícito si
consta el del titular de la patria potestad o tutela, con el alcance que determinen los titulares de la patria
potestad o tutela.

Artículo 8. Tratamiento de datos por obligación legal, interés público o ejercicio de poderes públicos.
1. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una obligación
legal exigible al responsable, en los términos previstos en el artículo 6.1.c) del Reglamento (UE) 2016/679,
cuando así lo prevea una norma de Derecho de la Unión Europea o una norma con rango de ley, que podrá
determinar las condiciones generales del tratamiento y los tipos de datos objeto del mismo así como las
cesiones que procedan como consecuencia del cumplimiento de la obligación legal. Dicha norma podrá
igualmente imponer condiciones especiales al tratamiento, tales como la adopción de medidas adicionales de
seguridad u otras establecidas en el capítulo IV del Reglamento (UE) 2016/679.
2. El tratamiento de datos personales solo podrá considerarse fundado en el cumplimiento de una misión
realizada en interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable, en los términos
previstos en el artículo 6.1 e) del Reglamento (UE) 2016/679, cuando derive de una competencia atribuida por
una norma con rango de ley.

Artículo 9. Categorías especiales de datos.
1. A los efectos del artículo 9.2.a) del Reglamento (UE) 2016/679, a fin de evitar situaciones discriminatorias, el
solo consentimiento del afectado no bastará para levantar la prohibición del tratamiento de datos cuya
finalidad principal sea identificar su ideología, afiliación sindical, religión, orientación sexual, creencias u
origen racial o étnico. Lo dispuesto en el párrafo anterior no impedirá el tratamiento de dichos datos al
amparo de los restantes supuestos contemplados en el artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679, cuando así
proceda.
2. Los tratamientos de datos contemplados en las letras g), h) e i) del artículo 9.2 del Reglamento (UE) 2016/679
fundados en el Derecho español deberán estar amparados en una norma con rango de ley, que podrá
establecer requisitos adicionales relativos a su seguridad y confidencialidad. En particular, dicha norma podrá
amparar el tratamiento de datos en el ámbito de la salud cuando así lo exija la gestión de los sistemas y
servicios de asistencia sanitaria y social, pública y privada, o la ejecución de un contrato de seguro del que el
afectado sea parte.

Artículo 10. Tratamiento de datos de naturaleza penal.
1. El tratamiento de datos personales relativos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
medidas cautelares y de seguridad conexas, para fines distintos de los de prevención, investigación, detección
o enjuiciamiento de infracciones penales o de ejecución de sanciones penales, solo podrá llevarse a cabo
cuando se encuentre amparado en una norma de Derecho de la Unión, en esta ley orgánica o en otras normas
de rango legal.
2. El registro completo de los datos referidos a condenas e infracciones penales, así como a procedimientos y
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medidas cautelares y de seguridad conexas a que se refiere el artículo 10 del Reglamento (UE) 2016/679, podrá
realizarse conforme con lo establecido en la regulación del Sistema de registros administrativos de apoyo a la
Administración de Justicia.
3. Fuera de los supuestos señalados en los apartados anteriores, los tratamientos de datos referidos a condenas
e infracciones penales, así como a procedimientos y medidas cautelares y de seguridad conexas solo serán
posibles cuando sean llevados a cabo por abogados y procuradores y tengan por objeto recoger la información
facilitada por sus clientes para el ejercicio de sus funciones.

TÍTULO III Derechos de las personas

CAPÍTULO I Transparencia e información

Artículo 11. Transparencia e información al afectado.
1. Cuando los datos personales sean obtenidos del afectado el responsable del tratamiento podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 13 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando
al afectado la información básica a la que se refiere el apartado siguiente e indicándole una dirección
electrónica u otro medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información.
2. La información básica a la que se refiere el apartado anterior deberá contener, al menos:

a) La identidad del responsable del tratamiento y de su representante, en su caso.
b) La finalidad del tratamiento.
c) La posibilidad de ejercer los derechos establecidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679.
Si los datos obtenidos del afectado fueran a ser tratados para la elaboración de perfiles, la información
básica comprenderá asimismo esta circunstancia. En este caso, el afectado deberá ser informado de su
derecho a oponerse a la adopción de decisiones individuales automatizadas que produzcan efectos
jurídicos sobre él o le afecten significativamente de modo similar, cuando concurra este derecho de
acuerdo con lo previsto en el artículo 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

3. Cuando los datos personales no hubieran sido obtenidos del afectado, el responsable podrá dar
cumplimiento al deber de información establecido en el artículo 14 del Reglamento (UE) 2016/679 facilitando a
aquel la información básica señalada en el apartado anterior, indicándole una dirección electrónica u otro
medio que permita acceder de forma sencilla e inmediata a la restante información. En estos supuestos, la
información básica incluirá también:

a) Las categorías de datos objeto de tratamiento.
b) Las fuentes de las que procedieran los datos.

CAPÍTULO II Ejercicio de los derechos

Artículo 12. Disposiciones generales sobre ejercicio de los derechos.
1. Los derechos reconocidos en los artículos 15 a 22 del Reglamento (UE) 2016/679, podrán ejercerse
directamente o por medio de representante legal o voluntario.
2. El responsable del tratamiento estará obligado a informar al afectado sobre los medios a su disposición para
ejercer los derechos que le corresponden. Los medios deberán ser fácilmente accesibles para el afectado. El
ejercicio del derecho no podrá ser denegado por el solo motivo de optar el afectado por otro medio.
3. El encargado podrá tramitar, por cuenta del responsable, las solicitudes de ejercicio formuladas por los
afectados de sus derechos si así se estableciere en el contrato o acto jurídico que les vincule.
4. La prueba del cumplimiento del deber de responder a la solicitud de ejercicio de sus derechos formulado
por el afectado recaerá sobre el responsable.
5. Cuando las leyes aplicables a determinados tratamientos establezcan un régimen especial que afecte al
ejercicio de los derechos previstos en el Capítulo III del Reglamento (UE) 2016/679, se estará a lo dispuesto en
aquellas.
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6. En cualquier caso, los titulares de la patria potestad podrán ejercitar en nombre y representación de los
menores de catorce años los derechos de acceso, rectificación, cancelación, oposición o cualesquiera otros
que pudieran corresponderles en el contexto de la presente ley orgánica.
7. Serán gratuitas las actuaciones llevadas a cabo por el responsable del tratamiento para atender las
solicitudes de ejercicio de estos derechos, sin perjuicio de lo dispuesto en los artículos 12.5 y 15.3 del
Reglamento (UE) 2016/679 y en los apartados 3 y 4 del artículo 13 de esta ley orgánica.

Artículo 13. Derecho de acceso.
1. El derecho de acceso del afectado se ejercitará de acuerdo con lo establecido en el artículo 15 del
Reglamento (UE) 2016/679. Cuando el responsable trate una gran cantidad de datos relativos al afectado y este
ejercite su derecho de acceso sin especificar si se refiere a todos o a una parte de los datos, el responsable
podrá solicitarle, antes de facilitar la información, que el afectado especifique los datos o actividades de
tratamiento a los que se refiere la solicitud.
2. El derecho de acceso se entenderá otorgado si el responsable del tratamiento facilitara al afectado un
sistema de acceso remoto, directo y seguro a los datos personales que garantice, de modo permanente, el
acceso a su totalidad. A tales efectos, la comunicación por el responsable al afectado del modo en que este
podrá acceder a dicho sistema bastará para tener por atendida la solicitud de ejercicio del derecho. No
obstante, el interesado podrá solicitar del responsable la información referida a los extremos previstos en el
artículo 15.1 del Reglamento (UE) 2016/679 que no se incluyese en el sistema de acceso remoto.
3. A los efectos establecidos en el artículo 12.5 del Reglamento (UE) 2016/679 se podrá considerar repetitivo el
ejercicio del derecho de acceso en más de una ocasión durante el plazo de seis meses, a menos que exista
causa legítima para ello.
4. Cuando el afectado elija un medio distinto al que se le ofrece que suponga un coste desproporcionado, la
solicitud será considerada excesiva, por lo que dicho afectado asumirá el exceso de costes que su elección
comporte. En este caso, solo será exigible al responsable del tratamiento la satisfacción del derecho de acceso
sin dilaciones indebidas.

Artículo 14. Derecho de rectificación.
Al ejercer el derecho de rectificación reconocido en el artículo 16 del Reglamento (UE) 2016/679, el afectado
deberá indicar en su solicitud a qué datos se refiere y la corrección que haya de realizarse. Deberá acompañar,
cuando sea preciso, la documentación justificativa de la inexactitud o carácter incompleto de los datos objeto
de tratamiento.

Artículo 15. Derecho de supresión.
1. El derecho de supresión se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 17 del Reglamento (UE)
2016/679.
2. Cuando la supresión derive del ejercicio del derecho de oposición con arreglo al artículo 21.2 del
Reglamento (UE) 2016/679, el responsable podrá conservar los datos identificativos del afectado necesarios con
el fin de impedir tratamientos futuros para fines de mercadotecnia directa.

Artículo 16. Derecho a la limitación del tratamiento.
1. El derecho a la limitación del tratamiento se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del
Reglamento (UE) 2016/679.
2. El hecho de que el tratamiento de los datos personales esté limitado debe constar claramente en los sistemas
de información del responsable.

Artículo 17. Derecho a la portabilidad.
El derecho a la portabilidad se ejercerá de acuerdo con lo establecido en el artículo 20 del Reglamento (UE)
2016/679.

Artículo 18. Derecho de oposición.
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El derecho de oposición, así como los derechos relacionados con las decisiones individuales automatizadas,
incluida la realización de perfiles, se ejercerán de acuerdo con lo establecido, respectivamente, en los artículos
21 y 22 del Reglamento (UE) 2016/679.

TÍTULO V Responsable y encargado del tratamiento

CAPÍTULO I Disposiciones generales. Medidas de responsabilidad activa

Artículo 28. Obligaciones generales del responsable y encargado del tratamiento.
1. Los responsables y encargados, teniendo en cuenta los elementos enumerados en los artículos 24 y 25 del
Reglamento (UE) 2016/679, determinarán las medidas técnicas y organizativas apropiadas que deben aplicar a
fin de garantizar y acreditar que el tratamiento es conforme con el citado reglamento, con la presente ley
orgánica, sus normas de desarrollo y la legislación sectorial aplicable. En particular valorarán si procede la
realización de la evaluación de impacto en la protección de datos y la consulta previa a que se refiere la
Sección 3 del Capítulo IV del citado reglamento.
2. Para la adopción de las medidas a que se refiere el apartado anterior los responsables y encargados del
tratamiento tendrán en cuenta, en particular, los mayores riesgos que podrían producirse en los siguientes
supuestos:

a) Cuando el tratamiento pudiera generar situaciones de discriminación, usurpación de identidad o fraude,
pérdidas financieras, daño para la reputación, pérdida de confidencialidad de datos sujetos al secreto
profesional, reversión no autorizada de la seudonimización o cualquier otro perjuicio económico, moral o
social significativo para los afectados.
b) Cuando el tratamiento pudiese privar a los afectados de sus derechos y libertades o pudiera impedirles el
ejercicio del control sobre sus datos personales.
c) Cuando se produjese el tratamiento no meramente incidental o accesorio de las categorías especiales de
datos a las que se refieren los artículos 9 y 10 del Reglamento (UE) 2016/679 y 9 y 10 de esta ley orgánica o de
los datos relacionados con la comisión de infracciones administrativas.
d) Cuando el tratamiento implicase una evaluación de aspectos personales de los afectados con el fin de
crear o utilizar perfiles personales de los mismos, en particular mediante el análisis o la predicción de
aspectos referidos a su rendimiento en el trabajo, su situación económica, su salud, sus preferencias o
intereses personales, su fiabilidad o comportamiento, su solvencia financiera, su localización o sus
movimientos.
e) Cuando se lleve a cabo el tratamiento de datos de grupos de afectados en situación de especial
vulnerabilidad y, en particular, de menores de edad y personas con discapacidad.
f) Cuando se produzca un tratamiento masivo que implique a un gran número de afectados o conlleve la
recogida de una gran cantidad de datos personales.
g) Cuando los datos personales fuesen a ser objeto de transferencia, con carácter habitual, a terceros
Estados u organizaciones internacionales respecto de los que no se hubiese declarado un nivel adecuado de
protección.
h) Cualesquiera otros que a juicio del responsable o del encargado pudieran tener relevancia y en particular
aquellos previstos en códigos de conducta y estándares definidos por esquemas de certificación.

Artículo 29. Supuestos de corresponsabilidad en el tratamiento.
La determinación de las responsabilidades a las que se refiere el artículo 26.1 del Reglamento (UE) 2016/679 se
realizará atendiendo a las actividades que efectivamente desarrolle cada uno de los corresponsables del
tratamiento.

Artículo 30.
Representantes de los responsables o encargados del tratamiento no establecidos en la Unión Europea.
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1. En los supuestos en que el Reglamento (UE) 2016/679 sea aplicable a un responsable o encargado del
tratamiento no establecido en la Unión Europea en virtud de lo dispuesto en su artículo 3.2 y el tratamiento se
refiera a afectados que se hallen en España, la Agencia Española de Protección de Datos o, en su caso, las
autoridades autonómicas de protección de datos podrán imponer al representante, solidariamente con el
responsable o encargado del tratamiento, las medidas establecidas en el Reglamento (UE) 2016/679. Dicha
exigencia se entenderá sin perjuicio de la responsabilidad que pudiera en su caso corresponder al responsable
o al encargado del tratamiento y del ejercicio por el representante de la acción de repetición frente a quien
proceda.
2. Asimismo, en caso de exigencia de responsabilidad en los términos previstos en el artículo 82 del
Reglamento (UE) 2016/679, los responsables, encargados y representantes responderán solidariamente de los
daños y perjuicios causados.

Artículo 31. Registro de las actividades de tratamiento.
1. Los responsables y encargados del tratamiento o, en su caso, sus representantes deberán mantener el
registro de actividades de tratamiento al que se refiere el artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679, salvo que
sea de aplicación la excepción prevista en su apartado 5. El registro, que podrá organizarse en torno a
conjuntos estructurados de datos, deberá especificar, según sus finalidades, las actividades de tratamiento
llevadas a cabo y las demás circunstancias establecidas en el citado reglamento. Cuando el responsable o el
encargado del tratamiento hubieran designado un delegado de protección de datos deberán comunicarle
cualquier adición, modificación o exclusión en el contenido del registro.
2. Los sujetos enumerados en el artículo 77.1 de esta ley orgánica harán público un inventario de sus
actividades de tratamiento accesible por medios electrónicos en el que constará la información establecida en
el artículo 30 del Reglamento (UE) 2016/679 y su base legal.

Artículo 32. Bloqueo de los datos.
1. El responsable del tratamiento estará obligado a bloquear los datos cuando proceda a su rectificación o
supresión.
2. El bloqueo de los datos consiste en la identificación y reserva de los mismos, adoptando medidas técnicas y
organizativas, para impedir su tratamiento, incluyendo su visualización, excepto para la puesta a disposición
de los datos a los jueces y tribunales, el Ministerio Fiscal o las Administraciones Públicas competentes, en
particular de las autoridades de protección de datos, para la exigencia de posibles responsabilidades derivadas
del tratamiento y solo por el plazo de prescripción de las mismas. Transcurrido ese plazo deberá procederse a
la destrucción de los datos.
3. Los datos bloqueados no podrán ser tratados para ninguna finalidad distinta de la señalada en el apartado
anterior.
4. Cuando para el cumplimiento de esta obligación, la configuración del sistema de información no permita el
bloqueo o se requiera una adaptación que implique un esfuerzo desproporcionado, se procederá a un copiado
seguro de la información de modo que conste evidencia digital, o de otra naturaleza, que permita acreditar la
autenticidad de la misma, la fecha del bloqueo y la no manipulación de los datos durante el mismo.
5. La Agencia Española de Protección de Datos y las autoridades autonómicas de protección de datos, dentro
del ámbito de sus respectivas competencias, podrán fijar excepciones a la obligación de bloqueo establecida en
este artículo, en los supuestos en que, atendida la naturaleza de los datos o el hecho de que se refieran a un
número particularmente elevado de afectados, su mera conservación, incluso bloqueados, pudiera generar un
riesgo elevado para los derechos de los afectados, así como en aquellos casos en los que la conservación de los
datos bloqueados pudiera implicar un coste desproporcionado para el responsable del tratamiento.
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RD 311 2022 Esquema Nacional de Seguridad

ENS · BOE-A-2022-7191 · arts. 5 a 11 — 7 incluidos

CAPÍTULO II Principios básicos

Artículo 5. Principios básicos del Esquema Nacional de Seguridad.
El objeto último de la seguridad de la información es garantizar que una organización podrá cumplir sus
objetivos, desarrollar sus funciones y ejercer sus competencias utilizando sistemas de información. Por ello,
en materia de seguridad de la información deberán tenerse en cuenta los siguientes principios básicos:
a) Seguridad como proceso integral.
b) Gestión de la seguridad basada en los riesgos.
c) Prevención, detección, respuesta y conservación.
d) Existencia de líneas de defensa.
e) Vigilancia continua.
f) Reevaluación periódica.
g) Diferenciación de responsabilidades.

Artículo 6. La seguridad como un proceso integral.
1. La seguridad se entiende como un proceso integral constituido por todos los elementos humanos,
materiales, técnicos, jurídicos y organizativos relacionados con el sistema de información. La aplicación del
ENS estará presidida por este principio, que excluye cualquier actuación puntual o tratamiento coyuntural.
2. Se prestará la máxima atención a la concienciación de las personas que intervienen en el proceso y la de los
responsables jerárquicos, para evitar que, la ignorancia, la falta de organización y de coordinación o de
instrucciones adecuadas, constituyan fuentes de riesgo para la seguridad.

Artículo 7. Gestión de la seguridad basada en los riesgos.
1. El análisis y la gestión de los riesgos es parte esencial del proceso de seguridad, debiendo constituir una
actividad continua y permanentemente actualizada.
2. La gestión de los riesgos permitirá el mantenimiento de un entorno controlado, minimizando los riesgos a
niveles aceptables. La reducción a estos niveles se realizará mediante una apropiada aplicación de medidas de
seguridad, de manera equilibrada y proporcionada a la naturaleza de la información tratada, de los servicios a
prestar y de los riesgos a los que estén expuestos.

Artículo 8. Prevención, detección, respuesta y conservación.
1. La seguridad del sistema debe contemplar las acciones relativas a los aspectos de prevención, detección y
respuesta, al objeto de minimizar sus vulnerabilidades y lograr que las amenazas sobre el mismo no se
materialicen o que, en el caso de hacerlo, no afecten gravemente a la información que maneja o a los servicios
que presta.
2. Las medidas de prevención, que podrán incorporar componentes orientados a la disuasión o a la reducción
de la superficie de exposición, deben eliminar o reducir la posibilidad de que las amenazas lleguen a
materializarse.
3. Las medidas de detección irán dirigidas a descubrir la presencia de un ciberincidente.
4. Las medidas de respuesta, que se gestionarán en tiempo oportuno, estarán orientadas a la restauración de la
información y los servicios que pudieran haberse visto afectados por un incidente de seguridad.
5. Sin merma de los restantes principios básicos y requisitos mínimos establecidos, el sistema de información
garantizará la conservación de los datos e información en soporte electrónico. De igual modo, el sistema
mantendrá disponibles los servicios durante todo el ciclo vital de la información digital, a través de una
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concepción y procedimientos que sean la base para la preservación del patrimonio digital.

Artículo 9. Existencia de líneas de defensa.
1. El sistema de información ha de disponer de una estrategia de protección constituida por múltiples capas de
seguridad, dispuesta de forma que, cuando una de las capas sea comprometida, permita:

a) Desarrollar una reacción adecuada frente a los incidentes que no han podido evitarse, reduciendo la
probabilidad de que el sistema sea comprometido en su conjunto.
b) Minimizar el impacto final sobre el mismo.

2. Las líneas de defensa han de estar constituidas por medidas de naturaleza organizativa, física y lógica.

Artículo 10. Vigilancia continua y reevaluación periódica.
1. La vigilancia continua permitirá la detección de actividades o comportamientos anómalos y su oportuna
respuesta.
2. La evaluación permanente del estado de la seguridad de los activos permitirá medir su evolución,
detectando vulnerabilidades e identificando deficiencias de configuración.
3. Las medidas de seguridad se reevaluarán y actualizarán periódicamente, adecuando su eficacia a la
evolución de los riesgos y los sistemas de protección, pudiendo llegar a un replanteamiento de la seguridad, si
fuese necesario.

Artículo 11. Diferenciación de responsabilidades.
1. En los sistemas de información se diferenciará el responsable de la información, el responsable del servicio,
el responsable de la seguridad y el responsable del sistema.
2. La responsabilidad de la seguridad de los sistemas de información estará diferenciada de la responsabilidad
sobre la explotación de los sistemas de información concernidos.
3. La política de seguridad de la organización detallará las atribuciones de cada responsable y los mecanismos
de coordinación y resolución de conflictos.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 5

1. Entre los derechos de las personas recogidos en el Título III de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, 
de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales, se encuentra:

A) El derecho de acceso.

B) El derecho de rectificación.

C) a y b son correctas.

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta.

2. Según el Título III de la Ley Orgánica 3/2018 de Protección de Datos Personales, ¿cuál no es un derecho de 
los ciudadanos?

A) Derecho de supresión.

B) Derecho a la inmediatez.

C) Derecho de oposición.

D) Derecho a la portabilidad.
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3. En relación con la protección de datos de los que disponen las administraciones públicas, ¿cuál de los 
enunciados siguientes es correcto?

A) Las administraciones pueden comunicarse los datos personales de los interesados, incluso sin su 
consentimiento, si esto es necesario para asegurar el interés público.

B) El consentimiento del interesado es siempre necesario para el tratamiento de datos.

C) Las administraciones públicas no asumen responsabilidades por la difusión de los datos personales que 
obran en su poder.

D) La normativa de protección de datos no es aplicable a las administraciones públicas.

4. El deber de confidencialidad y de secreto profesional de los responsables y encargados del tratamiento de 
datos, según la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre:

A) Se mantendrán hasta que finalice la relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

B) Se mantendrán hasta un año después de que finalice la relación del obligado con el responsable o encargado 
del tratamiento.

C) Se mantendrán hasta diez años después de que finalice la relación del obligado con el responsable o 
encargado del tratamiento.

D) Se mantendrán aun cuando hubiese finalizado la relación del obligado con el responsable o encargado del 
tratamiento.

5. Según el artículo 7 de la Ley Orgánica 3/2018 de 5 de diciembre de Protección de datos personales y 
garantías de Derechos digitales, el tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente 
podrá fundarse en su consentimiento cuando sea mayor de:

A) 13 años.

B) 14 años.

C) 16 años.

D) 18 años.

6. El artículo 5 del Real Decreto 311/2022, de 3 de mayo, por el que se regula el Esquema Nacional de 
Seguridad establece como uno de los principios básicos del Esquema Nacional de Seguridad:

A) Mínimo privilegio.

B) Diferenciación de responsabilidades.

C) Registro de la actividad y detección de código dañino.

D) Profesionalidad.

7. Conforme el artículo 5 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
garantía de los derechos digitales, los responsables y encargados del tratamiento de datos así como todas las 
personas que intervengan en cualquier fase de éste estarán sujetas al deber de confidencialidad al que se 
refiere el artículo 5.1.f) del Reglamento (UE) 2016/679, que se mantendrá:

A) Aún cuando hubiese finalizado la relación del obligado con el responsable o encargado del tratamiento.

B) Durante los cuatro años siguientes a la intervención en el tratamiento de datos que corresponda.

C) Durante los cinco años siguientes a la intervención en el tratamiento de datos que corresponda.

D) Sólo si coexiste con el deber de secreto profesional de conformidad.
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8. Con respecto a la regulación que la LO 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y 
Garantía de los Derechos Digitales hace respecto del consentimiento de los menores de edad, señale la 
respuesta correcta:

A) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de dieciséis años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia 
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se 
recaba el consentimiento para el tratamiento.

B) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de catorce años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia 
de los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se 
recaba el consentimiento para el tratamiento.

C) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá concederse por los titulares 
de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se recaba el 
consentimiento para el tratamiento

D) El tratamiento de los datos personales de un menor de edad únicamente podrá fundarse en su 
consentimiento cuando sea mayor de quince años. Se exceptúan los supuestos en que la ley exija la asistencia de 
los titulares de la patria potestad o tutela para la celebración del acto o negocio jurídico en cuyo contexto se 
recaba el consentimiento para el tratamiento.

9. Según el artículo 5 de la LO 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los 
derechos digitales, estarán sujetas al deber de confidencialidad:

A) Los responsables y encargados del tratamiento de datos.

B) Todas las personas que intervengan en cualquier fase del tratamiento de datos.

C) Los interesados.

D) Las respuestas A y B son correctas.

10. El artículo 5 de la Ley Orgánica 3/2018 establece que el deber de confidencialidad y secreto profesional de 
los responsables y encargados del tratamiento:

A) Finaliza cuando termina la relación laboral o contractual con la entidad.

B) Se mantiene aun cuando hubiese finalizado la relación del obligado con el responsable o encargado del 
tratamiento.

C) Solo afecta a los datos de categoría especial (salud, ideología, etc.).

D) No es aplicable a los empleados públicos.

SOLUCIONES 1 C · 2 B · 3 A · 4 D · 5 B · 6 B · 7 A · 8 B · 9 D · 10 B

Te quedan 108 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 5, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 6

El personal al servicio de las Entidades Locales: el personal 
funcionario y el personal laboral. Derechos y deberes del personal. 

Provisión de puestos de trabajo. Situaciones administrativas.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 8 a 12 · arts. 14 a 51 · arts. 78 a 92 — 59 incluidos

TÍTULO II Personal al servicio de las Administraciones Públicas

CAPÍTULO I Clases de personal

Artículo 8. Concepto y clases de empleados públicos.
1. Son empleados públicos quienes desempeñan funciones retribuidas en las Administraciones Públicas al
servicio de los intereses generales.
2. Los empleados públicos se clasifican en:

a) Funcionarios de carrera.
b) Funcionarios interinos.
c) Personal laboral, ya sea fijo, por tiempo indefinido o temporal.
d) Personal eventual.

Artículo 9. Funcionarios de carrera.
1. Son funcionarios de carrera quienes, en virtud de nombramiento legal, están vinculados a una
Administración Pública por una relación estatutaria regulada por el Derecho Administrativo para el
desempeño de servicios profesionales retribuidos de carácter permanente.
2. En todo caso, el ejercicio de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio
de las potestades públicas o en la salvaguardia de los intereses generales del Estado y de las Administraciones
Públicas corresponden exclusivamente a los funcionarios públicos, en los términos que en la ley de desarrollo
de cada Administración Pública se establezca.

Artículo 10. Funcionarios interinos.
1. Son funcionarios interinos los que, por razones expresamente justificadas de necesidad y urgencia, son
nombrados como tales con carácter temporal para el desempeño de funciones propias de funcionarios de
carrera, cuando se dé alguna de las siguientes circunstancias:

a) La existencia de plazas vacantes, cuando no sea posible su cobertura por funcionarios de carrera, por un
máximo de tres años, en los términos previstos en el apartado 4.
b) La sustitución transitoria de los titulares, durante el tiempo estrictamente necesario.
c) La ejecución de programas de carácter temporal, que no podrán tener una duración superior a tres años,
ampliable hasta doce meses más por las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este
Estatuto.
d) El exceso o acumulación de tareas por plazo máximo de nueve meses, dentro de un periodo de dieciocho
meses.

2. Los procedimientos de selección del personal funcionario interino serán públicos, rigiéndose en todo caso
por los principios de igualdad, mérito, capacidad, publicidad y celeridad, y tendrán por finalidad la cobertura
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inmediata del puesto. El nombramiento derivado de estos procedimientos de selección en ningún caso dará
lugar al reconocimiento de la condición de funcionario de carrera.
3. En todo caso, la Administración formalizará de oficio la finalización de la relación de interinidad por
cualquiera de las siguientes causas, además de por las previstas en el artículo 63, sin derecho a compensación
alguna:

a) Por la cobertura reglada del puesto por personal funcionario de carrera a través de cualquiera de los
procedimientos legalmente establecidos.
b) Por razones organizativas que den lugar a la supresión o a la amortización de los puestos asignados.
c) Por la finalización del plazo autorizado expresamente recogido en su nombramiento.
d) Por la finalización de la causa que dio lugar a su nombramiento.

4. En el supuesto previsto en el apartado 1.a), las plazas vacantes desempeñadas por personal funcionario
interino deberán ser objeto de cobertura mediante cualquiera de los mecanismos de provisión o movilidad
previstos en la normativa de cada Administración Pública. No obstante, transcurridos tres años desde el
nombramiento del personal funcionario interino se producirá el fin de la relación de interinidad, y la vacante
solo podrá ser ocupada por personal funcionario de carrera, salvo que el correspondiente proceso selectivo
quede desierto, en cuyo caso se podrá efectuar otro nombramiento de personal funcionario interino.
Excepcionalmente, el personal funcionario interino podrá permanecer en la plaza que ocupe temporalmente,
siempre que se haya publicado la correspondiente convocatoria dentro del plazo de los tres años, a contar
desde la fecha del nombramiento del funcionario interino y sea resuelta conforme a los plazos establecidos en
el artículo 70 del TREBEP. En este supuesto podrá permanecer hasta la resolución de la convocatoria, sin que
su cese dé lugar a compensación económica.
5. Al personal funcionario interino le será aplicable el régimen general del personal funcionario de carrera en
cuanto sea adecuado a la naturaleza de su condición temporal y al carácter extraordinario y urgente de su
nombramiento, salvo aquellos derechos inherentes a la condición de funcionario de carrera. Se modifica por
el art. 1.1 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1 Véase, en cuanto a los efectos, lo
establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se modifica por el art. 1.1 del Real Decreto-
ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en cuanto a los efectos, lo establecido
en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 11. Personal laboral.
1. Es personal laboral el que en virtud de contrato de trabajo formalizado por escrito, en cualquiera de las
modalidades de contratación de personal previstas en la legislación laboral, presta servicios retribuidos por
las Administraciones Públicas. En función de la duración del contrato éste podrá ser fijo, por tiempo
indefinido o temporal.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto establecerán los criterios para la
determinación de los puestos de trabajo que pueden ser desempeñados por personal laboral, respetando en
todo caso lo establecido en el artículo 9.2.
3. Los procedimientos de selección del personal laboral serán públicos, rigiéndose en todo caso por los
principios de igualdad, mérito y capacidad. En el caso del personal laboral temporal se regirá igualmente por
el principio de celeridad, teniendo por finalidad atender razones expresamente justificadas de necesidad y
urgencia. Se añade el apartado 3 por el art. 1.2 de la Ley 20/2021, de 28 de diciembre. Ref. BOE-A-2021-21651#a1
Téngase en cuenta que este apartado 3 ya fue añadido por el Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Véase, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda de la citada Ley. Se añade el apartado
3 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 14/2021, de 6 de julio. Ref. BOE-A-2021-11233#a1 Téngase en cuenta, en
cuanto a los efectos, lo establecido en la disposición transitoria segunda del citado Real Decreto-ley.

Artículo 12. Personal eventual.
1. Es personal eventual el que, en virtud de nombramiento y con carácter no permanente, sólo realiza
funciones expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento especial, siendo retribuido con cargo
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a los créditos presupuestarios consignados para este fin.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto determinarán los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas que podrán disponer de este tipo de personal. El número máximo
se establecerá por los respectivos órganos de gobierno. Este número y las condiciones retributivas serán
públicas.
3. El nombramiento y cese serán libres. El cese tendrá lugar, en todo caso, cuando se produzca el de la
autoridad a la que se preste la función de confianza o asesoramiento.
4. La condición de personal eventual no podrá constituir mérito para el acceso a la Función Pública o para la
promoción interna.
5. Al personal eventual le será aplicable, en lo que sea adecuado a la naturaleza de su condición, el régimen
general de los funcionarios de carrera.

TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO I Derechos de los empleados públicos

Artículo 14. Derechos individuales.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos de carácter individual en correspondencia con la
naturaleza jurídica de su relación de servicio:
a) A la inamovilidad en la condición de funcionario de carrera.
b) Al desempeño efectivo de las funciones o tareas propias de su condición profesional y de acuerdo con la
progresión alcanzada en su carrera profesional.
c) A la progresión en la carrera profesional y promoción interna según principios constitucionales de
igualdad, mérito y capacidad mediante la implantación de sistemas objetivos y transparentes de evaluación.
d) A percibir las retribuciones y las indemnizaciones por razón del servicio.
e) A participar en la consecución de los objetivos atribuidos a la unidad donde preste sus servicios y a ser
informado por sus superiores de las tareas a desarrollar.
f) A la defensa jurídica y protección de la Administración Pública en los procedimientos que se sigan ante
cualquier orden jurisdiccional como consecuencia del ejercicio legítimo de sus funciones o cargos públicos.
g) A la formación continua y a la actualización permanente de sus conocimientos y capacidades profesionales,
preferentemente en horario laboral.
h) Al respeto de su intimidad, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales,
propia imagen y dignidad en el trabajo, especialmente frente al acoso sexual y por razón de sexo, de
orientación e identidad sexual, expresión de género o características sexuales, moral y laboral.
i) A la no discriminación por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género, sexo u orientación e
identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones, opinión,
discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
j) A la adopción de medidas que favorezcan la conciliación de la vida personal, familiar y laboral. j bis) A la
intimidad en el uso de dispositivos digitales puestos a su disposición y frente al uso de dispositivos de
videovigilancia y geolocalización, así como a la desconexión digital en los términos establecidos en la
legislación vigente en materia de protección de datos personales y garantía de los derechos digitales.
k) A la libertad de expresión dentro de los límites del ordenamiento jurídico.
l) A recibir protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo.
m) A las vacaciones, descansos, permisos y licencias.
n) A la jubilación según los términos y condiciones establecidas en las normas aplicables.
o) A las prestaciones de la Seguridad Social correspondientes al régimen que les sea de aplicación.
p) A la libre asociación profesional.
q) A los demás derechos reconocidos por el ordenamiento jurídico. Se modifican las letras h) e i) por la
disposición final 16.1 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16
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Se añade la letra j bis) por la disposición final 14 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre. Ref. BOE-A-2018-16673#df-14

Artículo 15. Derechos individuales ejercidos colectivamente.
Los empleados públicos tienen los siguientes derechos individuales que se ejercen de forma colectiva:
a) A la libertad sindical.
b) A la negociación colectiva y a la participación en la determinación de las condiciones de trabajo.
c) Al ejercicio de la huelga, con la garantía del mantenimiento de los servicios esenciales de la comunidad.
d) Al planteamiento de conflictos colectivos de trabajo, de acuerdo con la legislación aplicable en cada caso.
e) Al de reunión, en los términos establecidos en el artículo 46 de este Estatuto.

CAPÍTULO II Derecho a la carrera profesional y a la promoción interna. La evaluación del desemp

Artículo 16. Concepto, principios y modalidades de la carrera profesional de los funcionarios de carrera.
1. Los funcionarios de carrera tendrán derecho a la promoción profesional.
2. La carrera profesional es el conjunto ordenado de oportunidades de ascenso y expectativas de progreso
profesional conforme a los principios de igualdad, mérito y capacidad. A tal objeto las Administraciones
Públicas promoverán la actualización y perfeccionamiento de la cualificación profesional de sus funcionarios
de carrera.
3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto regularán la carrera profesional
aplicable en cada ámbito que podrán consistir, entre otras, en la aplicación aislada o simultánea de alguna o
algunas de las siguientes modalidades:

a) Carrera horizontal, que consiste en la progresión de grado, categoría, escalón u otros conceptos
análogos, sin necesidad de cambiar de puesto de trabajo y de conformidad con lo establecido en la letra b)
del artículo 17 y en el apartado 3 del artículo 20 de este Estatuto.
b) Carrera vertical, que consiste en el ascenso en la estructura de puestos de trabajo por los procedimientos
de provisión establecidos en el capítulo III del título V de este Estatuto.
c) Promoción interna vertical, que consiste en el ascenso desde un cuerpo o escala de un Subgrupo, o
Grupo de clasificación profesional en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, a otro superior, de
acuerdo con lo establecido en el artículo 18.
d) Promoción interna horizontal, que consiste en el acceso a cuerpos o escalas del mismo Subgrupo
profesional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 18.

4. Los funcionarios de carrera podrán progresar simultáneamente en las modalidades de carrera horizontal y
vertical cuando la Administración correspondiente las haya implantado en un mismo ámbito.

Artículo 17. Carrera horizontal de los funcionarios de carrera.
Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán regular la carrera
horizontal de los funcionarios de carrera, pudiendo aplicar, entre otras, las siguientes reglas:
a) Se articulará un sistema de grados, categorías o escalones de ascenso fijándose la remuneración a cada uno
de ellos. Los ascensos serán consecutivos con carácter general, salvo en aquellos supuestos excepcionales en
los que se prevea otra posibilidad.
b) Se deberá valorar la trayectoria y actuación profesional, la calidad de los trabajos realizados, los
conocimientos adquiridos y el resultado de la evaluación del desempeño. Podrán incluirse asimismo otros
méritos y aptitudes por razón de la especificidad de la función desarrollada y la experiencia adquirida.

Artículo 18. Promoción interna de los funcionarios de carrera.
1. La promoción interna se realizará mediante procesos selectivos que garanticen el cumplimiento de los
principios constitucionales de igualdad, mérito y capacidad así como los contemplados en el artículo 55.2 de
este Estatuto.
2. Los funcionarios deberán poseer los requisitos exigidos para el ingreso, tener una antigüedad de, al menos,
dos años de servicio activo en el inferior Subgrupo, o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que
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éste no tenga Subgrupo y superar las correspondientes pruebas selectivas.
3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto articularán los sistemas para
realizar la promoción interna, así como también podrán determinar los cuerpos y escalas a los que podrán
acceder los funcionarios de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo. Asimismo las leyes de
Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán determinar los cuerpos y escalas a
los que podrán acceder los funcionarios de carrera pertenecientes a otros de su mismo Subgrupo.
4. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas que incentiven la participación de su personal en los
procesos selectivos de promoción interna y para la progresión en la carrera profesional.

Artículo 19. Carrera profesional y promoción del personal laboral.
1. El personal laboral tendrá derecho a la promoción profesional.
2. La carrera profesional y la promoción del personal laboral se hará efectiva a través de los procedimientos
previstos en el Estatuto de los Trabajadores o en los convenios colectivos.

Artículo 20. La evaluación del desempeño.
1. Las Administraciones Públicas establecerán sistemas que permitan la evaluación del desempeño de sus
empleados. La evaluación del desempeño es el procedimiento mediante el cual se mide y valora la conducta
profesional y el rendimiento o el logro de resultados.
2. Los sistemas de evaluación del desempeño se adecuarán, en todo caso, a criterios de transparencia,
objetividad, imparcialidad y no discriminación y se aplicarán sin menoscabo de los derechos de los empleados
públicos.
3. Las Administraciones Públicas determinarán los efectos de la evaluación en la carrera profesional
horizontal, la formación, la provisión de puestos de trabajo y en la percepción de las retribuciones
complementarias previstas en el artículo 24 del presente Estatuto.
4. La continuidad en un puesto de trabajo obtenido por concurso quedará vinculada a la evaluación del
desempeño de acuerdo con los sistemas de evaluación que cada Administración Pública determine, dándose
audiencia al interesado, y por la correspondiente resolución motivada.
5. La aplicación de la carrera profesional horizontal, de las retribuciones complementarias derivadas del
apartado c) del artículo 24 del presente Estatuto y el cese del puesto de trabajo obtenido por el procedimiento
de concurso requerirán la aprobación previa, en cada caso, de sistemas objetivos que permitan evaluar el
desempeño de acuerdo con lo establecido en los apartados 1 y 2 de este artículo.

CAPÍTULO III Derechos retributivos

Artículo 21. Determinación de las cuantías y de los incrementos retributivos.
1. Las cuantías de las retribuciones básicas y el incremento de las cuantías globales de las retribuciones
complementarias de los funcionarios, así como el incremento de la masa salarial del personal laboral, deberán
reflejarse para cada ejercicio presupuestario en la correspondiente ley de presupuestos.
2. No podrán acordarse incrementos retributivos que globalmente supongan un incremento de la masa salarial
superior a los límites fijados anualmente en la Ley de Presupuestos Generales del Estado para el personal.

Artículo 22. Retribuciones de los funcionarios.
1. Las retribuciones de los funcionarios de carrera se clasifican en básicas y complementarias.
2. Las retribuciones básicas son las que retribuyen al funcionario según la adscripción de su cuerpo o escala a
un determinado Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo,
y por su antigüedad en el mismo. Dentro de ellas están comprendidas los componentes de sueldo y trienios de
las pagas extraordinarias.
3. Las retribuciones complementarias son las que retribuyen las características de los puestos de trabajo, la
carrera profesional o el desempeño, rendimiento o resultados alcanzados por el funcionario.
4. Las pagas extraordinarias serán dos al año, cada una por el importe de una mensualidad de retribuciones
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básicas y de la totalidad de las retribuciones complementarias, salvo aquéllas a las que se refieren los
apartados c) y d) del artículo 24.
5. No podrá percibirse participación en tributos o en cualquier otro ingreso de las Administraciones Públicas
como contraprestación de cualquier servicio, participación o premio en multas impuestas, aun cuando
estuviesen normativamente atribuidas a los servicios.

Artículo 23. Retribuciones básicas.
Las retribuciones básicas, que se fijan en la Ley de Presupuestos Generales del Estado, estarán integradas
única y exclusivamente por:
a) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, en el supuesto de que éste no
tenga Subgrupo.
b) Los trienios, que consisten en una cantidad, que será igual para cada Subgrupo o Grupo de clasificación
profesional, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo, por cada tres años de servicio.

Artículo 24. Retribuciones complementarias.
La cuantía y estructura de las retribuciones complementarias de los funcionarios se establecerán por las
correspondientes leyes de cada Administración Pública atendiendo, entre otros, a los siguientes factores:
a) La progresión alcanzada por el funcionario dentro del sistema de carrera administrativa.
b) La especial dificultad técnica, responsabilidad, dedicación, incompatibilidad exigible para el desempeño de
determinados puestos de trabajo o las condiciones en que se desarrolla el trabajo.
c) El grado de interés, iniciativa o esfuerzo con que el funcionario desempeña su trabajo y el rendimiento o
resultados obtenidos.
d) Los servicios extraordinarios prestados fuera de la jornada normal de trabajo.

Artículo 25. Retribuciones de los funcionarios interinos.
1. Los funcionarios interinos percibirán las retribuciones básicas y las pagas extraordinarias correspondientes
al Subgrupo o Grupo de adscripción, en el supuesto de que éste no tenga Subgrupo. Percibirán asimismo las
retribuciones complementarias a que se refieren los apartados b), c) y d) del artículo 24 y las correspondientes
a la categoría de entrada en el cuerpo o escala en el que se le nombre.
2. Se reconocerán los trienios correspondientes a los servicios prestados antes de la entrada en vigor del
presente Estatuto que tendrán efectos retributivos únicamente a partir de la entrada en vigor del mismo.

Artículo 26. Retribuciones de los funcionarios en prácticas.
Las Administraciones Públicas determinarán las retribuciones de los funcionarios en prácticas que, como
mínimo, se corresponderán a las del sueldo del Subgrupo o Grupo, en el supuesto de que éste no tenga
Subgrupo, en que aspiren a ingresar.

Artículo 27. Retribuciones del personal laboral.
Las retribuciones del personal laboral se determinarán de acuerdo con la legislación laboral, el convenio
colectivo que sea aplicable y el contrato de trabajo, respetando en todo caso lo establecido en el artículo 21 del
presente Estatuto.

Artículo 28. Indemnizaciones.
Los funcionarios percibirán las indemnizaciones correspondientes por razón del servicio.

Artículo 29. Retribuciones diferidas.
Las Administraciones Públicas podrán destinar cantidades hasta el porcentaje de la masa salarial que se fije en
las correspondientes Leyes de Presupuestos Generales del Estado a financiar aportaciones a planes de
pensiones de empleo o contratos de seguro colectivos que incluyan la cobertura de la contingencia de
jubilación, para el personal incluido en sus ámbitos, de acuerdo con lo establecido en la normativa reguladora
de los Planes de Pensiones. Las cantidades destinadas a financiar aportaciones a planes de pensiones o

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 124

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



contratos de seguros tendrán a todos los efectos la consideración de retribución diferida.

Artículo 30. Deducción de retribuciones.
1. Sin perjuicio de la sanción disciplinaria que pueda corresponder, la parte de jornada no realizada dará lugar
a la deducción proporcional de haberes, que no tendrá carácter sancionador.
2. Quienes ejerciten el derecho de huelga no devengarán ni percibirán las retribuciones correspondientes al
tiempo en que hayan permanecido en esa situación sin que la deducción de haberes que se efectúe tenga
carácter de sanción, ni afecte al régimen respectivo de sus prestaciones sociales.

CAPÍTULO IV Derecho a la negociación colectiva, representación y participación institucional. D

Artículo 31. Principios generales.
1. Los empleados públicos tienen derecho a la negociación colectiva, representación y participación
institucional para la determinación de sus condiciones de trabajo.
2. Por negociación colectiva, a los efectos de esta ley, se entiende el derecho a negociar la determinación de
condiciones de trabajo de los empleados de la Administración Pública.
3. Por representación, a los efectos de esta ley, se entiende la facultad de elegir representantes y constituir
órganos unitarios a través de los cuales se instrumente la interlocución entre las Administraciones Públicas y
sus empleados.
4. Por participación institucional, a los efectos de esta ley, se entiende el derecho a participar, a través de las
organizaciones sindicales, en los órganos de control y seguimiento de las entidades u organismos que
legalmente se determine.
5. El ejercicio de los derechos establecidos en este artículo se garantiza y se lleva a cabo a través de los órganos
y sistemas específicos regulados en el presente capítulo, sin perjuicio de otras formas de colaboración entre
las Administraciones Públicas y sus empleados públicos o los representantes de éstos.
6. Las organizaciones sindicales más representativas en el ámbito de la Función Pública están legitimadas para
la interposición de recursos en vía administrativa y jurisdiccional contra las resoluciones de los órganos de
selección.
7. El ejercicio de los derechos establecidos en este capítulo deberá respetar en todo caso el contenido del
presente Estatuto y las leyes de desarrollo previstas en el mismo.
8. Los procedimientos para determinar condiciones de trabajo en las Administraciones Públicas tendrán en
cuenta las previsiones establecidas en los convenios y acuerdos de carácter internacional ratificados por
España.

Artículo 32. Negociación colectiva, representación y participación del personal laboral.
1. La negociación colectiva, representación y participación de los empleados públicos con contrato laboral se
regirá por la legislación laboral, sin perjuicio de los preceptos de este capítulo que expresamente les son de
aplicación.
2. Se garantiza el cumplimiento de los convenios colectivos y acuerdos que afecten al personal laboral, salvo
cuando excepcionalmente y por causa grave de interés público derivada de una alteración sustancial de las
circunstancias económicas, los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas suspendan o
modifiquen el cumplimiento de convenios colectivos o acuerdos ya firmados en la medida estrictamente
necesaria para salvaguardar el interés público. En este supuesto, las Administraciones Públicas deberán
informar a las organizaciones sindicales de las causas de la suspensión o modificación.
Se suprime el último párrafo del apartado 2 por la disposición final 24.1 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-24

Artículo 33. Negociación colectiva.
1. La negociación colectiva de condiciones de trabajo de los funcionarios públicos que estará sujeta a los
principios de legalidad, cobertura presupuestaria, obligatoriedad, buena fe negocial, publicidad y
transparencia, se efectuará mediante el ejercicio de la capacidad representativa reconocida a las
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organizaciones sindicales en los artículos 6.3.c); 7.1 y 7.2 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de
Libertad Sindical, y lo previsto en este capítulo. A este efecto, se constituirán Mesas de Negociación en las que
estarán legitimados para estar presentes, por una parte, los representantes de la Administración Pública
correspondiente, y por otra, las organizaciones sindicales más representativas a nivel estatal, las
organizaciones sindicales más representativas de comunidad autónoma, así como los sindicatos que hayan
obtenido el 10 por 100 o más de los representantes en las elecciones para Delegados y Juntas de Personal, en
las unidades electorales comprendidas en el ámbito específico de su constitución.
2. Las Administraciones Públicas podrán encargar el desarrollo de las actividades de negociación colectiva a
órganos creados por ellas, de naturaleza estrictamente técnica, que ostentarán su representación en la
negociación colectiva previas las instrucciones políticas correspondientes y sin perjuicio de la ratificación de
los acuerdos alcanzados por los órganos de gobierno o administrativos con competencia para ello.

Artículo 34. Mesas de Negociación.
1. A los efectos de la negociación colectiva de los funcionarios públicos, se constituirá una Mesa General de
Negociación en el ámbito de la Administración General del Estado, así como en cada una de las Comunidades
Autónomas, ciudades de Ceuta y Melilla y Entidades Locales.
2. Se reconoce la legitimación negocial de las asociaciones de municipios, así como la de las Entidades Locales
de ámbito supramunicipal. A tales efectos, los municipios podrán adherirse con carácter previo o de manera
sucesiva a la negociación colectiva que se lleve a cabo en el ámbito correspondiente. Asimismo, una
Administración o Entidad Pública podrá adherirse a los acuerdos alcanzados dentro del territorio de cada
comunidad autónoma, o a los acuerdos alcanzados en un ámbito supramunicipal.
3. Son competencias propias de las Mesas Generales la negociación de las materias relacionadas con
condiciones de trabajo comunes a los funcionarios de su ámbito.
4. Dependiendo de las Mesas Generales de Negociación y por acuerdo de las mismas podrán constituirse
Mesas Sectoriales, en atención a las condiciones específicas de trabajo de las organizaciones administrativas
afectadas o a las peculiaridades de sectores concretos de funcionarios públicos y a su número.
5. La competencia de las Mesas Sectoriales se extenderá a los temas comunes a los funcionarios del sector que
no hayan sido objeto de decisión por parte de la Mesa General respectiva o a los que ésta explícitamente les
reenvíe o delegue.
6. El proceso de negociación se abrirá, en cada Mesa, en la fecha que, de común acuerdo, fijen la
Administración correspondiente y la mayoría de la representación sindical. A falta de acuerdo, el proceso se
iniciará en el plazo máximo de un mes desde que la mayoría de una de las partes legitimadas lo promueva,
salvo que existan causas legales o pactadas que lo impidan.
7. Ambas partes estarán obligadas a negociar bajo el principio de la buena fe y proporcionarse mutuamente la
información que precisen relativa a la negociación.

Artículo 35. Constitución y composición de las Mesas de Negociación.
1. Las Mesas a que se refieren los artículos 34, 36.3 y disposición adicional duodécima de este Estatuto
quedarán válidamente constituidas cuando, además de la representación de la Administración
correspondiente, y sin perjuicio del derecho de todas las organizaciones sindicales legitimadas a participar en
ellas en proporción a su representatividad, tales organizaciones sindicales representen, como mínimo, la
mayoría absoluta de los miembros de los órganos unitarios de representación en el ámbito de que se trate.
2. Las variaciones en la representatividad sindical, a efectos de modificación en la composición de las Mesas
de Negociación, serán acreditadas por las organizaciones sindicales interesadas, mediante el correspondiente
certificado de la Oficina Pública de Registro competente, cada dos años a partir de la fecha inicial de
constitución de las citadas Mesas.
3. La designación de los componentes de las Mesas corresponderá a las partes negociadoras que podrán contar
con la asistencia en las deliberaciones de asesores, que intervendrán con voz, pero sin voto.
4. En las normas de desarrollo del presente Estatuto se establecerá la composición numérica de las Mesas
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correspondientes a sus ámbitos, sin que ninguna de las partes pueda superar el número de quince miembros.

Artículo 36. Mesas Generales de Negociación.
1. Se constituye una Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas. La representación de
éstas será unitaria, estará presidida por la Administración General del Estado y contará con representantes de
las Comunidades Autónomas, de las ciudades de Ceuta y Melilla y de la Federación Española de Municipios y
Provincias, en función de las materias a negociar. La representación de las organizaciones sindicales
legitimadas para estar presentes de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985,
de 2 de agosto, de Libertad Sindical, se distribuirá en función de los resultados obtenidos en las elecciones a
los órganos de representación del personal, Delegados de Personal, Juntas de Personal y Comités de Empresa,
en el conjunto de las Administraciones Públicas.
2. Serán materias objeto de negociación en esta Mesa las relacionadas en el artículo 37 de este Estatuto que
resulten susceptibles de regulación estatal con carácter de norma básica, sin perjuicio de los acuerdos a que
puedan llegar las comunidades autónomas en su correspondiente ámbito territorial en virtud de sus
competencias exclusivas y compartidas en materia de Función Pública. Será específicamente objeto de
negociación en el ámbito de la Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas el incremento
global de las retribuciones del personal al servicio de las Administraciones Públicas que corresponda incluir
en el Proyecto de Ley de Presupuestos Generales del Estado de cada año.
3. Para la negociación de todas aquellas materias y condiciones de trabajo comunes al personal funcionario,
estatutario y laboral de cada Administración Pública, se constituirá en la Administración General del Estado,
en cada una de las comunidades autónomas, ciudades de Ceuta y Melilla y entidades locales una Mesa General
de Negociación. Son de aplicación a estas Mesas Generales los criterios establecidos en el apartado anterior
sobre representación de las organizaciones sindicales en la Mesa General de Negociación de las
Administraciones Públicas, tomando en consideración en cada caso los resultados obtenidos en las elecciones
a los órganos de representación del personal funcionario y laboral del correspondiente ámbito de
representación. Además, también estarán presentes en estas Mesas Generales, las organizaciones sindicales
que formen parte de la Mesa General de Negociación de las Administraciones Públicas siempre que hubieran
obtenido el 10 por 100 de los representantes a personal funcionario o personal laboral en el ámbito
correspondiente a la Mesa de que se trate.

Artículo 37. Materias objeto de negociación.
1. Serán objeto de negociación, en su ámbito respectivo y en relación con las competencias de cada
Administración Pública y con el alcance que legalmente proceda en cada caso, las materias siguientes:

a) La aplicación del incremento de las retribuciones del personal al servicio de las Administraciones
Públicas que se establezca en la Ley de Presupuestos Generales del Estado y de las comunidades
autónomas.
b) La determinación y aplicación de las retribuciones complementarias de los funcionarios.
c) Las normas que fijen los criterios generales en materia de acceso, carrera, provisión, sistemas de
clasificación de puestos de trabajo, y planes e instrumentos de planificación de recursos humanos.
d) Las normas que fijen los criterios y mecanismos generales en materia de evaluación del desempeño.
e) Los planes de Previsión Social Complementaria.
f) Los criterios generales de los planes y fondos para la formación y la promoción interna.
g) Los criterios generales para la determinación de prestaciones sociales y pensiones de clases pasivas.
h) Las propuestas sobre derechos sindicales y de participación.
i) Los criterios generales de acción social.
j) Las que así se establezcan en la normativa de prevención de riesgos laborales.
k) Las que afecten a las condiciones de trabajo y a las retribuciones de los funcionarios, cuya regulación
exija norma con rango de ley.
l) Los criterios generales sobre ofertas de empleo público.
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m) Las referidas a calendario laboral, horarios, jornadas, vacaciones, permisos, movilidad funcional y
geográfica, así como los criterios generales sobre la planificación estratégica de los recursos humanos, en
aquellos aspectos que afecten a condiciones de trabajo de los empleados públicos.

2. Quedan excluidas de la obligatoriedad de la negociación, las materias siguientes:
a) Las decisiones de las Administraciones Públicas que afecten a sus potestades de organización. Cuando
las consecuencias de las decisiones de las Administraciones Públicas que afecten a sus potestades de
organización tengan repercusión sobre condiciones de trabajo de los funcionarios públicos contempladas
en el apartado anterior, procederá la negociación de dichas condiciones con las organizaciones sindicales a
que se refiere este Estatuto.
b) La regulación del ejercicio de los derechos de los ciudadanos y de los usuarios de los servicios públicos,
así como el procedimiento de formación de los actos y disposiciones administrativas.
c) La determinación de condiciones de trabajo del personal directivo.
d) Los poderes de dirección y control propios de la relación jerárquica.
e) La regulación y determinación concreta, en cada caso, de los sistemas, criterios, órganos y
procedimientos de acceso al empleo público y la promoción profesional.

Artículo 38. Pactos y Acuerdos.
1. En el seno de las Mesas de Negociación correspondientes, los representantes de las Administraciones
Públicas podrán concertar Pactos y Acuerdos con la representación de las organizaciones sindicales
legitimadas a tales efectos, para la determinación de condiciones de trabajo de los funcionarios de dichas
Administraciones.
2. Los Pactos se celebrarán sobre materias que se correspondan estrictamente con el ámbito competencial del
órgano administrativo que lo suscriba y se aplicarán directamente al personal del ámbito correspondiente.
3. Los Acuerdos versarán sobre materias competencia de los órganos de gobierno de las Administraciones
Públicas. Para su validez y eficacia será necesaria su aprobación expresa y formal por estos órganos. Cuando
tales Acuerdos hayan sido ratificados y afecten a temas que pueden ser decididos de forma definitiva por los
órganos de gobierno, el contenido de los mismos será directamente aplicable al personal incluido en su
ámbito de aplicación, sin perjuicio de que a efectos formales se requiera la modificación o derogación, en su
caso, de la normativa reglamentaria correspondiente. Si los Acuerdos ratificados tratan sobre materias
sometidas a reserva de ley que, en consecuencia, sólo pueden ser determinadas definitivamente por las Cortes
Generales o las asambleas legislativas de las comunidades autónomas, su contenido carecerá de eficacia
directa. No obstante, en este supuesto, el órgano de gobierno respectivo que tenga iniciativa legislativa
procederá a la elaboración, aprobación y remisión a las Cortes Generales o asambleas legislativas de las
comunidades autónomas del correspondiente proyecto de ley conforme al contenido del Acuerdo y en el plazo
que se hubiera acordado. Cuando exista falta de ratificación de un Acuerdo o, en su caso, una negativa expresa
a incorporar lo acordado en el proyecto de ley correspondiente, se deberá iniciar la renegociación de las
materias tratadas en el plazo de un mes, si así lo solicitara al menos la mayoría de una de las partes.
4. Los Pactos y Acuerdos deberán determinar las partes que los conciertan, el ámbito personal, funcional,
territorial y temporal, así como la forma, plazo de preaviso y condiciones de denuncia de los mismos.
5. Se establecerán Comisiones Paritarias de seguimiento de los Pactos y Acuerdos con la composición y
funciones que las partes determinen.
6. Los Pactos celebrados y los Acuerdos, una vez ratificados, deberán ser remitidos a la Oficina Pública que
cada Administración competente determine y la Autoridad respectiva ordenará su publicación en el Boletín
Oficial que corresponda en función del ámbito territorial.
7. En el supuesto de que no se produzca acuerdo en la negociación o en la renegociación prevista en el último
párrafo del apartado 3 del presente artículo y una vez agotados, en su caso, los procedimientos de solución
extrajudicial de conflictos, corresponderá a los órganos de gobierno de las Administraciones Públicas
establecer las condiciones de trabajo de los funcionarios con las excepciones contempladas en los apartados
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11, 12 y 13 del presente artículo.
8. Los Pactos y Acuerdos que, de conformidad con lo establecido en el artículo 37, contengan materias y
condiciones generales de trabajo comunes al personal funcionario y laboral, tendrán la consideración y
efectos previstos en este artículo para los funcionarios y en el artículo 83 del Estatuto de los Trabajadores para
el personal laboral.
9. Los Pactos y Acuerdos en sus respectivos ámbitos y en relación con las competencias de cada
Administración Pública, podrán establecer la estructura de la negociación colectiva así como fijar las reglas
que han de resolver los conflictos de concurrencia entre las negociaciones de distinto ámbito y los criterios de
primacía y complementariedad entre las diferentes unidades negociadoras.
10. Se garantiza el cumplimiento de los Pactos y Acuerdos, salvo cuando excepcionalmente y por causa grave
de interés público derivada de una alteración sustancial de las circunstancias económicas, los órganos de
gobierno de las Administraciones Públicas suspendan o modifiquen el cumplimiento de Pactos y Acuerdos ya
firmados, en la medida estrictamente necesaria para salvaguardar el interés público. En este supuesto, las
Administraciones Públicas deberán informar a las organizaciones sindicales de las causas de la suspensión o
modificación.
11. Salvo acuerdo en contrario, los Pactos y Acuerdos se prorrogarán de año en año si no mediara denuncia
expresa de una de las partes.
12. La vigencia del contenido de los Pactos y Acuerdos una vez concluida su duración, se producirá en los
términos que los mismos hubieren establecido.
13. Los Pactos y Acuerdos que sucedan a otros anteriores los derogan en su integridad, salvo los aspectos que
expresamente se acuerde mantener.
Se suprime el último párrafo del apartado 10 por la disposición final 24.2 de la Ley 31/2022, de 23 de diciembre. Ref. BOE-A-2022-22128#df-24

Artículo 39. Órganos de representación.
1. Los órganos específicos de representación de los funcionarios son los Delegados de Personal y las Juntas de
Personal.
2. En las unidades electorales donde el número de funcionarios sea igual o superior a 6 e inferior a 50, su
representación corresponderá a los Delegados de Personal. Hasta 30 funcionarios se elegirá un Delegado, y de
31 a 49 se elegirán tres, que ejercerán su representación conjunta y mancomunadamente.
3. Las Juntas de Personal se constituirán en unidades electorales que cuenten con un censo mínimo de 50
funcionarios.
4. El establecimiento de las unidades electorales se regulará por el Estado y por cada Comunidad Autónoma
dentro del ámbito de sus competencias legislativas. Previo acuerdo con las Organizaciones Sindicales
legitimadas en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical, los órganos
de gobierno de las Administraciones Públicas podrán modificar o establecer unidades electorales en razón del
número y peculiaridades de sus colectivos, adecuando la configuración de las mismas a las estructuras
administrativas o a los ámbitos de negociación constituidos o que se constituyan.
5. Cada Junta de Personal se compone de un número de representantes, en función del número de
funcionarios de la Unidad electoral correspondiente, de acuerdo con la siguiente escala, en coherencia con lo
establecido en el Estatuto de los Trabajadores: De 50 a 100 funcionarios: 5. De 101 a 250 funcionarios: 9. De 251
a 500 funcionarios: 13. De 501 a 750 funcionarios: 17. De 751 a 1.000 funcionarios: 21. De 1.001 en adelante, dos
por cada 1.000 o fracción, con el máximo de 75.
6. Las Juntas de Personal elegirán de entre sus miembros un Presidente y un Secretario y elaborarán su propio
reglamento de procedimiento, que no podrá contravenir lo dispuesto en el presente Estatuto y legislación de
desarrollo, remitiendo copia del mismo y de sus modificaciones al órgano u órganos competentes en materia
de personal que cada Administración determine. El reglamento y sus modificaciones deberán ser aprobados
por los votos favorables de, al menos, dos tercios de sus miembros.

Artículo 40. Funciones y legitimación de los órganos de representación.
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1. Las Juntas de Personal y los Delegados de Personal, en su caso, tendrán las siguientes funciones, en sus
respectivos ámbitos:

a) Recibir información, sobre la política de personal, así como sobre los datos referentes a la evolución de
las retribuciones, evolución probable del empleo en el ámbito correspondiente y programas de mejora del
rendimiento.
b) Emitir informe, a solicitud de la Administración Pública correspondiente, sobre el traslado total o parcial
de las instalaciones e implantación o revisión de sus sistemas de organización y métodos de trabajo.
c) Ser informados de todas las sanciones impuestas por faltas muy graves.
d) Tener conocimiento y ser oídos en el establecimiento de la jornada laboral y horario de trabajo, así como
en el régimen de vacaciones y permisos.
e) Vigilar el cumplimiento de las normas vigentes en materia de condiciones de trabajo, prevención de
riesgos laborales, Seguridad Social y empleo y ejercer, en su caso, las acciones legales oportunas ante los
organismos competentes.
f) Colaborar con la Administración correspondiente para conseguir el establecimiento de cuantas medidas
procuren el mantenimiento e incremento de la productividad.

2. Las Juntas de Personal, colegiadamente, por decisión mayoritaria de sus miembros y, en su caso, los
Delegados de Personal, mancomunadamente, estarán legitimados para iniciar, como interesados, los
correspondientes procedimientos administrativos y ejercitar las acciones en vía administrativa o judicial en
todo lo relativo al ámbito de sus funciones.

Artículo 41. Garantías de la función representativa del personal.
1. Los miembros de las Juntas de Personal y los Delegados de Personal, en su caso, como representantes
legales de los funcionarios, dispondrán en el ejercicio de su función representativa de las siguientes garantías
y derechos:

a) El acceso y libre circulación por las dependencias de su unidad electoral, sin que se entorpezca el
normal funcionamiento de las correspondientes unidades administrativas, dentro de los horarios
habituales de trabajo y con excepción de las zonas que se reserven de conformidad con lo dispuesto en la
legislación vigente.
b) La distribución libre de las publicaciones que se refieran a cuestiones profesionales y sindicales.
c) La audiencia en los expedientes disciplinarios a que pudieran ser sometidos sus miembros durante el
tiempo de su mandato y durante el año inmediatamente posterior, sin perjuicio de la audiencia al
interesado regulada en el procedimiento sancionador.
d) Un crédito de horas mensuales dentro de la jornada de trabajo y retribuidas como de trabajo efectivo, de
acuerdo con la siguiente escala: Hasta 100 funcionarios: 15. De 101 a 250 funcionarios: 20. De 251 a 500
funcionarios: 30. De 501 a 750 funcionarios: 35. De 751 en adelante: 40. Los miembros de la Junta de
Personal y Delegados de Personal de la misma candidatura que así lo manifiesten podrán proceder, previa
comunicación al órgano que ostente la Jefatura de Personal ante la que aquélla ejerza su representación, a
la acumulación de los créditos horarios.
e) No ser trasladados ni sancionados por causas relacionadas con el ejercicio de su mandato representativo,
ni durante la vigencia del mismo, ni en el año siguiente a su extinción, exceptuando la extinción que tenga
lugar por revocación o dimisión.

2. Los miembros de las Juntas de Personal y los Delegados de Personal no podrán ser discriminados en su
formación ni en su promoción económica o profesional por razón del desempeño de su representación.
3. Cada uno de los miembros de la Junta de Personal y ésta como órgano colegiado, así como los Delegados de
Personal, en su caso, observarán sigilo profesional en todo lo referente a los asuntos en que la Administración
señale expresamente el carácter reservado, aún después de expirar su mandato. En todo caso, ningún
documento reservado entregado por la Administración podrá ser utilizado fuera del estricto ámbito de la
Administración para fines distintos de los que motivaron su entrega.
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Artículo 42. Duración de la representación.
El mandato de los miembros de las Juntas de Personal y de los Delegados de Personal, en su caso, será de
cuatro años, pudiendo ser reelegidos. El mandato se entenderá prorrogado si, a su término, no se hubiesen
promovido nuevas elecciones, sin que los representantes con mandato prorrogado se contabilicen a efectos de
determinar la capacidad representativa de los Sindicatos.

Artículo 43. Promoción de elecciones a Delegados y Juntas de Personal.
1. Podrán promover la celebración de elecciones a Delegados y Juntas de Personal, conforme a lo previsto en
el presente Estatuto y en los artículos 6 y 7 de la Ley Orgánica 11/1985, de 2 de agosto, de Libertad Sindical:

a) Los Sindicatos más representativos a nivel estatal.
b) Los sindicatos más representativos a nivel de comunidad autónoma, cuando la unidad electoral afectada
esté ubicada en su ámbito geográfico.
c) Los sindicatos que, sin ser más representativos, hayan conseguido al menos el 10 por 100 de los
representantes a los que se refiere este Estatuto en el conjunto de las Administraciones Públicas.
d) Los sindicatos que hayan obtenido al menos un porcentaje del 10 por 100 en la unidad electoral en la que
se pretende promover las elecciones.
e) Los funcionarios de la unidad electoral, por acuerdo mayoritario.

2. Los legitimados para promover elecciones tendrán, a este efecto, derecho a que la Administración Pública
correspondiente les suministre el censo de personal de las unidades electorales afectadas, distribuido por
organismos o centros de trabajo.

Artículo 44. Procedimiento electoral.
El procedimiento para la elección de las Juntas de Personal y para la elección de Delegados de Personal se
determinará reglamentariamente teniendo en cuenta los siguientes criterios generales:
a) La elección se realizará mediante sufragio personal, directo, libre y secreto que podrá emitirse por correo o
por otros medios telemáticos.
b) Serán electores y elegibles los funcionarios que se encuentren en la situación de servicio activo. No tendrán
la consideración de electores ni elegibles los funcionarios que ocupen puestos cuyo nombramiento se efectúe
a través de real decreto o por decreto de los consejos de gobierno de las comunidades autónomas y de las
ciudades de Ceuta y Melilla.
c) Podrán presentar candidaturas las organizaciones sindicales legalmente constituidas o las coaliciones de
éstas, y los grupos de electores de una misma unidad electoral, siempre que el número de ellos sea
equivalente, al menos, al triple de los miembros a elegir.
d) Las Juntas de Personal se elegirán mediante listas cerradas a través de un sistema proporcional corregido, y
los Delegados de Personal mediante listas abiertas y sistema mayoritario.
e) Los órganos electorales serán las Mesas Electorales que se constituyan para la dirección y desarrollo del
procedimiento electoral y las oficinas públicas permanentes para el cómputo y certificación de resultados
reguladas en la normativa laboral.
f) Las impugnaciones se tramitarán conforme a un procedimiento arbitral, excepto las reclamaciones contra
las denegaciones de inscripción de actas electorales que podrán plantearse directamente ante la jurisdicción
social.

Artículo 45. Solución extrajudicial de conflictos colectivos.
1. Con independencia de las atribuciones fijadas por las partes a las comisiones paritarias previstas en el
artículo 38.5 para el conocimiento y resolución de los conflictos derivados de la aplicación e interpretación de
los Pactos y Acuerdos, las Administraciones Públicas y las organizaciones sindicales a que se refiere el
presente capítulo podrán acordar la creación, configuración y desarrollo de sistemas de solución extrajudicial
de conflictos colectivos.
2. Los conflictos a que se refiere el apartado anterior podrán ser los derivados de la negociación, aplicación e
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interpretación de los Pactos y Acuerdos sobre las materias señaladas en el artículo 37, excepto para aquellas en
que exista reserva de ley.
3. Los sistemas podrán estar integrados por procedimientos de mediación y arbitraje. La mediación será
obligatoria cuando lo solicite una de las partes y las propuestas de solución que ofrezcan el mediador o
mediadores podrán ser libremente aceptadas o rechazadas por las mismas. Mediante el procedimiento de
arbitraje las partes podrán acordar voluntariamente encomendar a un tercero la resolución del conflicto
planteado, comprometiéndose de antemano a aceptar el contenido de la misma.
4. El acuerdo logrado a través de la mediación o de la resolución de arbitraje tendrá la misma eficacia jurídica
y tramitación de los Pactos y Acuerdos regulados en el presente Estatuto, siempre que quienes hubieran
adoptado el acuerdo o suscrito el compromiso arbitral tuviesen la legitimación que les permita acordar, en el
ámbito del conflicto, un Pacto o Acuerdo conforme a lo previsto en este Estatuto. Estos acuerdos serán
susceptibles de impugnación. Específicamente cabrá recurso contra la resolución arbitral en el caso de que no
se hubiesen observado en el desarrollo de la actuación arbitral los requisitos y formalidades establecidos al
efecto o cuando la resolución hubiese versado sobre puntos no sometidos a su decisión, o que ésta contradiga
la legalidad vigente.
5. La utilización de estos sistemas se efectuará conforme a los procedimientos que reglamentariamente se
determinen previo acuerdo con las organizaciones sindicales representativas.

Artículo 46. Derecho de reunión.
1. Están legitimados para convocar una reunión, además de las organizaciones sindicales, directamente o a
través de los Delegados Sindicales:

a) Los Delegados de Personal.
b) Las Juntas de Personal.
c) Los Comités de Empresa.
d) Los empleados públicos de las Administraciones respectivas en número no inferior al 40 por 100 del
colectivo convocado.

2. Las reuniones en el centro de trabajo se autorizarán fuera de las horas de trabajo, salvo acuerdo entre el
órgano competente en materia de personal y quienes estén legitimados para convocarlas. La celebración de la
reunión no perjudicará la prestación de los servicios y los convocantes de la misma serán responsables de su
normal desarrollo.

CAPÍTULO V Derecho a la jornada de trabajo, permisos y vacaciones

Artículo 47. Jornada de trabajo de los funcionarios públicos.
1. Las Administraciones Públicas establecerán la jornada general y las especiales de trabajo de sus
funcionarios públicos. La jornada de trabajo podrá ser a tiempo completo o a tiempo parcial.
2. Las Administraciones Públicas adoptarán medidas de flexibilización horaria para garantizar la conciliación
de la vida familiar y laboral de los empleados públicos que tengan a su cargo a hijos e hijas menores de doce
años, así como de los empleados públicos que tengan necesidades de cuidado respecto de los hijos e hijas
mayores de doce años, el cónyuge o pareja de hecho, familiares por consanguinidad hasta el segundo grado,
así como de otras personas que convivan en el mismo domicilio, y que por razones de edad, accidente o
enfermedad no puedan valerse por sí mismos.
Se modifica por el art. 3 del Real Decreto-ley 2/2024, de 21 de mayo. Ref. BOE-A-2024-10235#at

Se deja sin efecto la modificación por Resolución de 10 de enero de 2024 que publica el Acuerdo del Congreso de los Diputados por el que se deroga el
Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2024-664

Se modifica por el art. 3 del Real Decreto-ley 7/2023, de 19 de diciembre. Ref. BOE-A-2023-25759#at

Artículo 47 bis. Teletrabajo.
1. Se considera teletrabajo aquella modalidad de prestación de servicios a distancia en la que el contenido
competencial del puesto de trabajo puede desarrollarse, siempre que las necesidades del servicio lo permitan,
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fuera de las dependencias de la Administración, mediante el uso de tecnologías de la información y
comunicación.
2. La prestación del servicio mediante teletrabajo habrá de ser expresamente autorizada y será compatible con
la modalidad presencial. En todo caso, tendrá carácter voluntario y reversible salvo en supuestos
excepcionales debidamente justificados. Se realizará en los términos de las normas que se dicten en desarrollo
de este Estatuto, que serán objeto de negociación colectiva en el ámbito correspondiente y contemplarán
criterios objetivos en el acceso a esta modalidad de prestación de servicio. El teletrabajo deberá contribuir a
una mejor organización del trabajo a través de la identificación de objetivos y la evaluación de su
cumplimiento.
3. El personal que preste sus servicios mediante teletrabajo tendrá los mismos deberes y derechos,
individuales y colectivos, recogidos en el presente Estatuto que el resto del personal que preste sus servicios en
modalidad presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo
aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera presencial.
4. La Administración proporcionará y mantendrá a las personas que trabajen en esta modalidad, los medios
tecnológicos necesarios para su actividad.
5. El personal laboral al servicio de las Administraciones Públicas se regirá, en materia de teletrabajo, por lo
previsto en el presente Estatuto y por sus normas de desarrollo.
Se añade por el art. 1 del Real Decreto-ley 29/2020, de 29 de septiembre. Ref. BOE-A-2020-11415#a1

Artículo 48. Permisos de los funcionarios públicos.
Los funcionarios públicos tendrán los siguientes permisos:
a) Por accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin hospitalización que
precise de reposo domiciliario del cónyuge, pareja de hecho o parientes hasta el primer grado por
consanguinidad o afinidad, así como de cualquier otra persona distinta de las anteriores que conviva con el
funcionario o funcionaria en el mismo domicilio y que requiera el cuidado efectivo de aquella, cinco días
hábiles. Cuando se trate de accidente o enfermedad graves, hospitalización o intervención quirúrgica sin
hospitalización que precise de reposo domiciliario, de un familiar dentro del segundo grado de
consanguinidad o afinidad, el permiso será de cuatro días hábiles. Cuando se trate de fallecimiento del
cónyuge, pareja de hecho o familiar dentro del primer grado de consanguinidad o afinidad, tres días hábiles
cuando el suceso se produzca en la misma localidad, y cinco días hábiles, cuando sea en distinta localidad. En
el caso de fallecimiento de familiar dentro del segundo grado de consanguinidad o afinidad, el permiso será de
dos días hábiles cuando se produzca en la misma localidad y de cuatro días hábiles cuando sea en distinta
localidad.
b) Por traslado de domicilio sin cambio de residencia, un día.
c) Para realizar funciones sindicales o de representación del personal, en los términos que se determine.
d) Para concurrir a exámenes finales y demás pruebas definitivas de aptitud, durante los días de su celebración.
e) Por el tiempo indispensable para la realización de exámenes prenatales y técnicas de preparación al parto
por las funcionarias embarazadas y, en los casos de adopción o acogimiento, o guarda con fines de adopción,
para la asistencia a las preceptivas sesiones de información y preparación y para la realización de los
preceptivos informes psicológicos y sociales previos a la declaración de idoneidad, que deban realizarse
dentro de la jornada de trabajo. A efectos de lo dispuesto en este apartado, el término de funcionarias
embarazadas incluye también a las personas funcionarias trans gestantes.
f) Por lactancia de un hijo menor de doce meses tendrán derecho a una hora de ausencia del trabajo que podrá
dividir en dos fracciones. Este derecho podrá sustituirse por una reducción de la jornada normal en media
hora al inicio y al final de la jornada, o en una hora al inicio o al final de la jornada, con la misma finalidad. El
permiso contemplado en este apartado constituye un derecho individual de los funcionarios, sin que pueda
transferirse su ejercicio al otro progenitor, adoptante, guardador o acogedor. Se podrá solicitar la sustitución
del tiempo de lactancia por un permiso retribuido que acumule en jornadas completas el tiempo
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correspondiente. Esta modalidad se podrá disfrutar únicamente a partir de la finalización del permiso por
nacimiento, adopción, guarda, acogimiento o del progenitor diferente de la madre biológica respectivo. Este
permiso se incrementará proporcionalmente en los casos de parto, adopción, guarda con fines de adopción o
acogimiento múltiple.
g) Por nacimiento de hijos prematuros o que por cualquier otra causa deban permanecer hospitalizados a
continuación del parto, la funcionaria o el funcionario tendrá derecho a ausentarse del trabajo durante un
máximo de dos horas diarias percibiendo las retribuciones íntegras. Asimismo, tendrán derecho a reducir su
jornada de trabajo hasta un máximo de dos horas, con la disminución proporcional de sus retribuciones.
h) Por razones de guarda legal, cuando el funcionario tenga el cuidado directo de algún menor de doce años,
de persona mayor que requiera especial dedicación, o de una persona con discapacidad que no desempeñe
actividad retribuida, tendrá derecho a la reducción de su jornada de trabajo, con la disminución de sus
retribuciones que corresponda. Tendrá el mismo derecho el funcionario que precise encargarse del cuidado
directo de un familiar, hasta el segundo grado de consanguinidad o afinidad, que por razones de edad,
accidente o enfermedad no pueda valerse por sí mismo y que no desempeñe actividad retribuida.
i) Por ser preciso atender el cuidado de un familiar de primer grado, el funcionario tendrá derecho a solicitar
una reducción de hasta el cincuenta por ciento de la jornada laboral, con carácter retribuido, por razones de
enfermedad muy grave y por el plazo máximo de un mes. Si hubiera más de un titular de este derecho por el
mismo hecho causante, el tiempo de disfrute de esta reducción se podrá prorratear entre los mismos,
respetando en todo caso, el plazo máximo de un mes.
j) Por tiempo indispensable para el cumplimiento de un deber inexcusable de carácter público o personal y
por deberes relacionados con la conciliación de la vida familiar y laboral.
k) Por asuntos particulares, seis días al año.
l) Por matrimonio o registro o constitución formalizada por documento público de pareja de hecho, quince
días.
m) Por el tiempo indispensable para la realización de los actos preparatorios de la donación de órganos o
tejidos siempre que deban tener lugar dentro de la jornada de trabajo.
Téngase en cuenta que la letra m), añadida por el art. 3 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693 , entra en vigor el 3 de marzo
de 2025 según determina su disposición final 4.

Se añade la letra m) por el art. 3 de la Ley 6/2024, de 20 de diciembre Ref. BOE-A-2024-26693

Téngase en cuenta que esta actualización entra en vigor el 3 de marzo de 2025, según determina la disposición final 4 de la citada Ley. Se
modifican las letras a) y l) por el art. 128.1 del Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-40

Redactado conforme a la corrección de errores publicada en el BOE núm. 156, de 1 de julio de 2023. Ref. BOE-A-2023-15274

Se añade un segundo párrafo a la letra e) por la disposición final 16.2 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16 Se
modifican las letras a) y f) por la disposición final 37.1 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38

Se modifica la letra f) por el art. 3.2 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3

Artículo 49.
Permisos por motivos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral, por razón de violencia de género
o de violencia sexual y para las víctimas de terrorismo y sus familiares directos. En todo caso se concederán
los siguientes permisos con las correspondientes condiciones mínimas:
a) Permiso por nacimiento para la madre biológica: tendrá una duración de diecinueve semanas. En el
supuesto de monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos
semanas. En los casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba
permanecer hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el neonato
se encuentre hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales. En el supuesto de fallecimiento del
hijo o hija, el periodo de duración del permiso no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis
semanas de descanso obligatorio, se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. Este permiso se ampliará
para ambos progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o
hija a partir del segundo en los supuestos de parto múltiple, una para cada uno de los progenitores. En caso de
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fallecimiento de la madre, el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste
de permiso. El permiso por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores al parto, serán obligatorias y habrán de
disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de la
madre, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al parto hasta que el hijo o la hija cumpla doce meses.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de la madre, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. Este permiso, constituye un derecho individual de la madre biológica, sin que
pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada
completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan, y en los términos que
reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas establecidas en el presente artículo. En el caso
del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para cada período de disfrute, un preaviso de al menos
quince días y se realizará por semanas completas. En el caso de las semanas a que se refiere el párrafo 3.º,
cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho
causante, y el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la
administración en la que ambas presten servicios, esta podrá aplazar la concesión del permiso por un
período razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más
flexible. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se podrá
participar en los cursos de formación que convoque la Administración. A efectos de lo dispuesto en este
apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes.

b) Permiso por adopción, por guarda con fines de adopción, o acogimiento, tanto temporal como permanente:
tendrá una duración de diecinueve semanas para cada adoptante, guardador o acogedor. En el supuesto de
monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos semanas. Este
permiso se ampliará para ambos progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o
hija y, por cada hijo o hija a partir del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de
adopción o acogimiento múltiples, una para cada uno de los progenitores. El permiso de cada uno de los
progenitores por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores a la resolución judicial por la que se
constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
acogimiento, serán obligatorias y habrán de disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de
aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien
desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de aquellos, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. En ningún caso un mismo menor podrá dar derecho a varios periodos de
disfrute de este permiso. Este permiso constituye un derecho individual de las personas progenitoras,
adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto
en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo. En el caso del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para
cada período de disfrute, un preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas. En el
caso de las semanas a que se refiere el párrafo 3.º, cuando concurran en ambas personas progenitoras,
adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante, y el período solicitado altere seriamente
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el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas presten servicios, esta podrá
aplazar la concesión del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber
ofrecido una alternativa de disfrute más flexible. Si fuera necesario el desplazamiento previo de los
progenitores al país de origen del adoptado, en los casos de adopción o acogimiento internacional, se
tendrá derecho, además, a un permiso de hasta dos meses de duración, percibiendo durante este periodo
exclusivamente las retribuciones básicas. Con independencia del permiso de hasta dos meses previsto en el
párrafo anterior y para el supuesto contemplado en dicho párrafo, el permiso por adopción, guarda con
fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, podrá iniciarse hasta cuatro semanas
antes de la resolución judicial por la que se constituya la adopción o la decisión administrativa o judicial de
acogimiento. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período de descanso obligatorio, se
podrá participar en los cursos de formación que convoque la Administración. Los supuestos de adopción,
guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente, previstos en este artículo
serán los que así se establezcan en el Código Civil o en las leyes civiles de las comunidades autónomas que
los regulen, debiendo tener el acogimiento temporal una duración no inferior a un año.

c) Permiso del progenitor diferente de la madre biológica por nacimiento, guarda con fines de adopción,
acogimiento o adopción de un hijo o hija: tendrá una duración de diecinueve semanas. En el supuesto de
monoparentalidad, por existir una única persona progenitora, el permiso será de treinta y dos semanas. En los
casos de parto prematuro y en aquellos en que, por cualquier otra causa, el neonato deba permanecer
hospitalizado a continuación del parto, este permiso se ampliará en tantos días como el neonato se encuentre
hospitalizado, con un máximo de trece semanas adicionales. En el supuesto de fallecimiento del hijo o hija, el
periodo de duración del permiso no se verá reducido, salvo que, una vez finalizadas las seis semanas de
descanso obligatorio se solicite la reincorporación al puesto de trabajo. Este permiso se ampliará para ambos
progenitores en dos semanas más en el supuesto de discapacidad del hijo o hija y, por cada hijo o hija a partir
del segundo en los supuestos de nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento múltiples,
una para cada uno de los progenitores. En caso de fallecimiento del progenitor distinto de la madre biológica,
el otro progenitor podrá hacer uso de la totalidad o, en su caso, de la parte que reste de permiso. El permiso de
cada uno de los progenitores por el cuidado de menor se distribuye de la siguiente manera:

1.º Seis semanas ininterrumpidas inmediatamente posteriores a la resolución judicial por la que se
constituye la adopción o bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de
acogimiento, serán obligatorias y habrán de disfrutarse a jornada completa.
2.º Once semanas, veintidós en el caso de monoparentalidad, que podrán distribuirse a voluntad de
aquellos, en períodos semanales a disfrutar de forma acumulada o interrumpida y ejercitarse desde la
finalización del descanso obligatorio posterior al hecho causante dentro de los doce meses a contar o bien
desde el nacimiento del hijo o hija, o bien desde la resolución judicial por la que se constituye la adopción o
bien de la decisión administrativa de guarda con fines de adopción o de acogimiento.
3.º Dos semanas, cuatro en el caso de monoparentalidad, para el cuidado del menor que podrán distribuirse
a voluntad de aquellos, en períodos semanales de forma acumulada o interrumpida hasta que el hijo o la
hija cumpla los ocho años. Este permiso constituye un derecho individual de las personas progenitoras,
adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. El permiso previsto
en los apartados 2.º y 3.º podrá disfrutarse a jornada completa o a tiempo parcial, cuando las necesidades
del servicio lo permitan, y en los términos que reglamentariamente se determinen, conforme a las reglas
establecidas en el presente artículo. En el caso del disfrute interrumpido del permiso se requerirá, para
cada período de disfrute, un preaviso de al menos quince días y se realizará por semanas completas. En el
caso de que se optara por el disfrute del presente permiso con posterioridad a la semana dieciséis del
permiso por nacimiento, si el progenitor que disfruta de este último permiso hubiere solicitado la
acumulación del tiempo de lactancia de un hijo menor de doce meses en jornadas completas del apartado
f) del artículo 48, será a la finalización de ese período cuando se dará inicio al cómputo del periodo de las
doce semanas restantes del permiso del progenitor diferente de la madre biológica. En el caso de las
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semanas a que se refiere el párrafo 3.º, cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o
acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante, y el período solicitado altere seriamente el correcto
funcionamiento de la unidad de la administración en la que ambas presten servicios, esta podrá aplazar la
concesión del permiso por un período razonable, justificándolo por escrito y después de haber ofrecido
una alternativa de disfrute más flexible. Durante el disfrute de este permiso, una vez finalizado el período
de descanso obligatorio, se podrá participar en los cursos de formación que convoque la Administración.
En los casos previstos en los apartados a), b), y c) el tiempo transcurrido durante el disfrute de estos
permisos se computará como de servicio efectivo a todos los efectos, garantizándose la plenitud de
derechos económicos de la funcionaria y, en su caso, del otro progenitor funcionario, durante todo el
periodo de duración del permiso, y, en su caso, durante los periodos posteriores al disfrute de este, si de
acuerdo con la normativa aplicable, el derecho a percibir algún concepto retributivo se determina en
función del periodo de disfrute del permiso. Los funcionarios que hayan hecho uso del permiso por
nacimiento, adopción, guarda con fines de adopción o acogimiento, tanto temporal como permanente,
tendrán derecho, una vez finalizado el periodo de permiso, a reintegrarse a su puesto de trabajo en
términos y condiciones que no les resulten menos favorables al disfrute del permiso, así como a
beneficiarse de cualquier mejora en las condiciones de trabajo a las que hubieran podido tener derecho
durante su ausencia.

d) Permiso por razón de violencia de género o de violencia sexual sobre la mujer funcionaria: las faltas de
asistencia de las funcionarias víctimas de violencia de género o de violencia sexual, totales o parciales,
tendrán la consideración de justificadas por el tiempo y en las condiciones en que así lo determinen los
servicios sociales de atención o de salud según proceda. Asimismo, las funcionarias víctimas de violencia
sobre la mujer o de violencia sexual, para hacer efectiva su protección o su derecho de asistencia social
integral, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la retribución, o la
reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación del horario flexible o
de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos que para estos
supuestos establezca el plan de igualdad de aplicación o, en su defecto, la Administración pública competente
en cada caso. En el supuesto enunciado en el párrafo anterior, la funcionaria pública mantendrá sus
retribuciones íntegras cuando reduzca su jornada en un tercio o menos.
e) Permiso por cuidado de hijo menor, afectado por cáncer u otra enfermedad grave: el funcionario tendrá
derecho, siempre que ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de adopción o
acogedoras de carácter permanente trabajen, a una reducción de la jornada de trabajo de al menos la mitad de
la duración de aquélla, percibiendo las retribuciones íntegras con cargo a los presupuestos del órgano o
entidad donde venga prestando sus servicios, para el cuidado, durante la hospitalización y tratamiento
continuado, del hijo o hija menor de edad, afectado por cáncer (tumores malignos, melanomas o carcinomas)
o por cualquier otra enfermedad grave que implique un ingreso hospitalario de larga duración y requiera la
necesidad de su cuidado directo, continuo y permanente acreditado por el informe del servicio público de
salud u órgano administrativo sanitario de la comunidad autónoma o, en su caso, de la entidad sanitaria
concertada correspondiente y, como máximo, hasta que el hijo o persona que hubiere sido objeto de
acogimiento permanente o guarda con fines de adopción cumpla los 23 años. A estos efectos, el mero
cumplimiento de los 18 años del hijo o del menor sujeto a acogimiento permanente o a guarda con fines de
adopción, no será causa de extinción de la reducción de la jornada, si se mantiene la necesidad de cuidado
directo, continuo y permanente. No obstante, cumplidos los 18 años, se podrá reconocer el derecho a la
reducción de jornada hasta que la persona a su cargo cumpla los 23 años en los supuestos en que el
padecimiento del cáncer o enfermedad grave haya sido diagnosticado antes de alcanzar la mayoría de edad,
siempre que en el momento de la solicitud se acrediten los requisitos establecidos en los párrafos anteriores,
salvo la edad. Asimismo, se mantendrá el derecho a esta reducción de jornada hasta que la persona a su cargo
cumpla 26 años si, antes de alcanzar los 23 años, acreditara, además, un grado de discapacidad igual o superior
al 65 por ciento. Cuando concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, guardadoras con fines de
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adopción o acogedoras de carácter permanente, por el mismo sujeto y hecho causante, las circunstancias
necesarias para tener derecho a este permiso o, en su caso, puedan tener la condición de beneficiarias de la
prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que les sea de aplicación, el
funcionario o funcionaria tendrá derecho a la percepción de las retribuciones íntegras durante el tiempo que
dure la reducción de su jornada de trabajo, siempre que la otra persona progenitora, adoptante o guardadora
con fines de adopción o acogedora de carácter permanente, sin perjuicio del derecho a la reducción de jornada
que le corresponda, no cobre sus retribuciones íntegras en virtud de este permiso o como beneficiaria de la
prestación establecida para este fin en el Régimen de la Seguridad Social que le sea de aplicación. En caso
contrario, sólo se tendrá derecho a la reducción de jornada, con la consiguiente reducción de retribuciones.
Asimismo, en el supuesto de que ambos presten servicios en el mismo órgano o entidad, ésta podrá limitar su
ejercicio simultáneo por razones fundadas en el correcto funcionamiento del servicio. Cuando la persona
enferma contraiga matrimonio o constituya una pareja de hecho, tendrá derecho al permiso quien sea su
cónyuge o pareja de hecho, siempre que acredite las condiciones para ser beneficiario. Reglamentariamente se
establecerán las condiciones y supuestos en los que esta reducción de jornada se podrá acumular en jornadas
completas.
f) Para hacer efectivo su derecho a la protección y a la asistencia social integral, los funcionarios que hayan
sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad terrorista, su cónyuge o persona con
análoga relación de afectividad, y los hijos de los heridos y fallecidos, siempre que ostenten la condición de
funcionarios y de víctimas del terrorismo de acuerdo con la legislación vigente, así como los funcionarios
amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de Reconocimiento y
Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo reconocimiento del Ministerio del Interior o de
sentencia judicial firme, tendrán derecho a la reducción de la jornada con disminución proporcional de la
retribución, o a la reordenación del tiempo de trabajo, a través de la adaptación del horario, de la aplicación
del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo que sean aplicables, en los términos
que establezca la Administración competente en cada caso. Dichas medidas serán adoptadas y mantenidas en
el tiempo en tanto que resulten necesarias para la protección y asistencia social integral de la persona a la que
se concede, ya sea por razón de las secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por la amenaza a la que
se encuentra sometida, en los términos previstos reglamentariamente.
g) Permiso parental para el cuidado de hijo, hija o menor acogido por tiempo superior a un año, hasta el
momento en que el menor cumpla ocho años: no tendrá carácter retribuido y tendrá una duración no superior
a ocho semanas, continuas o discontinuas, podrá disfrutarse a tiempo completo, o en régimen de jornada a
tiempo parcial, cuando las necesidades del servicio lo permitan y conforme a los términos que
reglamentariamente se establezcan. Este permiso, constituye un derecho individual de las personas
progenitoras, adoptantes o acogedoras, hombres o mujeres, sin que pueda transferirse su ejercicio. Cuando las
necesidades del servicio lo permitan, corresponderá a la persona progenitora, adoptante o acogedora
especificar la fecha de inicio y fin del disfrute o, en su caso, de los períodos de disfrute, debiendo comunicarlo
a la Administración con una antelación de quince días y realizándose por semanas completas. Cuando
concurran en ambas personas progenitoras, adoptantes, o acogedoras, por el mismo sujeto y hecho causante,
las circunstancias necesarias para tener derecho a este permiso en los que el disfrute del permiso parental en
el período solicitado altere seriamente el correcto funcionamiento de la unidad de la administración en la que
ambas presten servicios, esta podrá aplazar la concesión del permiso por un período razonable, justificándolo
por escrito y después de haber ofrecido una alternativa de disfrute más flexible. A efectos de lo dispuesto en
este apartado, el término de madre biológica incluye también a las personas trans gestantes. Se modifican las
letras a), b), c) y g) por el art. 2.2 del Real Decreto-ley 9/2025, de 29 de julio. Ref. BOE-A-2025-15741 Téngase en
cuenta la disposición transitoria única del citado Real Decreto-ley en cuanto a la aplicación a hechos causantes
anteriores a la entrada en vigor y a la forma de solicitud. Se modifica la letra d) por la disposición final 10.1 de
la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-10 Se añade la letra g) por el art. 128.2 del
Real Decreto-ley 5/2023, de 28 de junio. Ref. BOE-A-2023-15135#a1-40 Se modifica la letra e) por la disposición
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final 4 del Real Decreto-ley 2/2023, de 16 de marzo. Ref. BOE-A-2023-6967#df-4 Téngase en cuenta, para la
reducción de jornada extinguida por cumplir 23 años, lo dispuesto en la disposición transitoria 5 del citado
Real Decreto-ley. Ref. BOE-A-2023-6967#dt-5 Se modifican las letras a), c) y d) por la disposición final 16.3 a 5 de
la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16 Se modifica la rúbrica y la letra d), con efectos
desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 15.1 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref.
BOE-A-2022-14630#df-15 Se modifica la letra e) por la disposición final 26 de la Ley 22/2021, de 28 de diciembre.
Ref. BOE-A-2021-21653 Redactada conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 125, de 26 de
mayo de 2022. Ref. BOE-A-2022-8562 Se modifican los apartados b) y c) por la disposición final 37.2 de la Ley
11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38 Se modifican los apartados a) a d), con efectos de 1
de abril de 2019, por el art. 3.3 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a3 Téngase en
cuenta que la modificación del apartado c) se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la
disposición transitoria novena de la presente norma, añadida por el art. 3.4 del citado Real Decreto-ley 6/2019.
Se modifica el primer párrafo de la letra c) por la disposición final 38.3 de la Ley 6/2018, de 3 de julio. Ref. BOE-A-2018-9268#df-39 Redactada la
letra e) conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 278, de 20 de noviembre de 2015. Ref. BOE-A-2015-12525 .

Artículo 50. Vacaciones de los funcionarios públicos.
1. Los funcionarios públicos tendrán derecho a disfrutar, durante cada año natural, de unas vacaciones
retribuidas de veintidós días hábiles, o de los días que correspondan proporcionalmente si el tiempo de
servicio durante el año fue menor. A los efectos de lo previsto en el presente artículo, no se considerarán como
días hábiles los sábados, sin perjuicio de las adaptaciones que se establezcan para los horarios especiales.
2. Cuando las situaciones de permiso de maternidad, incapacidad temporal, riesgo durante la lactancia o
riesgo durante el embarazo impidan iniciar el disfrute de las vacaciones dentro del año natural al que
correspondan, o una vez iniciado el periodo vacacional sobreviniera una de dichas situaciones, el periodo
vacacional se podrá disfrutar aunque haya terminado el año natural a que correspondan y siempre que no
hayan transcurrido más de dieciocho meses a partir del final del año en que se hayan originado.
3. El período de vacaciones anuales retribuidas de los funcionarios públicos no puede ser sustituido por una
cuantía económica. En los casos de renuncia voluntaria deberá garantizarse en todo caso el disfrute de las
vacaciones devengadas. No obstante lo anterior, en los casos de conclusión de la relación de servicios de los
funcionarios públicos por causas ajenas a la voluntad de estos, tendrán derecho a solicitar el abono de una
compensación económica por las vacaciones devengadas y no disfrutadas; y en particular, en los casos de
jubilación por incapacidad permanente o por fallecimiento, hasta un máximo de dieciocho meses.
Se añade el apartado 3 por la disposición final 37.3 de la Ley 11/2020, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2020-17339#df-38

Artículo 51. Jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral.
Para el régimen de jornada de trabajo, permisos y vacaciones del personal laboral se estará a lo establecido en
este capítulo y en la legislación laboral correspondiente.

TÍTULO V Ordenación de la actividad profesional

CAPÍTULO III Provisión de puestos de trabajo y movilidad

Artículo 78. Principios y procedimientos de provisión de puestos de trabajo del personal funcionario de 
carrera.
1. Las Administraciones Públicas proveerán los puestos de trabajo mediante procedimientos basados en los
principios de igualdad, mérito, capacidad y publicidad.
2. La provisión de puestos de trabajo en cada Administración Pública se llevará a cabo por los procedimientos
de concurso y de libre designación con convocatoria pública.
3. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto podrán establecer otros
procedimientos de provisión en los supuestos de movilidad a que se refiere el artículo 81.2, permutas entre
puestos de trabajo, movilidad por motivos de salud o rehabilitación del funcionario, reingreso al servicio
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activo, cese o remoción en los puestos de trabajo y supresión de los mismos.

Artículo 79. Concurso de provisión de los puestos de trabajo del personal funcionario de carrera.
1. El concurso, como procedimiento normal de provisión de puestos de trabajo, consistirá en la valoración de
los méritos y capacidades y, en su caso, aptitudes de los candidatos por órganos colegiados de carácter técnico.
La composición de estos órganos responderá al principio de profesionalidad y especialización de sus
miembros y se adecuará al criterio de paridad entre mujer y hombre. Su funcionamiento se ajustará a las
reglas de imparcialidad y objetividad.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto establecerán el plazo mínimo
de ocupación de los puestos obtenidos por concurso para poder participar en otros concursos de provisión de
puestos de trabajo.
3. En las convocatorias de concursos podrá establecerse una puntuación que, como máximo, podrá alcanzar la
que se determine en las mismas para la antigüedad, para quienes tengan la condición de víctima del
terrorismo o de amenazados, en los términos fijados en el artículo 35 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre,
de Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, siempre que se acredite que la
obtención del puesto sea preciso para la consecución de los fines de protección y asistencia social integral de
estas personas. Para la acreditación de estos extremos, reglamentariamente se determinarán los órganos
competentes para la emisión de los correspondientes informes. En todo caso, cuando se trate de garantizar la
protección de las víctimas será preciso el informe del Ministerio del Interior.
4. En el caso de supresión o remoción de los puestos obtenidos por concurso se deberá asignar un puesto de
trabajo conforme al sistema de carrera profesional propio de cada Administración Pública y con las garantías
inherentes de dicho sistema.

Artículo 80. Libre designación con convocatoria pública del personal funcionario de carrera.
1. La libre designación con convocatoria pública consiste en la apreciación discrecional por el órgano
competente de la idoneidad de los candidatos en relación con los requisitos exigidos para el desempeño del
puesto.
2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del presente Estatuto establecerán los criterios para
determinar los puestos que por su especial responsabilidad y confianza puedan cubrirse por el procedimiento
de libre designación con convocatoria pública.
3. El órgano competente para el nombramiento podrá recabar la intervención de especialistas que permitan
apreciar la idoneidad de los candidatos.
4. Los titulares de los puestos de trabajo provistos por el procedimiento de libre designación con convocatoria
pública podrán ser cesados discrecionalmente. En caso de cese, se les deberá asignar un puesto de trabajo
conforme al sistema de carrera profesional propio de cada Administración Pública y con las garantías
inherentes de dicho sistema.

Artículo 81. Movilidad del personal funcionario de carrera.
1. Cada Administración Pública, en el marco de la planificación general de sus recursos humanos, y sin
perjuicio del derecho de los funcionarios a la movilidad podrá establecer reglas para la ordenación de la
movilidad voluntaria de los funcionarios públicos cuando considere que existen sectores prioritarios de la
actividad pública con necesidades específicas de efectivos.
2. Las Administraciones Públicas, de manera motivada, podrán trasladar a sus funcionarios, por necesidades
de servicio o funcionales, a unidades, departamentos u organismos públicos o entidades distintos a los de su
destino, respetando sus retribuciones, condiciones esenciales de trabajo, modificando, en su caso, la
adscripción de los puestos de trabajo de los que sean titulares. Cuando por motivos excepcionales los planes de
ordenación de recursos impliquen cambio de lugar de residencia se dará prioridad a la voluntariedad de los
traslados. Los funcionarios tendrán derecho a las indemnizaciones establecidas reglamentariamente para los
traslados forzosos.
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3. En caso de urgente e inaplazable necesidad, los puestos de trabajo podrán proveerse con carácter
provisional debiendo procederse a su convocatoria pública dentro del plazo que señalen las normas que sean
de aplicación.

Artículo 82. Movilidad por razón de violencia de género, violencia sexual y violencia terrorista.
1. Las mujeres víctimas de violencia de género o de violencia sexual que se vean obligadas a abandonar el
puesto de trabajo en la localidad donde venían prestando sus servicios, para hacer efectiva su protección o el
derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho al traslado a otro puesto de trabajo propio de su
cuerpo, escala o categoría profesional, de análogas características, sin necesidad de que sea vacante de
necesaria cobertura. Aun así, en tales supuestos la Administración pública competente, estará obligada a
comunicarle las vacantes ubicadas en la misma localidad o en las localidades que la interesada expresamente
solicite. Este traslado tendrá la consideración de traslado forzoso. En las actuaciones y procedimientos
relacionados con la violencia de género o con la violencia sexual se protegerá la intimidad de las víctimas, en
especial, sus datos personales, los de sus descendientes y los de cualquier persona que esté bajo su guarda o
custodia.
2. Para hacer efectivo su derecho a la protección y a la asistencia social integral, los funcionarios que hayan
sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad terrorista, su cónyuge o persona que haya
convivido con análoga relación de afectividad, y los hijos de los heridos y fallecidos, siempre que ostenten la
condición de funcionarios y de víctimas del terrorismo de acuerdo con la legislación vigente, así como los
funcionarios amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de
Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo reconocimiento del Ministerio del
Interior o de sentencia judicial firme, tendrán derecho al traslado a otro puesto de trabajo propio de su cuerpo,
escala o categoría profesional, de análogas características, cuando la vacante sea de necesaria cobertura o, en
caso contrario, dentro de la comunidad autónoma. Aun así, en tales supuestos la Administración Pública
competente estará obligada a comunicarle las vacantes ubicadas en la misma localidad o en las localidades que
el interesado expresamente solicite. Este traslado tendrá la consideración de traslado forzoso. En todo caso
este derecho podrá ser ejercitado en tanto resulte necesario para la protección y asistencia social integral de la
persona a la que se concede, ya sea por razón de las secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por la
amenaza a la que se encuentra sometida, en los términos previstos reglamentariamente. En las actuaciones y
procedimientos relacionados con la violencia terrorista se protegerá la intimidad de las víctimas, en especial,
sus datos personales, los de sus descendientes y los de cualquier persona que esté bajo su guarda o custodia.
Se modifica el apartado 1 por la disposición final 10.2 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-A-2024-15936#df-10

Se modifica el apartado 1 por la disposición final 16.7 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Se modifica la rúbrica y el apartado 1, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 15.2 de la Ley Orgánica 10/2022, de 6 de
septiembre. Ref. BOE-A-2022-14630#df-15

Artículo 83. Provisión de puestos y movilidad del personal laboral.
La provisión de puestos y movilidad del personal laboral se realizará de conformidad con lo que establezcan
los convenios colectivos que sean de aplicación y, en su defecto por el sistema de provisión de puestos y
movilidad del personal funcionario de carrera.

Artículo 84. La movilidad voluntaria entre Administraciones Públicas.
1. Con el fin de lograr un mejor aprovechamiento de los recursos humanos, que garantice la eficacia del
servicio que se preste a los ciudadanos, la Administración General del Estado y las comunidades autónomas y
las entidades locales establecerán medidas de movilidad interadministrativa, preferentemente mediante
convenio de Conferencia Sectorial u otros instrumentos de colaboración.
2. La Conferencia Sectorial de Administración Pública podrá aprobar los criterios generales a tener en cuenta
para llevar a cabo las homologaciones necesarias para hacer posible la movilidad 3. Los funcionarios de
carrera que obtengan destino en otra Administración Pública a través de los procedimientos de movilidad
quedarán respecto de su Administración de origen en la situación administrativa de servicio en otras
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Administraciones Públicas. En los supuestos de remoción o supresión del puesto de trabajo obtenido por
concurso, permanecerán en la Administración de destino, que deberá asignarles un puesto de trabajo
conforme a los sistemas de carrera y provisión de puestos vigentes en dicha Administración. En el supuesto de
cese del puesto obtenido por libre designación, la Administración de destino, en el plazo máximo de un mes a
contar desde el día siguiente al del cese, podrá acordar la adscripción del funcionario a otro puesto de la
misma o le comunicará que no va a hacer efectiva dicha adscripción. En todo caso, durante este periodo se
entenderá que continúa a todos los efectos en servicio activo en dicha Administración. Transcurrido el plazo
citado sin que se hubiera acordado su adscripción a otro puesto, o recibida la comunicación de que la misma
no va a hacerse efectiva, el funcionario deberá solicitar en el plazo máximo de un mes el reingreso al servicio
activo en su Administración de origen, la cual deberá asignarle un puesto de trabajo conforme a los sistemas
de carrera y provisión de puestos vigentes en dicha Administración, con efectos económicos y administrativos
desde la fecha en que se hubiera solicitado el reingreso. De no solicitarse el reingreso al servicio activo en el
plazo indicado será declarado de oficio en situación de excedencia voluntaria por interés particular, con
efectos desde el día siguiente a que hubiesen cesado en el servicio activo en la Administración de destino.

TÍTULO VI Situaciones administrativas

Artículo 85. Situaciones administrativas de los funcionarios de carrera.
1. Los funcionarios de carrera se hallarán en alguna de las siguientes situaciones:

a) Servicio activo.
b) Servicios especiales.
c) Servicio en otras Administraciones Públicas.
d) Excedencia.
e) Suspensión de funciones.

2. Las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo de este Estatuto podrán regular otras situaciones
administrativas de los funcionarios de carrera, en los supuestos, en las condiciones y con los efectos que en las
mismas se determinen, cuando concurra, entre otras, alguna de las circunstancias siguientes:

a) Cuando por razones organizativas, de reestructuración interna o exceso de personal, resulte una
imposibilidad transitoria de asignar un puesto de trabajo o la conveniencia de incentivar la cesación en el
servicio activo.
b) Cuando los funcionarios accedan, bien por promoción interna o por otros sistemas de acceso, a otros
cuerpos o escalas y no les corresponda quedar en alguna de las situaciones previstas en este Estatuto, y
cuando pasen a prestar servicios en organismos o entidades del sector público en régimen distinto al de
funcionario de carrera. Dicha regulación, según la situación administrativa de que se trate, podrá conllevar
garantías de índole retributiva o imponer derechos u obligaciones en relación con el reingreso al servicio
activo.

Artículo 86. Servicio activo.
1. Se hallarán en situación de servicio activo quienes, conforme a la normativa de función pública dictada en
desarrollo del presente Estatuto, presten servicios en su condición de funcionarios públicos cualquiera que sea
la Administración u organismo público o entidad en el que se encuentren destinados y no les corresponda
quedar en otra situación.
2. Los funcionarios de carrera en situación de servicio activo gozan de todos los derechos inherentes a su
condición de funcionarios y quedan sujetos a los deberes y responsabilidades derivados de la misma. Se
regirán por las normas de este Estatuto y por la normativa de función pública de la Administración Pública en
que presten servicios.

Artículo 87. Servicios especiales.
1. Los funcionarios de carrera serán declarados en situación de servicios especiales:
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a) Cuando sean designados miembros del Gobierno o de los órganos de gobierno de las comunidades
autónomas y ciudades de Ceuta y Melilla, miembros de las Instituciones de la Unión Europea o de las
organizaciones internacionales, o sean nombrados altos cargos de las citadas Administraciones Públicas o
Instituciones.
b) Cuando sean autorizados para realizar una misión por periodo determinado superior a seis meses en
organismos internacionales, gobiernos o entidades públicas extranjeras o en programas de cooperación
internacional.
c) Cuando sean nombrados para desempeñar puestos o cargos en organismos públicos o entidades,
dependientes o vinculados a las Administraciones Públicas que, de conformidad con lo que establezca la
respectiva Administración Pública, estén asimilados en su rango administrativo a altos cargos.
d) Cuando sean adscritos a los servicios del Tribunal Constitucional o del Defensor del Pueblo o destinados
al Tribunal de Cuentas en los términos previstos en el artículo 93.3 de la Ley 7/1988, de 5 de abril, de
Funcionamiento del Tribunal de Cuentas.
e) Cuando accedan a la condición de Diputado o Senador de las Cortes Generales o miembros de las
asambleas legislativas de las comunidades autónomas si perciben retribuciones periódicas por la
realización de la función. Aquellos que pierdan dicha condición por disolución de las correspondientes
cámaras o terminación del mandato de las mismas podrán permanecer en la situación de servicios
especiales hasta su nueva constitución.
f) Cuando se desempeñen cargos electivos retribuidos y de dedicación exclusiva en las Asambleas de las
ciudades de Ceuta y Melilla y en las entidades locales, cuando se desempeñen responsabilidades de
órganos superiores y directivos municipales y cuando se desempeñen responsabilidades de miembros de
los órganos locales para el conocimiento y la resolución de las reclamaciones económico-administrativas.
g) Cuando sean designados para formar parte del Consejo General del Poder Judicial o de los consejos de
justicia de las comunidades autónomas.
h) Cuando sean elegidos o designados para formar parte de los Órganos Constitucionales o de los órganos
estatutarios de las comunidades autónomas u otros cuya elección corresponda al Congreso de los
Diputados, al Senado o a las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
i) Cuando sean designados como personal eventual por ocupar puestos de trabajo con funciones
expresamente calificadas como de confianza o asesoramiento político y no opten por permanecer en la
situación de servicio activo.
j) Cuando adquieran la condición de funcionarios al servicio de organizaciones internacionales.
k) Cuando sean designados asesores de los grupos parlamentarios de las Cortes Generales o de las
asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
l) Cuando sean activados como reservistas voluntarios para prestar servicios en las Fuerzas Armadas.

2. Quienes se encuentren en situación de servicios especiales percibirán las retribuciones del puesto o cargo
que desempeñen y no las que les correspondan como funcionarios de carrera, sin perjuicio del derecho a
percibir los trienios que tengan reconocidos en cada momento. El tiempo que permanezcan en tal situación se
les computará a efectos de ascensos, reconocimiento de trienios, promoción interna y derechos en el régimen
de Seguridad Social que les sea de aplicación. No será de aplicación a los funcionarios públicos que, habiendo
ingresado al servicio de las instituciones comunitarias europeas, o al de entidades y organismos asimilados,
ejerciten el derecho de transferencia establecido en el estatuto de los funcionarios de las Comunidades
Europeas.
3. Quienes se encuentren en situación de servicios especiales tendrán derecho, al menos, a reingresar al
servicio activo en la misma localidad, en las condiciones y con las retribuciones correspondientes a la
categoría, nivel o escalón de la carrera consolidados, de acuerdo con el sistema de carrera administrativa
vigente en la Administración Pública a la que pertenezcan. Tendrán, asimismo, los derechos que cada
Administración Pública pueda establecer en función del cargo que haya originado el pase a la mencionada
situación. En este sentido, las Administraciones Públicas velarán para que no haya menoscabo en el derecho a
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la carrera profesional de los funcionarios públicos que hayan sido nombrados altos cargos, miembros del
Poder Judicial o de otros órganos constitucionales o estatutarios o que hayan sido elegidos alcaldes, retribuidos
y con dedicación exclusiva, presidentes de diputaciones o de cabildos o consejos insulares, Diputados o
Senadores de las Cortes Generales y miembros de las asambleas legislativas de las comunidades autónomas.
Como mínimo, estos funcionarios recibirán el mismo tratamiento en la consolidación del grado y conjunto de
complementos que el que se establezca para quienes hayan sido directores generales y otros cargos superiores
de la correspondiente Administración Pública.
4. La declaración de esta situación procederá en todo caso, en los supuestos que se determinen en el presente
Estatuto y en las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo del mismo.

Artículo 88. Servicio en otras Administraciones Públicas.
1. Los funcionarios de carrera que, en virtud de los procesos de transferencias o por los procedimientos de
provisión de puestos de trabajo, obtengan destino en una Administración Pública distinta, serán declarados en
la situación de servicio en otras Administraciones Públicas. Se mantendrán en esa situación en el caso de que
por disposición legal de la Administración a la que acceden se integren como personal propio de ésta.
2. Los funcionarios transferidos a las comunidades autónomas se integran plenamente en la organización de la
Función Pública de las mismas, hallándose en la situación de servicio activo en la Función Pública de la
comunidad autónoma en la que se integran. Las comunidades autónomas al proceder a esta integración de los
funcionarios transferidos como funcionarios propios, respetarán el Grupo o Subgrupo del cuerpo o escala de
procedencia, así como los derechos económicos inherentes a la posición en la carrera que tuviesen
reconocido. Los funcionarios transferidos mantienen todos sus derechos en la Administración Pública de
origen como si se hallaran en servicio activo de acuerdo con lo establecido en los respectivos Estatutos de
Autonomía. Se reconoce la igualdad entre todos los funcionarios propios de las comunidades autónomas con
independencia de su Administración de procedencia.
3. Los funcionarios de carrera en la situación de servicio en otras Administraciones Públicas que se
encuentren en dicha situación por haber obtenido un puesto de trabajo mediante los sistemas de provisión
previstos en este Estatuto, se rigen por la legislación de la Administración en la que estén destinados de forma
efectiva y conservan su condición de funcionario de la Administración de origen y el derecho a participar en
las convocatorias para la provisión de puestos de trabajo que se efectúen por esta última. El tiempo de servicio
en la Administración Pública en la que estén destinados se les computará como de servicio activo en su cuerpo
o escala de origen.
4. Los funcionarios que reingresen al servicio activo en la Administración de origen, procedentes de la
situación de servicio en otras Administraciones Públicas, obtendrán el reconocimiento profesional de los
progresos alcanzados en el sistema de carrera profesional y sus efectos sobre la posición retributiva conforme
al procedimiento previsto en los convenios de Conferencia Sectorial y demás instrumentos de colaboración
que establecen medidas de movilidad interadministrativa, previstos en el artículo 84 del presente Estatuto. En
defecto de tales convenios o instrumentos de colaboración, el reconocimiento se realizará por la
Administración Pública en la que se produzca el reingreso.

Artículo 89. Excedencia.
1. La excedencia de los funcionarios de carrera podrá adoptar las siguientes modalidades:

a) Excedencia voluntaria por interés particular.
b) Excedencia voluntaria por agrupación familiar.
c) Excedencia por cuidado de familiares.
d) Excedencia por razón de violencia de género o de violencia sexual.
e) Excedencia por razón de violencia terrorista.

2. Los funcionarios de carrera podrán obtener la excedencia voluntaria por interés particular cuando hayan
prestado servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante un periodo mínimo de
cinco años inmediatamente anteriores. No obstante, las leyes de Función Pública que se dicten en desarrollo

Temario en formato ley · Agente de Medio Ambiente (Materias comunes) · Cabildo Insular de Teneri 144

§ HazteFuncionario.com Texto consolidado del BOE · los derogados no se incluyen



del presente Estatuto podrán establecer una duración menor del periodo de prestación de servicios exigido
para que el funcionario de carrera pueda solicitar la excedencia y se determinarán los periodos mínimos de
permanencia en la misma. La concesión de excedencia voluntaria por interés particular quedará subordinada
a las necesidades del servicio debidamente motivadas. No podrá declararse cuando al funcionario público se le
instruya expediente disciplinario. Procederá declarar de oficio la excedencia voluntaria por interés particular
cuando finalizada la causa que determinó el pase a una situación distinta a la de servicio activo, se incumpla la
obligación de solicitar el reingreso al servicio activo en el plazo en que se determine reglamentariamente.
Quienes se encuentren en situación de excedencia por interés particular no devengarán retribuciones, ni les
será computable el tiempo que permanezcan en tal situación a efectos de ascensos, trienios y derechos en el
régimen de Seguridad Social que les sea de aplicación.
3. Podrá concederse la excedencia voluntaria por agrupación familiar sin el requisito de haber prestado
servicios efectivos en cualquiera de las Administraciones Públicas durante el periodo establecido a los
funcionarios cuyo cónyuge resida en otra localidad por haber obtenido y estar desempeñando un puesto de
trabajo de carácter definitivo como funcionario de carrera o como laboral fijo en cualquiera de las
Administraciones Públicas, organismos públicos y entidades de derecho público dependientes o vinculados a
ellas, en los Órganos Constitucionales o del Poder Judicial y órganos similares de las comunidades autónomas,
así como en la Unión Europea o en organizaciones internacionales. Quienes se encuentren en situación de
excedencia voluntaria por agrupación familiar no devengarán retribuciones, ni les será computable el tiempo
que permanezcan en tal situación a efectos de ascensos, trienios y derechos en el régimen de Seguridad Social
que les sea de aplicación.
4. Los funcionarios de carrera tendrán derecho a un período de excedencia de duración no superior a tres
años para atender al cuidado de cada hijo, tanto cuando lo sea por naturaleza como por adopción, o de cada
menor sujeto a guarda con fines de adopción o acogimiento permanente, a contar desde la fecha de
nacimiento o, en su caso, de la resolución judicial o administrativa. También tendrán derecho a un período de
excedencia de duración no superior a tres años, para atender al cuidado de un familiar que se encuentre a su
cargo, hasta el segundo grado inclusive de consanguinidad o afinidad que por razones de edad, accidente,
enfermedad o discapacidad no pueda valerse por sí mismo y no desempeñe actividad retribuida. El período de
excedencia será único por cada sujeto causante. Cuando un nuevo sujeto causante diera origen a una nueva
excedencia, el inicio del período de la misma pondrá fin al que se viniera disfrutando. En el caso de que dos
funcionarios generasen el derecho a disfrutarla por el mismo sujeto causante, la Administración podrá limitar
su ejercicio simultáneo por razones justificadas relacionadas con el funcionamiento de los servicios. El tiempo
de permanencia en esta situación será computable a efectos de trienios, carrera y derechos en el régimen de
Seguridad Social que sea de aplicación. El puesto de trabajo desempeñado se reservará, al menos, durante dos
años. Transcurrido este periodo, dicha reserva lo será a un puesto en la misma localidad y de igual retribución.
Los funcionarios en esta situación podrán participar en los cursos de formación que convoque la
Administración.
5. Las funcionarias víctimas de violencia de género o de violencia sexual, para hacer efectiva su protección o
su derecho a la asistencia social integral, tendrán derecho a solicitar la situación de excedencia sin tener que
haber prestado un tiempo mínimo de servicios previos y sin que sea exigible plazo de permanencia en la
misma. Durante los seis primeros meses tendrán derecho a la reserva del puesto de trabajo que
desempeñarán, siendo computable dicho período a efectos de antigüedad, carrera y derechos del régimen de
Seguridad Social que sea de aplicación. Cuando las actuaciones judiciales lo exigieran se podrá prorrogar este
periodo por tres meses, con un máximo de dieciocho, con idénticos efectos a los señalados anteriormente, a
fin de garantizar la efectividad del derecho de protección de la víctima. Durante los dos primeros meses de
esta excedencia la funcionaria tendrá derecho a percibir las retribuciones íntegras y, en su caso, las
prestaciones familiares por hijo a cargo.
6. Los funcionarios que hayan sufrido daños físicos o psíquicos como consecuencia de la actividad terrorista,
así como los amenazados en los términos del artículo 5 de la Ley 29/2011, de 22 de septiembre, de
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Reconocimiento y Protección Integral a las Víctimas del Terrorismo, previo reconocimiento del Ministerio del
Interior o de sentencia judicial firme, tendrán derecho a disfrutar de un periodo de excedencia en las mismas
condiciones que las víctimas de violencia de género o de violencia sexual. Dicha excedencia será autorizada y
mantenida en el tiempo en tanto que resulte necesaria para la protección y asistencia social integral de la
persona a la que se concede, ya sea por razón de las secuelas provocadas por la acción terrorista, ya sea por la
amenaza a la que se encuentra sometida, en los términos previstos reglamentariamente. Se modifican los
apartados 1.d), 5 y 6 por la disposición final 10.3 de la Ley Orgánica 2/2024, de 1 de agosto. Ref. BOE-
A-2024-15936#df-10 Se modifican los apartados 1 y 5 por la disposición final 16.8 de la Ley 4/2023, de 28 de
febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16
Se modifica la letra d) del apartado 1 y el primer párrafo del apartado 5, con efectos desde el 7 de octubre de 2022, por la disposición final 15.3 de la
Ley Orgánica 10/2022, de 6 de septiembre. Ref. BOE-A-2022-14630#df-15

Artículo 90. Suspensión de funciones.
1. El funcionario declarado en la situación de suspensión quedará privado durante el tiempo de permanencia
en la misma del ejercicio de sus funciones y de todos los derechos inherentes a la condición. La suspensión
determinará la pérdida del puesto de trabajo cuando exceda de seis meses.
2. La suspensión firme se impondrá en virtud de sentencia dictada en causa criminal o en virtud de sanción
disciplinaria. La suspensión firme por sanción disciplinaria no podrá exceder de seis años.
3. El funcionario declarado en la situación de suspensión de funciones no podrá prestar servicios en ninguna
Administración Pública ni en los organismos públicos, agencias, o entidades de derecho público dependientes
o vinculadas a ellas durante el tiempo de cumplimiento de la pena o sanción.
4. Podrá acordarse la suspensión de funciones con carácter provisional con ocasión de la tramitación de un
procedimiento judicial o expediente disciplinario, en los términos establecidos en este Estatuto.

Artículo 91. Reingreso al servicio activo.
Reglamentariamente se regularán los plazos, procedimientos y condiciones, según las situaciones
administrativas de procedencia, para solicitar el reingreso al servicio activo de los funcionarios de carrera, con
respeto al derecho a la reserva del puesto de trabajo en los casos en que proceda conforme al presente
Estatuto.

Artículo 92. Situaciones del personal laboral.
El personal laboral se regirá por el Estatuto de los Trabajadores y por los Convenios Colectivos que les sean de
aplicación. Los convenios colectivos podrán determinar la aplicación de este capítulo al personal incluido en
su ámbito de aplicación en lo que resulte compatible con el Estatuto de los Trabajadores.

Ley 7/1985 bases del régimen local

LBRL · BOE-A-1985-5392 · arts. 89 a 104 — 19 incluidos

TÍTULO VII Personal al servicio de las Entidades locales

CAPÍTULO I Disposiciones generales

Artículo 89.
El personal al servicio de las entidades locales estará integrado por funcionarios de carrera, contratados en
régimen de derecho laboral y personal eventual que desempeña puestos de confianza o asesoramiento
especial.

Artículo 90.
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1. Corresponde a cada Corporación local aprobar anualmente, a través del Presupuesto, la plantilla, que
deberá comprender todos los puestos de trabajo reservados a funcionarios, personal laboral y eventual. Las
plantillas deberán responder a los principios de racionalidad, economía y eficiencia y establecerse de acuerdo
con la ordenación general de la economía, sin que los gastos de personal puedan rebasar los límites que se
fijen con carácter general.
2. Las Corporaciones locales formarán la relación de todos los puestos de trabajo existentes en su
organización, en los términos previstos en la legislación básica sobre función pública. Corresponde al Estado
establecer las normas con arreglo a las cuales hayan de confeccionarse las relaciones de puestos de trabajo, la
descripción de puestos de trabajo tipo y las condiciones requeridas para su creación, así como las normas
básicas de la carrera administrativa, especialmente por lo que se refiere a la promoción de los funcionarios a
niveles y grupos superiores.
3. Las Corporaciones locales constituirán Registros de personal, coordinados con los de las demás
Administraciones públicas, según las normas aprobadas por el Gobierno. Los datos inscritos en tal Registro
determinarán las nóminas, a efectos de la debida justificación de todas las retribuciones.

Artículo 91.
1. Las Corporaciones locales formarán públicamente su oferta de empleo, ajustándose a los criterios fijados en
la normativa básica estatal.
2. La selección de todo el personal, sea funcionario o laboral, debe realizarse de acuerdo con la oferta de
empleo público, mediante convocatoria pública y a través del sistema de concurso, oposición o concurso-
oposición libre en los que se garanticen, en todo caso, los principios constitucionales de igualdad, mérito y
capacidad, así como el de publicidad.

CAPÍTULO II Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera

Artículo 92. Funcionarios al servicio de la Administración local.
1. Los funcionarios al servicio de la Administración local se rigen, en lo no dispuesto en esta Ley, por la Ley
7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, por la restante legislación del Estado en
materia de función pública, así como por la legislación de las Comunidades Autónomas, en los términos del
artículo 149.1.18.ª de la Constitución.
2. Con carácter general, los puestos de trabajo en la Administración local y sus Organismos Autónomos serán
desempeñados por personal funcionario.
3. Corresponde exclusivamente a los funcionarios de carrera al servicio de la Administración local el ejercicio
de las funciones que impliquen la participación directa o indirecta en el ejercicio de las potestades públicas o
en la salvaguardia de los intereses generales. Igualmente son funciones públicas, cuyo cumplimiento queda
reservado a funcionarios de carrera, las que impliquen ejercicio de autoridad, y en general, aquellas que en
desarrollo de la presente Ley, se reserven a los funcionarios para la mejor garantía de la objetividad,
imparcialidad e independencia en el ejercicio de la función.
Se modifica por el art. 1.24 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Se deroga, con el alcance establecido en la disposición final cuarta, por la disposición derogatoria única.e) de la Ley 7/2007, de 12 de abril. Ref.
BOE-A-2007-7788#ddunica

Artículo 92 bis. Funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional.
1. Son funciones públicas necesarias en todas las Corporaciones locales, cuya responsabilidad administrativa
está reservada a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional:

a) La de Secretaría, comprensiva de la fe pública y el asesoramiento legal preceptivo.
b) El control y la fiscalización interna de la gestión económico-financiera y presupuestaria, y la
contabilidad, tesorería y recaudación. No obstante, en los municipios de gran población se tendrá en
cuenta lo dispuesto en el Título X de la presente Ley y en los municipios de Madrid y de Barcelona la
regulación contenida en las Leyes 22/2006, de 4 de julio, de Capitalidad y de Régimen Especial de Madrid y
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1/2006, de 13 de marzo, por la que se regula el Régimen Especial del municipio de Barcelona
respectivamente.

2. La escala de funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional se subdivide en las
siguientes subescalas:

a) Secretaría, a la que corresponden las funciones contenidas en el apartado 1.a) anterior.
b) Intervención-tesorería, a la que corresponden las funciones contenidas en el apartado 1.b).
c) Secretaría-intervención a la que corresponden las funciones contenidas en los apartados 1.a) y 1.b).

3. Los funcionarios de las subescalas de Secretaría e Intervención-tesorería estarán integrados en una de estas
dos categorías: entrada o superior.
4. El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especialidades de la creación, clasificación y supresión de
puestos reservados a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional así como las
que puedan corresponder a su régimen disciplinario y de situaciones administrativas.
5. La aprobación de la oferta de empleo público, selección, formación y habilitación de los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional corresponde al Estado, a través del Ministerio de
Hacienda y Administraciones Públicas, conforme a las bases y programas aprobados reglamentariamente.
6. El Gobierno, mediante real decreto, regulará las especialidades correspondientes de la forma de provisión
de puestos reservados a funcionarios de administración local con habilitación de carácter nacional. En todo
caso, el concurso será el sistema normal de provisión de puestos de trabajo. El ámbito territorial de los
concursos será de carácter estatal. Los méritos generales, de preceptiva valoración, se determinarán por la
Administración del Estado, y su puntuación alcanzará un mínimo del 80% del total posible conforme al
baremo correspondiente. Los méritos correspondientes a las especialidades de la Comunidad Autónoma se
fijarán por cada una de ellas y su puntuación podrá alcanzar hasta un 15% del total posible. Los méritos
correspondientes a las especialidades de la Corporación local se fijarán por ésta, y su puntuación alcanzará
hasta un 5% del total posible. Existirán dos concursos anuales: el concurso ordinario y el concurso unitario,
que tendrá naturaleza supletoria. El concurso unitario será convocado por la Administración del Estado. Las
Corporaciones locales con puestos vacantes aprobarán las bases del concurso ordinario, de acuerdo con el
modelo de convocatoria y bases comunes que se aprueben en el real decreto previsto en el apartado anterior, y
efectuarán las convocatorias, remitiéndolas a la correspondiente Comunidad Autónoma para su publicación
simultánea en los diarios oficiales. Excepcionalmente, en las Entidades Locales incluidas en el ámbito
subjetivo definido en los artículos 111 y 135 del texto refundido de la Ley Reguladora de Haciendas Locales,
aprobado por el Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 de marzo, así como las Diputaciones Provinciales, Áreas
Metropolitanas, Cabildos y Consejos Insulares y las ciudades con estatuto de autonomía de Ceuta y Melilla, los
puestos de trabajo con funciones reservadas a funcionarios de administración local con habilitación de
carácter nacional se podrán cubrir por el sistema de libre designación entre funcionarios de la subescala y
categoría correspondiente. También se podrán cubrir por este sistema los puestos de trabajo de los titulares de
los órganos directivos a los que se refiere el artículo 130 de esta Ley, a los que no correspondan aquellas
funciones reservadas. En los supuestos de cese de aquellos funcionarios que tengan asignadas las funciones
contenidas en el apartado 1 de este artículo y que hubieran sido nombrados por libre designación, el acuerdo
del cese deberá ser comunicado al órgano competente de la Administración General del Estado en materia de
Función Pública. Esta comunicación deberá incluir la correspondiente motivación del cese referido al
desempeño profesional del funcionario. Acordado el cese en un puesto de libre designación, la Corporación
local deberá asignar al funcionario cesado un puesto de trabajo de su mismo grupo de titulación.
7. Las Comunidades Autónomas efectuarán, de acuerdo con la normativa establecida por la Administración
del Estado, los nombramientos provisionales de funcionarios con habilitación de carácter nacional, así como
las comisiones de servicios, acumulaciones, nombramientos de personal interino y de personal accidental.
8. Los funcionarios deberán permanecer en cada puesto de trabajo, obtenido por concurso, un mínimo de dos
años para poder participar en los concursos de provisión de puestos de trabajo o ser nombrados con carácter
provisional en otro puesto de trabajo, salvo en el ámbito de una misma Entidad Local. Excepcionalmente,
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antes del transcurso de dicho plazo, se podrán efectuar nombramientos con carácter provisional por el
Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas, siempre que existan razones y circunstancias que
requieran la cobertura del puesto con carácter urgente por estos funcionarios, y la imposibilidad de efectuar
un nombramiento provisional conforme a lo establecido en el párrafo anterior. Reglamentariamente se
establecerán las circunstancias excepcionales que justifiquen la solicitud de un nombramiento provisional,
debiendo tenerse en cuenta, en todo caso, el posible perjuicio o menoscabo que se generaría en la Entidad
Local en la que se ocupe el puesto en el momento de la solicitud.
9. En el Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas existirá un Registro de funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional integrado con las Comunidades Autónomas, donde
se inscribirán y anotarán todos los actos que afecten a la vida administrativa de estos funcionarios.
10. Son órganos competentes para la incoación de expedientes disciplinarios a los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional los siguientes:

a) El órgano correspondiente de la Corporación donde el funcionario hubiera cometido los hechos que se le
imputan, cuando pudieran ser constitutivos de falta leve.
b) La Comunidad Autónoma respecto a funcionarios de corporaciones locales en su ámbito territorial,
salvo cuando los hechos denunciados pudieran ser constitutivos de faltas muy graves tipificadas en la
normativa básica estatal.
c) El Ministerio de Hacienda y Administraciones Públicas cuando los hechos denunciados pudieran ser
constitutivos de faltas muy graves, tipificadas en la normativa básica estatal. El órgano competente para
acordar la incoación del expediente lo será también para nombrar instructor del mismo y decretar o alzar
la suspensión provisional del expedientado, así como para instruir diligencias previas antes de decidir
sobre tal incoación. La instrucción del expediente se efectuará por un funcionario de carrera de cualquiera
de los Cuerpos o Escalas del Subgrupo A1 de titulación, incluida la Escala de Funcionarios con Habilitación
de carácter nacional, que cuente con conocimientos en la materia a la que se refiera la infracción.

11. Son órganos competentes para la imposición de sanciones disciplinarias a los funcionarios de
administración local con habilitación de carácter nacional los siguientes:

a) El Ministro de Hacienda y Administraciones Públicas, cuando la sanción que recaiga sea por falta muy
grave, tipificada en la normativa básica estatal.
b) La Comunidad Autónoma, cuando se trate de imponer sanciones de suspensión de funciones y
destitución, no comprendidas en el párrafo anterior.
c) El órgano local competente, cuando se trate de imponer sanciones por faltas leves. La sanción impuesta
se ejecutará en sus propios términos, aun cuando en el momento de la ejecución, el funcionario se
encontrara ocupando un puesto distinto a aquel en el que se produjeron los hechos que dieron lugar a la
sanción. La sanción de destitución implicará la pérdida del puesto de trabajo, con la prohibición de obtener
destino en la misma Corporación en la que tuvo lugar la sanción, en el plazo que se fije, con el máximo de
seis años, para las faltas muy graves, y de tres años para las faltas graves. La sanción de suspensión de
funciones tendrá una duración máxima de seis años, para las faltas muy graves, y de tres años para las
faltas graves.

Se modifica el apartado 6 por la disposición final 1 del Real Decreto-ley 13/2026, de 2 de junio. Ref. BOE-A-2026-11848#df .

Se modifica el apartado 2 por el art. 3 del Real Decreto-ley 10/2015, de 11 de septiembre. Ref. BOE-A-2015-9801 .

Se añade por el art. 1.25 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 93.
1. Las retribuciones básicas de los funcionarios locales tendrán la misma estructura e idéntica cuantía que las
establecidas con carácter general para toda la función pública.
2. Las retribuciones complementarias se atendrán, asimismo, a la estructura y criterios de valoración objetiva
de las del resto de los funcionarios públicos. Su cuantía global será fijada por el Pleno de la Corporación dentro
de los límites máximos y mínimos que se señalen por el Estado.
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3. Las Corporaciones locales reflejarán anualmente en sus presupuestos la cuantía de las retribuciones de sus
funcionarios en los términos previstos en la legislación básica sobre función pública.

Artículo 94.
La jornada de trabajo de los funcionarios de la Administración local será en cómputo anual la misma que se
fije para los funcionarios de la Administración Civil del Estado. Se les aplicarán las mismas normas sobre
equivalencia y reducción de jornada.

Artículo 95.
La participación de los funcionarios, a través de sus organizaciones sindicales, en la determinación de sus
condiciones de empleo, será la establecida con carácter general para todas las Administraciones Públicas en el
Estatuto básico de la función publica.

Artículo 96.
El Instituto de Estudios de Administración Local desarrollará cursos de perfeccionamiento, especialización y
promoción para los funcionarios al servicio de las entidades locales, y colaborará en dichas funciones con los
Institutos o Escuelas de funcionarios de las Comunidades Autónomas, así como con las instituciones de este
tipo que acuerden constituir las propias Corporaciones.

Artículo 97.
Los anuncios de convocatorias de pruebas de acceso a la función pública local y de concursos para la provisión
de puestos de trabajo deberán publicarse en el «Boletín Oficial del Estado». Las bases se publicarán en el
«Boletín Oficial de la Provincia», salvo las relativas a las convocatorias de pruebas selectivas para la obtención
de la habilitación de carácter nacional, que se publicarán en el «Boletín Oficial del Estado».

CAPÍTULO III Selección y formación de los funcionarios con habilitación de carácter nacional y

Artículo 98.
1. La selección, formación y habilitación de los funcionarios a que se refiere el número 3 del artículo 92
corresponde al Instituto de Estudios de Administración Local, conforme a las bases y programas aprobados
reglamentariamente. Podrá descentralizarse territorialmente la realización de las pruebas de selección para el
acceso a los cursos de formación en relación con las Corporaciones de determinado nivel de población, en los
términos que establezca la Administración del Estado. El Instituto de Estudios de Administración Local,
deberá encomendar, mediante convenio, a los Institutos o Escuelas de funcionarios de las Comunidades
Autónomas que así lo soliciten, la formación, por delegación, de los funcionarios que deben obtener una
habilitación de carácter nacional.
2. Quienes hayan obtenido la habilitación a que se refiere el número anterior ingresarán en la Función Pública
Local y estarán legitimados para participar en los concursos de méritos convocados para la provisión de las
plazas o puestos de trabajo reservados a estos funcionarios en las plantillas de cada entidad local. Se deroga,
con el alcance establecido en la disposición final 4.2, por la disposición derogatoria única.d) de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público, texto refundido aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de
octubre. Ref. BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en cuenta que este artículo ya fue derogado en la misma
forma por la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.e) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788#ddunica

Artículo 99.
1. El concurso será el sistema normal de provisión de puestos de trabajo y en él se tendrán en cuenta los
méritos generales, entre los que figuran la posesión de un determinado grado personal, la valoración del
trabajo desarrollado, los cursos de formación y perfeccionamiento superados y la antigüedad; los méritos
correspondientes al conocimiento de las especialidades de la organización territorial de cada Comunidad
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Autónoma y de la normativa autonómica, y los méritos específicos directamente relacionados con las
características del puesto. Los méritos generales serán de preceptiva valoración en todo caso, se determinarán
por la Administración del Estado, y su puntuación alcanzará el 65 por 100 del total posible conforme al baremo
correspondiente. No regirá esta limitación cuando no se establezcan otros méritos. Los méritos
correspondientes al conocimiento de las especialidades de la organización territorial de la Comunidad
Autónoma y de su normativa específica se fijará por cada Comunidad Autónoma, y su puntuación podrá
alcanzar hasta un 10 por 100 del total posible. Los méritos específicos se podrán determinar por cada
Corporación local, y su puntuación alcanzará hasta un 25 por 100 del total posible. Las Corporaciones locales
aprobarán las bases del concurso, con inclusión de los méritos específicos que puedan establecer los
determinados por su Comunidad Autónoma, así como el conocimiento de la lengua oficial propia de la misma
en los términos previstos en la legislación autonómica respectiva. Los Presidentes de las Corporaciones
locales efectuarán las convocatorias de los concursos y las remitirán a las correspondientes Comunidades
Autónomas para su publicación simultánea en los diarios oficiales, dentro de los plazos fijados
reglamentariamente. Asimismo, el Ministerio para las Administraciones Públicas publicará en el "Boletín
Oficial del Estado" extracto de las mismas, que servirá de base para el cómputo de plazos. Las resoluciones de
los concursos se efectuarán por las Corporaciones locales y se remitirán al Ministerio para las
Administraciones Públicas, quien previa coordinación de las mismas para evitar la pluralidad simultánea de
adjudicaciones a favor de un mismo concursante, procederá a formalizar los nombramientos, que serán objeto
de publicación en los diarios oficiales de las Comunidades Autónomas y en el "Boletín Oficial del Estado". El
Ministerio de Administraciones Públicas efectuará, supletoriamente, en función de los méritos generales y los
de valoración autonómica y de acuerdo con las Comunidades Autónomas respecto del requisito de la lengua, la
convocatoria anual de los puestos de trabajo vacantes reservados a funcionarios de Administración Local con
habilitación de carácter nacional que deban proveerse mediante concurso y que se encuentren en alguna de
las siguientes situaciones:

a) Aquellos puestos que, encontrándose vacantes, no hubiesen sido convocados por las Corporaciones
Locales en el concurso ordinario.
b) Aquellos puestos que, habiendo sido convocados en el concurso ordinario, se hubiesen quedado
desiertos.
c) Aquellos puestos que, habiendo sido incluidos en el concurso ordinario, no se hubieran adjudicado por
la Corporación Local por otras causas.
d) Aquellos puestos cuyas Corporaciones Locales soliciten expresamente su inclusión, a pesar de haber
resultado vacantes con posterioridad a la convocatoria del concurso ordinario. La solicitud de la inclusión
de nuevos puestos en el concurso unitario se efectuará por el Presidente de la Corporación que la enviará a
la Dirección General para la Administración Local del Ministerio de Administraciones Públicas.

2. Excepcionalmente, podrán cubrirse por el sistema de libre designación, entre habilitados de carácter
nacional de la subescala y categoría correspondientes, los puestos a ellos reservados que se determinen en las
relaciones de puestos de trabajo. Dicho sistema sólo podrá adoptarse, en atención al carácter directivo de sus
funciones o a la especial responsabilidad que asuman, respecto de los puestos en Diputaciones Provinciales,
Cabildos y Consejos Insulares, Ayuntamientos, capitales de Comunidad Autónoma o de provincia y de
municipios con población superior a cien mil habitantes, siempre que tengan asignado nivel 30 de
complemento de destino. Cuando se trate de puestos de intervención o tesorería, además de los requisitos
anteriores, la cuantía mínima del presupuesto ordinario de la Corporación habrá de ser superior a tres mil
millones de pesetas. A los funcionarios cesados en los mismos se les garantizará un puesto de trabajo de su
subescala y categoría en la Corporación, que deberá figurar en su relación de puestos de trabajo. Las bases de
la convocatoria para cubrir estos puestos serán aprobadas por el Presidente de la Corporación y contendrán la
denominación y requisitos indispensables para desempeñarlos. La convocatoria, que se realizará con los
requisitos de publicidad de los concursos, y la resolución, previa constatación de la concurrencia de los
requisitos exigidos en la convocatoria, corresponden al Presidente de la Corporación, quien dará cuenta de
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esta última al Pleno de la misma.
3. La toma de posesión determina la adquisición de los derechos y deberes funcionariales inherentes a la
situación en activo, pasando a depender el funcionario de la correspondiente Corporación, sin perjuicio de la
facultad disciplinaria de destitución del cargo y de separación definitiva del servicio que queda reservada en
todo caso a la Administración del Estado.
4. En todo caso, en esta última Administración se llevará un Registro relativo a los funcionarios locales con
habilitación nacional, en el que deberán inscribirse, para su efectividad, todas las incidencias y situaciones de
dichos funcionarios. Se deroga, con el alcance establecido en la disposición final 4.2, por la disposición
derogatoria única.d) de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, texto refundido aprobado por Real
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en cuenta que este
artículo ya fue derogado en la misma forma por la Ley 7/2007, de 12 de abril. Se deroga, con el alcance y la
vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.e) de la Ley 7/2007, de 12 de
abril. Ref. BOE-A-2007-7788#ddunica Se modifica el párrafo octavo del apartado 1 y el párrafo tercero del
apartado 2 por el art. 53.1 y .2 de la Ley 24/2001, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2001-24965 Téngase en cuenta
que aunque la Ley establece que se modifica el párrafo cuarto del apartado 2, se entiende que se refiere al
párrafo tercero.
Se modifica el apartado 1 por el art. 1 del Real Decreto Legislativo 2/1994 de 25 de junio. Ref. BOE-A-1994-14961

Se modifica por el art. 2 de la Ley 10/1993, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1993-10455

Se modifica el apartado 1 por la disposición adicional 8.1 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1991-30903

CAPÍTULO IV Selección de los restantes funcionarios y reglas sobre provisión de puestos de trab

Artículo 100.
1. Es competencia de cada Corporación local la selección de los funcionarios con la excepción de los
funcionarios con habilitación de carácter nacional.
2. Corresponde, no obstante, a la Administración del Estado, establecer reglamentariamente:

a) Las reglas básicas y los programas mínimos a que debe ajustarse el procedimiento de selección y
formación de tales funcionarios.
b) Los títulos académicos requeridos para tomar parte en las pruebas selectivas, así como los Diplomas
expedidos por el Instituto de Estudios de Administración Local o por los Institutos o Escuelas de
funcionarios establecidos por las Comunidades Autónomas, complementarios de los títulos académicos,
que puedan exigirse para participar en las mismas.

Se modifica el apartado 1 por el art. 1.26 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 101.
Los puestos de trabajo vacantes que deban ser cubiertos por los funcionarios a que se refiere el artículo
anterior se proveerán en convocatoria pública por los procedimientos de concurso de méritos o de libre
designación, de acuerdo con las normas que regulen estos procedimientos en todas las Administraciones
públicas. En dichas convocatorias de provisión de puestos de trabajo, además de la participación de los
funcionarios propios de la entidad convocante, podrán participar los funcionarios que pertenezcan a
cualquiera de las Administraciones públicas, quedando en este caso supeditada la participación a lo que al
respecto establezcan las relaciones de puestos de trabajo.
Se modifica por el art. 39.1 de la Ley 55/1999, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-1999-24786

Artículo 102.
1. Las pruebas de selección y los concursos para la provisión de puestos de trabajo, a que se refiere el presente
Capítulo, se regirán por las bases que apruebe el Presidente de la Corporación, a quien corresponderá su
convocatoria.
2. En las pruebas selectivas, el tribunal u órgano similar elevará la correspondiente relación de aprobados al
Presidente de la Corporación para hacer el nombramiento, a quien también corresponderá la resolución
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motivada de los concursos para la provisión de puestos de trabajo, previa propuesta de aquellos órganos de
selección.
Se modifica por el art. 37 de la Ley 14/2000, de 29 de diciembre. Ref. BOE-A-2000-24357

CAPÍTULO V Del personal laboral y eventual

Artículo 103.
El personal laboral será seleccionado por la propia Corporación ateniéndose, en todo caso, a lo dispuesto en el
artículo 91 y con el máximo respeto al principio de igualdad de oportunidades de cuantos reúnan los
requisitos exigidos.

Artículo 103 bis. Masa salarial del personal laboral del sector público local.
1. Las Corporaciones locales aprobarán anualmente la masa salarial del personal laboral del sector público
local respetando los límites y las condiciones que se establezcan con carácter básico en la correspondiente Ley
de Presupuestos Generales del Estado.
2. La aprobación indicada en el apartado anterior comprenderá la referente a la propia Entidad Local,
organismos, entidades públicas empresariales y demás entes públicos y sociedades mercantiles locales de ella
dependientes, así como las de los consorcios adscritos a la misma en virtud de lo previsto en la legislación
básica de régimen jurídico de las Administraciones Públicas y de las fundaciones en las que concurra alguna
de las siguientes circunstancias:

a) Que se constituyan con una aportación mayoritaria, directa o indirecta, de las entidades citadas en este
apartado.
b) Que su patrimonio fundacional, con un carácter de permanencia, esté formado en más de un 50 por 100
por bienes o derechos aportados o cedidos por las referidas entidades.

3. La masa salarial aprobada será publicada en la sede electrónica de la Corporación y en el Boletín Oficial de
la Provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial en el plazo de 20 días.
Se añade por el art. 1.27 de la Ley 27/2013, de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 .

Artículo 104.
1. El número, características y retribuciones del personal eventual será determinado por el Pleno de cada
Corporación, al comienzo de su mandato. Estas determinaciones sólo podrán modificarse con motivo de la
aprobación de los presupuestos anuales.
2. El nombramiento y cese de estos funcionarios es libre y corresponde al Alcalde o al Presidente de la entidad
local correspondiente. Cesan automáticamente en todo caso cuando se produzca el cese o expire el mandato
de la autoridad a la que presten su función de confianza o asesoramiento.
3. Los nombramientos de funcionarios de empleo, el régimen de sus retribuciones y su dedicación se
publicarán en el «Boletín Oficial» de la Provincia y, en su caso, en el propio de la Corporación.

Artículo 104 bis. Personal eventual de las Entidades Locales.
1. Las dotaciones de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual en los Ayuntamientos
deberán ajustarse a los siguientes límites y normas:

a) Los Municipios de población entre 2.000 a 5.000 habitantes podrán excepcionalmente contar con un
puesto de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual cuando no haya miembros de la
corporación local con dedicación exclusiva.
b) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 5.000 y no superior a 10.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de uno.
c) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 10.000 y no superior a 20.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de dos.
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d) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 20.000 y no superior a 50.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de siete.
e) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 50.000 y no superior a 75.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder de la mitad de concejales de la Corporación local.
f) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 75.000 y no superior a 500.000 habitantes
podrán incluir en sus plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá
exceder del número de concejales de la Corporación local.
g) Los Ayuntamientos de Municipios con población superior a 500.000 habitantes podrán incluir en sus
plantillas puestos de trabajo de personal eventual por un número que no podrá exceder al 0,7 por ciento del
número total de puestos de trabajo de la plantilla de las respectivas Entidades Locales, considerando, a
estos efectos, los entes que tengan la consideración de Administración pública en el marco del Sistema
Europeo de Cuentas. Estos Ayuntamientos, si lo fueran del Municipio de mayor población dentro de un
Área Metropolitana, podrán incluir en sus plantillas un número adicional de puestos de trabajo de personal
eventual, que no podrá exceder del siguiente número: – Seis, si el Municipio tiene una población entre
500.000 y 1.000.000 de habitantes. – Doce, si el Municipio tiene una población entre 1.000.001 y 1.500.000
habitantes. – Dieciocho, si el Municipio tiene una población de más de 1.500.000 habitantes. Téngase en
cuenta que el segundo párrafo, añadido por la disposición final 19 de la Ley 48/2015, de 29 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11644#dfdecimanovena . entra en vigor el 1 de enero de 2016.

2. El número de puestos de trabajo cuya cobertura corresponda a personal eventual en las Diputaciones
provinciales será el mismo que el del tramo correspondiente a la Corporación del Municipio más poblado de
su Provincia. En el caso de los Consejos y Cabildos insulares, no podrá exceder de lo que resulte de aplicar el
siguiente criterio: en las islas con más de 800.000 habitantes, se reduce en 2 respecto al número actual de
miembros de cabildo, y, en las de menos de 800.000 habitantes, el 60% de los cargos electos en cada Cabildo o
Consejo Insular.
3. (Anulado).
4. (Anulado).
5. Las Corporaciones locales publicarán semestralmente en su sede electrónica y en el Boletín Oficial de la
Provincia o, en su caso, de la Comunidad Autónoma uniprovincial el número de los puestos de trabajo
reservados a personal eventual.
6. El Presidente de la Entidad Local informará al Pleno con carácter trimestral del cumplimiento de lo previsto
en este artículo. Se declaran inconstitucionales y nulos los apartados 3 y 4 en la redacción dada por la Ley
27/2013, de 27 de diciembre, por Sentencia del TC 54/2017, de 11 de mayo. Ref. BOE-A-2017-6850 Se añade el
segundo un párrafo al apartado 1.g), con efectos de 1 de enero de 2016, por la disposición final 19 de la Ley
48/2015, de 29 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11644#dfdecimanovena . Se añade por el art. 1.28 de la Ley 27/2013,
de 27 de diciembre. Ref. BOE-A-2013-13756 . Téngase en cuenta para la aplicación de las limitaciones referidas
al número de personal eventual con dedicación exclusiva, la disposición transitoria décima de la citada Ley.

RDLeg 781/1986 texto refundido régimen local

TRRL · BOE-A-1986-9865 · arts. 126 a 177 — 53 incluidos

TITULO VII Personal al servicio de las Entidades locales

CAPITULO I Disposiciones generales

Artículo 126.
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1. Las plantillas, que deberán comprender todos los puestos de trabajo debidamente clasificados reservados a
funcionarios, personal laboral y eventual, se aprobarán anualmente con ocasión de la aprobación del
Presupuesto y habrán de responder a los principios enunciados en el artículo 90.1 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril. A ellas se unirán los antecedentes, estudios y documentos acreditativos de que se ajustan a los
mencionados principios.
2. Las plantillas podrán ser ampliadas en los siguientes supuestos:

a) Cuando el incremento del gasto quede compensado mediante la reducción de otras unidades o capítulos
de gastos corrientes no ampliables.
b) Siempre que el incremento de las dotaciones sea consecuencia del establecimiento o ampliación de
servicios de carácter obligatorio que resulten impuestos por disposiciones legales. Lo establecido en este
apartado será sin perjuicio de las limitaciones específicas contenidas en leyes especiales o coyunturales.

3. La modificación de las plantillas durante la vigencia del Presupuesto requerirá el cumplimiento de los
trámites establecidos para la modificación de aquél.
4. Las relaciones de los puestos de trabajo, que tendrán en todo caso el contenido previsto en la legislación
básica sobre función pública, se confeccionarán con arreglo a las normas previstas en el artículo 90.2 de la Ley
7/1985, de 2 de abril.

Artículo 127.
Una vez aprobada la plantilla y la relación de puestos de trabajo, se remitirá copia a la Administración del
Estado y, en su caso, a la de la Comunidad Autónoma respectiva, dentro del plazo de treinta días, sin perjuicio
de su publicación íntegra en el «Boletín Oficial de la Provincia», junto con el resumen del Presupuesto.

Artículo 128.
1. Las Corporaciones locales aprobarán y publicarán anualmente, dentro del plazo de un mes desde la
aprobación de su Presupuesto, la oferta de empleo público para el año correspondiente, ajustándose a la
legislación básica del Estado sobre función pública y a los criterios que reglamentariamente se establezcan en
desarrollo de la normativa básica estatal para su debida coordinación con las ofertas de empleo del resto de las
Administraciones Públicas.
2. No podrá nombrarse personal interino para plazas que no se hayan incluido en la oferta de empleo público,
salvo cuando se trate de vacantes realmente producidas con posterioridad a su aprobación. El personal que
ostentare la condición de interino cesará automáticamente al tomar posesión como funcionarios de carrera
los aspirantes aprobados en la respectiva convocatoria. Sólo podrá procederse al nombramiento del nuevo
personal interino para las plazas que continúen vacantes una vez concluidos los correspondientes procesos
selectivos.

Artículo 129.
1. Corresponde al Gobierno, a propuesta del Ministro de Administración Territorial:

a) Establecer los límites máximos y mínimos de las retribuciones complementarias de los funcionarios de
Administración Local.
b) Establecer límites de carácter general a los gastos de personal de las Entidades locales, sin perjuicio de
los que puedan establecerse en las Leyes de Presupuestos Generales del Estado o en otras Leyes.
c) Establecer las normas básicas específicas de la carrera administrativa, especialmente en cuanto se
refiere a la promoción y movilidad.
d) Aprobar los demás proyectos de normas básicas de aplicación a la función pública local que deban
revestir la forma de Real Decreto.

2. Corresponde al Ministerio de Administración Territorial:
a) Establecer las normas con arreglo a las cuales hayan de confeccionarse en las Entidades locales las
relaciones de puestos de trabajo, la descripción de puestos de trabajo tipo y las condiciones requeridas para
su creación.
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b) En relación con los funcionarios con habilitación de carácter nacional: 1.° El desarrollo de su régimen
legal general. 2.° La convocatoria de las pruebas selectivas para el acceso a los cursos para la obtención de
la habilitación y la aprobación de las bases y programas correspondientes. 3.º La expedición de los títulos
acreditativos de la habilitación de carácter nacional a quienes superen los cursos de formación. 4.° El
establecimiento de las normas básicas de los concursos para la provisión de las plazas reservadas a
funcionarios con habilitación de carácter nacional, incluyendo los méritos generales de preceptiva
valoración. 5.º (Derogado) 6.° (Derogado) 7.° Las acumulaciones y comisiones de servicio de funcionarios
con habilitación de carácter nacional, cuando excedan del ámbito territorial de una Comunidad Autónoma.
8.º Acordar la destitución del cargo o la separación del servicio de los funcionarios con habilitación de
carácter nacional previo expediente instruido al efecto en la forma prevista en los artículos 149 y 150 de
esta Ley.

3. Corresponde a los órganos de la Corporación local, según la distribución de competencias prevista en la Ley
7/1985, de 2 de abril, las restantes competencias en materia de personal a su servicio y, en particular, las
siguientes:

a) La aprobación de plantillas y relaciones de puestos de trabajo y sus modificaciones.
b) El establecimiento de escalas, subescalas y clases de funcionarios y la clasificación de los mismos.
c) La determinación del procedimiento de ingreso en las Subescalas de Administración Especial. Los
acuerdos de las Corporaciones que versen sobre estas materias deberán ser comunicados al Ministerio de
Administración Territorial, y al órgano competente en materia de régimen local de la Comunidad
Autónoma, dentro del plazo de treinta días, a partir del siguiente a la fecha de su adopción, y sin perjuicio
del deber general de comunicación de acuerdos a que se refiere el artículo 56.1 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril.

Se modifica el apartado 2.b).7º por el art. 64.2 de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1994-28968

Se modifica el apartado 2.b).7º por el art. 2.1 del Real Decreto Legislativo 2/1994, de 25 de junio. Ref. BOE-A-1994-14961 Se derogan los apartados
2.b).5º y 6º por la disposición derogatoria única.b) de la Ley 10/1993, de 21 de abril. Ref. BOE-A-1993-10455

Téngase en cuenta que estos apartados ya estaban derogados parcialmente por la Ley 31/1991, de 30 de diciembre. Se derogan los apartados 2.b).5º
y 6º en la forma indicada por la disposición adicional 8.5 de la Ley 31/1991, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1991-30903

CAPITULO II Disposiciones comunes a los funcionarios de carrera

Artículo 130.
1. Son funcionarios de la Administración Local las personas vinculadas a ella por una relación de servicios
profesionales y retribuidos, regulada por el Derecho Administrativo.
2. Son funcionarios de carrera de la Administración Local los que, en virtud de nombramiento legal,
desempeñen servicios de carácter permanente en una Entidad local, figuren en las correspondientes plantillas
y perciban sueldos o asignaciones fijas con cargo a las consignaciones de personal del presupuesto de las
Corporaciones.

Artículo 131.
1. Los funcionarios de carrera que no ocupen puestos de trabajo reservados a funcionarios con habilitación de
carácter nacional se integrarán en las escalas, subescalas, clases y categorías de cada Corporación, con arreglo
a lo que se previene en la presente Ley.
2. Las subescalas, clases y categorías quedarán agrupadas conforme a la legislación básica del Estado en los
grupos que ésta determine, de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso.

Artículo 132.
Corresponde a los funcionarios de carrera el desempeño de los puestos de trabajo que tengan atribuidas las
funciones señaladas en el artículo 92.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, así como las que en su desarrollo y en
orden a la clasificación de puestos, se determinen en las normas estatales sobre confección de las relaciones
de puestos de trabajo y descripción de puestos de trabajo-tipo.
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Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 133.
El procedimiento de selección de los funcionarios de Administración Local se ajustará a la legislación básica
del Estado sobre función pública, y se establecerá teniendo en cuenta la conexión entre el tipo de pruebas a
superar y la adecuación a los puestos de trabajo que se hayan de desempeñar, incluyendo a tal efecto las
pruebas prácticas que sean precisas.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 134.
1. Las convocatorias serán siempre libres. No obstante, podrán reservarse para promoción interna hasta un
máximo del 50 por 100 de las plazas convocadas para funcionarios que reúnan la titulación y demás requisitos
exigidos en la convocatoria.
2. Serán aplicables las normas de la presente Ley, y las que dicte el Estado en uso de las autorizaciones
contenidas en los artículos 98.1 y 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril; en lo no previsto en ellas, la
reglamentación que para el ingreso en la función pública establezca la respectiva Comunidad Autónoma, y
supletoriamente, el Real Decreto 2223/1984, de 19 de diciembre (*) , por el que se aprueba el Reglamento
general de ingreso del personal al servicio de la Administración del Estado. (*) Actualmente, el Real Decreto
364/1995, de 10 de marzo. Ref. BOE-A-1995-8729 .

Artículo 135.
Para ser admitido a las pruebas para el acceso a la Función Pública local será necesario:
a) Ser español.
b) Tener cumplidos 18 años de edad.
c) Estar en posesión del título exigible, o en condiciones de obtenerlo, en la fecha en que termine el plazo de
presentación de instancias, en cada caso.
d) No padecer enfermedad o defecto físico que impida el desempeño de las correspondientes funciones.
e) No haber sido separado, mediante expediente disciplinario, del servicio al Estado, a las Comunidades
Autónomas, o a las Entidades locales, ni hallarse inhabilitado para el ejercicio de funciones públicas.
Se modifica la letra b) por el art. 58 de la Ley 62/2003, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2003-23936

Artículo 136.
1. El nombramiento de los aspirantes que superen las pruebas establecidas y, en su caso, los correspondientes
cursos selectivos, corresponderá al Alcalde o Presidente, o al miembro de la Corporación, que, por delegación
de aquél, ostente la jefatura directa de personal.
2. Será nulo el nombramiento como funcionario de la Entidad local de quienes estén incursos en causas de
incapacidad específica, conforme a la normativa vigente. Idénticas reglas serán de aplicación al personal
interino a que se refiere el artículo 128.2.

Artículo 137.
La condición de funcionario de carrera se adquiere por el cumplimiento sucesivo de los siguientes requisitos:
a) Superar las pruebas de selección, y en su caso, los cursos de formación preceptivos.
b) Nombramiento conferido por la autoridad competente.
c) Prestar juramento o promesa en la forma legalmente establecida.
d) Tomar posesión dentro del plazo señalado reglamentariamente.

Artículo 138.
1. La condición de funcionario de carrera de la Administración local se pierde en virtud de alguna de las
causas siguientes:

a) Renuncia.
b) Pérdida de la nacionalidad española.
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c) Sanción disciplinaria de separación del servicio.
d) Por imposición de la pena de inhabilitación absoluta o inhabilitación especial.
e) Por jubilación forzosa o voluntaria.

2. La renuncia a la condición de funcionario no inhabilita para nuevo ingreso al servicio de la Administración
local.
3. En el caso de recuperación de la nacionalidad española se podrá solicitar la rehabilitación de la cualidad de
funcionario de la Administración local.
4. La pérdida de la condición de funcionario, prevista en los apartados c) y d) del número 1 tiene carácter
definitivo, sin perjuicio de los supuestos de rehabilitación.
5. La relación funcionarial cesa durante el tiempo de la condena a la pena de suspensión de cargo público.

Artículo 139.
1. La jubilación de los funcionarios tendrá lugar:

a) Forzosamente por cumplimiento de la edad.
b) De oficio o a petición del interesado, por incapacidad permanente para eI ejercicio de sus funciones.
c) A instancia del interesado, por haber cumplido sesenta años de edad y haber completado treinta años de
servicios efectivos.

2. La jubilación forzosa se declarará de oficio al cumplir el funcionario los sesenta y cinco años de edad.
3. Los derechos pasivos de los funcionarios de Administración Local se regirán por su legislación específica,
que deberá ser homologada a la normativa general de los funcionarios civiles del Estado. De igual forma,
cuando se trate de funcionarios con jornada reducida, se aplicarán principios análogos a los establecidos para
los funcionarios del Estado. Redactado el apartado 3 conforme a la corrección de errores publicada en BOE
núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 140.
1. Las situaciones en que pueden hallarse los funcionarios de carrera de la Administración local serán las
siguientes:

a) Servicio activo.
b) Servicio en Comunidades Autónomas.
c) Excedencia forzosa o voluntaria.
d) Servicios especiales.
e) Suspensión.

2. Dichas situaciones se regularán por la normativa básica estatal, y por la legislación de función pública de la
respectiva Comunidad Autónoma y, supletoriamente, por la legislación de los funcionarios de la
Administración del Estado, teniéndose en cuenta las peculiaridades del régimen local.

Artículo 141.
1. Se asegura a los funcionarios de carrera en las Entidades locales el derecho al cargo, sin perjuicio de su
adscripción a unos u otros puestos de trabajo, efectuada dentro de sus competencias respectivas por los
distintos órganos competentes en materia de funcionarios públicos locales. Los funcionarios con habilitación
de carácter nacional gozarán, asimismo, del derecho a la inamovilidad en la residencia. También estarán
asistidos del derecho de inamovilidad en la residencia los demás funcionarios, en cuanto el servicio lo
consienta.
2. Las Corporaciones locales dispensarán a sus funcionarios la protección que requiere el ejercicio de sus
cargos, y les otorgarán los tratamientos y consideraciones sociales debidos a su rango y a la dignidad de la
función pública.

Artículo 142.
Los funcionarios de la Administración local tendrán derecho a las recompensas, permisos, licencias y
vacaciones retribuidas previstas en la legislación sobre función pública de la Comunidad Autónoma respectiva
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y, supletoriamente, en la aplicable a los funcionarios de la Administración del Estado.

Artículo 143.
Las Entidades locales, sin perjuicio de lo establecido en la Disposición adicional de esta Ley y disposiciones
dictadas en su desarrollo, estarán obligadas en los términos de la legislación vigente a facilitar a sus
funcionarios una adecuada asistencia médico-farmacéutica, que incluirá la quirúrgica y de especialidades.

Artículo 144.
Los funcionarios de Administración local tienen las obligaciones determinadas por la legislación sobre
función pública de la correspondiente Comunidad Autónoma y, en todo caso, las previstas en la legislación
básica del Estado sobre función pública.

Artículo 145.
El régimen de incompatibilidades de los funcionarios de la Administración local es el establecido con carácter
general para la función pública en la Ley 53/1984, de 26 de diciembre, y en las normas que se dicten por el
Estado para su aplicación a los funcionarios de la Administración local.

Artículo 146.
1. Las faltas cometidas por los funcionarios de la Administración local en el ejercicio de sus cargos serán
calificadas de leves, graves y muy graves.
2. Las faltas leves prescribirán al mes; las graves, a los dos años, y las muy graves, a los seis años.
3. Reglamentariamente se determinará la forma de computar dichos plazos de prescripción.

Artículo 147.
1. Las faltas muy graves serán las tipificadas por la legislación básica de la función pública.
2. Las faltas graves y leves serán las establecidas en la legislación de función pública de la respectiva
Comunidad Autónoma y supletoriamente en la legislación de funcionarios civiles del Estado.

Artículo 148.
1. Por razón de las faltas a que se refiere el artículo anterior podrán imponerse las sanciones siguientes:

a) Apercibimiento.
b) Deducción proporcional de las retribuciones.
c) Suspensión de funciones.
d) Destitución del cargo.
e) Separación del servicio.

2. Las faltas leves sólo podrán corregirse con las sanciones que se señalan en los apartados a) y b) del número
1 de este artículo. Las faltas de puntualidad y las de asistencia, cuando constituyan faltas leves, se sancionarán
con la deducción proporcional de las retribuciones.
3. Las sanciones de los apartados b), c) y d) de dicho número se impondrán por la comisión de faltas graves.
4. Las faltas muy graves se corregirán con las sanciones de los apartados c), d) y e) del mismo número.
5. La sanción del apartado d) sólo será de aplicación a los funcionarios con habilitación de carácter nacional.
No se les aplicará, en cambio, la suspensión de funciones por más de un año, que será sustituida por la
destitución del cargo, con prohibición de obtener nuevo destino en el plazo que se fije, con el máximo de tres
años.
6. La suspensión firme determina la pérdida del puesto de trabajo, que será cubierto reglamentariamente sin
perjuicio de lo establecido en el número anterior para los funcionarios con habilitación de carácter nacional.
7. No se entenderá como sanción la facultad de las Corporaciones para adscribir y remover de los distintos
puestos de trabajo a los funcionarios sin habilitación de carácter nacional.

Artículo 149.
1. No se podrán imponer sanciones por faltas graves o muy graves sino en virtud de expediente instruido al
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efecto con audiencia del interesado. La tramitación del expediente se regirá por las disposiciones
reglamentarias correspondientes.
2. Las faltas leves podrán ser corregidas sin necesidad de instruir expediente, dando audiencia, en todo caso,
al interesado.

Artículo 150.
1. Son órganos competentes para la incoación de expedientes disciplinarios a las funcionarios de la
Administración local los siguientes:

a) El Presidente de la Corporación, en todo caso, o el miembro de ésta que, por delegación de aquél, ostente
la jefatura directa del personal.
b) La Dirección General de Administración Local, cuando se trate de funcionarios con habilitación de
carácter nacional, por faltas cometidas en Corporación distinta de aquélla en la que se encuentren
prestando servicios, o cuando, por la gravedad de los hechos denunciados, pudiera dar lugar a sanción de
destitución o separación del servicio.

2. El órgano competente para acordar la incoación del expediente, lo será también para nombrar Instructor
del mismo y decretar o alzar la suspensión provisional del expedientado, así como para instruir diligencias
previas antes de decidir sobre tal incoación.
3. En cualquier caso, decretada por el Presidente de la Corporación la instrucción de expediente disciplinario a
funcionario con habilitación de carácter nacional, aquél podrá solicitar de la Dirección General de
Administración Local la instrucción del mismo si la Corporación careciera de medios personales para su
tramitación.
4. La tramitación del expediente se ajustará a lo que establezca la legislación de la Comunidad Autónoma
respectiva y supletoriamente el Reglamento disciplinario de los funcionarios de la Administración Civil del
Estado.

Artículo 151.
Son órganos competentes para la imposición de sanciones por faltas graves o muy graves al resolver el
expediente disciplinario:
a) El Ministro de Administraciones Públicas, cuando se trate de imponer sanciones que supongan la
destitución del cargo o la separación del servicio de funcionarios con habilitación de carácter nacional.
También lo será para imponer la sanción de suspensión de funciones a los funcionarios con habilitación de
carácter nacional cuando la falta se hubiera cometido en Corporación distinta de la que se encuentren
actualmente prestando servicios.
b) El Pleno de la Corporación, cuando se trate de sanciones a funcionarios con habilitación de carácter
nacional no comprendidas en el párrafo anterior o de la separación del servicio de otros funcionarios cuyo
nombramiento esté atribuido a la Corporación.
Se modifica la letra a) por el art. 59.1 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2002-25412

Artículo 152.
1. Las sanciones disciplinarias que se impongan a los funcionarios se anotarán en sus hojas de servicios y, en
todo caso, en el Registro de Personal, con indicación de las faltas que las motivaron. La cancelación se regirá
por la legislación de función pública de la respectiva Comunidad Autónoma y supletoriamente por la
legislación de funcionarios civiles del Estado.
2. Los funcionarios de Administración local podrán ser rehabilitados cuando hayan sido separados del servicio
por sanción disciplinaria, acreditando la cancelación de antecedentes penales, en su caso, el cumplimiento de
las responsabilidades en que hubieran incurrido y que observen conducta que les haga acreedores a dicho
beneficio a juicio de la autoridad que deba decidir.

Artículo 153.
1. Los funcionarios de Administración local sólo serán remunerados por las Corporaciones respectivas, por los
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conceptos establecidos en el artículo 23 de la Ley 30/1984, de 2 de agosto.
2. En su virtud, no podrán participar en la distribución de fondos de ninguna clase ni percibir remuneraciones
distintas a las comprendidas en dicha Ley ni, incluso, por confección de proyectos, o dirección o inspección de
obras, o presupuestos, asesorías o emisión de dictámenes e informes. Las cantidades procedentes de los
indicados fondos se incluirán en el presupuesto de ingresos de las Corporaciones.
3. La estructura, criterios de valoración objetiva, en su caso, y cuantías de las diversas retribuciones de los
funcionarios de Administración local, se regirán por lo dispuesto en el artículo 93 de la Ley 7/1985, de 2 de
abril.

Artículo 154.
1. La Ley de Presupuestos Generales del Estado para cada año fijará los límites al incremento de las
retribuciones o gastos de personal de las Corporaciones locales. Cuando tales límites hagan referencia a la
cuantía global de las retribuciones de los funcionarios, se entenderán sin perjuicio de las ampliaciones de
plantillas que puedan efectuarse, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 126.2 y 3 de esta Ley.
2. Lo dispuesto en el párrafo segundo del número anterior no obstará a que, por la Ley de Presupuestos o por
otras leyes especiales o coyunturales, puedan establecerse reglas específicas para ciertos casos o limitaciones
a la cuantía de las retribuciones individuales.
3. La ordenación del pago de gastos de personal tendrá preferencia sobre cualquier otro que deba realizarse
con cargo a los fondos de la respectiva Entidad. Reglamentariamente se regulará el procedimiento sustitutivo
para el percibo por los interesados de las cantidades que indebidamente hayan dejado de satisfacerse.
Redactado el apartado 1 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de
1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 155.
1. En el caso de que un funcionario preste sus servicios sucesivamente en distintos cuerpos o, en su caso,
subescalas, clases o categorías, tendrá derecho a seguir percibiendo los trienios devengados en los anteriores.
2. Cuando un funcionario cambie de cuerpo o, en su caso, de subescala, clase o categoría, antes de completar
un trienio, la fracción de tiempo transcurrido se considerará como tiempo de servicio prestado en el nuevo a
que pase a pertenecer.

Artículo 156.
El disfrute de las retribuciones complementarias no creará derechos adquiridos en favor de los funcionarios,
salvo lo establecido legalmente respecto del grado consolidado en relación con el nivel de complemento de
destino.

Artículo 157.
La ayuda familiar, las indemnizaciones por razón del servicio o por residencia en ciertos lugares del territorio
nacional del personal al servicio de las Corporaciones locales que tengan derecho a ellas, serán las mismas
que correspondan al personal al servicio de la Administración del Estado. En ningún caso, habrá derecho a
percibir indemnización por casa-habitación.

CAPITULO III Disposiciones específicas para los funcionarios con habilitación de carácter nacio

Artículo 158.
La obtención de la habilitación de carácter nacional se regirá por lo dispuesto en el artículo 98 de la Ley
7/1985, de 2 de abril, y normas reglamentarias que la desarrollen. Se deroga, con el alcance y la vigencia
establecidos en la disposición final 4.2, por la disposición derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en cuenta que este artículo ya fue derogado en la misma forma por la
Ley 7/2007, de 12 de abril.
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Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788

Artículo 159.
1. La competencia de ejecución en materia de creación, supresión y clasificación de los puestos de trabajo
reservados a funcionarios de la Administración Local con habilitación de carácter nacional corresponde a las
Comunidades Autónomas de acuerdo con los límites de población, presupuesto y demás circunstancias
generales y objetivas que se establezcan reglamentariamente por la Administración del Estado.
2. A solicitud de los municipios donde exista población muy superior a la residente durante importantes
temporadas del año o en los que concurran las condiciones de centro de comarca o de localización de
actividades o de acción urbanística muy superior a la normal u otras objetivas análogas, la Comunidad
Autónoma podrá acordar que el puesto de trabajo se clasifique en categoría superior a la que corresponda por
su población.
3. El Gobierno regulará la situación en que hayan de quedar los funcionarios que desempeñen puestos de
trabajo cuya clasificación sea alterada, pudiendo preverse, en determinados casos, y a petición de la respectiva
Corporación, que continúen como funcionarios de Administración General de la misma, con respeto de sus
retribuciones básicas. Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4.2, por la
disposición derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en
cuenta que este artículo ya fue derogado en la misma forma por la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788

Se modifica el apartado 1 por el art. 64.3 de la Ley 42/1994, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-1994-28968

Se modifica por el art. 2.2 del Real Decreto Legislativo 2/1994, de 25 de junio. Ref. BOE-A-1994-14961

Artículo 160.
1. La provisión de puestos de trabajo vacantes reservados a funcionarios con habilitación de carácter nacional,
se regirá por lo dispuesto en el artículo 99 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, y sus normas de desarrollo.
2. Para la provisión de estos puestos de trabajo en los Ayuntamientos de Madrid y Barcelona se tendrá en
cuenta lo establecido en la Disposición adicional sexta de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
3. De acuerdo con las Corporaciones locales afectadas y previa conformidad de los interesados, las
Comunidades Autónomas podrán efectuar nombramientos provisionales a favor de habilitados nacionales, en
puestos a ellos reservados. Dichos nombramientos podrán ser revocados por la Comunidad Autónoma que los
efectuó de acuerdo con la Corporación local afectada. Los nombramientos y revocaciones aludidos se
efectuarán con sujeción a las normas que determine la Administración del Estado.
4. De acuerdo con las Corporaciones locales afectadas y con los funcionarios interesados, las Comunidades
Autónomas, dentro de su ámbito territorial, podrán autorizar la acumulación de funciones reservadas en el
supuesto de vacante, ausencia o enfermedad en funcionarios con habilitación de carácter nacional de entidad
local próxima a la de su puesto de trabajo. Asimismo, de acuerdo con las Corporaciones locales, podrán
conferirles comisiones de servicios.
5. De acuerdo con las Corporaciones locales afectadas y los funcionarios interesados, las Comunidades
Autónomas, dentro de su ámbito territorial, podrán autorizar permutas, atendiendo a lo dispuesto en la
normativa aplicable a los funcionarios civiles del Estado. Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos
en la disposición final 4.2, por la disposición derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del Estatuto
Básico del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-
A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en cuenta que este artículo ya fue derogado en la misma forma por la Ley
7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788 Se añaden los apartados 3 a 5 por el art. 2.3 del Real Decreto Legislativo 2/1994, de 25 de junio. Ref. BOE-A-1994-14961
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Artículo 161.
En todas las entidades locales existirá, al menos, un puesto de trabajo que tenga atribuida la responsabilidad
administrativa de la función a que se refiere el artículo 92.3, a), de la Ley 7/1985, de 2 de abril. No obstante lo
dispuesto en el párrafo anterior, reglamentariamente se determinarán por la Administración del Estado los
supuestos, requisitos y condiciones en que proceda la agrupación de Municipios u otras entidades locales a
efectos de sostenimiento en común de dicho puesto de trabajo que, en tal caso, será un puesto único para el
conjunto de los Municipios o entidades agrupadas. Tales agrupaciones serán acordadas por el órgano
competente de la respectiva Comunidad Autónoma, al que corresponde asimismo la clasificación de los
puestos resultantes de la misma conforme al artículo 159 de este texto refundido. La Administración del
Estado determinará los supuestos, requisitos y condiciones en que los Municipios u otras entidades locales que
carezcan de medios para sostener el puesto de trabajo a que se refiere el párrafo primero y no se hallen
agrupados a tal efecto a otros, quedarán dispensados de la obligación de sostener dicho puesto, cuyas
funciones serán, en tal caso, ejercidas por los servicios de asistencia correspondientes o mediante
acumulación, en la forma que se establezca reglamentariamente. Se deroga, con el alcance y la vigencia
establecidos en la disposición final 4.2, por la disposición derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del
Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref.
BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en cuenta que este artículo ya fue derogado en la misma forma por la
Ley 7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788

Se modifica por el art. 2.4 del Real Decreto Legislativo 2/1994, de 25 de junio. Ref. BOE-A-1994-14961 Redactado el párrafo primero conforme a la
corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 162.
1. La función de la Secretaría comprende:

a) El asesoramiento legal preceptivo de la Corporación, así como de su Presidencia y Comisiones.
b) La fe pública de todos los actos y acuerdos.

2. El alcance y contenido de la expresada función será determinado reglamentariamente por la
Administración del Estado. Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4.2, por
la disposición derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en
cuenta que este artículo ya fue derogado en la misma forma por la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788 Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-
A-1986-18436

Artículo 163.
1. En las Entidades locales en que así se establezca reglamentariamente por la Administración del Estado,
existirá al menos un puesto de trabajo distinto del previsto en el artículo 161 que tenga atribuida la
responsabilidad administrativa de las funciones de control y fiscalización interna de la gestión económico-
financiera y presupuestaria y de la contabilidad, con el alcance y contenido que en aquellas normas se
determine.
2. En las restantes Entidades locales las funciones a que se refiere el número 1 de este artículo formarán parte
de las funciones que legalmente corresponden a los puestos de trabajo a que se refiere el artículo 161 de esta
Ley. Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4.2, por la disposición
derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en cuenta que este
artículo ya fue derogado en la misma forma por la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788 Redactado el apartado 2 conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-
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A-1986-18436

Artículo 164.
1. En las Entidades locales a que se refiere el número 1 del artículo anterior existirá también un puesto de
trabajo específico que tenga atribuida la responsabilidad administrativa de las funciones de tesorería, que
incluye el manejo y custodia de fondos y valores de la Entidad, y recaudación, que implica la Jefatura de los
Servicios correspondientes, con el alcance y contenido que se determinen reglamentariamente por la
Administración del Estado.
2. El funcionario con habilitación de carácter nacional que desempeñe dicho puesto de trabajo, antes de entrar
en posesión del mismo, deberá constituir fianza en la forma prevista por las disposiciones vigentes. Igual
obligación alcanzará a cualquier otro funcionario o miembro de la Corporación que, de acuerdo con lo
dispuesto en el artículo 92.4 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, se haga cargo de la responsabilidad a que se refiere
el número anterior. Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4.2, por la
disposición derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en
cuenta que este artículo ya fue derogado en la misma forma por la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788

Artículo 165.
1. Con independencia de los puestos de trabajo mínimos reservados a funcionarios con habilitación de
carácter nacional a que se refieren los artículos anteriores, las Corporaciones locales, en los términos que
reglamentariamente se determinen por la Administración del Estado, podrán crear otros puestos de trabajo
reservados igualmente a funcionarios que posean dicha habilitación, cuya clasificación corresponderá a las
Comunidades Autónomas.
2. En todo caso la provisión de estos puestos se ajustará al sistema general previsto en el artículo 99 de la Ley
7/1985, de 2 de abril. Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4.2, por la
disposición derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público
aprobado por Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en
cuenta que este artículo ya fue derogado en la misma forma por la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788

Se modifica el apartado 1 por el art. 2.5 del Real Decreto Legislativo 2/1994, de 25 de junio. Ref. BOE-A-1994-14961

Artículo 166.
1. Lo dispuesto en los artículos anteriores no impedirá la asignación, a los puestos de trabajo a que los mismos
se refieren, de otras funciones distintas o complementarias.
2. La asignación de funciones complementarias a dichos puestos se realizará a través de la relación de puestos
de trabajo, sin perjuicio de que mientras ésta no haya sido aprobada por el Pleno de la Corporación pueda el
Presidente de la Entidad, en uso de sus atribuciones básicas en orden a la dirección de la administración de la
misma, encomendar a los funcionarios que desempeñan dichos puestos la realización de este tipo de
funciones. Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4.2, por la disposición
derogatoria única.e) del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público aprobado por Real
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre. Ref. BOE-A-2015-11719#ddunica-2 . Téngase en cuenta que este
artículo ya fue derogado en la misma forma por la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Se deroga, con el alcance y la vigencia establecidos en la disposición final 4, por la disposición derogatoria única.f) de la Ley 7/2007, de 12 de abril.
Ref. BOE-A-2007-7788

CAPITULO IV De los demás funcionarios de carrera

Artículo 167.
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1. Los funcionarios de carrera de la Administración local que no tengan habilitación de carácter nacional se
integrarán en las escalas de Administración General y Administración Especial de cada Corporación, que
quedarán agrupadas conforme a lo dispuesto en la legislación básica del Estado sobre función pública, en los
grupos que éste determine, de acuerdo con la titulación exigida para su ingreso.
2. La escala de administración general se divide en las subescalas siguientes:

a) Técnica.
b) De gestión.
c) Administrativa.
d) Auxiliar.
e) Subalterna.

3. La Escala de Administración Especial se divide en las Subescalas siguientes:
a) Técnica.
b) De Servicios Especiales.

4. La creación de Escalas, Subescalas y clases de funcionarios y la clasificación de los mismos dentro de cada
una de ellas, se hará por cada Corporación, de acuerdo con lo previsto en esta Ley.
Se modifica el apartado 2 por el art. 60.1 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2002-25412

Artículo 168.
La provisión de puestos de trabajo que, de conformidad con la relación aprobada, estén reservados o puedan
ser desempeñados por funcionarios de carrera, se regirá por las normas que, en desarrollo de la legislación
básica en materia de función pública local, dicte la Administración del Estado.

Artículo 169.
1. Corresponde a los funcionarios de la Escala de Administración General el desempeño de funciones
comunes al ejercicio de la actividad administrativa. En consecuencia, los puestos de trabajo
predominantemente burocráticos habrán de ser desempeñados por funcionarios técnicos, de gestión,
administrativos o auxiliares de Administración General. La Administración del Estado fijará los criterios de
población, clasificación de la Secretaría respectiva, y demás que sirvan para la determinación de las
Corporaciones en que puedan existir puestos de trabajo a desempeñar por funcionarios de cada una de las
Subescalas de la Escala de Administración General.

a) Pertenecerán a la Subescala Técnica de Administración General, los funcionarios que realicen tareas de
gestión, estudio y propuesta de carácter administrativo de nivel superior.
b) Pertenecerán a la subescala de gestión de Administración General los funcionarios que realicen tareas
de apoyo a las funciones de nivel superior.
c) Pertenecerán a la Subescala Administrativa de Administración General, los funcionarios que realicen
tareas administrativas, normalmente de trámite y colaboración.
d) Pertenecerán a la Subescala Auxiliar de Administración General, los funcionarios que realicen tareas de
mecanografía, taquigrafía, despacho de correspondencia, cálculo sencillo, manejo de máquinas, archivo
de documentos y otros similares.
e) Pertenecerán a la Subescala de Subalternos de Administración General, los funcionarios que realicen
tareas de vigilancia y custodia interior de oficinas, así como misiones de Conserje, Ujier, Portero u otras
análogas en edificios y servicios de la Corporación. Podrá establecerse la normativa adecuada para que los
puestos de trabajo atribuidos a esta Subescala puedan ser desempeñados por funcionarios de Servicios
Especiales que, por edad u otras razones, tengan disminuida su capacidad para misiones de particular
esfuerzo o penosidad, pero que conserven la requerida para las tareas de Subalterno.

2. Hasta tanto se dicten las normas reglamentarias previstas en el artículo 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril,
la selección de los funcionarios a que se refiere el número anterior se ajustará a las siguientes reglas:

a) El ingreso en la Subescala Técnica se hará por oposición libre y se precisará estar en posesión del título
de Licenciado en Derecho, en Ciencias Políticas, Económicas o Empresariales, Intendente Mercantil o
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Actuario. No obstante, se reservarán para promoción interna el 25 por 100 de los puestos de trabajo para
Administrativos de la propia Corporación que posean la titulación indicada, cuenten, como mínimo, con
cinco años de servicios en la Subescala de procedencia y superen las pruebas selectivas correspondientes.
b) El ingreso en la Subescala Administrativa se hará por oposición libre, y se precisará estar en posesión del
título de Bachiller, Formación Profesional de segundo grado, o equivalente. No obstante, se reservarán para
promoción interna el 50 por 100 de los puestos de trabajo existentes para los pertenecientes a la Subescala
de Auxiliares de Administración General que posean la titulación indicada, y cuenten con cinco años de
servicios en la SubescaIa.
c) El ingreso en la Subescala Auxiliar se hará por oposición libre, con exigencia, en todo caso, de título de
Graduado Escolar, Formación Profesional de primer grado, o equivalente.
d) El ingreso en la Subescala Subalterna se hará por concurso, oposición o concurso-oposición libre, según
acuerdo de la Corporación, y con exigencia del certificado de escolaridad.

Se modifica el párrafo primero del apartado 1, se añade el apartado 1.b) y se reordenan las letras existentes del mismo apartado por los arts. 60.2 y
3 de la Ley 53/2002, de 30 de diciembre. Ref. BOE-A-2002-25412

Artículo 170.
1. Tendrán la consideración de funcionarios de Administración Especial los que tengan atribuido el
desempeño de las funciones que constituyen el objeto peculiar de una carrera, profesión, arte u oficio.
2. Los puestos de trabajo a desempeñar por funcionarios de servicios especiales podrán existir en cualquier
clase de Corporación.
3. El personal que forme parte de los Servicios de Informática de las Corporaciones locales, que no resulte
incluido en las Subescalas de Administración General, será clasificado según la naturaleza de su especialidad y
los títulos exigidos para su ingreso, en la clase que corresponda de las Subescalas Técnicas o de Servicios
Especiales.

Artículo 171.
1. Pertenecerán a la Subescala Técnica de Administración Especial, los funcionarios que desarrollen tareas que
son objeto de una carrera para cuyo ejercicio exigen las leyes estar en posesión de determinados títulos
académicos o profesionales. En atención al carácter y nivel del título exigido, dichos funcionarios se dividen
en Técnicos Superiores, Medios y Auxiliares, y, a su vez, cada clase podrá comprender distintas ramas y
especialidades.
2. El ingreso en esta Subescala se hará por oposición, concurso o concurso-oposición libre, según acuerde la
Corporación respectiva, y se requerirá estar en posesión del título académico o profesional correspondiente a
la clase o especialidad de que se trate; todo ello sin perjuicio de las normas que pueda dictar la Administración
del Estado, en uso de la autorización contenida en el artículo 100.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
3. En todo caso, la provisión de plazas de Médicos de la Beneficencia Provincial podrá hacerse de acuerdo con
su regulación específica o mediante los procedimientos regulados en este artículo.

Artículo 172.
1. Pertenecerán a la Subescala de Servicios Especiales, los funcionarios que desarrollen tareas que requieran
una aptitud específica, y para cuyo ejercicio no se exija, con carácter general, la posesión de títulos
académicos o profesionales determinados.
2. Se comprenderán en esta Subescala, y sin perjuicio de las peculiaridades de cada Corporación, las
siguientes clases:

a) Policía Local y sus auxiliares.
b) Servicio de Extinción de Incendios.
c) Plazas de Cometidos Especiales.
d) Personal de Oficios.
e) Agentes forestales y medioambientales.
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3. El ingreso en la Subescala de Servicios Especiales se hará por oposición, concurso o concurso-oposición
libre, según acuerde la Corporación respectiva, sin perjuicio de lo que dispongan las normas específicas de
aplicación a los funcionarios de Policía Local y del Servicio de Extinción de Incendios.
Se añade la letra e) al apartado 2 por la disposición final 1.1 de la Ley 4/2024, de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-23271#df

Artículo 173.
La Policía Local ejercerá sus funciones de acuerdo con lo previsto en el Título V de la Ley Orgánica de Fuerzas
y Cuerpos de Seguridad.
Redactado conforme a la corrección de errores publicada en BOE núm. 165, de 11 de julio de 1986. Ref. BOE-A-1986-18436

Artículo 174.
Se comprenderán en la clase de cometidos especiales al personal de las Bandas de Música y los restantes
funcionarios que realicen tareas de carácter predominantemente no manual, no comprendidas en el artículo
171.1, en las diversas ramas o sectores de actuación de las Corporaciones locales, subdividiéndolas en
categorías, según el nivel de titulación exigido.

Artículo 175.
1. Se integrarán en la clase de Personal de Oficios, los funcionarios que realicen tareas de carácter
predominantemente manual, en los diversos sectores de actuación de las Corporaciones locales, referidas a un
determinado oficio, industria o arte.
2. Se clasificarán, dentro de cada oficio, industria o arte, en Encargado, Maestro, Oficial, Ayudante y Operario,
según el grado de responsabilidad o de especialización, y siendo necesario, en todo caso, poseer la titulación
exigida para el ingreso, conforme a lo dispuesto por la legislación básica de función pública.
3. Lo dispuesto en los apartados anteriores se entiende sin perjuicio de que estas tareas no tengan la
consideración de funciones públicas a que se refiere el artículo 92.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.

Artículo 175 bis.
Se integrarán en la clase de agentes forestales y medioambientales las personas funcionarias que tengan
asignadas funciones de vigilancia, policía y custodia de bienes medioambientales y forestales. El acceso a la
misma requerirá disponer de la titulación exigida, en función del subgrupo de clasificación de los previstos en
el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el Real Decreto Legislativo
5/2015, de 30 de octubre, en el que se incluya la categoría correspondiente.
Se añade por la disposición final 1.2 de la Ley 4/2024, de 8 de noviembre. Ref. BOE-A-2024-23271#df

CAPITULO V Personal eventual y laboral

Artículo 176.
1. El personal eventual se rige por lo establecido en el artículo 104 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
2. Los puestos de trabajo reservados a este tipo de personal deberán figurar en la plantilla de personal de la
Corporación.
3. Podrán ser desempeñados por personal eventual determinados puestos de trabajo de carácter directivo,
incluidos en la relación de puestos de trabajo de la Corporación, de acuerdo con lo que dispongan las normas
que dicte el Estado para su confección. En estos supuestos, el personal eventual deberá reunir las condiciones
específicas que se exijan a los funcionarios que puedan desempeñar dichos puestos.
4. En ningún caso el desempeño de un puesto de trabajo reservado a personal eventual constituirá mérito para
el acceso a la función pública o a la promoción interna.

Artículo 177.
1. La selección del personal laboral se rige por lo establecido en el artículo 103 de la Ley 7/1985, de 2 de abril.
2. La contratación laboral puede ser por tiempo indefinido, de duración determinada, a tiempo parcial, y
demás modalidades previstas en la legislación laboral. El régimen de tales relaciones será, en su integridad, el
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establecido en las normas de Derecho Laboral.
3. Será nulo el contrato laboral por tiempo indefinido celebrado por una Entidad local con persona incursa en
alguna de las causas de incapacidad específica que sean de aplicación a los funcionarios y al personal interino.

Ley 2/1987, de 30 de marzo, de la Función Pública Canaria

LFP-CAN · BOE-A-1987-11921 · arts. 86 a 92 — 7 incluidos

TÍTULO VIII De la Función Pública de las Corporaciones Locales Canarias

Artículo 86.
Las Corporaciones locales canarias realizarán las relaciones de puestos de trabajo, en las que deberán estar
incluidas las retribuciones del personal de sus respectivas Administraciones, atendiendo a los criterios
establecidos en la legislación básica del Estado, y comunicándolas a la Administración de la Comunidad
Autónoma.

Artículo 87.
En el Registro de Personal de cada Corporación local se inscribirán todas las personas a su servicio, se
anotarán los actos que afecten a la vida administrativa de la relación de servicios de aquéllas, en los términos
definidos por los reglamentos dictados por la Administración del Estado y, en su caso, por la Comunidad
Autónoma, de acuerdo con la legislación estatal básica, y se tomará razón de los actos a que se refiere el
artículo 20 de esta Ley.

Artículo 88.
1. El procedimiento de selección de los funcionarios de las Corporaciones Locales Canarias, en lo no previsto
por la legislación básica del Estado, se ajustará a lo dispuesto en esta Ley y a las normas que puedan dictarse
para regular el ingreso en la Función Pública de la Comunidad Autónoma.
2. Los acuerdos de las Corporaciones locales que determinen el procedimiento de ingreso en las subescalas de
Administración Especial, deberán comunicarse a la Consejería de la Presidencia.
3. Las Corporaciones Locales Canarias, por acuerdo del Pleno, podrán solicitar de la Consejería de la
Presidencia la selección de su personal por los procedimientos que regulen el ingreso en la función pública de
la Comunidad Autónoma.

Artículo 89.
Los funcionarios de las Corporaciones Locales Canarias tendrán derecho a las recompensas, permisos,
licencias y vacaciones retribuidas previstas en esta Ley.

Artículo 90.
Los funcionarios de las Corporaciones Locales Canarias tendrán las obligaciones que en esta Ley se
determinan para los funcionarios de la Comunidad Autónoma.

Artículo 91.
Los funcionarios a los que se refiere el apartado 2 del artículo 31 de esta Ley, cuando desempeñen un puesto
de trabajo de la Administración Pública de la Comunidad Autónoma, percibirán sus retribuciones por los
mismos conceptos y en las mismas cuantías que los que correspondan a un funcionario del mismo grupo de la
Comunidad Autónoma en un puesto similar.

Artículo 92.
1. La tramitación del expediente disciplinario a que puedan verse sometidos los funcionarios de las
Corporaciones Locales Canarias, se ajustará en todo caso a lo dispuesto en las normas que regulen dicho
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procedimiento para los funcionarios de la Comunidad Autónoma.
2. Las faltas muy graves serán tipificadas por la legislación básica del Estado. En cuanto a las faltas graves,
leves y a la cancelación de las sanciones en general, se estará a lo previsto en la sección 8.ª, capítulo IV, del
título IV.

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 6

1. De conformidad con el artículo 23 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, ¿cuáles de las siguientes son 
retribuciones básicas?

A) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional y los trienios.

B) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, los trienios y el complemento de 
destino.

C) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, los trienios y el complemento 
específico.

D) El sueldo asignado a cada Subgrupo o Grupo de clasificación profesional, los trienios, el complemento 
específico y las gratificaciones extraordinarias.

2. Según el artículo 18 del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, aprobado por el 
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, ¿qué antigüedad deberá tener un funcionario de carrera en 
servicio activo en el inferior Subgrupo, o Grupo de clasificación profesional en el supuesto de que éste no 
tenga Subgrupo, para poder participar en el proceso de promoción interna de los funcionarios de carrera?

A) No es necesario tener ninguna antigüedad.

B) Al menos dos años.

C) Al menos un año.

D) Al menos seis meses.

3. De conformidad con el artículo 16 del TREBEP la carrera profesional en su modalidad de carrera vertical 
consiste:

A) en el ascenso en la estructura de puestos de trabajo por los procedimientos de provisión establecidos en el 
capítulo III del título V del TREBEP.

B) en el ascenso desde un cuerpo o escala de un Subgrupo, o Grupo de clasificación profesional en el supuesto 
de que éste no tenga Subgrupo, a otro superior, de acuerdo con lo establecido en el artículo 18 del TREBEP.

C) en el acceso a cuerpos o escalas del mismo Subgrupo profesional, de acuerdo con lo dispuesto en el artículo 
18 del TREBEP.

D) en la progresión de grado, categoría, escalón u otros conceptos análogos.
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4. De acuerdo con el artículo 47 bis del texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, el 
personal público que preste sus servicios mediante teletrabajo:

A) Tendrá una adaptación de los deberes y derechos, individuales y colectivos, del resto del personal que preste 
sus servicios en modalidad presencial, sin incluir en todo caso la normativa de prevención de riesgos laborales 
que resulte aplicable.

B) Tendrá los mismos deberes y derechos, individuales y colectivos, que el resto del personal que preste sus 
servicios en modalidad presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte 
aplicable, salvo aquellos que sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera presencial.

C) Tendrá deberes y derechos, individuales y colectivos, diferentes a los del resto del personal que preste sus 
servicios en modalidad presencial.

D) Tendrá los mismos deberes y derechos que el resto del personal que preste sus servicios en modalidad 
presencial, incluyendo la normativa de prevención de riesgos laborales que resulte aplicable, salvo aquellos que 
sean inherentes a la realización de la prestación del servicio de manera presencial y excluyendo los derechos de 
tipo colectivo.

5. El tiempo de permanencia en excedencia por cuidado de familiares:

A) Será computable a efectos de trienios, carrera y derechos del régimen de Seguridad Social que sea de 
aplicación.

B) No devengará retribuciones ni les será computable el tiempo que permanezcan en tal situación a efectos de 
ascensos.

C) Los funcionarios en esta situación no podrán participar en los cursos de formación que convoque la 
Administración.

D) Será computable a efectos de trienios, pero no de carrera y derechos del régimen de Seguridad Social que sea 
de aplicación.

6. Según el Real Decreto Legislativo 5/2015, del TREBEP, indique cuál de las siguientes afirmaciones es falsa 
en relación a los funcionarios interinos:

A) Son nombrados por razones justificadas de necesidad y urgencia.

B) Son nombrados para el desempeño de funciones propias de funcionarios de carrera y personal laboral.

C) La selección de los funcionarios interinos se hará mediante procedimientos que respeten los principios de 
igualdad, mérito, capacidad y publicidad.

D) Les será aplicable el régimen general de los funcionarios de carrera.

7. Entre los derechos de carácter individual que tienen los empleados públicos, establecidos en el Real 
Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto 
Básico del Empleado Público, se encuentra:

A) Derecho a la desconexión digital en los términos establecidos en la legislación de prevención de riesgos 
laborales

B) Derecho a la desconexión digital en los términos establecidos en la legislación vigente en materia de 
protección de datos personales y garantía de los derechos digitales

C) Derecho a la desconexión digital en los términos establecidos en la legislación de igualdad efectiva de 
mujeres y hombres

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta
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8. De acuerdo con lo establecido en el art. 8 del texto refundido de la Ley del estatuto básico del empleado 
público, aprobado por Real decreto legislativo 5/2015, de 30 de octubre (en adelante TREBEP), los empleados 
públicos pueden clasificarse en:

A) Funcionario de carrera, funcionario interino, personal laboral, personal eventual y directivo profesional.

B) Funcionario de carrera, funcionario interino y personal laboral.

C) Funcionario de carrera, funcionario interino, personal laboral —por tiempo indefinido o temporal— y 
personal eventual.

D) Funcionario de carrera, funcionario interino, personal laboral —por tiempo indefinido o temporal—.

9. Según lo dispuesto en el artículo 23 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se 
aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, las retribuciones básicas de 
los funcionarios de carrera estarán integradas única y exclusivamente por:

A) El sueldo y el complemento de destino.

B) El sueldo, el complemento de destino y los trienios.

C) El sueldo y los trienios.

D) El sueldo, el complemento de destino y el complemento específico.

10. ¿Qué título del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, trata «Personal al Servicio de las Administraciones 
Públicas»?

A) Título II

B) Título III

C) Título V

D) Ninguna de las respuestas es la correcta.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 A · 4 B · 5 A · 6 B · 7 B · 8 C · 9 C · 10 A

Te quedan 659 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 6, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 7

Ética pública: concepto e instrumentos: Deberes de los/as empleados/
as públicos: Código de Conducta. Principios éticos y de conducta. El 

Código de Buen Gobierno del Cabildo Insular de Tenerife (Boletín 
Oficial de la Provincia de Santa Cruz de Tenerife, núm. 75 de 10 de 

junio de 2015): principios inspiradores y medidas que deben guiar la 
conducta de quienes ostentan responsabilidades públicas y del 

personal en el ejercicio de sus actuaciones públicas.

RDLeg 5/2015 Estatuto Básico del Empleado Público

TREBEP · BOE-A-2015-11719 · arts. 52 a 54 — 3 incluidos

TÍTULO III Derechos y deberes. Código de conducta de los empleados públicos

CAPÍTULO VI Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta

Artículo 52. Deberes de los empleados públicos.
Código de Conducta. Los empleados públicos deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan
asignadas y velar por los intereses generales con sujeción y observancia de la Constitución y del resto del
ordenamiento jurídico, y deberán actuar con arreglo a los siguientes principios: objetividad, integridad,
neutralidad, responsabilidad, imparcialidad, confidencialidad, dedicación al servicio público, transparencia,
ejemplaridad, austeridad, accesibilidad, eficacia, honradez, promoción del entorno cultural y
medioambiental, y respeto a la igualdad entre mujeres y hombres, que inspiran el Código de Conducta de los
empleados públicos configurado por los principios éticos y de conducta regulados en los artículos siguientes.
Los principios y reglas establecidos en este capítulo informarán la interpretación y aplicación del régimen
disciplinario de los empleados públicos.

Artículo 53. Principios éticos.
1. Los empleados públicos respetarán la Constitución y el resto de normas que integran el ordenamiento
jurídico.
2. Su actuación perseguirá la satisfacción de los intereses generales de los ciudadanos y se fundamentará en
consideraciones objetivas orientadas hacia la imparcialidad y el interés común, al margen de cualquier otro
factor que exprese posiciones personales, familiares, corporativas, clientelares o cualesquiera otras que
puedan colisionar con este principio.
3. Ajustarán su actuación a los principios de lealtad y buena fe con la Administración en la que presten sus
servicios, y con sus superiores, compañeros, subordinados y con los ciudadanos.
4. Su conducta se basará en el respeto de los derechos fundamentales y libertades públicas, evitando toda
actuación que pueda producir discriminación alguna por razón de nacimiento, origen racial o étnico, género,
sexo, orientación e identidad sexual, expresión de género, características sexuales, religión o convicciones,
opinión, discapacidad, edad o cualquier otra condición o circunstancia personal o social.
5. Se abstendrán en aquellos asuntos en los que tengan un interés personal, así como de toda actividad privada
o interés que pueda suponer un riesgo de plantear conflictos de intereses con su puesto público.
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6. No contraerán obligaciones económicas ni intervendrán en operaciones financieras, obligaciones
patrimoniales o negocios jurídicos con personas o entidades cuando pueda suponer un conflicto de intereses
con las obligaciones de su puesto público.
7. No aceptarán ningún trato de favor o situación que implique privilegio o ventaja injustificada, por parte de
personas físicas o entidades privadas.
8. Actuarán de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia, y vigilarán la consecución del
interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.
9. No influirán en la agilización o resolución de trámite o procedimiento administrativo sin justa causa y, en
ningún caso, cuando ello comporte un privilegio en beneficio de los titulares de los cargos públicos o su
entorno familiar y social inmediato o cuando suponga un menoscabo de los intereses de terceros.
10. Cumplirán con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán
dentro de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.
11. Ejercerán sus atribuciones según el principio de dedicación al servicio público absteniéndose no solo de
conductas contrarias al mismo, sino también de cualesquiera otras que comprometan la neutralidad en el
ejercicio de los servicios públicos.
12. Guardarán secreto de las materias clasificadas u otras cuya difusión esté prohibida legalmente, y
mantendrán la debida discreción sobre aquellos asuntos que conozcan por razón de su cargo, sin que puedan
hacer uso de la información obtenida para beneficio propio o de terceros, o en perjuicio del interés público.
Se modifica el apartado 4 por la disposición final 16.6 de la Ley 4/2023, de 28 de febrero. Ref. BOE-A-2023-5366#df-16

Artículo 54. Principios de conducta.
1. Tratarán con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.
2. El desempeño de las tareas correspondientes a su puesto de trabajo se realizará de forma diligente y
cumpliendo la jornada y el horario establecidos.
3. Obedecerán las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, salvo que constituyan una
infracción manifiesta del ordenamiento jurídico, en cuyo caso las pondrán inmediatamente en conocimiento
de los órganos de inspección procedentes.
4. Informarán a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilitarán
el ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.
5. Administrarán los recursos y bienes públicos con austeridad, y no utilizarán los mismos en provecho propio
o de personas allegadas. Tendrán, asimismo, el deber de velar por su conservación.
6. Se rechazará cualquier regalo, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos
habituales, sociales y de cortesía, sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal.
7. Garantizarán la constancia y permanencia de los documentos para su transmisión y entrega a sus
posteriores responsables.
8. Mantendrán actualizada su formación y cualificación.
9. Observarán las normas sobre seguridad y salud laboral.
10. Pondrán en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados. A estos efectos
se podrá prever la creación de la instancia adecuada competente para centralizar la recepción de las
propuestas de los empleados públicos o administrados que sirvan para mejorar la eficacia en el servicio.
11. Garantizarán la atención al ciudadano en la lengua que lo solicite siempre que sea oficial en el territorio.
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PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 7

1. Según el artículo 52-Deberes de los empleados públicos. Código de Conducta, del Real decreto 5/2015 por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto básico del empleado público, los empleados públicos 
deberán desempeñar con diligencia las tareas que tengan asignadas y deberán actuar con arreglo a los 
siguientes principios entre otros:

A) Confidencialidad, imparcialidad, responsabilidad, neutralidad.

B) Mejora de la calidad, imparcialidad, responsabilidad, neutralidad.

C) Confidencialidad, mejora de la calidad, responsabilidad, neutralidad.

D) Confidencialidad, imparcialidad, mejora de la calidad, neutralidad.

2. Respecto a los deberes y código de conducta de los empleados públicos, ¿en qué artículo del Real Decreto 
Legislativo 5/2015 se regulan los principios éticos?

A) art. 52

B) art. 53

C) art. 54

D) art. 55

3. ¿Cuáles de los siguientes principios de conducta no es un deber de todos los funcionarios públicos según el 
artículo 54 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de 
la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público:

A) Tratar con atención y respeto a los ciudadanos, a sus superiores y a los restantes empleados públicos.

B) Obedecer las instrucciones y órdenes profesionales de los superiores, aunque constituyan una infracción 
manifiesta del ordenamiento jurídico.

C) Informar a los ciudadanos sobre aquellas materias o asuntos que tengan derecho a conocer, y facilita el 
ejercicio de sus derechos y el cumplimiento de sus obligaciones.

D) Poner en conocimiento de sus superiores o de los órganos competentes las propuestas que consideren 
adecuadas para mejorar el desarrollo de las funciones de la unidad en la que estén destinados.

4. Según el RDL 5/2015, dentro de los principios éticos del código de conducta de los empleados públicos se 
establece que:

A) La obediencia jerárquica prevalece siempre sobre el ordenamiento jurídico.

B) Los empleados públicos deberán abstenerse en asuntos en los que tengan interés personal.

C) Podrán aceptar regalos institucionales sin limitación si no superan un valor económico determinado.

D) Podrán intervenir en procedimientos administrativos en los que hayan participado como asesores externos.

5. Los objetivos de la ética son eminentemente:

A) Preventivos.

B) Represivos.

C) Psicológicos.

D) Físico.
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6. De acuerdo con la Ley 7/2007, de 12 de abril, del Estatuto Básico del Empleado Público, en sus relaciones 
con la Administración en la que prestan servicios, los empleados públicos ajustarán su actuación a los 
principios de:

A) No arbitrariedad y legalidad.

B) Coordinación y discrecionalidad.

C) Imparcialidad y agilidad.

D) Lealtad y buena fe.

7. Son deberes de los funcionarios:

A) El cumplimiento del ordenamiento jurídico vigente en el ejercicio de sus funciones

B) El trato correcto con los administrados, facilitándoles el máximo de ayuda en la gestión de sus asuntos ante la 
Administración

C) Cumplir estrictamente la jornada y el horario de trabajo establecido

D) Todas las anteriores son correctas

8. Los empleados públicos deben ajustarse a los siguientes principios de conducta:

A) Cumplir con diligencia las tareas que les correspondan o se les encomienden y, en su caso, resolverán dentro 
de plazo los procedimientos o expedientes de su competencia.

B) Actuar de acuerdo con los principios de eficacia, economía y eficiencia.

C) Observar las normas sobre seguridad y salud laboral.

D) Vigilar la consecución del interés general y el cumplimiento de los objetivos de la organización.

9. Conforme al RDL 5/2015, el principio de conducta relativo al uso de los recursos públicos establece que los 
empleados públicos:

A) Podrán utilizar bienes públicos para fines privados si no generan gasto adicional.

B) Podrán destinarlos a actividades sindicales aunque no estén autorizadas.

C) Podrán delegar su custodia en terceros sin autorización administrativa.

D) Deben garantizar su conservación y utilizarlos únicamente para fines profesionales.

10. De conformidad con lo dispuesto en el art. 52 del Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el 
que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público (TREBEP), los 
funcionarios públicos deberán actuar con arreglo al principio de:

A) Eficacia.

B) Honradez.

C) Objetividad.

D) Todas las respuestas anteriores son correctas.

SOLUCIONES 1 A · 2 B · 3 B · 4 B · 5 A · 6 D · 7 D · 8 C · 9 D · 10 D

Te quedan 22 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 7, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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Tema 8

La Ley para la igualdad efectiva de mujeres y hombres: objeto. El 
principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres. 

Discriminación directa e indirecta. Acoso sexual y acoso por razón de 
sexo. Planes de igualdad de las empresas: concepto y contenido. La Ley 

de Medidas de Protección Integral contra la Violencia de Género: 
objeto y concepto de violencia de género.

LO 3/2007 igualdad efectiva

LO-Igualdad · BOE-A-2007-6115 · art. 1 · art. 3 · arts. 6 a 7 · arts. 45 a 46 — 6 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR Objeto y ámbito de la Ley

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. Las mujeres y los hombres son iguales en dignidad humana, e iguales en derechos y deberes. Esta Ley tiene
por objeto hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres, en
particular mediante la eliminación de la discriminación de la mujer, sea cual fuere su circunstancia o
condición, en cualesquiera de los ámbitos de la vida y, singularmente, en las esferas política, civil, laboral,
económica, social y cultural para, en el desarrollo de los artículos 9.2 y 14 de la Constitución, alcanzar una
sociedad más democrática, más justa y más solidaria.
2. A estos efectos, la Ley establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes
de las personas físicas y jurídicas, tanto públicas como privadas, y prevé medidas destinadas a eliminar y
corregir en los sectores público y privado, toda forma de discriminación por razón de sexo.

TÍTULO I El principio de igualdad y la tutela contra la discriminación

Artículo 3. El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres.
El principio de igualdad de trato entre mujeres y hombres supone la ausencia de toda discriminación, directa
o indirecta, por razón de sexo, y, especialmente, las derivadas de la maternidad, la asunción de obligaciones
familiares y el estado civil.

Artículo 6. Discriminación directa e indirecta.
1. Se considera discriminación directa por razón de sexo la situación en que se encuentra una persona que sea,
haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, de manera menos favorable que otra en situación
comparable.
2. Se considera discriminación indirecta por razón de sexo la situación en que una disposición, criterio o
práctica aparentemente neutros pone a personas de un sexo en desventaja particular con respecto a personas
del otro, salvo que dicha disposición, criterio o práctica puedan justificarse objetivamente en atención a una
finalidad legítima y que los medios para alcanzar dicha finalidad sean necesarios y adecuados.
3. En cualquier caso, se considera discriminatoria toda orden de discriminar, directa o indirectamente, por
razón de sexo.

Artículo 7. Acoso sexual y acoso por razón de sexo.
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1. Sin perjuicio de lo establecido en el Código Penal, a los efectos de esta Ley constituye acoso sexual cualquier
comportamiento, verbal o físico, de naturaleza sexual que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u
ofensivo.
2. Constituye acoso por razón de sexo cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una
persona, con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio,
degradante u ofensivo.
3. Se considerarán en todo caso discriminatorios el acoso sexual y el acoso por razón de sexo.
4. El condicionamiento de un derecho o de una expectativa de derecho a la aceptación de una situación
constitutiva de acoso sexual o de acoso por razón de sexo se considerará también acto de discriminación por
razón de sexo.

TÍTULO IV El derecho al trabajo en igualdad de oportunidades

CAPÍTULO III Los planes de igualdad de las empresas y otras medidas de promoción de la igualdad

Artículo 45. Elaboración y aplicación de los planes de igualdad.
1. Las empresas están obligadas a respetar la igualdad de trato y de oportunidades en el ámbito laboral y, con
esta finalidad, deberán adoptar medidas dirigidas a evitar cualquier tipo de discriminación laboral entre
mujeres y hombres, medidas que deberán negociar, y en su caso acordar, con los representantes legales de los
trabajadores en la forma que se determine en la legislación laboral.
2. En el caso de las empresas de cincuenta o más trabajadores, las medidas de igualdad a que se refiere el
apartado anterior deberán dirigirse a la elaboración y aplicación de un plan de igualdad, con el alcance y
contenido establecidos en este capítulo, que deberá ser asimismo objeto de negociación en la forma que se
determine en la legislación laboral. Téngase en cuenta que esta modificación del apartado 2, incorporada por
el art. 1.1 del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a1 se aplicará paulatinamente en la
forma establecida por la disposición transitoria décima segunda de la presente norma, añadida a su vez, por el
art. 1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.
3. Sin perjuicio de lo dispuesto en el apartado anterior, las empresas deberán elaborar y aplicar un plan de
igualdad cuando así se establezca en el convenio colectivo que sea aplicable, en los términos previstos en el
mismo.
4. Las empresas también elaborarán y aplicarán un plan de igualdad, previa negociación o consulta, en su
caso, con la representación legal de los trabajadores y trabajadoras, cuando la autoridad laboral hubiera
acordado en un procedimiento sancionador la sustitución de las sanciones accesorias por la elaboración y
aplicación de dicho plan, en los términos que se fijen en el indicado acuerdo.
5. La elaboración e implantación de planes de igualdad será voluntaria para las demás empresas, previa
consulta a la representación legal de los trabajadores y trabajadoras. Se modifica el apartado 2 por el art. 1.1
del Real Decreto-ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a1 Téngase en cuenta que esta modificación
se aplicará paulatinamente en la forma establecida por la disposición transitoria décima segunda de la
presente norma, añadida por el art. 1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.

Artículo 46. Concepto y contenido de los planes de igualdad de las empresas.
1. Los planes de igualdad de las empresas son un conjunto ordenado de medidas, adoptadas después de
realizar un diagnóstico de situación, tendentes a alcanzar en la empresa la igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hombres y a eliminar la discriminación por razón de sexo. Los planes de
igualdad fijarán los concretos objetivos de igualdad a alcanzar, las estrategias y prácticas a adoptar para su
consecución, así como el establecimiento de sistemas eficaces de seguimiento y evaluación de los objetivos
fijados.
2. Los planes de igualdad contendrán un conjunto ordenado de medidas evaluables dirigidas a remover los
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obstáculos que impiden o dificultan la igualdad efectiva de mujeres y hombres. Con carácter previo se
elaborará un diagnóstico negociado, en su caso, con la representación legal de las personas trabajadoras, que
contendrá al menos las siguientes materias:

a) Proceso de selección y contratación.
b) Clasificación profesional.
c) Formación.
d) Promoción profesional.
e) Condiciones de trabajo, incluida la auditoría salarial entre mujeres y hombres.
f) Ejercicio corresponsable de los derechos de la vida personal, familiar y laboral.
g) Infrarrepresentación femenina.
h) Retribuciones.
i) Prevención del acoso sexual y por razón de sexo. La elaboración del diagnóstico se realizará en el seno de
la Comisión Negociadora del Plan de Igualdad, para lo cual, la dirección de la empresa facilitará todos los
datos e información necesaria para elaborar el mismo en relación con las materias enumeradas en este
apartado, así como los datos del Registro regulados en el artículo 28, apartado 2 del Estatuto de los
Trabajadores.

3. Los planes de igualdad incluirán la totalidad de una empresa, sin perjuicio del establecimiento de acciones
especiales adecuadas respecto a determinados centros de trabajo.
4. Se crea un Registro de Planes de Igualdad de las Empresas, como parte de los Registros de convenios y
acuerdos colectivos de trabajo dependientes de la Dirección General de Trabajo del Ministerio de Trabajo,
Migraciones y Seguridad Social y de las Autoridades Laborales de las Comunidades Autónomas.
5. Las empresas están obligadas a inscribir sus planes de igualdad en el citado registro.
6. Reglamentariamente se desarrollará el diagnóstico, los contenidos, las materias, las auditorías salariales, los
sistemas de seguimiento y evaluación de los planes de igualdad; así como el Registro de Planes de Igualdad, en
lo relativo a su constitución, características y condiciones para la inscripción y acceso. Téngase en cuenta que
esta modificación del apartado 2, y los apartados añadidos 4 a 6, incorporados por el art. 1.2 del Real Decreto-
ley 6/2019, de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a1 se aplicarán paulatinamente en la forma establecida por la
disposición transitoria décima segunda de la presente norma, añadida a su vez, por el art. 1.3 del citado Real
Decreto-ley 6/2019. Se modifica el apartado 2 y se añaden del 4 al 6 por el art. 1.2 del Real Decreto-ley 6/2019,
de 1 de marzo. Ref. BOE-A-2019-3244#a1 Téngase en cuenta que esta modificación se aplicará paulatinamente
en la forma establecida por la disposición transitoria décima segunda de la presente norma, añadida por el art.
1.3 del citado Real Decreto-ley 6/2019.

LO 1/2004 violencia de género

LO-VG · BOE-A-2004-21760 · art. 1 — 1 incluidos

TÍTULO PRELIMINAR

Artículo 1. Objeto de la Ley.
1. La presente Ley tiene por objeto actuar contra la violencia que, como manifestación de la discriminación, la
situación de desigualdad y las relaciones de poder de los hombres sobre las mujeres, se ejerce sobre éstas por
parte de quienes sean o hayan sido sus cónyuges o de quienes estén o hayan estado ligados a ellas por
relaciones similares de afectividad, aun sin convivencia.
2. Por esta ley se establecen medidas de protección integral cuya finalidad es prevenir, sancionar y erradicar
esta violencia y prestar asistencia a las mujeres, a sus hijos menores y a los menores sujetos a su tutela, o
guarda y custodia, víctimas de esta violencia.
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3. La violencia de género a que se refiere la presente Ley comprende todo acto de violencia física y psicológica,
incluidas las agresiones a la libertad sexual, las amenazas, las coacciones o la privación arbitraria de libertad.
4. La violencia de género a que se refiere esta Ley también comprende la violencia que con el objetivo de
causar perjuicio o daño a las mujeres se ejerza sobre sus familiares o allegados menores de edad por parte de
las personas indicadas en el apartado primero.
Se añade el apartado 4 por la disposición final 10 de la Ley Orgánica 8/2021, de 4 de junio. Ref. BOE-A-2021-9347#df-10

Se modifica el apartado 2 por la disposición final 3.1 de la Ley Orgánica 8/2015, de 22 de julio. Ref. BOE-A-2015-8222#dftercera .

PONTE A PRUEBA

10 preguntas del Tema 8

1. Según la Ley Orgánica para la Igualdad Efectiva de Hombres y Mujeres, las mujeres y los hombres son 
iguales:

A) En dignidad humana.

B) En dignidad humana, y en derechos.

C) En dignidad humana, e iguales en derechos y deberes.

D) En honor y dignidad humana, y en derechos y deberes.

2. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombre tiene por objeto:

A) Hacer efectivo el derecho de igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres

B) Promover las condiciones para que la igualdad del Individuo y de los grupos en que se integran sean reales y 
efectivas

C) El pleno reconocimiento de la igualdad formal ante la ley

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

3. Según la Ley Orgánica para la Igualdad Efectiva de Mujeres y Hombres, las mujeres y los hombres son 
iguales:

A) En dignidad humana

B) En dignidad humana, y en derechos

C) En dignidad humana, e iguales en derechos y deberes

D) En honor y dignidad humana, y en derechos y deberes

4. El diagnóstico previo a la elaboración del Plan de Igualdad en la empresa, se realizará:

A) Por la dirección de la empresa.

B) Por los representantes legales de los trabajadores.

C) Por la Comisión Negociadora del Plan de Igualdad.

D) Por la Inspección de Trabajo.

5. La LO 3/2007 para la igualdad efectiva de mujeres y hombres determina en su art. 6 las formas de 
discriminación por razón de sexo, que podrán ser:

A) Abierta y directa.

B) Directa e indirecta.

C) Objetiva y subjetiva.

D) Real y demostrable.
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6. Según su artículo 1, la LO 3/2007 tiene por objeto hacer efectivo el derecho de:

A) Conciliación de la vida laboral y familiar de mujeres y hombres.

B) Igualdad de trato y de oportunidades entre mujeres y hombres.

C) Participación en los asuntos públicos en igualdad de condiciones.

D) No discriminación por razón de sexo.

7. La Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres:

A) Establece principios de actuación de los Poderes Públicos, regula derechos y deberes de las personas físicas y 
jurídicas, tanto públicas como privadas

B) Prevé medidas destinadas a eliminar y corregir en los sectores público y privado, toda forma de 
discriminación por razón de sexo

C) Todas las respuestas son correctas

D) Ninguna de las respuestas anteriores es correcta

8. La Ley Orgánica 3/2007, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres define el acoso sexual como:

A) Cualquier comportamiento realizado en función del sexo de una persona, con el propósito o el efecto de 
atentar contra su dignidad y de crear un entorno intimidatorio, degradante u ofensivo.

B) Cualquier comportamiento realizado con el propósito o el efecto de atentar contra su dignidad y de crear un 
entorno intimidatorio, degradante y ofensivo.

C) Cualquier comportamiento verbal o físico directo que tenga el propósito o produzca el efecto de atentar 
contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, degradante u 
ofensivo.

D) Cualquier comportamiento verbal o físico, de naturaleza sexual, que tenga el propósito o produzca el efecto 
de atentar contra la dignidad de una persona, en particular cuando se crea un entorno intimidatorio, 
degradante u ofensivo.

9. De conformidad con el artículo 6 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de 
mujeres y hombres, se considera discriminación directa por razón de sexo:

A) La situación en que se encuentra una mujer que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su altura, 
de manera menos favorable que otra en situación comparable.

B) La situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo 
de manera mas favorable que otra en situación comparable.

C) La situación en que se encuentra los grupos sociales, que en atención a su sexo, no obtienen aquellas 
subvenciones que han solicitado.

D) La situación en que se encuentra una persona que sea, haya sido o pudiera ser tratada, en atención a su sexo, 
de manera menos favorable que otra en situación comparable.

10. Según la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la igualdad efectiva de mujeres y hombres, en su 
redacción vigente, ¿a partir de qué número de personas trabajadoras es obligatoria la elaboración y 
aplicación de un Plan de Igualdad en las empresas?

A) 25 personas trabajadoras.

B) 50 personas trabajadoras.

C) 100 personas trabajadoras.

D) 200 personas trabajadoras.

SOLUCIONES 1 C · 2 A · 3 C · 4 C · 5 B · 6 B · 7 C · 8 D · 9 D · 10 B
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Te quedan 89 preguntas de este tema
Apunta con la cámara: test del Tema 8, corregido al momento y con el artículo de la 
ley delante de cada respuesta.
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